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PRESENTACIÓN

A partir de que la Organización de las Naciones Unidas adoptó la Decla-
ración Universal de Derechos Humanos en 1948, se ha avanzado mucho en
la construcción de un sistema internacional de defensa y protección de los
mismos.

Aunque la Declaración Universal de Derechos Humanos no es un instru-
mento jurídicamente vinculante, es una norma moral y políticamente obliga-
toria para los Estados miembros del sistema de Naciones Unidas. Sus postu-
lados no pueden dejarse de lado por parte de ningún país miembro sin que
esto signifique altos costos políticos.

Los dos puntales que sostienen la Declaración Universal son los de la
igualdad entre los seres humanos y la no discriminación. Estos principios,
casi obvios en nuestros días, no lo eran al término de la Segunda Guerra Mun-
dial. De hecho, el genocidio perpetrado por los nazis fue uno de los puntos
que condujeron a las naciones a establecer compromisos hacia un mejor futu-
ro para la humanidad. La declaración fue parte de esos esfuerzos.

Los derechos humanos los concebimos como aquellos que tienen hombres
y mujeres por el simple hecho de serlo. Los tienen los niños y las niñas, las
personas con capacidades diferentes, los creyentes y los incrédulos, los sanos
y los enfermos, los blancos y los negros, los pobres y los ricos.

En México, las movilizaciones de la sociedad y los compromisos interna-
cionales del Estado mexicano llevaron a la creación de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos en 1990, primero como instancia dependiente de
la Secretaría de Gobernación y hoy como organismo autónomo en cuanto a
su presupuesto y capacidad de gestión. Todas las entidades federativas del
país ya cuentan con órganos para la defensa de los derechos humanos y mu-
chos municipios también tienen instancias administrativas sobre el tema.
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Todavía existen grandes debates sobre cuántas generaciones de derechos hu-
manos hay y sobre todo hasta dónde deben o no reconocerse los derechos
colectivos y cuáles son sus relaciones con los derechos individuales, que fue-
ron la base histórica de la que surgieron.

Atendiendo el debate, pero buscando avanzar en acciones concretas, Méxi-
co, al igual que otros países, ha participado en la elaboración de instrumentos
internacionales para que en todo el mundo se respeten los derechos humanos.
También ha suscrito acuerdos internacionales que, al ser ratificados por el
Senado, se convierten en ley suprema en la nación. Uno de ellos fue la ratifi-
cación del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo por
parte del Senado de la República, a principios de la década pasada, que lleva-
ría a una primera reforma en materia de derechos indígenas mediante la in-
corporación de un primer párrafo al artículo 4o. constitucional.

Sin embargo, la postergación durante décadas de muchas demandas y as-
piraciones de quienes constituyen el 13% de los mexicanos, es decir de las
personas miembros de pueblos y comunidades indígenas, los llevó a dar pa-
sos más adelantados en la materia. Éste fue uno de los contextos que explican
el movimiento gestado en Chiapas en enero de 1994.

Se ha avanzado un poco en materia de legislación desde ese año a la fecha.
Diversas disposiciones particulares comenzaron a incorporar aspectos rela-
cionados con las particularidades de los pueblos indígenas, tales como sus
usos, costumbres, lenguas, formas de tenencia de la tierra, etcétera, y en 2001
se realizó una reforma constitucional que recogió parte de la propuesta que la
Comisión de Concordia y Pacificación (Cocopa) había acordado impulsar con
el gobierno y el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN). Pero que-
daron fuera aspectos sustanciales como el de la autonomía y otros puntos,
que estancaron de nueva cuenta las posibilidades para la conciliación.

Sin perder de vista que la clave para la paz digna y duradera en Chiapas y
el inicio de la justicia plena para los pueblos indígenas radica en completar la
reforma comprometida por el gobierno con el EZLN, se debe avanzar tam-
bién en materia legislativa particular. El Congreso de la Unión ya ha inicia-
do, con las reformas y adiciones realizadas a los Códigos Federales de Proce-
dimientos Civiles y Penales y el Código Penal Federal, una etapa más de este
proceso. Están sobre la mesa una serie de reformas que se proponen a otras le-
gislaciones federales para adecuarlas a las reformas constitucionales de 2001.

En el 2003, el Diario Oficial de la Federación publicó otras legislaciones
fundamentales en este proceso. El 13 de marzo se publicó la Ley General de
Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, encaminada a la preserva-
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ción, desarrollo y consolidación de este importante patrimonio de los mexi-
canos, y el 21 de mayo del año mencionado apareció la Ley de la Comisión
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, que instaló un nuevo
organismo ligado a los pueblos indios, sustituyendo al Instituto Nacional Indi-
genista. Más recientemente, en junio, generando cierto debate en los medios,
se publicó la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación.

Hace falta, sin embargo, legislar en los estados para que, pese a las limita-
ciones de las reformas de 2001, se dé certidumbre a los pueblos indios en esos
marcos constitucionales.

Cumpliendo con su responsabilidad frente a la sociedad —que son las de
proteger, observar, promover, estudiar y divulgar los derechos humanos pre-
vistos en el orden jurídico mexicano, y particularmente los derechos de un
grupo fundamental, como el constituido por cerca de 13 millones de indíge-
nas—, ofrecemos, en esta ocasión, una publicación de nuestro Centro Nacio-
nal de Derechos Humanos. En este libro, luego de un estudio introductorio,
se compilan y seleccionan las principales disposiciones que en materia de
derechos humanos y derechos de los pueblos indígenas existen actualmente
en la legislación federal mexicana. Este tema resulta de la preocupación de la
CNDH para estar al día en los asuntos de mayor relevancia en la agenda na-
cional en este importante campo de reflexión, estudio y trabajo en el México
que inicia el tercer milenio.

Estamos seguros de que la publicación llegará a quienes les será de mayor
utilidad: a los miembros de las comunidades indígenas, a las autoridades mu-
nicipales y a los dirigentes sociales, para que puedan encontrar en este traba-
jo un respaldo en la búsqueda del respeto a su dignidad y a los derechos que les
concede el sistema legal mexicano. También les podrá servir para las próxi-
mas metas de una reforma indígena completa en la Constitución, que posi-
bilite avanzar luego en la justicia, por tanto tiempo postergada, para quienes
son la base de nuestra nación.

Dr. José Luis Soberanes Fernández,
Presidente de la Comisión Nacional

de los Derechos Humanos
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LOS DERECHOS INDÍGENAS EN MÉXICO
DESPUÉS DE LAS REFORMAS DE 2001;

UNA MIRADA ATRÁS Y OTRA HACIA ADELANTE

Moisés Jaime Bailón Corres1

1. INTRODUCCIÓN

Una de las definiciones del concepto indigenismo se resume como el conjun-
to de políticas gubernamentales encaminadas a mejorar las condiciones de
vida de esa población, lo cual supone una posición unidireccional. Otra defi-
nición lo ha expuesto de manera dialéctica, definiéndolo como el conjunto de
concepciones teóricas y de procesos concienciales que a lo largo de las épo-
cas han manifestado lo indígena como un proceso histórico en la conciencia
donde lo indígena es comprendido y juzgado por el no indígena; dicho proce-
so es manifestación de otro: el de la dominación y la explotación en la vida
material.2

Ya sea en una u otra concepción, sus antecedentes aparecen desde que se
establecen las relaciones de dominio colonial. La voracidad de los conquista-
dores arrasó, junto con otras causas, con la población original de las Antillas,
por lo que la Corona dispuso de una serie de ordenamientos que permitieron,
en la estructura de extracción de la riqueza continental, la reproducción de la
población nativa después del terremoto de la conquista que redujo considera-
blemente la población de los pueblos americanos. Hubo así ordenamientos
para los pueblos indios y ordenamientos para los pueblos españoles, aunque
se diera el mestizaje. No obstante las condiciones de opresión imperantes, mu-
chos pueblos indios lograron reconstituirse en los siglos posteriores.

1 Investigador del Centro Nacional de Derechos Humanos de la CNDH y miembro del
SNI. El presente documento es un resultado parcial del programa de investigación: “Indios,
Estado y sistemas de dominio regional. Dos siglos de relaciones complicadas (hacia una his-
toria de los derechos humanos y los derechos de los pueblos indios en México)”.

2 Luis Villoro, Los grandes momentos del indigenismo en México, pp. 7-19.
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A pesar de los ideales libertarios y justicieros de quienes iniciaron la ruptura
del orden colonial y de quienes buscaron construir un país independiente, su
inmersión en el pensamiento inspirado en el liberalismo de las revoluciones
francesa y norteamericana llevaron a negar la existencia del corazón y cuer-
po del México del siglo XIX: una mayoría de pueblos indígenas y campesi-
nos. A los pueblos indios libres del México independiente no se les reconoció
como naciones también independientes,3 ni como parte de la Federación: las
Constituciones de 1824 y 1857, así como otros ordenamientos que se dieron
en el interior de ese periodo, crearon una figura ficticia: la del ciudadano ima-
ginario,4 en un mar rural e indígena. Por querer romper con las corporaciones
coloniales, se llevaron entre las patas de los caballos liberales y conservado-
res parte de la base de la nueva nación. A lo largo del siglo los pueblos indios
aparecen en las disposiciones gubernamentales como intentos por suprimir co-
munidades para crear municipios constitucionales, desaparecer sus repúbli-
cas, repartir, fraccionar y despojar sus tierras convirtiéndolas en propiedad
privada, considerados como salvajes en su lucha por defender sus territorios y
su autonomía en las guerras de castas, en las incursiones contra los indios trashu-
mantes del norte, en las deportaciones, etcétera.

La lucha liberal tuvo un gran saldo pendiente con quienes consolidaron los
triunfos, los de la república, los de la derrota del invasor francés. Ese mismo
saldo, adeudado por los gobiernos juarista y porfirista, quizá explique en par-
te la reproducción tan importante de los pueblos indios de su estado natal, al
lado de la impotencia de miles de pueblos que perdieron sus tierras, que las
vieron repartidas, o que fueron despojados por colonizadores y hacendados
en todo el resto del país durante lo que quedaba del siglo.

2. LOS INDIOS Y LA REVOLUCIÓN

En una de esas injusticias descansó uno de los pilares de la lucha revolucio-
naria, sobre todo la encabezada en el sur por Emiliano Zapata. De ahí que los

3 Guillermo Bonfil Batalla, México profundo. Una civilización negada, pp. 150-160.
4 Tomo el concepto del excelente libro de Fernando Ecalante Gonzalbo, Ciudadanos ima-

ginarios. Memorial de los afanes y desventuras de la virtud y apología del vicio triunfante en
la República Mexicana —Tratado de moral pública, pp. 55-74. No comparto, sin embargo,
su pesimista concepción de ese gran pedazo de historia mexicana que fue el siglo XIX, por-
que no se adapte a los modelos clásicos conceptuales de lo que una república, un Estado, los
ciudadanos, etcétera, deberían de ser.
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gobiernos revolucionarios tuvieran que recuperar un discurso indigenista como
una forma de legitimarse frente a la sociedad nacional y frente al mundo. In-
digenismo y nacionalismo forman parte del sustento ideológico de la revolu-
ción mexicana.5

Sin embargo, la nueva Constitución y la legislación derivada de ese movi-
miento social que realmente inició el siglo XX, no prestó mucha atención al
tema indígena.

No obstante que la Ley Agraria promulgada por Carranza el 6 de enero de
1915 representa un paso fundamental en materia de las tierras de los pueblos
indígenas, su expresión fue tibiamente contemplada en la versión original
del artículo 27 constitucional.

La última parte del tercer párrafo de la versión original del mencionado
artículo establece: “Los pueblos, rancherías y comunidades que carezcan de
tierras y aguas, o no las tengan en cantidad suficiente para las necesidades
de su población, tendrán derecho a que se les dote de ellas, tomándolas de las
propiedades inmediatas, respetando siempre la pequeña propiedad. Por tan-
to, se confirman las dotaciones de terrenos que se hayan hecho hasta ahora
de conformidad con el decreto de 6 de enero de 1915. [...]”6

Más adelante, se hacen otras consideraciones al respecto. En el párrafo
séptimo se dice lo siguiente:

La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas de la nación se re-
girá por las siguientes prescripciones:

[...]
VI. Los condueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, tribus y demás

corporaciones de población, que de hecho o por derecho guarden el estado co-
munal, tendrán capacidad para disfrutar en común las tierras, bosques y aguas
que les pertenezcan o que se les haya restituido o restituyeren, conforme a la Ley
de 6 de enero de 1915, entretanto la ley determina la manera de hacer el repar-
timiento únicamente de las tierras.7

Finalmente establecía:

Se declaran nulas todas las diligencias, disposiciones, resoluciones y operacio-
nes de deslinde, concesión, composición, sentencia, transacción, enajenación
o remate que hayan privado total o parcialmente de sus tierras, bosques y aguas

5 Rodolfo Stavenhagen, Derechos humanos de los pueblos indígenas, pp. 69-84.
6 Diario de los Debates del Congreso Constituyente 1916-1917, t. 11, pp. 1186-1190.
7 Idem.
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a los condueñazgos, rancherías, pueblos, congregaciones, tribus y demás cor-
poraciones de población que existan todavía, desde la Ley de 25 de junio de
1856; y del mismo modo serán nulas todas las disposiciones, resoluciones y
operaciones que tengan lugar en lo sucesivo y que produzcan iguales efectos.
En consecuencia, [...] serán restituidas a éstas con arreglo al decreto de 6 de
enero de 1915. [...] En el caso de que [...] no procediera por vía de restitución
la adjudicación de tierras que hubiere solicitado alguna de las corporaciones
mencionadas, se le dejarán aquéllas en calidad de dotación [...]. Todas las le-
yes de restitución que por virtud de este precepto se decreten, serán de inme-
diata ejecución por la autoridad administrativa. Sólo los miembros de la comu-
nidad tendrán derecho a los terrenos de repartimiento y serán inalienables los
derechos sobre los mismos terrenos mientras permanezcan indivisos, así como
los de propiedad, cuando se haya hecho el fraccionamiento.8

Fuera de estas menciones al México profundo, no habría otras en las dis-
posiciones legales hasta años más tarde. Aunque bañados los discursos de la
recuperación del pasado indígena, y pintados los indios en dependencias ofi-
ciales por el movimiento pictórico mexicano de los muralistas, la política del
Estado mexicano tardaría un poco más para definir con claridad acciones más
coordinadas hacia los pueblos indios. No hay que olvidar que, aunque crea-
dor del sistema educativo nacional, Vasconcelos fue siempre contrario a la
reproducción de las culturas indígenas, a las que trató de incorporar por me-
dio de la escuela: su paradigma de nación, como los liberales del siglo que le
antecedió, era el del mestizaje: la raza cósmica.

El avance en el reparto agrario, nuevas disposiciones en la materia y la ley
reglamentaria del artículo 27, así como la creación del departamento de asuntos
indígenas en los años treintas, además del desarrollo de la investigación antro-
pológica y de la ciencia social que algunos llamarían la Escuela Mexicana de
Antropología, y la influencia de los Congresos Indigenistas Interamericanos,
llevarían a modificar actitudes estatales que desembocarían en la creación
del Instituto Nacional Indigenista (INI) en 1948. A pesar de todas las críticas
que se le han hecho a la institución, por adoptar modelos de integración, que
para muchos propició la desaparición de población y pueblos indios, en vez
de haber desarrollado propuestas de etnodesarrollo, sin duda alguna su papel
tendrá que ser revalorado de nueva cuenta.

Devastados como están los pueblos indios de México, hoy irrumpen, en el
principio del nuevo milenio, buscando su propia autodefinición y el marcaje

8 Idem.



DERECHOS HUMANOS Y DERECHOS INDÍGENAS 17

de su propio ritmo hacia el futuro. Su presencia en la legislación, reconocién-
dolos como reales, empezó a cambiar a partir de su aparición nacional con un
movimiento armado.

3. LA INSURRECCIÓN NEOZAPATISTA

El 1 de enero de 1994, un ejército de indios tomaba por asalto varias cabece-
ras municipales de las regiones de Los Altos, la Lacandonia y la región fron-
teriza del estado de Chiapas. Dirigidos por algunos ladinos, embozados en
pasamontañas y paliacates, armados de armas de alto poder, pero también con
rifles de madera y machetes, los indios chiapanecos encendían el foco rojo
de la alarma de calentamiento del engranaje de control y estabilidad del sis-
tema político mexicano. Pedían la desaparición del poder nacional y la instau-
ración de un nuevo orden que les diera acceso a la justicia social, por mucho
tiempo por ellos anhelada.

Poco a poco, a medida que los días pasaron, el movimiento armado chiapa-
neco, en tanto que se confrontaba con el ejército y se replegaba a las montañas
y selvas, encontraba aliados naturales en personeros de grupos y organiza-
ciones de partidos de oposición, de personalidades intelectuales, de dirigen-
tes religiosos y sobre todo de los medios de comunicación. El factor 1-de-
enero-en-Chiapas empezaría a tener un rol en la lucha social en México. Desde
los años de la institucionalización de la Revolución, no había existido un
movimiento armado de tal magnitud en el país. A diferencia de los movi-
mientos guerrilleros de los años setentas, este alzamiento planteaba la guerra
frontal contra uno de los pilares del sistema: el ejército federal. La fase arma-
da se haría latente a los pocos días, predominando luego la negociación y la
propaganda. La intensidad del uso de los medios llevó a hablar, incluso, de
la primera guerra de redes.

4. LAS REFORMAS DE 1992

En 1990 el Senado de la República había ratificado el Convenio 169 de la
Organización Internacional del Trabajo,9 relativo a los derechos de los pue-

9 “Convenio (Núm. 169) de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Indepen-
dientes”, en Silverio Tapia Hernández, comp., Principales declaraciones y tratados interna-
cionales de derechos humanos ratificados por México, pp. 346-360.



18 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

blos indígenas y tribales en naciones independientes. Dos años más tarde se
realizó una adición al artículo 4o. constitucional,10 en la que se reconocía la
composición pluricultural de la nación mexicana, sustentada originalmente
en sus pueblos indígenas. Con ella, la Carta Magna establecía el compromiso
de promover el desarrollo de sus lenguas, culturas, usos, costumbres, recursos
y formas específicas de organización social, al mismo tiempo que se garanti-
zaba el acceso de los mismos a la jurisdicción del Estado y el respeto a sus
prácticas y costumbres jurídicas en los juicios y procedimientos agrarios.

Unos días antes de este Decreto, se había reformado el artículo 27 consti-
tucional, en un ambiente de descontento de intelectuales y movimientos cam-
pesinos independientes. En esta reforma, al mismo tiempo, se establecía en
la fracción VII que se reconocía la personalidad jurídica de los núcleos ejidales
y comunales, “y se protege su propiedad sobre la tierra tanto para asentamien-
tos humanos, como para actividades productivas”, y que: “La ley protegerá
la integridad de las tierras de los grupos indígenas”;11 por otro lado, se propicia-
ba la privatización del ejido. Al reglamentarse las reformas, se derogó la Ley de
la Reforma Agraria, y en su lugar apareció una nueva disposición: la Ley Agra-
ria, en la que se especifica a detalle la facultad de los ejidatarios para concluir el
régimen ejidal de posesión y la posibilidad de convertirlo en propiedad pri-
vada.12 No obstante, las presiones del movimiento campesino llevaron a que
se dictaran otras medidas de protección a la propiedad social de la tierra.

Resultaba contradictorio que, por un lado, se declarara la protección de la
integridad territorial de los pueblos indígenas y que, al mismo tiempo, se abrie-
ran las posibilidades para la desintegración de los ejidos, uno de los principa-
les logros de la revolución de 1910. Estábamos en esa década de fin de siglo
en el contexto del embate de políticas neoliberales en el campo, y de negocia-
ciones que se concretarían más adelante en el Tratado de Libre Comercio con
Norteamérica, cuyas consecuencias a tomar en materia de comercio inter-
nacional en 2003 auguran, de nuevo, una situación explosiva para el campo
mexicano.

Sin el precedente que se sentó en 1992 con la adición al artículo 4o. y las
reformas al artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, contrarias a la tradición agrarista del Estado mexicano, difícilmente
se pudiera entender por qué el movimiento zapatista se transformó, de un recla-

10 Diario Oficial de la Federación, 28 de enero de 1992.
11 Diario Oficial de la Federación, 6 de enero de 1992.
12 Diario Oficial de la Federación, 26 de febrero de 1992.
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mo por la transformación radical del régimen para instaurar un sistema go-
bernado por el proletariado, como lo establecen sus primeros comunicados, en
un movimiento reivindicatorio de los derechos de los pueblos indígenas y del
campesinado.

Sin lugar a dudas, el movimiento de Chiapas y la cauda de respaldos que
acarreó entre Organismos No Gubernamentales (ONG), movimientos socia-
les, partidos y organizaciones de diversa naturaleza, dentro y fuera de Méxi-
co, ubicó el tema de los derechos de los pueblos indígenas como uno de los
principales en la agenda del gobierno federal, de los gobiernos estatales y, por
supuesto, de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH).

Desde su creación en 1990, primero como órgano de la Secretaría de Gober-
nación, luego como órgano desconcentrado mediante una reforma constitucio-
nal en 1992 y finalmente como órgano autónomo presupuestalmente y en su
gestión con las reformas de 1999,13 la CNDH ha venido atendiendo así, además
de reclamos por violaciones a los derechos humanos en general, quejas por
discriminación o por violación de derechos de individuos y pueblos indígenas.

Luego del alzamiento chiapaneco, al lado de las demandas para legislar en
el ámbito federal y en los estados en materia indígena, sin duda alguna los re-
clamos individuales y colectivos por violación a los derechos humanos de per-
sonas o grupos indígenas se potenciaron en el país. Se dispuso así de un cam-
po fértil en un reclamo que a cualquier ciudadano convencía: dar por terminada
la marginación a los grupos originarios mexicanos.

Muchos ciudadanos urbanos se percataron de que los indios que ilustraban
los libros de historia de primaria estaban todavía vivos, organizados y busca-
ban respuesta a sus eternos sueños. Lo habían establecido y planteado desde
siempre, pero el movimiento chiapaneco descorrió el velo que puso a la luz
de todos el México profundo del que Guillermo Bonfil nos habla en su céle-
bre texto de 1989,14 y del que muchos pensaron que era pieza de museo.

De esa manera, con el movimiento zapatista, el tema de los derechos indí-
genas se convierte en asunto nacional: ¿cómo era posible desarrollarnos a
nuevos estadios sin haber resuelto antes los reclamos de bienestar social y
respeto a la autodeterminación e identidad de los pueblos indios mexicanos?

La preponderancia que tomó el tema indígena a partir de enero de 1994
llevó a la CNDH a crear una Cuarta Visitaduría, dedicada exclusivamente a
la materia. De acuerdo con sus responsabilidades, tiene como tareas la de

13 Diario Oficial de la Federación, 13 de septiembre de 1999, y Jorge Carpizo, Nuevos
estudios constitucionales, pp. 373-396.

14 G. Bonfil Batalla, op. cit., pp. 150-160.
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recibir y tramitar las quejas de pueblos e individuos indígenas; realizar ac-
ciones que tengan que ver con la difusión y capacitación acerca de los dere-
chos humanos de los pueblos indígenas; investigar y publicar temas relacio-
nados en la materia, y defender las garantías fundamentales de los indígenas
internos, procesados y sentenciados en los fueros federal y común, que se en-
cuentran en los centros de reclusión del país.

5. LA REFORMA CONSTITUCIONAL DE 2001

El gobierno federal firmó los Acuerdos de San Andrés en 1996 y aceptó ini-
cialmente la propuesta de reformas y adiciones constitucionales elaborada
por la Comisión de Concordia y Pacificación (Cocopa). Luego se echó para
atrás en sus compromisos y no impulsó la reforma en los términos acordados.
El Presidente Ernesto Zedillo, temeroso por los consejos de sus asesores ex-
pertos en derecho positivo, envió un proyecto que no recogía en lo sustancial
tales acuerdos y ahí comenzó la historia de los últimos ocho años. El Estado
mexicano se desacreditó internacionalmente por la agilidad mediática de un
David frente a un torpe Goliat, que si bien no optaba por aplicar el uso de la
fuerza, tampoco hacía lo necesario para resolver el conflicto. El gobierno se
orientaba en la creencia de que al incorporar al cuerpo constitucional los de-
rechos reclamados se destruiría la unidad nacional.

Hoy, el panorama nacional es paradójico. El Presidente Vicente Fox im-
pulsó el diálogo, hizo suya la propuesta de la Cocopa enviándola al Congreso
a los pocos días de asumir la Presidencia de la República, casi propició la
marcha zapatista de febrero de 2001, permitió la difusión en los medios de co-
municación un debate que pareció beneficiar a la otra parte en muchos de los
casos, pero perdió credibilidad en el último momento.

La llegada de la marcha zapatista de 2001 al Distrito Federal, sus titubeos,
nos mostró a un ejército más virtual que real, pobre, desamparado, sin mucha
organización, como se pudo ver. Al final, faltó el cierre que permitiría al go-
bierno quitar pretextos para reiniciar el diálogo por la paz. No sabemos si por
decisión política propia —cosa de lamentar—, o por desconocimiento de la
negociación política, el hecho es que no hizo mucho para cabildear la apro-
bación constitucional sin modificaciones y con ello se dio el pretexto para el
regreso a la selva, de nueva cuenta, del adversario.

En ese panorama, las reformas que Oaxaca había realizado a su Constitu-
ción particular y la promulgación de la Ley de Derechos de los Pueblos y Co-
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munidades Indígenas del Estado de Oaxaca en 1998; la existencia de tres pro-
cesos electorales reconocidos por el gobierno, en los que más de 410 de sus
570 municipios ejerciendo su autonomía nombraron ayuntamientos por pro-
cedimientos propios en 1995, 1998 y 2001, y el tránsito de una autoridad local
a otra en condiciones menos violentas que en periodos anteriores, sin que se
destruyeran las instituciones estatales de esa entidad sureña,15 no hicieron nin-
gún eco ejemplificador a los jerarcas del Congreso de la Unión.

Habrá que reconocer, no obstante, que a pesar de los reclamos de parte de
los simpatizantes del EZLN, aunque la reforma aprobada por el Congreso el
25 de abril de 2001 no recoge algunos puntos de la propuesta de la Cocopa,
no es una contrarreforma como lo han dicho los más radicales intelectuales
prozapatistas. Por el contrario, contiene una parte de las propuestas y represen-
ta un avance con relación a la reforma de 1992. Sin embargo, los puntos in-
cumplidos, los que no se incorporaron, son fundamentales, por lo que fueron
la base del desencanto que se tuvo con la decisión del Poder Legislativo.

La inconformidad que generó el texto final y los recovecos que supone lle-
gar a una reforma en todos los términos, hace complicado el futuro cercano.
Las condiciones del conflicto exigían la reforma completa, en los términos
acordados, para regresar la confianza en el gobierno. Era su palabra empeña-
da, la del más fuerte, la que no se había venido cumpliendo; por eso era tan
fundamental que se hubiera avanzado en ese sentido. Pero pudieron más las
diferencias y los intereses partidarios, así como las deficiencias del nuevo go-
bierno.

6. LAS CRÍTICAS A LA REFORMA DE 2001

Las principales críticas a las reformas constitucionales en materia indígena
son las siguientes:

Aunque incorporó parte de los Acuerdos de San Andrés y de la iniciativa de
la Cocopa, dejó fuera aspectos sustanciales como la consideración de las
comunidades como entidades de derecho público. Se pasó a considerarlas
entidades de interés público, lo que significa que no se les dota de personalidad
jurídica para ser sujetos de derecho en los asuntos que les atañen.

15 Diódoro Carrasco Altamirano, “La acción de la nación multicultural; la experiencia en
el estado de Oaxaca, México”, en Jorge Nieto Montesinos, comp., Sociedades multiculturales
y democracias en América Latina, pp. 45-58.
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Se transfiere a las legislaturas locales la facultad del reconocimiento de qué
pueblos y qué comunidades deben ser considerados, así como la definición
del derecho a la libre determinación. Si bien el inciso A del artículo 2o. reco-
noce este último derecho, no se establecen los mecanismos que lo hagan po-
sible a ese nivel constitucional.

La propuesta de la Cocopa de respetar la libre determinación y la autono-
mía de los pueblos y comunidades indígenas en todos los ámbitos y niveles
que los hagan valer, fue sustituida por un párrafo al artículo 115 que estable-
ce que las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coor-
dinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevenga la ley. Se
argumentó que ese derecho ya existe en otro párrafo para los municipios, y
se incluyó el que respecta a las comunidades que forman parte de un munici-
pio. Los críticos argumentan que esto impedirá la reconstitución de los pueblos
indios más allá de un municipio o de un solo estado, como los mixtecos, que
existen en Oaxaca, Puebla y Guerrero.

Se deja fuera el asunto de los territorios indígenas, fundamental para ga-
rantizar el ejercicio de la autonomía y la libre determinación, y no se incluye
la parte que establecía su derecho al uso colectivo de sus tierras. Con esto se
pone un candado para no revertir la reforma salinista del artículo 27 constitu-
cional, que propició la privatización de la propiedad social de la tierra.

Parte de los aspectos que no fueron considerados en la reforma aprobada
tienen que ver con los planteamientos de la propuesta de la Cocopa en mate-
ria de acceso a los medios de comunicación y la educación, facultades conferi-
das a la Federación.

La reforma constitucional eliminó la frase de la iniciativa presidencial que
afirmaba que “el acceso al uso y disfrute de sus recursos naturales se dará en
sus tierras y territorios, entendido como la totalidad del hábitat que los pue-
blos indígenas usan y ocupan” y en su lugar se puso el de “los lugares que ha-
bitan y ocupan”.

El apartado B del artículo 2o. establece acciones que niegan la autonomía
de los pueblos al fortalecer el carácter asistencialista del Estado en una serie de
políticas públicas que se establecen de manera declarativa, negándoseles el ca-
rácter de sujetos activos.

7. REFORMAS Y LEGISLACIONES NUEVAS

Buscando compatibilizar la legislación particular con las reformas consti-
tucionales de 2001, el Congreso de la Unión ha emitido varios decretos. En
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diciembre de 2002 se publicaron reformas al Código Penal Federal, a los Có-
digos Federales de Procedimientos Penales y al de Procedimientos Civiles que
incorporan la obligatoriedad para que los procesados indígenas cuenten con
defensores en sus propias lenguas, además de otros derechos, como se puede
ver en los textos aquí incluidos.

Destaca la promulgación de la Ley General de Derechos Lingüísticos de
los Pueblos Indígenas, publicada el 13 de marzo de 2003, mediante la cual,
además de reconocerse y protegerse los derechos lingüísticos de los indíge-
nas mexicanos, se busca conservar, respetar, difundir y promover el fortale-
cimiento de la diversidad lingüística del país a través del Instituto Nacional
de las Lenguas Indígenas.

La muerte de “La INI”

Tratando de saldar sus culpas, merced a acuerdos impulsados por congresos
indigenistas latinoamericanos, el 4 de diciembre de 1948 el Diario Oficial de
la Federación publicó la ley que creaba el Instituto Nacional Indigenista, ór-
gano con personalidad jurídica propia, filial del Instituto Indigenista Interame-
ricano.

Estudiosos como Gonzalo Aguirre Beltrán, Julio de la Fuente, Manuel Ga-
mio, Ángel Palerm y otros, desarrollaron una tarea que no ha sido suficiente-
mente evaluada por los antropólogos de las más recientes generaciones.

Aunque la veta más progresista impulsada por Guillermo Bonfil y otros
fue sustantiva para el cambio de apreciación y enfoque de la realidad indíge-
na, sobre todo a partir de los años setentas, no cabe duda que la labor del INI
y sus creadores e impulsores originales, fue muy importante en el desarrollo
de ese nuevo pensamiento.

Me pregunto cuántos pueblos indígenas existirían en México ahora, y cuan-
tas comunidades indígenas, si no hubiera existido el INI. Qué capacidad de
autonomía relativa tendrían.

Esos primeros trabajadores en las comunidades indígenas, que, pese a sus
enfoques integracionistas, permitieron no sólo un mayor conocimiento de
nuestra diversidad cultural, sino que además sembraron parte de la construc-
ción que hoy reclama el reconocimiento pleno de sus derechos.

Parte de ese trabajo posibilitó con aquellos pequeños proyectos producti-
vos, incluso, la reproducción física de muchas comunidades indígenas, aco-
sadas por contratistas de bosques, comerciantes, mineros, terratenientes y go-
biernos estatales.
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A finales de abril de 2003, el Congreso de la Unión emitió un decreto, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 21 de mayo, que desaparece
la Ley que creó al INI y en su lugar instala una Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas.

Surge la pregunta de si este nuevo organismo realmente significará una ins-
titución superior a los escasos, o muchos, aspectos que el INI posibilitó para
la reproducción de los pueblos indios, durante sus 55 años de vida.

Se ha dicho que la Comisión responderá a las demandas de eliminar cada
vez más el paternalismo estatal y promoverá la directa intervención de los
pueblos y comunidades en el quehacer, el hacer y la implantación de sus pro-
pios procesos de desarrollo. Pero las cosas parecen no tener cambios muy
sustanciales si comparamos la legislación que se derogará con la que entrará
en vigor.

La Ley que creó al INI le daba las facultades para investigar los problemas
de los núcleos indígenas del país, proponer las medidas de mejoramiento de
los mismos, promover ante el Ejecutivo la aplicación de esas medidas y di-
fundiendo los resultados de sus investigaciones.16

Pero además tenía otras facultades más sustantivas para participar directa-
mente en los procesos de los pueblos, como las siguientes:

Intervenir en la realización de las medidas aprobadas, coordinando y diri-
giendo, en su caso, la acción de los órganos gubernamentales competentes;
emprender las obras de mejoramiento de las comunidades indígenas, y fungir
como cuerpo consultivo de las instituciones públicas y privadas en esta com-
petencia.17

Por otra parte, se concedía la obligación de departamentos y secretarías
para la colaboración necesaria para realizar el plan de trabajo del INI. Ade-
más, la obligación de hacer figurar en sus presupuestos las respectivas canti-
dades para la realización de dicho plan, sin poder disponer de ellas para otro
objeto.18

Aunque tuvo limitaciones, y en los últimos años la capacidad de operar
programas de desarrollo fue casi extinguida, no cabe duda que la ley en años
propicios permitió la consolidación de estructuras rurales, de dirigencias in-
dígenas, de formas de participación de las comunidades en el desarrollo de
proyectos productivos.

16 Diario Oficial de la Federación, 4 de diciembre de 1948.
17 Idem.
18 Idem.
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Con sus problemas y dificultades, por ejemplo, el sistema de albergues in-
dígenas, o los proyectos productivos que llevaron a organizaciones regiona-
les indígenas que hoy forman parte del movimiento nacional, son resultado
de esa capacidad de acción de “la INI”, como los indígenas conocían la insti-
tución en varias regiones de México.

Por otra parte, una corriente de jóvenes universitarios encontró en los es-
pacios del INI una forma alternativa de avanzar en el combate a la pobreza y
la lucha por el desarrollo y la autonomía de los pueblos, apartándose de los
proyectos de cambio con violencia.

Estas capacidades de operar sus propios recursos para promover progra-
mas de desarrollo fueron maniatadas y trasferidas a la Sedesol en los últi-
mos años. Con ello se dio un golpe a las formas de participación y organización
local.

Se eliminó un aspecto que había permitido, cuando menos, mantener espa-
cios de autonomía de los pueblos indios y la gestión de pequeños proyectos
de desarrollo propios, además de la defensa de sus recursos naturales y sus
tierras. El INI, al ser una instancia federal que acordaba directamente con las
comunidades sus recursos y proyectos, podía ir por encima de acciones caci-
quiles de gobiernos estatales que se oponían al desarrollo de organizaciones
y formas de participación autónoma.

La versión del decreto aprobado por el Congreso de la Unión es engañosa.
Elimina casi completamente la capacidad de operación de recursos propios
para programas de desarrollo por parte del nuevo organismo. Esto es así por-
que su principal facultad es la de orientar, coordinar, promover, apoyar, fo-
mentar, dar seguimiento y evaluar los programas, proyectos, estrategias y
acciones públicas para el desarrollo integral y sustentable de los pueblos in-
dígenas, de conformidad con el artículo 2o. de la Constitución, pero no tiene
la facultad de llevarlos a cabo en conjunción con los pueblos indios, como ya
se había venido avanzando en las últimas décadas.19

El nuevo organismo sólo tiene la capacidad de instrumentar y operar pro-
gramas y acciones para el desarrollo de los pueblos indígenas cuando no
correspondan a las atribuciones de otras dependencias o entidades de la Ad-
ministración Pública Federal, o en colaboración, en su caso, con las depen-
dencias y entidades correspondientes.20

La otra facultad importante, pero subordinada del nuevo organismo, es la
de ser instancia de consulta para las dependencias y entidades en la formula-

19 Diario Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2003.
20 Idem.
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ción del proyecto de presupuesto consolidado en materia de desarrollo de los
pueblos y comunidades indígenas, a incluirse en el presupuesto anual de la
Federación, tal como lo establece el mismo artículo antes citado.21

En cuanto a las facultades de gobierno del nuevo organismo, no hay avan-
ces sustanciales.

En la Ley que creó al INI se mandaba que éste se encabezara por un Direc-
tor, designado por el Presidente de la República, y un Consejo, presidido por
el Director, integrado por representantes de 12 instancias, nueve de ellas gu-
bernamentales y tres académicas (UNAM, IPN, un representante de socieda-
des científicas, preferentemente antropológicas), y por representantes de los
núcleos indígenas más importantes, que serían designados de acuerdo al regla-
mento.

El Consejo debería reunirse mensualmente, y en caso de empate en las vota-
ciones, el Director tendría voto de calidad.22

Por su parte, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indí-
genas se crea como organismo descentralizado de la administración pública,
no sectorizado, con autonomía operativa, técnica, presupuestal y administra-
tiva. Se integra por una Junta de Gobierno, un Director General y un Consejo
Consultivo.23

La Junta de Gobierno será encabezada por los titulares de 12 Secretarías
(sus suplentes deberán ser al menos subsecretarios) y el Director General del
organismo. La presidencia del mismo la designará el Presidente de la Repú-
blica.24

La Junta de Gobierno se deberá reunir cuando menos cuatro veces al año.
Dentro de las facultades de la misma están las de aprobar el presupuesto anual
de la Comisión y su programa operativo anual y la de autorizar, a propuesta de
aquél, el criterio de asignación de los recursos extraordinarios que se aprue-
ben, en su caso, en el presupuesto de egresos de la Federación para el desa-
rrollo de los pueblos y comunidades indígenas.25

El Consejo Consultivo de la Comisión se integrará por representantes de
los pueblos indígenas, de instituciones académicas, de organizaciones so-
ciales y de las Mesas Directivas de las Comisiones de Asuntos Indígenas de
las Cámaras de Diputados y Senadores del Congreso Federal y por un repre-

21 Idem.
22 Diario Oficial de la Federación, 4 de diciembre de 1948.
23 Diario Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2003.
24 Idem.
25 Idem.
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sentante de cada entidad federativa donde haya pueblos y comunidades indí-
genas, señalándose que siempre deberá buscarse mayoría de esa representa-
ción en dicho Consejo.26

Las funciones del mismo son las de analizar, opinar y proponer al Director
General y a la Junta de Gobierno sobre las políticas, programas y acciones
públicas para el desarrollo de los pueblos indígenas. Deberán sesionar cuatro
veces al año, y será presidido por un representante indígena.27 Como se ve,
sus facultades están limitadas y no pueden intervenir en la toma de decisio-
nes, como sí estaba contemplado en la Ley que creó al INI.

El tema de la plena autodeterminación de los pueblos indígenas y el de la
necesaria reforma constitucional en los términos pactados entre el EZLN y el
gobierno federal, sigue siendo asunto pendiente. Sin su solución, difícilmen-
te la nueva Comisión podrá arraigarse en la vida de los pueblos, aunque ten-
gan representación como instancia consultiva.

8. REFLEXIONES FINALES

Ningún tema como el de la autodeterminación y la autonomía de los pueblos
indios repercutió tan directamente sobre la discusión de que si la Constitu-
ción tiene o no que renovarse a fondo.

Y es que el reto es mayor. Cómo compatibilizar en una Constitución con
asiento fundamental en los principios del derecho positivo, que circunscribe
como una de sus prioridades la igualdad de los individuos, aquellos nuevos
aspectos surgidos en la discusión de los últimos años: el derecho a la diferen-
cia, a la particularidad, los derechos de las colectividades como las comuni-
dades indígenas; la polémica aún inconclusa en los foros y academias inter-
nacionales entre derechos individuales y derechos colectivos.

Durante varios años el agotamiento de las condiciones para la negocia-
ción, la desconfianza entre los actores políticos, el desconocimiento profun-
do de la realidad indígena y el temor a perder gobernabilidad llevaron al es-
tancamiento de las anheladas reformas constitucionales en materia de derechos
y cultura indígenas.

El saldo positivo de esta etapa de la lucha es que se ha hecho en paz. Por
eso, es necesario construir escenarios que permitan visualizar las posibles ru-
tas que seguirá el tema.

26 Idem.
27 Idem.
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Recapitulando un poco. Dentro de los factores que influyeron para que el
dictamen del Congreso no satisficiera a la parte zapatista, merecen destacar-
se los siguientes:

El proceso de discusión y aprobación de la iniciativa del Presidente Vicen-
te Fox, idéntica a la propuesta por la Cocopa desde 1996, adoleció de una
falta de dirección que, sin menoscabo de la autonomía del Poder Legislativo,
correspondía al Poder Ejecutivo imprimir. Le faltó capacidad de operación po-
lítica y cabildeo en las Cámaras.

No se trataba de cualquier ley, sino de una que era el resultado de una gue-
rra declarada al Estado mexicano en 1994 por el EZLN. Por eso, el interés
prioritario en avanzarla correspondía al Ejecutivo. Así lo demostró con todas
las facilidades que se dieron para la marcha zapatista, como forma de expre-
sar la disposición del gobierno para resolver el problema.

Luego del rechazo a la reforma constitucional, además del silencio del sur
y la denuncia de intelectuales simpatizantes, se generó un movimiento inédi-
to en la historia política y judicial del país.

Cerca de 10 Congresos locales no aprobaron las reformas cuando llegaron
para ser ratificadas a las regiones de México. La mayor parte de la población
indígena del país vive allí. Si embargo, al ser ratificadas por más de la mitad de
las legislaturas estatales, entraron en vigor desde el 15 de agosto de 2001.

En respuesta a su aplicación se presentaron 321 controversias constitucio-
nales28 en contra de las mismas; de manera destacada provenientes de auto-
ridades municipales oaxaqueñas. En el segundo semestre del año la Suprema
Corte de Justicia de la Nación acordó que no representaban materia para las
funciones de revisión del Poder Judicial, por lo que esa etapa de lucha quedó
descartada. Las reformas entraron en operación.

En meses pasados se dio un aparente agotamiento de la capacidad de nego-
ciación por parte del Comisionado para la Paz en Chiapas, Luis H. Álvarez,
ante el silencio de la contraparte. Tal agotamiento se ha expresado en de-
claraciones un poco desesperadas del Comisionado. Todavía más, las bases
zapatistas rechazan su intervención en programas de desarrollo que lleva a
cabo en la zona del conflicto.

De alguna manera, en estos tiempos el clima para la movilización social y
política independiente, y sobre todo la de expresiones sociales como la del
EZLN, se hace extremoso, sobre todo a partir de los acontecimientos de Nue-
va York del 11 de septiembre de 2001 y lo que ha venido después con la guerra

28 Milenio Diario. México, miércoles 5 de junio de 2002.
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en Irak. El imperio contraataca sin que exista el viejo equilibrio bipolar. Cual-
quiera puede ser juzgado de terrorista y cualquier nación puede ser interveni-
da impunemente.

En este contexto, entre los intelectuales y simpatizantes por buscar una sali-
da a este nuevo empantanamiento del proceso de paz, se han dado dos posturas.

Una primera posición sostiene que habrá que esperar

Una posición coincide con el encapsulamiento seguido por el EZLN. El replie-
gue en sus áreas de influencia, el no avanzar en crear condiciones de negocia-
ción que permitan crear municipios constitucionales en sus zonas autónomas
aprovechando la aparente apertura del gobierno de Salazar Mendiguchía; el
pensar que los proyectos educativos y de salud financiados por ONG son real-
mente una forma viable a mediano plazo para desarrollar su autonomía, sin
tener los recursos económicos que el Estado está obligado a proporcionar, a
partir de las reformas y desde antes de éstas, por sus obligaciones constitucio-
nales, son estrategias poco propicias para desatar de nuevo los nudos que con-
duzcan a la negociación. Eso sí, son iniciativas que permiten mantener laten-
tes sus bases de sustentación y no dejan al descubierto sus debilidades.

Pero lo que el EZLN puede hacer por razones obvias de sus tácticas de
lucha no siempre tiene que coincidir con quienes piensan que se puede avan-
zar y actuar desde ya, para ir generando mejores condiciones que permitan
llegar a la reforma constitucional esperada.

La otra posición sostiene que hay que actuar sobre la coyuntura. Parece
ser la más propicia, sobre todo en el actual contexto internacional, que podría
endurecer la posición de los Estados nacionales en los próximos años. Se
tienen que crear de nuevo las condiciones para dar el paso que falta y que no
haya pretextos de una u otra parte de avanzar a la firma final de la paz. 12 mi-
llones 700 mil indígenas, 13% de la población nacional, que habitan en 40
mil localidades, las más pobres del país, están esperando el paso definitivo en
las reformas que les reconozcan plenos derechos para avanzar hacia un mejor
futuro.29

29 Estas cifras, resultado de un trabajo conjunto entre el INI y el Conapo, nos parecen las
más apegadas a la realidad, son superiores a la estimación del INEGI, que da 8 millones 300
mil hablantes, en Programa Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 2001-
2006, pp. 13-26.
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Por eso es necesario avanzar en muchos frentes. Uno de ellos es el legisla-
tivo: hay que adecuar varias legislaciones federales a la reforma constitucio-
nal; hay que luchar por reformas constitucionales avanzadas en las entidades
federativas, sobre todo en aquellas en que los pueblos indios están contra la
pared; hay que discutir los alcances del nuevo organismo de atención a los pue-
blos indígenas, aprovechando los espacios que permitan la participación de
reales representaciones. Todo esto sin olvidar que el tema debe seguir siendo
prioritario para todos y que la reforma constitucional comprometida tiene que
cumplirse. Sólo así se quitarán los nudos que traban la posibilidad de avanzar
por el camino de una paz definitiva y digna para todos.

La creación, en agosto de 2003, de los llamados “Caracoles”, instancias de
coordinación regional de los municipios autónomos que el EZLN creó en Chia-
pas, parecen ser un guiño al gobierno federal para encontrar salidas sobre la
base de propuestas de trabajo en las que los zapatistas sean actores directos,
además de las reformas legales necesarias para el reconocimiento de las mu-
nicipalidades de facto.
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NOTA METODOLÓGICA

En este contexto de coyuntura en que parece existir una detención de la nego-
ciación de la paz definitiva en Chiapas, y surgen nuevas expresiones de vio-
lencia que parecían dejadas atrás, me pareció oportuno la publicación de una
compilación y selección de las principales disposiciones que tienen que ver
con el tema de los derechos humanos y con el de los derechos de los pueblos
indígenas de México.

Ambos conceptos están indisolublemente unidos. Estamos en una situa-
ción de tránsito en donde, aunque se ha avanzado en el respeto a los derechos
humanos individuales, por otra parte está todo por construir en materia de
los llamados derechos colectivos, en este caso los de los pueblos indígenas.
De ahí que éstos tengan en la legislación sobre derechos humanos individua-
les también una herramienta de lucha en tanto se logra construir el otro anda-
miaje que les dé pleno reconocimiento como colectividades.

De una selección de la legislación federal mexicana encontramos 34 cuer-
pos legales que incorporan aspectos que tienen que ver con el tema de los de-
rechos humanos y los derechos de los pueblos y personas indígenas. Se agre-
gan, además, algunos artículos transitorios de reformas a las mismas que son
de interés incluir aquí.

El motivo de este trabajo responde a la necesidad de que, frente a las futu-
ras reformas por venir, se tenga un documento que permita un panorama com-
pleto de lo que se ha legislado hasta el momento en la materia, sin importar
las diferencias que puedan existir entre estas disposiciones por no haber sido
aprobadas bajo una misma orientación ideológica y conceptual. Al no sus-
cribirse sólo a los párrafos que hacen mención a los conceptos indígena, pue-
blos indios, etnias, etcétera, sino tratando de que pueda ser una fuente de con-
sulta, referencia y utilidad práctica, este esfuerzo intelectual constituye un
mejor logro que otras compilaciones similares que puedan existir.
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¿CUÁL HA SIDO EL AVANCE LEGISLATIVO
EN EL TEMA DE LOS DERECHOS HUMANOS

Y LOS DERECHOS INDÍGENAS?

Para 1992 sólo existían dos breves párrafos en la Constitución sobre el tema
indígena: el propiciado por la ratificación al Convenio 169 de la OIT, que adi-
cionó un primer párrafo al artículo 4o., y el contenido en el 27 constitucional,
mencionado al principio de esta introducción. Estaban también las referen-
cias de la Ley Federal de la Reforma Agraria, derogada ese mismo año, y la
ahora también derogada normatividad que creó el INI hace 54 años.

De entonces a la fecha, aunque no en la extensión y profundidad requerida
para resolver el asunto de la paz, sin duda alguna se ha avanzado.

No obstante, esta publicación no tiene por objeto demostrar que hemos pro-
gresado sustancialmente en materia de derechos indígenas. Su objetivo es otro.
Buscamos proporcionar, no sólo a los profesionales del derecho, que de suyo
tienen que conocer todas estas disposiciones, sino, sobre todo a los dirigen-
tes, a las personas, a las organizaciones y a los pueblos indígenas, un material
legal que, aunque incompleto, contradictorio, con definiciones y conceptuali-
zaciones a veces diferentes, con diversas perspectivas de tratamiento, que de
todas formas será de utilidad en este tránsito, en tanto se alcanzan las reformas
esperadas, en sus luchas, reivindicaciones y en la defensa de su dignidad.

Quisiéramos agradecer al doctor José Luis Soberanes, Presidente de la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, la oportunidad para colaborar en
esta fundamental institución mexicana, y al Director General del Centro Na-
cional de Derechos Humanos, doctor Luis García López Guerrero, su respaldo
para elaborar este material. Agradezco también al doctor José Ramón Cossío,
sus comentarios críticos y sugerencias, sin su apoyo este modesto esfuerzo no
hubiera sido posible. Las fallas, lagunas, problemas y el poco alcance que este
trabajo represente es completa responsabilidad mía.

En la primera parte se transcriben los artículos de la Constitución directa-
mente relacionados con el tema de los derechos humanos y las reformas que
en materia de derechos indígenas se realizaron en 2001, además de otros ar-
tículos relevantes para la coyuntura política actual.

La segunda parte incluye, completas, la Ley de Amnistía decretada por el
Congreso en el periodo del Presidente Carlos Salinas, a unos días de la primera
acción militar, y la Ley de Concordia y Pacificación, emitida por Ernesto Ze-
dillo al año siguiente.

La parte tercera es de gran importancia, pues reproduce dos nuevas dispo-
siciones: la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas
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y la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indíge-
nas, el Estatuto Interno del INI, vigente hasta que esté el nuevo de la Comi-
sión Nacional, y partes importantes de la Ley de Protección para Niñas, Niños
y Adolescentes. El conocimiento de estas disposiciones es fundamental no
sólo para el presente, sino para el futuro. Se incluyen otras disposiciones de
dependencias federales como la SEP, el IMSS, la Sedesol y el tema de los dere-
chos de autor y los asentamientos humanos.

La parte cuarta reproduce la legislación en materia de derechos humanos
que datan de antes del conflicto armado, además de incluir una selección de
disposiciones, muchas de ellas realizadas a partir de las reformas de 1992 y
del conflicto chiapaneco. Por su importancia, se reproducen íntegras las Le-
yes Federales para Prevenir y Eliminar la Discriminación y para Prevenir y
Sancionar la Tortura, cuyo conocimiento no sólo es importante para los pue-
blos indígenas, sino para la población toda. Se incluyen las reformas y adi-
ciones aparecidas el 18 de diciembre de 2002 a los Códigos Federales de Pro-
cedimientos Penales y Civiles y al Código Penal Federal.

Una quinta parte recoge, sobre todo, artículos de leyes y reglamentos agra-
rios, esenciales en la vida de los pueblos indígenas, para su protección y auxi-
lio, así como aspectos relacionados con el uso del agua, la actividad forestal,
el equilibrio ecológico y la protección ambiental.

Incluimos una pequeña parte, la sexta, dedicada a recoger varios artículos
de la Ley del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, instancia
fundamental en estos días de democratización nacional y de la que tan poco
conocemos y muchas veces criticamos, sin saber qué hace y hasta dónde es-
tán sus facultades.

Los títulos de los apartados no tienen más significado que el de ordenar,
para una mejor consulta, la compilación seleccionada. Así que el nombre de
los mismos no tiene una trascendencia de carácter jurídica, ideológica o
política.

Finalmente, aunque a veces resulta incómodo para la lectura, se ha respe-
tado, al pie de la letra, el uso alternado de mayúsculas y minúsculas en con-
ceptos como Federación y federación, Municipio y municipio, Ley y ley,
tratando de ser fiel al espíritu del legislador.
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I
DISPOSICIONES DE MARCO GENERAL

1. NOTA INTRODUCTORIA

Este primer apartado recoge las disposiciones en materia indígena que están
contenidas en nuestra Carta Fundamental. Son ley general en todo el territo-
rio nacional. De ellas se deriva la obligación expresa para que las entidades
federativas adecuen sus propios marcos normativos.

En esta selección se recogen los artículos 1o. (que ha sido adicionado con
un segundo y un tercer párrafos); 2o. (reformado en su totalidad); 3o. (refor-
mado el 12 de noviembre de 2002); 4o. (del que se derogó el primer párrafo,
adicionado el 28 de enero de 1992 para cumplir con la ratificación del Con-
venio 169 de la OIT por parte del Senado de la República); las adiciones de un
sexto párrafo al artículo 18 relativo a la posibilidad de los sentenciados de ori-
gen indígena de compurgar sus penas en centros penitenciarios cercanos a
sus domicilios, y un último párrafo al artículo 115, que dispone la capacidad
de las comunidades indígenas para que, dentro del ámbito municipal, puedan
coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que prevea la ley.

Todos estos textos son resultado de las reformas constitucionales que se
efectuaron a partir de que el Presidente Vicente Fox enviara al Senado, en di-
ciembre de 2000, una iniciativa de reformas idéntica a la de la Cocopa, a fin
de cumplir con los compromisos establecidos por el gobierno con los zapa-
tistas. Como sabemos, las condiciones de lucha política en el Congreso de la
Unión, la coyuntura nacional, la falta de oficio político de algunos funciona-
rios del gobierno federal y otros factores dificultaron que la reforma se hicie-
ra completa, cumpliendo el compromiso gubernamental de 1996 de hacer ley
la propuesta de la Cocopa. Aunque se recoge la mayoría de las propuestas
de la iniciativa del Presidente, se incorporan otros aspectos y se dejan de lado
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asuntos fundamentales, como el reconocimiento en la Carta Fundamental a
la autodeterminación y la autonomía, los asuntos del territorio indígena, el
acceso a medios de comunicación y otros, dejándose esta responsabilidad a
los Congresos estatales.

Como quiera que sea, la visión de las reformas queda muy limitada si las
leemos solas y no a la luz del contexto general de la Constitución. Necesita-
mos darnos una visión más amplia, que se consigue cuando reproducimos otras
partes de nuestra Carta Fundamental.

Por eso se incluye parte del artículo 3o. Para evitar confusiones, se reprodu-
ce el 4o. en su versión actual, referido a otros derechos, una vez que se dero-
gó la parte relativa a los pueblos indígenas.

Por otra parte, se reproducen la mayoría de los párrafos del 27 constitucio-
nal, porque, aunque dañado seriamente por las reformas de 1992 que estable-
cieron la posibilidad de asociación entre ejidatarios y el capital privado, así
como la de la privatización del ejido, por otro lado reconocieron la persona-
lidad jurídica de ejidos y comunidades indígenas y se estableció la obliga-
ción de la ley para proteger las tierras de los grupos indígenas.

Pese a su mutilación, el artículo 27 constitucional resulta todavía uno de
los pilares de las luchas de los mexicanos del campo. En él, los pueblos in-
dios tienen, en tanto se logra una nueva reforma constitucional, una fuerza
legal fundamental.

De igual manera acontece con otros artículos seleccionados en esta com-
pilación, tales como el apartado B del artículo 102, relativo a la capacidad del
Congreso de la Unión y las legislaturas locales para establecer, como se ha
hecho ya en todo el país, organismos de protección de los derechos humanos
amparados por el régimen jurídico mexicano (así es ya el caso de los dere-
chos de los pueblos indígenas, aunque limitados todavía).

Parte de los artículos 103 a 107 referidos al papel de los tribunales de la
Federación para resolver sobre controversias que surjan entre leyes u actos
de autoridad y particulares, o con distintos niveles y órdenes de gobierno, el
juicio de amparo, el de inconstitucionalidad, etcétera, resultan importantes
en la coyuntura de estos años. Hoy, que estamos en un estadio más avanzado
de democracia en el país, en el que la alternancia se ha dado en el gobierno
federal, en los estados y municipios, sin duda alguna se prueba la fuerza de
estos articulados consolidados por el constituyente de 1917, heredados en bue-
na parte de la gesta liberal del siglo XIX.

Se incluye también, íntegro, el artículo 115, porque, a pesar de la limitada
adición que se le realizó, visto en su conjunto constituye un punto de apoyo
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para las luchas y los reclamos, si no de todos, cuando menos de muchos de
los pueblos indios de México que han circunscrito su reproducción e identi-
dad, su fuerza histórica mediante el control de este nivel de gobierno. Una de
esas facultades es la de la asociación entre dos o más municipios.

Finalmente, reproducimos algunos de los artículos transitorios de las re-
formas al 27 constitucional de 1992 y las realizadas en materia indígena en
2001, porque todavía siguen teniendo vigencia y es necesario tenerlos pre-
sentes en las luchas y los reclamos de los años que siguen.

2. CONSTITUCIÓN POLÍTICA
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS*

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO I
DE LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES

Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todo individuo gozará de las
garantías que otorga esta Constitución, las cuales no podrán restringirse ni sus-
penderse, sino en los casos y con las condiciones que ella misma establece.

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los escla-
vos del extranjero que entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo
hecho, su libertad y la protección de las leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacio-
nal, el género, la edad, las capacidades diferentes, la condición social, las con-
diciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias, el estado civil o
cualquiera otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anu-
lar o menoscabar los derechos y las libertades de las personas.

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. La Nación tiene
una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos in-
dígenas que son aquellos que descienden de poblaciones que habitaban en
el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus
propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de
ellas.

* Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. México, Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, 2003.
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La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para
determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen
una unidad social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que re-
conocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en
un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El
reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las cons-
tituciones y leyes de las entidades federativas, las que deberán tomar en cuenta,
además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de
este artículo, criterios etnolingüísticos y de asentamiento físico.

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las
comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la au-
tonomía para:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social,
económica, política y cultural.

II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución
de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de
esta Constitución, respetando las garantías individuales, los dere-
chos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las
mujeres. La Ley establecerá los casos y procedimientos de valida-
ción por los jueces o tribunales correspondientes.

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradi-
cionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus
formas propias de gobierno interno, garantizando la participación
de las mujeres en condiciones de equidad frente a los varones, en un
marco que respete el pacto federal y la soberanía de los estados.

IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los ele-
mentos que constituyan su cultura e identidad.

V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus tie-
rras en los términos establecidos en esta Constitución.

VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y te-
nencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes de
la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por
integrantes de la comunidad, al uso y disfrute preferente de los re-
cursos naturales de los lugares que habitan y ocupan las comunida-
des, salvo aquéllos que corresponden a las áreas estratégicas, en tér-
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minos de esta Constitución. Para estos efectos las comunidades po-
drán asociarse en términos de ley.

VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante
los ayuntamientos.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconoce-
rán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito
de fortalecer la participación y representación política de conformi-
dad con sus tradiciones y normas internas.

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar
ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean par-
te, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus cos-
tumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta
Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser
asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento de
su lengua y cultura.

Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las ca-
racterísticas de libre determinación y autonomía que mejor expresen las si-
tuaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como
las normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como enti-
dades de interés público.

B. La Federación, los Estados y los Municipios, para promover la igual-
dad de oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discrimina-
toria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias
para garantizar la vigencia de los derechos de los indígenas y el desarrollo in-
tegral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y ope-
radas conjuntamente con ellos.

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunida-
des indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el propó-
sito de fortalecer las economías locales y mejorar las condiciones de
vida de sus pueblos, mediante acciones coordinadas entre los tres ór-
denes de gobierno, con la participación de las comunidades. Las au-
toridades municipales determinarán equitativamente las asignacio-
nes presupuestales que las comunidades administrarán directamente
para fines específicos.

II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, favoreciendo la
educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, la conclusión
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de la educación básica, la capacitación productiva y la educación me-
dia superior y superior. Establecer un sistema de becas para los estu-
diantes indígenas en todos los niveles. Definir y desarrollar progra-
mas educativos de contenido regional que reconozcan la herencia
cultural de sus pueblos, de acuerdo con las leyes de la materia y en con-
sulta con las comunidades indígenas. Impulsar el respeto y conoci-
miento de las diversas culturas existentes en la nación.

III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la am-
pliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando debida-
mente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los
indígenas mediante programas de alimentación, en especial para la
población infantil.

IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus es-
pacios para la convivencia y recreación, mediante acciones que fa-
ciliten el acceso al financiamiento público y privado para la cons-
trucción y mejoramiento de vivienda, así como ampliar la cobertura
de los servicios sociales básicos.

V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarrollo,
mediante el apoyo a los proyectos productivos, la protección de su
salud, el otorgamiento de estímulos para favorecer su educación y
su participación en la toma de decisiones relacionadas con la vida
comunitaria.

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integración de las
comunidades, mediante la construcción y ampliación de vías de co-
municación y telecomunicación. Establecer condiciones para que
los pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir, operar y
administrar medios de comunicación, en los términos que las leyes
de la materia determinen.

VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable de las
comunidades indígenas mediante acciones que permitan alcanzar la
suficiencia de sus ingresos económicos, la aplicación de estímulos
para las inversiones públicas y privadas que propicien la creación
de empleos, la incorporación de tecnologías para incrementar su pro-
pia capacidad productiva, así como para asegurar el acceso equitati-
vo a los sistemas de abasto y comercialización.

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los migrantes de los pue-
blos indígenas, tanto en el territorio nacional como en el extranjero,
mediante acciones para garantizar los derechos laborales de los jor-
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naleros agrícolas; mejorar las condiciones de salud de las mujeres;
apoyar con programas especiales de educación y nutrición a niños y
jóvenes de familias migrantes; velar por el respeto de sus derechos
humanos y promover la difusión de sus culturas.

IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacio-
nal de Desarrollo y de los estatales y municipales y, en su caso, in-
corporar las recomendaciones y propuestas que realicen.

Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones señaladas en este apar-
tado, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las legislaturas de
las entidades federativas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas
competencias, establecerán las partidas específicas destinadas al cumplimiento
de estas obligaciones en los presupuestos de egresos que aprueben, así como
las formas y los procedimientos para que las comunidades participen en el
ejercicio y vigilancia de las mismas.

Sin perjuicio de los derechos aquí establecidos a favor de los indígenas,
sus comunidades y pueblos, toda comunidad equiparable a aquellos tendrá
en lo conducente los mismos derechos tal y como lo establezca la ley.

Artículo 3o. Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado
—Federación, Estados, Distrito Federal y municipios— impartirá educación
preescolar, primaria y secundaria. La educación preescolar, primaria y la se-
cundaria conforman la educación básica obligatoria.

La educación que imparta el Estado tenderá a desarrollar armónicamente
todas las facultades del ser humano y fomentará en él, a la vez, el amor a la
Patria y la conciencia de la solidaridad internacional, en la independencia y
en la justicia.

[...]
II. El criterio que orientará a esa educación se basará en los resultados

del progreso científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos,
las servidumbres, los fanatismos y los prejuicios.
Además:
a) Será democrático, considerando a la democracia no solamente co-

mo una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sis-
tema de vida fundado en el constante mejoramiento económico,
social y cultural del pueblo;

b) Será nacional, en cuanto —sin hostilidades ni exclusivismos—
atenderá a la comprensión de nuestros problemas, al aprovecha-
miento de nuestros recursos, a la defensa de nuestra independen-
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cia política, al aseguramiento de nuestra independencia económi-
ca y a la continuidad y acrecentamiento de nuestra cultura, y

c) Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los elemen-
tos que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el apre-
cio para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la
convicción del interés general de la sociedad, cuanto por el cui-
dado que ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad
de derechos de todos los hombres, evitando los privilegios de ra-
zas, de religión, de grupos, de sexos o de individuos;

[...]
V. Además de impartir la educación preescolar, primaria y secundaria,

señaladas en el primer párrafo, el Estado promoverá y atenderá to-
dos los tipos y modalidades educativos —incluyendo la educación
inicial y la educación superior— necesarios para el desarrollo de la
nación, apoyará la investigación científica y tecnológica, y alentará
el fortalecimiento y difusión de nuestra cultura;

Artículo 4°. (Se derogó el primer párrafo).
El varón y la mujer son iguales ante la Ley. Ésta protegerá la organización

y el desarrollo de la familia.
Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable e infor-

mada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.
Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las

bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la
concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salu-
bridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de
esta Constitución.

Toda persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desa-
rrollo y bienestar.

Toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa. La
Ley establecerá los instrumentos y apoyos necesarios a fin de alcanzar tal
objetivo.

Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades
de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para su desarrollo
integral.

 Los ascendientes, tutores y custodios tienen el deber de preservar estos
derechos. El Estado proveerá lo necesario para propiciar el respeto a la digni-
dad de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos.
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El Estado otorgará facilidades a los particulares para que coadyuven al
cumplimiento de los derechos de la niñez.

Artículo 18. [...]
Los sentenciados, en los casos y condiciones que establezca la ley, podrán

compurgar sus penas en los centros penitenciarios más cercanos a su domici-
lio, a fin de propiciar su reintegración a la comunidad como forma de readap-
tación social.

Artículo 27. La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de
los límites del territorio nacional, corresponden originariamente a la Nación,
la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los
particulares, constituyendo la propiedad privada.

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y
mediante indemnización.

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad pri-
vada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en
beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles
de apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza
pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y
el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. En
consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los asenta-
mientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y desti-
nos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear
y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los cen-
tros de población; para preservar y restaurar el equilibrio ecológico; para el
fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la ley re-
glamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos y comuni-
dades; para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de la
agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades eco-
nómicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los elementos natu-
rales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad.

[...]
La capacidad para adquirir el dominio de las tierras y aguas de la Nación,

se regirá por las siguientes prescripciones:

I. Sólo los mexicanos por nacimiento o por naturalización y las socie-
dades mexicanas tienen derecho para adquirir el dominio de las tie-
rras, aguas y sus accesiones o para obtener concesiones de explota-
ción de minas o aguas. El Estado podrá conceder el mismo derecho
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a los extranjeros, siempre que convengan ante la Secretaría de Rela-
ciones en considerarse como nacionales respecto de dichos bienes y
en no invocar, por lo mismo, la protección de sus gobiernos por lo
que se refiere a aquéllos; bajo la pena en caso de faltar al convenio,
de perder en beneficio de la Nación, los bienes que hubieren adqui-
rido en virtud de lo mismo. En una faja de 100 kilómetros a lo largo
de las fronteras y de 50 en las playas, por ningún motivo podrán los
extranjeros adquirir el dominio directo sobre tierras y aguas.

El Estado, de acuerdo con los intereses públicos internos y los
principios de reciprocidad, podrá, a juicio de la Secretaría de Rela-
ciones, conceder autorización a los Estados extranjeros para que
adquieran, en el lugar permanente de la residencia de los poderes
federales, la propiedad privada de bienes inmuebles necesarios para
el servicio directo de sus embajadas o legaciones;

II. Las asociaciones religiosas que se constituyan en los términos del
artículo 130 y su ley reglamentaria tendrán capacidad para adquirir,
poseer o administrar, exclusivamente, los bienes que sean indispen-
sables para su objeto, con los requisitos y limitaciones que establez-
ca la ley reglamentaria;

III. Las instituciones de beneficencia, pública o privada, que tengan por
objeto el auxilio de los necesitados, la investigación científica, la
difusión de la enseñanza, la ayuda recíproca de los asociados, o cual-
quier otro objeto lícito, no podrán adquirir más bienes raíces que los
indispensables para su objeto, inmediata o directamente destina-
dos a él, con sujeción a lo que determine la ley reglamentaria;

IV. Las sociedades mercantiles por acciones podrán ser propietarias de
terrenos rústicos pero únicamente en la extensión que sea necesaria
para el cumplimiento de su objeto.

En ningún caso las sociedades de esta clase podrán tener en pro-
piedad tierras dedicadas a actividades agrícolas, ganaderas o fores-
tales en mayor extensión que la respectiva equivalente a 25 veces
los límites señalados en la fracción XV de este artículo. La ley regla-
mentaria regulará la estructura de capital y el número mínimo de so-
cios de estas sociedades, a efecto de que las tierras propiedad de la
sociedad no excedan en relación con cada socio los límites de la pe-
queña propiedad. En este caso, toda propiedad accionaria indivi-
dual, correspondiente a terrenos rústicos, será acumulable para efec-
tos de cómputo. Asimismo, la ley señalará las condiciones para la
participación extranjera en dichas sociedades.
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La propia ley establecerá los medios de registro y control necesa-
rios para el cumplimiento de lo dispuesto por esta fracción;

V. Los bancos debidamente autorizados, conforme a las leyes de insti-
tuciones de crédito, podrán tener capitales impuestos sobre propie-
dades urbanas y rústicas de acuerdo con las prescripciones de di-
chas leyes, pero no podrán tener en propiedad o en administración
más bienes raíces que los enteramente necesarios para su objeto di-
recto;

VI. Los estados y el Distrito Federal, lo mismo que los municipios de
toda la República, tendrán plena capacidad para adquirir y poseer to-
dos los bienes raíces necesarios para los servicios públicos.

Las leyes de la Federación y de los Estados en sus respectivas ju-
risdicciones, determinarán los casos en que sea de utilidad pública
la ocupación de la propiedad privada, y de acuerdo con dichas leyes la
autoridad administrativa hará la declaración correspondiente. El pre-
cio que se fijará como indemnización a la cosa expropiada, se basa-
rá en la cantidad que como valor fiscal de ella figure en las oficinas
catastrales o recaudadoras, ya sea que este valor haya sido manifes-
tado por el propietario o simplemente aceptado por él de un modo tá-
cito, por haber pagado sus contribuciones con esta base. El exceso de
valor o el demérito que haya tenido la propiedad particular por las
mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha de la asig-
nación del valor fiscal, será lo único que deberá quedar sujeto a jui-
cio pericial y a resolución judicial. Esto mismo se observará cuando
se trate de objetos cuyo valor no esté fijado en las oficinas rentísticas.

El ejercicio de las acciones que corresponden a la Nación, por vir-
tud de las disposiciones del presente artículo, se hará efectivo por el
procedimiento judicial; pero dentro de este procedimiento y por or-
den de los tribunales correspondientes, que se dictará en el plazo
máximo de un mes, las autoridades administrativas procederán des-
de luego a la ocupación, administración, remate o venta de las tie-
rras o aguas de que se trate y todas sus accesiones, sin que en ningún
caso pueda revocarse lo hecho por las mismas autoridades antes de
que se dicte sentencia ejecutoriada.

VII. Se reconoce la personalidad jurídica de los núcleos de población eji-
dales y comunales y se protege su propiedad sobre la tierra, tanto
para el asentamiento humano como para actividades productivas.

La ley protegerá la integridad de las tierras de los grupos indí-
genas.
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La ley, considerando el respeto y fortalecimiento de la vida comu-
nitaria de los ejidos y comunidades, protegerá la tierra para el asen-
tamiento humano y regulará el aprovechamiento de tierras, bosques
y aguas de uso común y la provisión de acciones de fomento necesa-
rias para elevar el nivel de vida de sus pobladores.

La ley, con respeto a la voluntad de los ejidatarios y comuneros
para adoptar las condiciones que más les convengan en el aprove-
chamiento de sus recursos productivos, regulará el ejercicio de los
derechos de los comuneros sobre la tierra y de cada ejidatario sobre
su parcela. Asimismo establecerá los procedimientos por los cuales
ejidatarios y comuneros podrán asociarse entre sí, con el Estado o
con terceros y otorgar el uso de sus tierras; y, tratándose de ejidata-
rios, trasmitir sus derechos parcelarios entre los miembros del núcleo
de población; igualmente fijará los requisitos y procedimientos con-
forme a los cuales la asamblea ejidal otorgará al ejidatario el domi-
nio sobre su parcela. En caso de enajenación de parcelas se respeta-
rá el derecho de preferencia que prevea la ley.

Dentro de un mismo núcleo de población, ningún ejidatario po-
drá ser titular de más tierra que la equivalente al 5% del total de las
tierras ejidales. En todo caso, la titularidad de tierras en favor de un
solo ejidatario deberá ajustarse a los límites señalados en la frac-
ción XV.

La asamblea general es el órgano supremo del núcleo de pobla-
ción ejidal o comunal, con la organización y funciones que la ley
señale. El comisariado ejidal o de bienes comunales, electo demo-
cráticamente en los términos de la ley, es el órgano de representa-
ción del núcleo y el responsable de ejecutar las resoluciones de la
asamblea.

La restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de pobla-
ción se hará en los términos de la ley reglamentaria;

VIII. Se declaran nulas:
a) Todas las enajenaciones de tierras, aguas y montes pertenecientes

a los pueblos, rancherías, congregaciones o comunidades, hechos
por los jefes políticos, Gobernadores de los Estados, o cualquiera
otra autoridad local en contravención a lo dispuesto en la ley de
25 de junio de 1856 y demás leyes y disposiciones relativas;

b) Todas las concesiones, composiciones o ventas de tierras, aguas y
montes, hechas por las Secretarías de Fomento, Hacienda o cual-
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quier otra autoridad federal, desde el día primero de diciembre de
1876, hasta la fecha, con las cuales se hayan invadido y ocupado
ilegalmente los ejidos, terrenos de común repartimiento o cual-
quiera otra clase, pertenecientes a los pueblos, rancherías, congre-
gaciones o comunidades y núcleos de población.

c) Todas las diligencias de apeo o deslinde, transacciones, enajena-
ciones o remates practicados durante el periodo de tiempo a que
se refiere la fracción anterior, por compañías, jueces u otras auto-
ridades de los Estados o de la Federación, con los cuales se hayan
invadido u ocupado ilegalmente tierras, aguas y montes de los
ejidos, terrenos de común repartimiento, o de cualquier otra cla-
se, pertenecientes a núcleos de población.

Quedan exceptuadas de la nulidad anterior, únicamente las tie-
rras que hubieren sido tituladas en los repartimientos hechos con
apego a la ley de 25 de junio de 1856 y poseídas en nombre pro-
pio a título de dominio por más de diez años, cuando su superfi-
cie no exceda de cincuenta hectáreas;

IX. La división o reparto que se hubiere hecho con apariencia de legíti-
ma entre los vecinos de algún núcleo de población y en la que haya
habido error o vicio, podrá ser nulificada cuando así lo soliciten las
tres cuartas partes de los vecinos que estén en posesión de una cuar-
ta parte de los terrenos, materia de la división, o una cuarta parte de
los mismos vecinos cuando estén en posesión de las tres cuartas
partes de los terrenos.

[...]
XV. En los Estados Unidos Mexicanos quedan prohibidos los latifundios.

[...]
XVII. El Congreso de la Unión y las legislaturas de los estados, en sus

respectivas jurisdicciones, expedirán leyes que establezcan los
procedimientos para el fraccionamiento y enajenación de las ex-
tensiones que llegaren a exceder los límites señalados en las frac-
ciones IV y XV de este artículo.

El excedente deberá ser fraccionado y enajenado por el pro-
pietario dentro del plazo de un año contado a partir de la notifi-
cación correspondiente. Si transcurrido el plazo el excedente, no
se ha enajenado, la venta deberá hacerse mediante pública almo-
neda. En igualdad de condiciones, se respetará el derecho de pre-
ferencia que prevea la ley reglamentaria.
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Las leyes locales organizarán el patrimonio de familia, determi-
nando los bienes que deben constituirlo, sobre la base de que será
inalienable y no estará sujeto a embargo ni a gravamen ninguno;

XVIII. Se declaran revisables todos los contratos y concesiones hechos
por los Gobiernos anteriores desde el año 1876, que hayan traí-
do por consecuencia el acaparamiento de tierras, aguas y riquezas
naturales de la Nación, por una sola persona o sociedad, y se fa-
culta al Ejecutivo de la Unión para declararlos nulos, cuando im-
pliquen perjuicios graves para el interés público.

XIX Con base en esta Constitución, el Estado dispondrá las medidas
para la expedita y honesta impartición de la justicia agraria, con
objeto de garantizar la seguridad jurídica en la tenencia de la tie-
rra ejidal, comunal y de la pequeña propiedad, y apoyará la ase-
soría legal de los campesinos.

Son de jurisdicción federal todas las cuestiones que por lími-
tes de terrenos ejidales y comunales, cualquiera que sea el ori-
gen de éstos, se hallen pendientes o se susciten entre dos o más
núcleos de población; así como las relacionadas con la tenencia
de la tierra de los ejidos y comunidades. Para estos efectos y, en
general, para la administración de justicia agraria, la ley institui-
rá tribunales dotados de autonomía y plena jurisdicción, integra-
dos por magistrados propuestos por el Ejecutivo Federal y desig-
nados por la Cámara de Senadores o, en los recesos de ésta, por
la Comisión Permanente.

La ley establecerá un órgano para la procuración de justicia
agraria, y

XX. El Estado promoverá las condiciones para el desarrollo rural inte-
gral, con el propósito de generar empleo y garantizar a la población
campesina el bienestar y su participación e incorporación en el desa-
rrollo nacional, y fomentará la actividad agropecuaria y forestal para
el óptimo uso de la tierra, con obras de infraestructura, insumos, cré-
dito, servicios de capacitación y asistencia técnica. Asimismo expedi-
rá la legislación reglamentaria para planear y organizar la producción
agropecuaria, su industrialización y comercialización, considerán-
dolas de interés público.
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TÍTULO TERCERO

CAPÍTULO IV
DEL PODER JUDICIAL

Artículo 102.
[...]
B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las entidades federativas,

en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán organismos de pro-
tección de los derechos humanos que ampara el orden jurídico mexicano, los
que conocerán de quejas en contra de actos u omisiones de naturaleza admi-
nistrativa provenientes de cualquier autoridad o servidor público, con excep-
ción de los del Poder Judicial de la Federación, que violen estos derechos.

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior, formularán recomen-
daciones públicas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades
respectivas.

Estos organismos no serán competentes tratándose de asuntos electorales,
laborales y jurisdiccionales.

El organismo que establezca el Congreso de la Unión se denominará Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos; contará con autonomía de ges-
tión y presupuestaria, personalidad jurídica y patrimonio propios.

La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá un Consejo Con-
sultivo integrado por diez consejeros que serán elegidos por el voto de las
dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores o,
en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, con la
misma votación calificada. La ley determinará los procedimientos a seguir para
la presentación de las propuestas por la propia Cámara. Anualmente serán
sustituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el cargo, salvo que fue-
sen propuestos y ratificados para un segundo periodo.

El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, quien
lo será también del Consejo Consultivo, será elegido en los mismos términos
del párrafo anterior. Durará en su encargo cinco años, podrá ser reelecto por
una sola vez y sólo podrá ser removido de sus funciones en los términos del
Título Cuarto de esta Constitución.

El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos pre-
sentará anualmente a los poderes de la Unión un informe de actividades. Al
efecto comparecerá ante las Cámaras del Congreso en los términos que dis-
ponga la ley.
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La Comisión Nacional de los Derechos Humanos conocerá de las incon-
formidades que se presenten en relación con las recomendaciones, acuerdos
u omisiones de los organismos equivalentes en las entidades federativas.

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia
que se suscite:

I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individua-
les;

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la
soberanía de los Estados o la esfera de competencia del Distrito Fe-
deral, y

III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o del Distrito Fe-
deral, que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal.

Artículo 104. Corresponde a los tribunales de la Federación conocer:

I. De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten
sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los trata-
dos internacionales celebrados por el Estado Mexicano. Cuando di-
chas controversias sólo afecten intereses particulares, podrán cono-
cer también de ellas, a elección del actor, los jueces y tribunales del
orden común de los Estados y del Distrito Federal. Las sentencias
de primera instancia podrán ser apelables para ante el superior in-
mediato del juez que conozca del asunto en primer grado.

[...]
III. De aquellas en que la Federación fuese parte.
IV. De las controversias y de las acciones a que se refiere el artículo 105,

mismas que serán del conocimiento exclusivo de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación.

V. De las que surjan entre un Estado y uno o más vecinos de otro.
[...]

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los
términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que
se refieran a la materia electoral, se susciten entre:
a) La Federación y un Estado o el Distrito Federal;
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b) La Federación y un municipio;
c) El Poder Ejecutivo y el Congreso de la Unión; aquél y cualquiera

de las Cámaras de éste o, en su caso, la Comisión Permanente, sean
como órganos federales o del Distrito Federal;

d) Un Estado y otro;
e) Un Estado y el Distrito Federal;
f) El Distrito Federal y un municipio;
g) Dos municipios de diversos estados;
h) Dos poderes de un mismo Estado, sobre la constitucionalidad de

sus actos o disposiciones generales;
i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad

de sus actos o disposiciones generales;
j) Un Estado y un municipio de otro Estado, sobre la constitucio-

nalidad de sus actos o disposiciones generales; y
k) Dos órganos de gobierno del Distrito Federal, sobre la constitucio-

nalidad de sus actos o disposiciones generales.
Siempre que las controversias versen sobre disposiciones ge-

nerales de los Estados o de los municipios impugnadas por la
Federación, de los municipios impugnadas por los Estados, o en
los casos a que se refieren los incisos c), h) y k) anteriores, y la
resolución de la Suprema Corte de Justicia las declare inválidas,
dicha resolución tendrá efectos generales cuando hubiera sido apro-
bada por una mayoría de por lo menos ocho votos.

En los demás casos, las resoluciones de la Suprema Corte de
Justicia tendrán efectos únicamente respecto de las partes en la
controversia.

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plan-
tear la posible contradicción entre una norma de carácter general y
esta Constitución.

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro
de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de
la norma, por:
a) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, en contra de le-
yes federales o del Distrito Federal expedidas por el Congreso de
la Unión;

b) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes del
Senado, en contra de leyes federales o del Distrito Federal expe-
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didas por el Congreso de la Unión o de tratados internacionales
celebrados por el Estado Mexicano;

c) El Procurador General de la República, en contra de leyes de
carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de trata-
dos internacionales celebrados por el Estado Mexicano;

d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de
alguno de los órganos legislativos estatales, en contra de leyes
expedidas por el propio órgano;

e) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de la
Asamblea de Representantes del Distrito Federal, en contra de
leyes expedidas por la propia Asamblea, y

f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Federal Electo-
ral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de le-
yes electorales federales o locales; y los partidos políticos con re-
gistro estatal, a través de sus dirigencias, exclusivamente en contra
de leyes electorales expedidas por el órgano legislativo del Es-
tado que les otorgó el registro.

La única vía para plantear la no conformidad de las leyes electorales a la
Constitución es la prevista en este artículo.

Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse
por lo menos noventa días antes de que inicie el proceso electoral en que
vayan a aplicarse y durante el mismo no podrá haber modificaciones legales
fundamentales.

Las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia sólo podrán declarar la
invalidez de las normas impugnadas, siempre que fueren aprobadas por una
mayoría de cuando menos ocho votos.

[...]
Artículo 107. Todas las controversias de que habla el artículo 103 se suje-

tarán a los procedimientos y formas del orden jurídico que determine la ley,
de acuerdo a las bases siguientes:

I. El juicio de amparo se seguirá siempre a instancia de parte agra-
viada;

II. La sentencia será siempre tal, que sólo se ocupe de individuos par-
ticulares, limitándose a ampararlos y protegerlos en el caso especial
sobre el que verse la queja, sin hacer una declaración general res-
pecto de la ley o acto que la motivare.
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En el juicio de amparo deberá suplirse la deficiencia de la queja
de acuerdo con lo que disponga la Ley Reglamentaria de los Artícu-
los 103 y 107 de esta Constitución.

Cuando se reclamen actos que tengan o puedan tener como con-
secuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute de sus
tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos o a los núcleos de pobla-
ción que de hecho o por derecho guarden el estado comunal, o a los
ejidatarios o comuneros, deberán recabarse de oficio todas aquellas
pruebas que puedan beneficiar a las entidades o individuos mencio-
nados y acordarse las diligencias que se estimen necesarias para pre-
cisar sus derechos agrarios, así como la naturaleza y efectos de los
actos reclamados.

En los juicios a que se refiere el párrafo anterior no procederán,
en perjuicio de los núcleos ejidales o comunales, o de los ejidatarios
o comuneros, el sobreseimiento por inactividad procesal ni la ca-
ducidad de la instancia, pero uno y otra sí podrán decretarse en su
beneficio. Cuando se reclamen actos que afecten los derechos co-
lectivos del núcleo tampoco procederán el desistimiento ni el con-
sentimiento expreso de los propios actos, salvo que el primero sea
acordado por la Asamblea General o el segundo emane de ésta.

[...]
XIV. Salvo lo dispuesto en el párrafo final de la fracción II de este artícu-

lo, se decretará el sobreseimiento del amparo o la caducidad de la
instancia por inactividad del quejoso o del recurrente, respectiva-
mente, cuando el acto reclamado sea del orden civil o administrati-
vo, en los casos y términos que señale la ley reglamentaria. La cadu-
cidad de la instancia dejará firme la sentencia recurrida;

[...]

TÍTULO QUINTO

DE LOS ESTADOS DE LA FEDERACIÓN

Y DEL DISTRITO FEDERAL

Artículo 115. Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de
gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su di-
visión territorial y de su organización política y administrativa el Municipio
Libre, conforme a las bases siguientes:
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I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección
popular directa, integrado por un Presidente Municipal y el número
de regidores y síndicos que la ley determine. La competencia que
esta Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el
Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá autoridad interme-
dia alguna entre éste y el gobierno del Estado.

Los presidentes municipales, regidores y síndicos de los ayunta-
mientos, electos popularmente por elección directa, no podrán ser
reelectos para el periodo inmediato. Las personas que por elección
indirecta o por nombramiento o designación de alguna autoridad
desempeñen las funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea
la denominación que se les dé, no podrán ser electas para el periodo
inmediato. Todos los funcionarios antes mencionados, cuando ten-
gan el carácter de propietarios, no podrán ser electos para el periodo
inmediato con el carácter de suplentes, pero los que tengan el carác-
ter de suplentes sí podrán ser electos para el periodo inmediato como
propietarios, a menos que hayan estado en ejercicio.

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de
sus integrantes, podrán suspender ayuntamientos, declarar que éstos
han desaparecido y suspender o revocar el mandato a alguno de sus
miembros, por alguna de las causas graves que la ley local preven-
ga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad sufi-
ciente para rendir las pruebas y hacer los alegatos que a su juicio
convengan.

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será
sustituido por su suplente, o se procederá según lo disponga la ley.

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por re-
nuncia o falta absoluta de la mayoría de sus miembros, si conforme
a la ley no procede que entren en funciones los suplentes ni que se
celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designa-
rán de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán
los periodos respectivos; estos Concejos estarán integrados por el
número de miembros que determine la ley, quienes deberán cumplir
los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores;

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y mane-
jarán su patrimonio conforme a la ley.

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo
con las leyes en materia municipal que deberán expedir las legisla-
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turas de los Estados, los bandos de policía y gobierno, los reglamen-
tos, circulares y disposiciones administrativas de observancia general
dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la adminis-
tración pública municipal, regulen las materias, procedimientos, fun-
ciones y servicios públicos de su competencia y aseguren la partici-
pación ciudadana y vecinal.

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será es-
tablecer:
a) Las bases generales de la administración pública municipal y del

procedimiento administrativo, incluyendo los medios de impug-
nación y los órganos para dirimir las controversias entre dicha
administración y los particulares, con sujeción a los principios de
igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes
de los miembros de los ayuntamientos para dictar resoluciones
que afecten el patrimonio inmobiliario municipal o para celebrar
actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo
mayor al periodo del Ayuntamiento;

c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a
que se refieren tanto las fracciones III y IV de este artículo, como
el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 116 de esta Cons-
titución;

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asu-
ma una función o servicio municipal cuando, al no existir el con-
venio correspondiente, la legislatura estatal considere que el mu-
nicipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o
prestarlos; en este caso, será necesaria solicitud previa del ayun-
tamiento respectivo, aprobada por cuando menos las dos terceras
partes de sus integrantes; y

e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuen-
ten con los bandos o reglamentos correspondientes.
Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los

procedimientos mediante los cuales se resolverán los conflictos que
se presenten entre los municipios y el gobierno del estado o entre
aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) an-
teriores;

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públi-
cos siguientes:
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a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición
de sus aguas residuales.

b) Alumbrado público.
c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de

residuos.
d) Mercados y centrales de abasto.
e) Panteones.
f) Rastro.
g) Calles, parques y jardines y su equipamiento.
h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Consti-

tución, policía preventiva municipal y tránsito.
i) Los demás que las Legislaturas locales determinen según las con-

diciones territoriales y socioeconómicas de los Municipios, así
como su capacidad administrativa y financiera.
Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño

de las funciones o la prestación de los servicios a su cargo, los muni-
cipios observarán lo dispuesto por las leyes federales y estatales.

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán
coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servi-
cios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspon-
dan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos
o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas
de los Estados respectivas. Asimismo cuando a juicio del ayuntamien-
to respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Esta-
do para que éste, de manera directa o a través del organismo corres-
pondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos o
bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio
municipio.

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán
coordinarse y asociarse en los términos y para los efectos que pre-
venga la ley;

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se for-
mará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como
de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establez-
can a su favor, y en todo caso:
a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que

establezcan los Estados sobre la propiedad inmobiliaria, de su
fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora así
como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles.
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Los Municipios podrán celebrar convenios con el Estado para
que éste se haga cargo de algunas de las funciones relacionadas
con la administración de esas contribuciones.

b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federa-
ción a los Municipios con arreglo a las bases, montos y plazos que
anualmente se determinen por las Legislaturas de los Estados.

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su
cargo.
Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para

establecer las contribuciones a que se refieren los incisos a) y c), ni
concederán exenciones en relación con las mismas. Las leyes esta-
tales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o
institución alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán
exentos los bienes de dominio público de la Federación, de los Esta-
dos o los Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por enti-
dades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines
administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público.

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán
a las legislaturas estatales las cuotas y tarifas aplicables a impues-
tos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas de valores uni-
tarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de
las contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria.

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de
los Municipios, revisarán y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los
presupuestos de egresos serán aprobados por los ayuntamientos con
base en sus ingresos disponibles.

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos
en forma directa por los ayuntamientos, o bien, por quien ellos auto-
ricen, conforme a la ley;

V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales
relativas, estarán facultados para:
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desa-

rrollo urbano municipal;
b) Participar en la creación y administración de sus reservas territo-

riales;
c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los

cuales deberán estar en concordancia con los planes generales de
la materia. Cuando la Federación o los Estados elaboren proyec-
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tos de desarrollo regional deberán asegurar la participación de los
Municipios;

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito
de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales;

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana;
f) Otorgar licencias y permisos para construcciones;
g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas

ecológicas y en la elaboración y aplicación de programas de or-
denamiento en esta materia;

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de trans-
porte público de pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito te-
rritorial; e

i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zo-
nas federales.
En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el pá-

rrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los re-
glamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios;

VI. Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipa-
les de dos o más entidades federativas, formen o tiendan a formar
una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas
y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, pla-
nearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de
dichos centros con apego a la ley federal de la materia.

VII. La policía preventiva municipal estará al mando del presidente Mu-
nicipal, en los términos del reglamento correspondiente. Aquélla aca-
tará las órdenes que el Gobernador del Estado le transmita en aque-
llos casos que éste juzgue como de fuerza mayor o alteración grave
del orden público.

El Ejecutivo Federal tendrá el mando de la fuerza pública en los
lugares donde resida habitual o transitoriamente.

VIII. Las leyes de los estados introducirán el principio de la representa-
ción proporcional en la elección de los ayuntamientos de todos los
municipios.

Las relaciones de trabajo entre los municipios y sus trabajadores,
se regirán por las leyes que expidan las legislaturas de los estados
con base en lo dispuesto en el artículo 123 de esta Constitución y
sus disposiciones reglamentarias.

IX. Derogada
X. Derogada
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3. TRANSITORIOS DE LA REFORMA AL ARTÍCULO 27
CONSTITUCIONAL DE 1992*

[...]
Artículo Tercero. La Secretaría de la Reforma Agraria, el Cuerpo Consul-

tivo Agrario, las comisiones agrarias mixtas y las demás autoridades compe-
tentes, continuarán desahogando los asuntos que se encuentren actualmente
en trámite en materia de ampliación o dotación de tierras, bosques y aguas;
creación de nuevos centros de población, y restitución, reconocimiento y ti-
tulación de bienes comunales, de conformidad con las disposiciones legales
que reglamenten dichas cuestiones y que estén vigentes al momento de entrar
en vigor el presente Decreto.

Los expedientes de los asuntos arriba mencionados, sobre los cuales no se
haya dictado resolución definitiva al momento de entrar en funciones los
tribunales agrarios, se pondrán en estado de resolución y se turnarán a éstos
para que, conforme a su ley orgánica, resuelvan en definitiva, de conformi-
dad con las disposiciones legales a que se refiere el párrafo anterior.

Los demás asuntos de naturaleza agraria que se encuentren en trámite o se
presenten a partir de la entrada en vigor de este Decreto, y que conforme a la
ley que se expida deban pasar a ser de la competencia de los tribunales agra-
rios, se turnarán a éstos una vez que entren en funciones para que resuelvan
en definitiva.

[...]

4. TRANSITORIOS DE LAS REFORMAS CONSTITUCIONALES
EN MATERIA INDÍGENA DE 2001**

[...]
Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de

su publicación en el Diario Oficial de la Federación.
Artículo Segundo. Al entrar en vigor estas reformas, el Congreso de la

Unión y las legislaturas de las entidades federativas deberán realizar las ade-
cuaciones a las leyes federales y constituciones locales que procedan y regla-
menten lo aquí estipulado.

=* Diario Oficial de la Federación, 6 de enero de 1992.
** Diario Oficial de la Federación, 14 de agosto de 2001.
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Artículo Tercero. Para establecer la demarcación territorial de los distritos
uninominales deberá tomarse en consideración, cuando sea factible, la ubi-
cación de los pueblos y comunidades indígenas, a fin de propiciar su partici-
pación política.

Artículo Cuarto. El titular del Poder Ejecutivo Federal dispondrá que el
texto integro de la exposición de motivos y del cuerpo normativo del presen-
te decreto, se traduzca a las lenguas de los pueblos indígenas del país y orde-
nará su difusión en sus comunidades.

[...]
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II
DISPOSICIONES EN LA COYUNTURA

DEL ALZAMIENTO ZAPATISTA

1. NOTA INTRODUCTORIA

En este apartado se reproducen, íntegras, la Ley de Amnistía que el Congreso
de la Unión aprobada el 21 de enero de 1994, y la Ley para el Diálogo, la Con-
ciliación y la Paz Digna en Chiapas. La primera de ellas aparece en los pri-
meros días del levantamiento armado del Ejército Zapatista de Liberación Na-
cional (EZLN), durante el gobierno de Carlos Salinas de Gortari, mientras que
la otra corresponde al régimen de Ernesto Zedillo.

Todavía existen en las cárceles indígenas presos asociados a los aconteci-
mientos de 1994, y aunque no se hayan disparado balas desde hace años entre
el Ejército federal y las fuerzas zapatistas, la situación de la firma de la paz
sigue siendo el gran tema pendiente.

La segunda disposición estableció procedimientos e instancias propiciato-
rias para una salida negociada a la situación de guerra declarada por el EZLN.
Dentro de ellas, la Comisión de Concordia y Pacificación sigue haciendo la
lucha por regresar a las negociaciones. Y a pesar de tener facultades para bus-
car canales adecuados para aprobar la reforma exigida puntualmente por el
movimiento zapatista y sus aliados de todo el país, la Comisión de Seguimien-
to y Verificación no se ha reinstalado. Estos instrumentos, creados para pro-
piciar la paz, siguen vigentes. Las razones de la selva siguen vivas, en espera
de que se produzca otra iniciativa de este lado del terreno para cumplir lo
reclamado y acordado.
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2. LEY DE AMNISTÍA*

Artículo 1o. Se decreta amnistía en favor de todas las personas en contra de
quienes se haya ejercitado o pudiere ejercitarse acción penal ante los tribuna-
les del orden federal, por los delitos cometidos con motivo de los hechos de
violencia, o que tengan relación con ellos, suscitados en varios municipios
del Estado de Chiapas del día primero de enero de mil novecientos noventa y
cuatro al día veinte del mismo mes y año, a las quince horas.

El Ejecutivo Federal integrará una Comisión que coordinará los actos de
aplicación de la presente Ley.

Artículo 2o. Los individuos que se encuentren actualmente sustraídos a la
acción de la justicia, dentro o fuera del país, por los delitos a que se refiere el
artículo 1o., podrán beneficiarse de la amnistía, condicionada a la entrega de
rehenes y de todo tipo de armas, explosivos, instrumentos u otros objetos em-
pleados en la realización de los mismos, en los términos que fije la Comisión.

Artículo 3o. La amnistía extingue las acciones penales y las sanciones im-
puestas respecto de los delitos que comprende, dejando subsistente la res-
ponsabilidad civil y a salvo los derechos de quienes puedan exigirla.

En el caso de que se hubiere interpuesto demanda de amparo por las per-
sonas a quienes beneficia esta Ley, la autoridad que conozca del respectivo
juicio dictará auto de sobreseimiento.

Los efectos a que se refiere este artículo se producirán a partir de que la
Comisión declare la cesación definitiva de los actos de hostilidad.

Artículo 4o. Las personas a quienes aproveche esta Ley, no podrán en lo
futuro ser interrogadas, investigadas, citadas a comparecer, detenidas, apre-
hendidas, procesadas o molestadas de manera alguna por los hechos que com-
prende esta amnistía.

TRANSITORIOS

Primero. Esta Ley entrará en vigor el día de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Segundo. Esta Ley deberá ser fijada en bandos en las diversas poblaciones
que se encuentran en la zona de conflicto tanto en idioma español, como en
las lenguas que se hablen en dicho territorio.

[...]

* Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 22 de enero de 1994 (en vigor a
partir del mismo 22 de enero de 1994).
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3. LEY PARA EL DIÁLOGO, LA CONCILIACIÓN
Y LA PAZ DIGNA EN CHIAPAS*

Artículo 1. Esta Ley tiene por objeto establecer las bases jurídicas que pro-
picien el diálogo y la conciliación para alcanzar, a través de un acuerdo de
concordia y pacificación, la solución justa, digna y duradera al conflicto ar-
mado iniciado el 1o. de enero de 1994 en el Estado de Chiapas.

Para los efectos de la presente Ley, se entenderá como EZLN el grupo de
personas que se identifica como una organización de ciudadanos mexicanos,
mayoritariamente indígenas, que se inconformó por diversas causas y se
involucró en el conflicto a que se refiere el párrafo anterior.

Artículo 2. Será objeto del Acuerdo de Concordia y Pacificación a que se
refiere el artículo anterior, entre otros, pactar las bases que permitan:

I. Asegurar la paz justa, digna y duradera en el Estado de Chiapas,
dentro del pleno respeto al Estado de Derecho;

II. Atender las causas que originaron el conflicto y promover solucio-
nes consensadas a diversas demandas de carácter político, social,
cultural y económico, dentro del Estado de Derecho y a través de las
vías institucionales;

III. Propiciar que los integrantes del EZLN participen en el ejercicio de
la política dentro de los cauces pacíficos que ofrece el Estado de De-
recho, con respeto absoluto a su dignidad y garantías de ciudadanos
mexicanos;

IV. Conciliar las demandas e intereses legítimos de los diversos secto-
res de la sociedad chiapaneca;

V. Promover el bienestar social y el desarrollo económico sustentable
en Chiapas, y

VI. Proponer los lineamientos para la amnistía que, como consecuencia
del proceso de diálogo y conciliación, concederá en su caso el Con-
greso de la Unión por los hechos relacionados con el conflicto en el
Estado de Chiapas, iniciado a partir del 1 de enero de 1994.

Artículo 3. En el Acuerdo de Concordia y Pacificación previsto en esta
Ley, intervendrán los representantes del Gobierno Federal y del EZLN con la
participación que corresponda a la Comisión de Concordia y Pacificación.

* Diario Oficial de la Federación, 11 de marzo de 1995.
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DEL DIÁLOGO Y LA NEGOCIACIÓN

Artículo 4. Con el objeto de propiciar condiciones para el diálogo y la conci-
liación, a partir de la fecha de publicación de la presente Ley en el Diario
Oficial de la Federación y durante los treinta días naturales inmediatos si-
guientes, las autoridades judiciales competentes mantendrán suspendidos los
procedimientos iniciados en contra de los integrantes del EZLN, que se en-
cuentren sustraídos de la acción de la justicia, y ordenarán que se aplace por
dicho término el cumplimiento de las órdenes de aprehensión dictadas dentro
de dichos procedimientos. De igual manera, la Procuraduría General de la
República suspenderá, por el mismo plazo, las investigaciones relativas a los
hechos a que se refiere el artículo 1o. de esta Ley.

Si ha iniciado el diálogo dentro de dicho plazo, se mantendrán las suspen-
siones mencionadas en el párrafo anterior, siempre que continúen las nego-
ciaciones para la suscripción del acuerdo de concordia y pacificación a que se
refiere esta ley.

Artículo 5. El Gobierno Federal pactará con el EZLN los calendarios, agen-
da y, en general, las bases para el diálogo y la negociación del acuerdo de
concordia y pacificación previsto en este ordenamiento, con la participación
que, en su caso, corresponda a la Comisión de Concordia y Pacificación se-
ñalada en el artículo 8o. Dicha Comisión propondrá, por consenso, los espa-
cios específicos para la realización de las negociaciones que deberán ser con-
venidos por las partes.

Artículo 6. En tanto se desarrolla el diálogo y la negociación, el Gobierno
Federal adoptará las medidas necesarias para garantizar el libre tránsito de
los dirigentes y negociadores del EZLN y asegurar que no serán molestados,
en sus personas o posesiones, por autoridad federal alguna.

Las autoridades competentes del Gobierno Federal, se coordinarán con las
del Estado de Chiapas y de los municipios respectivos, para que el libre trán-
sito y la integridad de los dirigentes y negociadores del EZLN, en sus perso-
nas y posesiones, quede garantizada, en términos del párrafo anterior, con la
intervención que, en su caso, corresponda a la Comisión de Concordia y Pa-
cificación.

En los espacios de negociación, determinados de común acuerdo, no se per-
mitirá la portación de ningún tipo de arma. El Gobierno Federal en coordina-
ción con el del Estado de Chiapas, con la intervención que corresponda a la
Comisión de Concordia y Pacificación, generará medidas de distensión y de-
más condiciones físicas y políticas para el diálogo.
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Artículo 7. El Gobierno Federal en coordinación con el Gobierno del Esta-
do de Chiapas y los ayuntamientos respectivos, otorgará garantías y facilida-
des a los indígenas y campesinos de la zona del conflicto para su reintegra-
ción y asentamiento en sus comunidades de origen. Esta disposición es válida
para todos los indígenas y campesinos, independientemente de su participa-
ción en el grupo involucrado en el conflicto del Estado de Chiapas.

DE LA COMISIÓN DE CONCORDIA

Y PACIFICACIÓN

Artículo 8. Se crea la Comisión de Concordia y Pacificación, integrada por
los miembros de la Comisión Legislativa del Congreso de la Unión para el
Diálogo y la Conciliación para el Estado de Chiapas, así como por un repre-
sentante del Poder Ejecutivo y otro del Poder Legislativo del Estado de Chia-
pas, que serán invitados con tal objeto.

Esta Comisión coordinará sus acciones con la instancia de mediación re-
conocida por los negociadores.

La presidencia de la Comisión de Concordia y Pacificación estará a cargo,
de manera rotativa y periódica, de los representantes del Poder Legislativo
Federal. El secretariado técnico estará a cargo de integrantes de la propia
Comisión designados de manera conjunta por los miembros de la misma.

La Comisión podrá designar delegados que se acreditarán ante el Gobier-
no Federal y el EZLN.

Artículo 9. La Comisión para la Concordia y Pacificación se encargará de:

I. Coadyuvar a fijar las bases para el diálogo y la negociación del acuer-
do de concordia y pacificación a que se refiere esta Ley, las que con-
tendrán, entre otros aspectos, los lugares y condiciones específicos
de las negociaciones y la agenda de las mismas;

II. Facilitar el diálogo y la negociación y apoyar la suscripción del acuer-
do de concordia y pacificación a que se refiere esta Ley;

III. Promover ante las autoridades competentes condiciones para reali-
zar el diálogo en los lugares específicos que hayan sido pactados
para las negociaciones, y

IV. Gestionar ante la Secretaría de Gobernación la adopción de las me-
didas necesarias para la adecuada difusión de esta Ley.



66 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

DE LA COMISIÓN DE SEGUIMIENTO Y VERIFICACIÓN

Artículo 10. Una vez que se suscriba el acuerdo de concordia y pacificación
a que se refiere esta Ley, o cuando los negociadores lo consideren proceden-
te, se creará una Comisión de Seguimiento y Verificación, integrada de ma-
nera paritaria, en los términos que lo acuerden los propios negociadores y a
la que se invitará a sendos representantes de los poderes Ejecutivo y Legisla-
tivo del Estado de Chiapas.

Igualmente, la Comisión podrá invitar a personas o instituciones que con-
sidere conveniente para el mejor cumplimiento de su cometido.

Artículo 11. La Comisión de Seguimiento y Verificación se encargará de:

I. Dar seguimiento a los compromisos pactados dentro del proceso de
concordia y pacificación, con el propósito de promover el cabal cum-
plimiento de los mismos;

II. Proponer reformas jurídicas que se deriven del acuerdo de concor-
dia y pacificación previsto en esta Ley, y

III. Publicar de manera periódica las acciones emprendidas y los resul-
tados alcanzados, derivados del acuerdo para la concordia y pacifi-
cación, tendientes a resolver los problemas que dieron lugar al con-
flicto a que se refiere la presente Ley.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 12. El Gobierno Federal promoverá la coordinación de acciones con
el Gobierno del Estado de Chiapas y de sus ayuntamientos, a fin de que las
acciones e inversiones federales, estatales y municipales previstas en el Plan
Nacional de Desarrollo y en los programas estatal y municipales, apoyen
prioritariamente el desarrollo social y económico de las comunidades indíge-
nas y de los campesinos en esa entidad federativa.

En igual forma se promoverá la concertación de acciones con los sectores
social y privado, a fin de que contribuyan a establecer y fortalecer el diálogo
y cooperación permanentes entre los diversos grupos de la sociedad chia-
paneca. Asimismo, se fomentará la creación de fondos mixtos con recursos
federales, estatales, municipales y privados para financiar programas especí-
ficos destinados a rescatar de la marginación a las citadas comunidades indí-
genas y de campesinos en el Estado de Chiapas.
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Artículo 13. Las autoridades federales, en el ámbito de sus respectivas com-
petencias, mantendrán la soberanía, seguridad y orden público internos, guardan-
do la debida coordinación con las autoridades estatales para tales efectos. Las
disposiciones de esta Ley no impiden el ejercicio de las facultades otorgadas
a las autoridades competentes y fuerzas de seguridad para que cumplan su res-
ponsabilidad de garantizar la seguridad interior y la procuración de justicia.

TRANSITORIOS

Primero. Esta ley entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Segundo. Esta ley será difundida en los medios de comunicación en el
estado de Chiapas y deberá fijarse en bandos en las diversas poblaciones que
se encuentran en la zona de conflicto, en las lenguas que se hablen en dichas
localidades.

Tercero. La Comisión de Concordia y Pacificación a que se refiere esta
Ley, se instalará a los tres días hábiles de la entrada en vigor de este ordena-
miento.

[...]





[69]

III
DISPOSICIONES DE DESARROLLO SOCIAL

1. NOTA INTRODUCTORIA

En este apartado incluimos de manera íntegra dos legislaciones aprobadas
recientemente por el H. Congreso de la Unión: la Ley General de Derechos
Lingüísticos de los Pueblos Indígenas y la Ley de la Comisión Nacional para el
Desarrollo de los Pueblos Indígenas, publicadas el jueves 13 de marzo y el miér-
coles 21 de mayo de 2003, respectivamente, en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Ambas son resultado de reclamos de los pueblos indígenas luego de
la reforma incompleta a la Constitución en 2001.

La primera de estas disposiciones es muy importante en materia de dere-
chos indígenas. Su objetivo es regular el reconocimiento y la protección de
los derechos lingüísticos, individuales y colectivos, de los pueblos y comunida-
des indígenas, así como la promoción del uso y desarrollo de las lenguas
indígenas. Crea, asimismo, el Instituto Nacional de las Lenguas Indígenas,
organismo que, sin duda alguna, será fundamental para revalorar, recuperar,
difundir, preservar y enriquecer el patrimonio lingüístico de los mexicanos.

En el caso de la segunda disposición, también de nueva factura, deroga la
ley que creó al INI. La Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas tiene, a partir de su publicación en el órgano oficial de la
Federación, 45 días para entrar en vigor; la Junta de Gobierno tiene otros 90
días de plazo adicionales para aprobar su Estatuto Orgánico, y la instalación
del Consejo Consultivo prevé otros seis meses. En tanto acontece esto, segui-
ría operando el Estatuto Orgánico del INI en lo que no contravenga la nue-
va ley.

En 1940 el Presidente Lázaro Cárdenas convocó en Pátzcuaro, Michoacán,
la realización del Primer Congreso Indigenista Interamericano, de cuya in-
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fluencia surgiría el Instituto Indigenista Interamericano, con sede en nues-
tro país, que promovió la creación de institutos indigenistas nacionales. En
este contexto de reivindicar los reclamos de justicia social para quienes cons-
tituían una parte fundamental de la nación, y gracias a la acción de antropó-
logos y científicos sociales mexicanos, el Instituto Nacional Indigenista sur-
ge por Decreto Presidencial en diciembre de 1948. Su ley no tuvo, desde hace
54 años, ninguna modificación hasta su derogación actual. Sin duda alguna,
el INI, con todos los errores de políticas públicas, de enfoques teóricos y pro-
puestas prácticas frente a las realidades indígenas —muchos de ellos enca-
minados a la integración y no a la conservación y reproducción propia de las
culturas indígenas—, fue durante medio siglo la instancia más importante por
medio de la cual los pueblos indios encontraron limitados espacios de expre-
sión y atención. Estos resquicios permitieron, junto con otros factores inter-
nos e internacionales, el fortalecimiento del movimiento indígena a partir de
los años setentas.

Con la creación de la Comisión para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
esperamos que se dé un nuevo impulso a la política del gobierno federal, así
como la de los estados y municipios, que permita, en un plazo cercano, en-
contrar los rumbos para un desarrollo autónomo de los pueblos indios y, qui-
zá, los conductos para reiniciar el diálogo suspendido desde 1996.

Enseguida incluimos algunos párrafos de la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal y la Ley Federal de Entidades Paraestatales, por su
vinculación que tienen y tendrán con las dos nuevas legislaciones. El conoci-
miento de estos párrafos es importante para la defensa y canalización de las
demandas de los pueblos indígenas al interior del nuevo organismo.

Por su importancia para la sociedad en general, y en especial para los
pueblos indios, reproducimos casi completa la Ley para la Protección de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes. Esto responde, en primer lugar, a la trascendencia
de esta reglamentación para el futuro del país y, en segundo, a que casi todas
las disposiciones dirigidas a estos grupos vulnerables apuntan elementos en
contra de las formas de discriminación cultural, por el uso de lenguas dife-
rentes al español y por creencias diversas; en el caso mexicano, la mayoría
tienen que ver con diferencias relacionadas con la pertenencia a pueblos in-
dígenas.

Continúa la selección de artículos muy importantes de las leyes, en lo re-
ferido a lo social, la General de Educación y el Reglamento de la Secretaría
de Educación Pública (SEP). Muchas de las disposiciones de esta última nor-
mativa están asociadas directa o indirectamente con la educación impartida
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en pueblos y comunidades indígenas, que en algunas entidades representa
una parte fundamental del sistema educativo.

Finaliza este apartado con referencias a la Ley del Instituto Mexicano del
Seguro Social (IMSS), el Reglamento Interior de la Sedesol y las Leyes Fe-
deral de Derechos de Autor y General de Asentamientos Humanos.

Como en los otros casos, incluimos algunos artículos en los que no se hace
referencia directa a los derechos y prerrogativas de los pueblos y personas
indígenas, pero que los contempla por sus repercusiones o por su relación
con otros artículos asociados en los que la referencia aparece directa. Segu-
ramente por los nuevos organismos creados (el Instituto Nacional de Len-
guas Indígenas y la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos
Indígenas), todos los reglamentos incluidos en este apartado sufrirán enmien-
das, pero los incluimos para tener presente lo anterior.

2. LEY GENERAL DE DERECHOS LINGÜÍSTICOS
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS*

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social, de observan-
cia general en los Estados Unidos Mexicanos y tiene por objeto regular el re-
conocimiento y protección de los derechos lingüísticos, individuales y colec-
tivos de los pueblos y comunidades indígenas, así como la promoción del uso
y desarrollo de las lenguas indígenas.

Artículo 2. Las lenguas indígenas son aquellas que proceden de los pue-
blos existentes en el territorio nacional antes del establecimiento del Estado
mexicano, además de aquellas provenientes de otros pueblos indoamericanos,
igualmente preexistentes que se han arraigado en el territorio nacional con pos-
terioridad y que se reconocen por poseer un conjunto ordenado y sistemático
de formas orales funcionales y simbólicas de comunicación.

Artículo 3. Las lenguas indígenas son parte integrante del patrimonio cul-
tural y lingüístico nacional. La pluralidad de lenguas indígenas es una de las
principales expresiones de la composición pluricultural de la nación mexicana.

* Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de 2003.
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Artículo 4. Las lenguas indígenas que se reconozcan en los términos de
la presente Ley y el español son lenguas nacionales por su origen histórico,
y tienen la misma validez en su territorio, localización y contexto en que se
hablen.

Artículo 5. El Estado a través de sus tres órdenes de gobierno, —Federa-
ción, Entidades Federativas y Municipios—, en los ámbitos de sus respecti-
vas competencias, reconocerá, protegerá y promoverá la preservación, desa-
rrollo y uso de las lenguas indígenas nacionales.

Artículo 6. El Estado adoptará e instrumentará las medidas necesarias para
asegurar que los medios de comunicación masiva difundan la realidad y la
diversidad lingüística y cultural de la nación mexicana. Además, destinará un
porcentaje del tiempo que dispone en los medios de comunicación masiva
concesionados, de acuerdo a la legislación aplicable, para la emisión de pro-
gramas en las diversas lenguas nacionales habladas en sus áreas de cober-
tura, y de programas culturales en los que se promueva la literatura, tradicio-
nes orales y el uso de las lenguas indígenas nacionales de las diversas regiones
del país.

Artículo 7. Las lenguas indígenas serán válidas, al igual que el español,
para cualquier asunto o trámite de carácter público, así como para acceder
plenamente a la gestión, servicios e información pública. Al Estado corres-
ponde garantizar el ejercicio de los derechos previstos en este artículo, con-
forme a lo siguiente:

a) En el Distrito Federal y las demás entidades federativas con municipios
o comunidades que hablen lenguas indígenas, los Gobiernos corres-
pondientes, en consulta con las comunidades indígenas originarias y
migrantes, determinarán cuáles de sus dependencias administrativas
adoptarán e instrumentarán las medidas para que las instancias requeri-
das puedan atender y resolver los asuntos que se les planteen en lenguas
indígenas.

b) En los municipios con comunidades que hablen lenguas indígenas, se
adoptaran e instrumentaran las medidas a que se refiere el párrafo ante-
rior, en todas sus instancias.

La Federación y las entidades federativas tendrán disponibles y difundi-
rán a través de textos, medios audiovisuales e informáticos: leyes, reglamen-
tos, así como los contenidos de los programas, obras, servicios dirigidos a las
comunidades indígenas, en la lengua de sus correspondientes beneficiarios.
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Artículo 8. Ninguna persona podrá ser sujeto a cualquier tipo de discrimi-
nación a causa o en virtud de la lengua que hable.

CAPÍTULO II
DE LOS DERECHOS DE LOS HABLANTES DE LENGUAS INDÍGENAS

Artículo 9. Es derecho de todo mexicano comunicarse en la lengua de la que
sea hablante, sin restricciones en el ámbito público o privado, en forma oral
o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales,
religiosas y cualesquiera otras.

Artículo 10. El Estado garantizará el derecho de los pueblos y comunida-
des indígenas el acceso a la jurisdicción del Estado en la lengua indígena
nacional de que sean hablantes. Para garantizar ese derecho, en todos los jui-
cios y procedimientos en que sean parte, individual o colectivamente, se debe-
rán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando
los preceptos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Las autoridades federales responsables de la procuración y administración
de justicia, incluyendo las agrarias y laborales, proveerán lo necesario a efec-
to de que en los juicios que realicen, los indígenas sean asistidos gratuita-
mente, en todo tiempo, por intérpretes y defensores que tengan conocimiento
de su lengua indígena y cultura.

En los términos del artículo 5o., en las entidades federativas y en los mu-
nicipios con comunidades que hablen lenguas indígenas, se adoptarán e ins-
trumentarán las medidas a que se refiere el párrafo anterior, en las instancias
que se requieran.

Artículo 11. Las autoridades educativas federales y de las entidades fede-
rativas, garantizarán que la población indígena tenga acceso a la educación
obligatoria, bilingüe e intercultural, y adoptarán las medidas necesarias para
que en el sistema educativo se asegure el respeto a la dignidad e identidad de
las personas, independientemente de su lengua. Asimismo, en los niveles me-
dio y superior, se fomentará la interculturalidad, el multilingüismo y el res-
peto a la diversidad y los derechos lingüísticos.

Artículo 12. La sociedad y en especial los habitantes y las instituciones de
los pueblos y las comunidades indígenas serán corresponsables en la realiza-
ción de los objetivos de esta Ley, y participantes activos en el uso y la enseñan-
za de las lenguas en el ámbito familiar, comunitario y regional para la rehabi-
litación lingüística.



74 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

CAPÍTULO III
DE LA DISTRIBUCIÓN, CONCURRENCIA Y COORDINACIÓN

DE COMPETENCIAS

Artículo 13. Corresponde al Estado en sus distintos órdenes de gobierno la crea-
ción de instituciones y la realización de actividades en sus respectivos ámbi-
tos de competencia, para lograr los objetivos generales de la presente Ley, y
en particular las siguientes:

I. Incluir dentro de los planes y programas, nacionales, estatales y mu-
nicipales en materia de educación y cultura indígena las políticas y
acciones tendientes a la protección, preservación, promoción y de-
sarrollo de las diversas lenguas indígenas nacionales, contando con
la participación de los pueblos y comunidades indígenas;

II. Difundir en las lenguas indígenas nacionales de los beneficiarios, el
contenido de los programas, obras y servicios dirigidos a las comu-
nidades indígenas;

III. Difundir a través de los medios de comunicación las lenguas indíge-
nas nacionales de la región para promover su uso y desarrollo;

IV. Incluir en los programas de estudio de la educación básica y normal,
el origen y evolución de las lenguas indígenas nacionales, así como
de sus aportaciones a la cultura nacional;

V. Supervisar que en la educación pública y privada se fomente o im-
plemente la interculturalidad, el multilingüismo y el respeto a la di-
versidad lingüística para contribuir a la preservación, estudio y de-
sarrollo de las lenguas indígenas nacionales y su literatura;

VI. Garantizar que los profesores que atiendan la educación básica bi-
lingüe en comunidades indígenas hablen y escriban la lengua del
lugar y conozcan la cultura del pueblo indígena de que se trate;

VII. Impulsar políticas de investigación, difusión, estudios y documen-
tación sobre las lenguas indígenas nacionales y sus expresiones lite-
rarias;

VIII. Crear bibliotecas, hemerotecas, centros culturales u otras institucio-
nes depositarias que conserven los materiales lingüísticos en len-
guas indígenas nacionales;

IX. Procurar que en las bibliotecas públicas se reserve un lugar para la
conservación de la información y documentación más representati-
va de la literatura y lenguas indígenas nacionales;
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X. Apoyar a las instituciones públicas y privadas, así como a las orga-
nizaciones de la sociedad civil, legalmente constituidas, que reali-
cen investigaciones etnolingüísticas, en todo lo relacionado al cum-
plimiento de los objetivos de esta Ley;

XI. Apoyar la formación y acreditación profesional de intérpretes y tra-
ductores en lenguas indígenas nacionales y español;

XII. Garantizar que las instituciones, dependencias y oficinas públicas
cuenten con personal que tenga conocimientos de las lenguas indí-
genas nacionales requeridas en sus respectivos territorios;

XIII. Establecer políticas, acciones y vías para proteger y preservar el uso
de las lenguas y culturas nacionales de los migrantes indígenas en el
territorio nacional y en el extranjero, y

XIV. Propiciar y fomentar que los hablantes de las lenguas indígenas na-
cionales participen en las políticas que promuevan los estudios que
se realicen en los diversos órdenes de gobierno, espacios académi-
cos y de investigación.

CAPÍTULO IV
DEL INSTITUTO NACIONAL DE LENGUAS INDÍGENAS

Artículo 14. Se crea el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, como orga-
nismo descentralizado de la Administración Pública Federal, de servicio pú-
blico y social, con personalidad jurídica y patrimonio propio, sectorizado
en la Secretaría de Educación Pública, cuyo objeto es promover el fortaleci-
miento, preservación y desarrollo de las lenguas indígenas que se hablan en
el territorio nacional, el conocimiento y disfrute de la riqueza cultural de la
nación, y asesorar a los tres órdenes de gobierno para articular las políticas
públicas necesarias en la materia. Para el cumplimiento de este objeto, el Ins-
tituto tendrá las siguientes características y atribuciones:

a) Diseñar estrategias e instrumentos para el desarrollo de las lenguas in-
dígenas nacionales, en coordinación con los tres órdenes de gobierno y
los pueblos y comunidades indígenas.

b) Promover programas, proyectos y acciones para vigorizar el conoci-
miento de las culturas y lenguas indígenas nacionales.

c) Ampliar el ámbito social de uso de las lenguas indígenas nacionales y
promover el acceso a su conocimiento; estimular la preservación, cono-
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cimiento y aprecio de las lenguas indígenas en los espacios públicos
y los medios de comunicación, de acuerdo a la normatividad en la
materia.

d) Establecer la normatividad y formular programas para certificar y acre-
ditar a técnicos y profesionales bilingües. Impulsar la formación de es-
pecialistas en la materia, que asimismo sean conocedores de la cultura
de que se trate, vinculando sus actividades y programas de licenciatu-
ra y postgrado, así como a diplomados y cursos de especialización, ac-
tualización y capacitación.

e) Formular y realizar proyectos de desarrollo lingüístico, literario y edu-
cativo.

f) Elaborar y promover la producción de gramáticas, la estandarización
de escrituras y la promoción de la lectoescritura en lenguas indígenas
nacionales.

g) Realizar y promover investigación básica y aplicada para mayor cono-
cimiento de las lenguas indígenas nacionales y promover su difusión.

h) Realizar investigaciones para conocer la diversidad de las lenguas indí-
genas nacionales, y apoyar al Instituto Nacional de Estadística, Geogra-
fía e Informática a diseñar la metodología para la realización del censo
sociolingüístico para conocer el número y distribución de sus hablantes.

i) Actuar como órgano de consulta y asesoría de las dependencias y en-
tidades de la Administración Pública Federal, así como de las instan-
cias de los Poderes Legislativo y Judicial, de los gobiernos de los esta-
dos y de los municipios, y de las instituciones y organizaciones sociales
y privadas en la materia.

j) Informar sobre la aplicación de lo que dispone la Constitución, los tra-
tados internacionales ratificados por México y esta Ley, en materia de
lenguas indígenas, y expedir a los tres órdenes de gobierno las reco-
mendaciones y medidas pertinentes para garantizar su preservación y
desarrollo.

k) Promover y apoyar la creación y funcionamiento de institutos en los
estados y municipios, conforme a las leyes aplicables de las entidades
federativas, según la presencia de las lenguas indígenas nacionales en
los territorios respectivos.

l) Celebrar convenios, con apego a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, con personas físicas o morales y con organismos
públicos o privados, nacionales, internacionales o extranjeros, con ape-
go a las actividades propias del Instituto y a la normatividad aplicable.
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Artículo 15. La administración del Instituto Nacional de Lenguas Indí-
genas estará a cargo de un Consejo Nacional, como órgano colectivo de go-
bierno, y un Director General responsable del funcionamiento del propio
Instituto. El domicilio legal del Instituto será la Ciudad de México, Distrito
Federal.

Artículo 16. El Consejo Nacional se integrará con: siete representantes de
la administración pública federal, tres representantes de escuelas, institucio-
nes de educación superior y universidades indígenas, y tres representantes de
instituciones académicas y organismos civiles que se hayan distinguido por la
promoción, preservación y defensa del uso de las lenguas indígenas.

Los representantes de la Administración Pública Federal son los siguientes:

1) El Secretario de Educación Pública, quien lo presidirá en su carácter de
titular de la coordinadora de sector, con fundamento en lo establecido
en la Ley Federal de Entidades Paraestatales.

2) Un representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el
nivel de subsecretario.

3) Un representante de la Secretaría de Desarrollo Social.
4) Un representante de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes.
5) Un representante del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes.
6) Un representante del Instituto Nacional Indigenista.
7) Un representante de la Secretaría de Relaciones Exteriores.

El Director General será designado por el Presidente de los Estados Unidos
Mexicanos, a propuesta de una terna presentada por el Consejo Nacional y
podrá permanecer en el cargo por un periodo máximo de 6 años; preferente-
mente hablante nativo de alguna lengua indígena; con experiencia relaciona-
da con alguna de las actividades sustantivas del Instituto y gozar de reconocido
prestigio profesional y académico en la investigación, desarrollo, difusión y
uso de las lenguas indígenas.

Artículo 17. Las reglas de funcionamiento del órgano de gobierno, la estruc-
tura administrativa y operativa, así como las facultades y reglas de ejecución
del órgano de dirección del instituto, se establecerán en el Reglamento Inter-
no del organismo y que serán expedidas por el Consejo Nacional.

El órgano de gobierno se reunirá cada seis meses de manera ordinaria, y de
manera extraordinaria cuando sea convocado por su Presidente; se integrara
por la mayoría de sus integrantes, y sus decisiones se adoptaran con la mayo-
ría de los presentes.
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Artículo 18. Para el cumplimiento de sus atribuciones el Director General
tendrá las facultades de dominio, de administración y para pleitos y cobran-
zas, incluyendo las que requieran de cláusula especial, sin más limitaciones
que las específicas que le llegue a imponer en forma general el Estatuto o tem-
porales por parte del Consejo Nacional.

Artículo 19. El órgano de vigilancia administrativa del Instituto Nacional
de Lenguas indígenas estará integrado por un Comisario Público Propietario
y un Suplente, designados por la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Ad-
ministrativo.

Artículo 20. El Consejo Nacional del Instituto Nacional de Lenguas Indí-
genas, previa consulta a los estudios particulares de los Institutos Nacional
de Antropología e Historia y Nacional de Estadística, Geografía e Informáti-
ca, a propuesta conjunta de los representantes de los pueblos y comunidades
indígenas, y de las instituciones académicas que formen parte del propio Con-
sejo, hará el catálogo de las lenguas indígenas; el catalogo será publicado en
el Diario Oficial de la Federación.

Artículo 21. El patrimonio del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas se
integrará con los bienes que enseguida se enumeran:

I. La cantidad que anualmente le fije como subsidio el Gobierno Fede-
ral, a través del Presupuesto de Egresos;

II. Con los productos que adquiera por las obras que realice y por la
venta de sus publicaciones, y

III. Los que adquiera por herencia, legados, donaciones o por cualquier
otro titulo de personas o de instituciones publicas o privadas.

Artículo 22. Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones y atribu-
ciones señaladas en esta Ley y conforme a lo dispuesto en el penúltimo pá-
rrafo del Apartado B, del artículo 2o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en materia de derechos y cultura indígena, la Cámara
de Diputados del Congreso de la Unión, las Legislaturas de las Entidades Fede-
rativas y los Ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, es-
tablecerán las partidas especificas en los presupuestos de egresos que aprue-
ben para proteger, promover, preservar, usar y desarrollar las lenguas indígenas.

Artículo 23. Las relaciones laborales del Instituto Nacional de Lenguas In-
dígenas y sus trabajadores se regirán por la Ley Federal de los Trabajadores
al Servicio del Estado, reglamentaria del Apartado A del artículo 123 Consti-
tucional.
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Artículo 24. El Instituto Nacional de Lenguas Indígenas y sus correlativos
estatales en su caso, promoverán que las autoridades correspondientes expidan
las leyes que sancionen y penalicen la comisión de cualquier tipo de discrimi-
nación, exclusión y explotación de las personas hablantes de lenguas indígenas
nacionales, o que transgredan las disposiciones que establecen derechos a fa-
vor de los hablantes de lenguas indígenas nacionales, consagrados en esta ley.

Artículo 25. Las autoridades, instituciones, servidores y funcionarios públi-
cos que contravengan lo dispuesto en la presente ley serán sujetos de respon-
sabilidad, de conformidad con lo previsto en el Título Cuarto de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos referente a la responsabilidad
de los servidores públicos y sus leyes reglamentarias.

[...]

TRANSITORIOS

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Consejo Nacional del Instituto Nacional de Lenguas Indíge-
nas se constituirá dentro de los seis meses siguientes a la publicación de este
Decreto en el Diario Oficial de la Federación. Para este efecto, el Secretario
de Educación Pública convocará a los directores y rectores de las escuelas, ins-
tituciones de educación superior y universidades indígenas, instituciones aca-
démicas, incluyendo entre éstas específicamente al Centro de Investigación y
Estudios Superiores en Antropología Social, así como organismos civiles para
que hagan la propuesta de sus respectivos representantes para que integren el
Consejo Nacional del Instituto. Recibidas dichas propuestas, el Secretario de
Educación Pública, los representantes de las Secretarías de Hacienda y Cré-
dito Público, de la Secretaría de Desarrollo Social, de la Secretaria de Comu-
nicaciones y Transportes, del Consejo Nacional para la Cultura y las Artes, del
Instituto Nacional Indigenista, de la Secretaría de Relaciones Exteriores, re-
solverán sobre la integración del primer Consejo Nacional del Instituto que
fungirá por el periodo de un año. Concluido éste plazo deberá integrarse el
Consejo Nacional en los términos que determine el Estatuto que deberá expe-
dirse por el primer Consejo Nacional dentro del plazo de seis meses contado
a partir de su instalación.

Tercero. El catálogo a que hace referencia el artículo 20 de la Ley General
de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, deberá hacerse dentro
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del plazo de un año siguiente a la fecha en que quede constituido el Consejo
Nacional del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, conforme al artículo
transitorio anterior.

Cuarto. El primer censo sociolingüístico deberá estar levantado y publica-
do dentro del plazo de dos años contado a partir de la entrada en vigor de este
Decreto. Los subsecuentes se levantarán junto con el Censo General de Po-
blación y Vivienda.

Quinto. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión establecerá
dentro del Presupuesto de Egresos de la Federación, la partida correspon-
diente al Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, para que cumpla con los
objetivos establecidos en la presente Ley.

Sexto. Los congresos estatales analizarán, de acuerdo con sus especifi-
cidades etnolingüísticas, la debida adecuación de las leyes correspondientes
de conformidad con lo establecido en esta ley.

Séptimo. En relación con la fracción VI del artículo 13 de la presente Ley,
en el caso de que las autoridades educativas correspondientes no contaran
con el personal capacitado de manera inmediata, éstas dispondrán de un pla-
zo de hasta dos años, a partir de la publicación de la presente Ley, para for-
mar al personal necesario. Con el fin de cumplir cabalmente con dicha dispo-
sición, las normales incluirán la licenciatura en educación indígena.

Octavo. Se derogan todas las disposiciones que contravengan al presente
decreto.

[...]

3. LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL
PARA EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS*

CAPÍTULO I
DE LA NATURALEZA, OBJETO Y FUNCIONES

DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO

DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Artículo 1. La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indíge-
nas, es un organismo descentralizado de la Administración Pública Federal,
no sectorizado, con personalidad jurídica, con patrimonio propio, con auto-
nomía operativa, técnica, presupuestal y administrativa, con sede en la Ciu-
dad de México, Distrito Federal.

* Diario Oficial de la Federación, 21 de mayo de 2003.
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Artículo 2. La Comisión tiene como objeto orientar, coordinar, promover,
apoyar, fomentar, dar seguimiento y evaluar los programas, proyectos, estra-
tegias y acciones públicas para el desarrollo integral y sustentable de los pue-
blos y comunidades indígenas de conformidad con el artículo 2o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para lo que tendrá las
siguientes funciones:

I. Ser instancia de consulta para la formulación, ejecución y evalua-
ción de los planes, programas y proyectos que las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal desarrollen en la
materia;

II. Coadyuvar al ejercicio de la libre determinación y autonomía de los
pueblos y comunidades indígenas en el marco de las disposiciones
constitucionales;

III. Realizar tareas de colaboración con las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal, las cuales deberán consultar a la
Comisión en las políticas y acciones vinculadas con el desarrollo de
los pueblos y comunidades indígenas; de coordinación con los go-
biernos de las entidades federativas y de los municipios; de inter-
locución con los pueblos y comunidades indígenas, y de concertación
con los sectores social y privado;

IV. Proponer y promover las medidas que se requieran para el cumpli-
miento de lo dispuesto en el apartado B del artículo 2o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

V. Evaluar las políticas públicas y la aplicación de los programas, pro-
yectos y acciones gubernamentales que conduzcan al desarrollo in-
tegral de dichos pueblos y comunidades;

VI. Realizar investigaciones y estudios para promover el desarrollo in-
tegral de los pueblos indígenas;

VII. Apoyar los procesos de reconstitución de los pueblos indígenas;
VIII. Coadyuvar y, en su caso, asistir a los indígenas que se lo soliciten en

asuntos y ante autoridades federales, estatales y municipales;
IX. Diseñar y operar, en el marco del Consejo Consultivo de la Comisión,

un sistema de consulta y participación indígenas, estableciendo los
procedimientos técnicos y metodológicos para promover la partici-
pación de las autoridades, representantes y comunidades de los pue-
blos indígenas en la formulación, ejecución y evaluación de los pla-
nes y programas de desarrollo;
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X. Asesorar y apoyar en la materia indígena a las instituciones fe-
derales, así como a los estados, municipios y a las organizacio-
nes de los sectores social y privado que lo soliciten;

XI. Instrumentar y operar programas y acciones para el desarrollo de
los pueblos indígenas cuando no correspondan a las atribuciones
de otras dependencias o entidades de la Administración Pública
Federal o en colaboración, en su caso, con las dependencias y enti-
dades correspondientes;

XII. Participar y formar parte de organismos, foros e instrumentos
internacionales relacionados con el objeto de la Comisión;

XIII. Desarrollar programas de capacitación para las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal, así como para las
entidades federativas y municipios que lo soliciten, con el fin de
mejorar la atención de las necesidades de los pueblos indígenas;

XIV. Establecer acuerdos y convenios de coordinación con los gobier-
nos de las entidades federativas, con la participación que corres-
ponda a sus municipios, para llevar a cabo programas, proyectos
y acciones conjuntas en favor de los pueblos y comunidades in-
dígenas;

XV. Concertar acciones con los sectores social y privado, para que
coadyuven en la realización de acciones en beneficio de los indí-
genas;

XVI. Establecer las bases para integrar y operar un sistema de infor-
mación y consulta indígena, que permita la más amplia partici-
pación de los pueblos, comunidades, autoridades e instituciones
representativas de éstos, en la definición, formulación, ejecución
y evaluación de los programas, proyectos y acciones guberna-
mentales;

XVII. Ser instancia de consulta para las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal con el fin de formular el proyec-
to de presupuesto consolidado en materia de desarrollo de los
pueblos y comunidades indígenas a incluir en el Presupuesto de
Egresos de la Federación de conformidad con lo dispuesto en el
artículo 2o. de la Constitución Federal;

XVIII. Publicar un informe anual sobre el desempeño de sus funciones y
los avances e impacto de las acciones de las dependencias y enti-
dades paraestatales de la Administración Pública Federal, estatal y
municipal en materia de desarrollo de los pueblos indígenas, y

XIX. Las demás que establezcan las disposiciones legales aplicables.
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Artículo 3. La Comisión regirá sus acciones por los siguientes principios:

I. Observar el carácter multiétnico y pluricultural de la Nación;
II. Promover la no discriminación o exclusión social y la construcción

de una sociedad incluyente, plural, tolerante y respetuosa de la dife-
rencia y el diálogo intercultural;

III. Impulsar la integralidad y transversalidad de las políticas, progra-
mas y acciones de la Administración Pública Federal para el desa-
rrollo de los pueblos y comunidades indígenas;

IV. Fomentar el desarrollo sustentable para el uso racional de los recur-
sos naturales de las regiones indígenas sin arriesgar el patrimonio
de las generaciones futuras;

V. Incluir el enfoque de género en las políticas, programas y acciones
de la Administración Pública Federal para la promoción de la parti-
cipación, respeto, equidad y oportunidades plenas para las mujeres
indígenas, y

VI. Consultar a pueblos y comunidades indígenas cada vez que el Ejecu-
tivo Federal promueva reformas jurídicas y actos administrativos,
programas de desarrollo o proyectos que impacten significativamente
sus condiciones de vida y su entorno.

Artículo 4. La Ley Federal de las Entidades Paraestatales se aplicará a la
Comisión en lo que no se oponga a esta Ley.

CAPÍTULO II
DE LOS ÓRGANOS Y FUNCIONAMIENTO DE LA COMISIÓN NACIONAL

PARA EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Artículo 5. La Comisión contará con una Junta de Gobierno, como órgano de
gobierno; un Director General, como órgano de administración; y un Conse-
jo Consultivo, como órgano de consulta y vinculación con los pueblos indí-
genas y la sociedad.

Artículo 6. La Junta de Gobierno estará integrada por:

I. El Presidente de la Junta, que será designado por el Titular del Eje-
cutivo Federal de entre sus miembros;

II. El titular de cada una de las siguientes Secretarías de Estado:
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a) Gobernación;
b) Hacienda y Crédito Público;
c) Economía;
d) Desarrollo Social;
e) Medio Ambiente y Recursos Naturales;
f) Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;
g) Comunicaciones y Transportes;
h) Contraloría y Desarrollo Administrativo;
i) Educación Pública;
j) Salud;
k) Trabajo y Previsión Social;
l) Reforma Agraria;
m) Turismo, y

III. El Director General de la Comisión, sólo con derecho a voz.

En los casos a los que se refiere la fracción II, cada miembro propietario
contará con un suplente que deberá tener un nivel jerárquico de Subsecreta-
rio de Estado. Los integrantes a los que se refieren las fracciones I y II ten-
drán derecho a voz y voto. El Presidente podrá invitar a la persona que consi-
dere pertinente en relación al asunto a tratar, sólo con derecho a voz.

Artículo 7. La Junta de Gobierno celebrará sesiones ordinarias por lo me-
nos cuatro veces al año y las extraordinarias que proponga su Presidente o al
menos tres de sus miembros.

Artículo 8. La Junta de Gobierno sesionará válidamente con la asistencia
de por lo menos la mitad más uno de sus integrantes. Las resoluciones se
tomarán por mayoría de votos de los miembros presentes, teniendo su Presi-
dente voto de calidad en caso de empate.

Artículo 9. La Junta de Gobierno, además de las atribuciones que le con-
fiere el artículo 58 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, tendrá las
siguientes:

I. Aprobar el proyecto de presupuesto anual de la Comisión y su pro-
grama operativo anual, a propuesta de su Director General;

II. Definir los criterios, prioridades y metas de la Comisión;
III. Definir los lineamientos y criterios para la celebración de convenios

y acuerdos de colaboración, coordinación y concertación con las
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, con
los gobiernos estatales y municipales y con las organizaciones de los
sectores social y privado;
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IV. Aprobar, sin que se requiera autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, las adecuaciones presupuestales a los pro-
gramas de la Comisión que no impliquen la afectación de su monto
total autorizado, recursos de inversión, proyectos financiados con
crédito externo ni el cumplimiento de los objetivos y metas compro-
metidos;

V. Decidir el uso y destino de los recursos autorizados y la aplicación
de ingresos excedentes;

VI. Autorizar la apertura de cuentas de inversión financiera;
VII. Autorizar los criterios de distribución, a propuesta del Director Ge-

neral, del total de los recursos adicionales que se aprueben, en su
caso, en el Presupuesto de Egresos de la Federación para el desarro-
llo de los pueblos y comunidades indígenas;

VIII. Aprobar el Estatuto del Servicio Profesional de Carrera, a propuesta
del Director General de la Comisión;

IX. Aprobar, a propuesta del Director General de la Comisión, la admi-
nistración desconcentrada de funciones, programas y recursos;

X. Aprobar las disposiciones y criterios para racionalizar el gasto ad-
ministrativo y autorizar las erogaciones identificadas como gasto
sujeto a criterios de racionalidad, y

XI. Aprobar el Estatuto Orgánico de la Comisión.

Artículo 10. El Director General de la Comisión será designado y removi-
do por el Presidente de la República, de quien dependerá directamente, de-
biendo reunir los requisitos previstos en el artículo 21 de la Ley Federal de
las Entidades Paraestatales.

Artículo 11. El Director General de la Comisión, además de las facultades
y obligaciones que le confiere el artículo 59 de la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, tendrá las siguientes:

I. Celebrar y otorgar toda clase de actos y documentos respecto del ob-
jeto de la Comisión;

II. Ejercer facultades de dominio, administración, pleitos y cobranzas,
aun aquellas que requieran cláusula especial. Tratándose de cuales-
quiera actos de dominio, se requerirá la autorización previa de la
Junta de Gobierno;

III. Otorgar, sustituir y revocar poderes generales y especiales con las
facultades que le competan, incluso las que requieran autorización o
cláusula especial;
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IV. Formular denuncias y querellas y proponer a la Junta de Gobierno el
perdón legal, cuando a su juicio proceda, así como comparecer por
oficio, al igual que los inferiores jerárquicos inmediatos, a absolver
posiciones en términos de la ley procesal que corresponda;

V. Ejercitar y desistirse de acciones judiciales, inclusive en materia de
amparo;

VI. Celebrar transacciones en materia judicial y comprometer asuntos
en arbitraje;

VII. Formular, respecto de los asuntos de su competencia, los proyectos
de leyes, reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente de
la República;

VIII. Ejecutar los acuerdos de la Junta de Gobierno;
IX. Dar a conocer a la Junta de Gobierno las propuestas del Consejo

Consultivo de la Comisión;
X. Ejercer el presupuesto de la Comisión con sujeción a las disposicio-

nes legales, reglamentarias y administrativas aplicables;
XI. Suscribir y negociar títulos de crédito, así como tramitar y obtener

cartas de crédito, previa autorización de la Junta de Gobierno suje-
tándose a las disposiciones legales y administrativas aplicables;

XII. Elaborar y presentar el Estatuto Orgánico y el Estatuto del Servicio
Profesional de Carrera, para aprobación de la Junta de Gobierno;
aprobar las Reglas de Operación y la reglamentación interna de los
programas sustantivos, así como sus modificaciones; y expedir los ma-
nuales de organización, de procedimientos y de servicios de la Co-
misión;

XIII. Acordar las condiciones generales de trabajo de la Comisión;
XIV. Proporcionar la información que le soliciten los comisarios públicos;
XV. Informar a la Junta de Gobierno sobre el ejercicio de las facultades

que este artículo le concede, y
XVI. Las que le confieren los ordenamientos aplicables y las demás que,

con fundamento en esta Ley, le delegue la Junta de Gobierno.

Artículo 12. La Comisión contará con un Consejo Consultivo, integra-
do por:

I. Representantes de los pueblos indígenas, de conformidad con las
disposiciones legales aplicables derivadas del artículo 2o. de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
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II. Representantes de instituciones académicas y de investigación na-
cionales, especialistas en materia indígena;

III. Representantes de organizaciones sociales que trabajen con las co-
munidades indígenas;

IV. Los integrantes de las mesas directivas de las Comisiones de Asun-
tos Indígenas de ambas Cámaras del Congreso de la Unión, y

V. Un representante por cada uno de los gobiernos de las entidades
federativas en las que estén asentados pueblos y comunidades indí-
genas.

Los integrantes a que se refieren las fracciones I a III serán nombrados de
conformidad con la reglamentación que expida la Junta de Gobierno, debien-
do garantizarse su legítima representatividad.

En la composición del Consejo siempre habrá mayoría de representantes
indígenas.

Artículo 13. El Consejo Consultivo de la Comisión analizará, opinará y
hará propuestas a la Junta de Gobierno y al Director General sobre las políti-
cas, programas y acciones públicas para el desarrollo de los pueblos indíge-
nas. El Consejo Consultivo sesionará de manera trimestral y será presidido
por un representante indígena.

Artículo 14. La Comisión contará con las unidades administrativas centra-
les y en el interior de la República que sean necesarias para el cumplimiento
de su objeto y funciones.

Artículo 15. El patrimonio de la Comisión se integrará con:

I. Los bienes muebles e inmuebles que le asigne el Ejecutivo Federal y
los que adquiera por cualquier título legal, y

II. Las asignaciones presupuestales, transferencias, subsidios, partici-
paciones, donaciones y legados que reciba y, en general, con los in-
gresos que obtenga por actividades relacionadas con su objeto, pre-
vistas en esta Ley.

Artículo 16. La Comisión administrará y dispondrá libremente de su patri-
monio en el cumplimiento de su objeto, sin perjuicio de las disposiciones
legales aplicables a los organismos descentralizados.

Artículo 17. La Comisión contará con un órgano de vigilancia, integrado
por un comisario público propietario y un suplente, designados por la Secre-
taría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, y tendrán las facultades que
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les otorgan la Ley Federal de las Entidades Paraestatales y las demás disposi-
ciones legales aplicables.

Artículo 18. La Comisión contará con una Contraloría Interna, Órgano de
Control Interno, al frente de la cual el contralor interno, designado en los tér-
minos del artículo 37, fracción XII, de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, en el ejercicio de sus facultades se auxiliará por los titulares
de las áreas de auditoría, quejas y responsabilidades designados en los mis-
mos términos.

Los servidores públicos a que se refiere el párrafo anterior, en el ámbito de
sus respectivas competencias, ejercerán las facultades previstas en la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, la Ley Federal de las Entida-
des Paraestatales, la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de
los Servidores Públicos y en los demás ordenamientos legales y administrati-
vos aplicables.

Artículo 19. La Comisión contará con un Servicio Profesional de Carrera,
aplicable a los servidores públicos de la misma, que se organizará en los térmi-
nos que establezca el Estatuto que en la materia expida la Junta de Gobierno.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Primero. Esta Ley entrará en vigor a los cuarenta y cinco días de su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se abroga la Ley de creación del Instituto Nacional Indigenista,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 4 de diciembre de 1948,
conservando la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
la personalidad jurídica y el patrimonio del Instituto Nacional Indigenista.

Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público realizará las adecua-
ciones presupuestarias necesarias para el tratamiento de la Comisión Nacio-
nal para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas como entidad no sectorizada.

Cuarto. La Junta de Gobierno de la Comisión Nacional para el Desarrollo
de los Pueblos Indígenas expedirá el Estatuto Orgánico de dicha entidad en
un plazo de noventa días, contado a partir de la entrada en vigor de esta Ley.

En tanto se expide el Estatuto Orgánico, se continuará aplicando el del
Instituto Nacional Indigenista en lo que no se oponga a esta Ley; y en lo no
previsto se estará a lo que resuelva la Junta de Gobierno.

Quinto. El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional para el Desarro-
llo de los Pueblos Indígenas deberá estar instalado dentro de los seis meses
siguientes a la entrada en vigor de esta Ley.
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Sexto. La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas
establecerá el Servicio Profesional de Carrera a que se refiere el artículo 19
dentro del año siguiente a la entrada en vigor de esta Ley.

Séptimo. Los trabajadores del Instituto Nacional Indigenista seguirán sién-
dolo de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas,
conservando su antigüedad, derechos y condiciones laborales.

Octavo. Dentro de los nueve meses siguientes a la entrada en vigor de esta
Ley, las dependencias de la Administración Pública Federal propondrán al
Presidente de la República, dentro del ámbito de sus respectivas competen-
cias, las modificaciones del marco jurídico que consideren necesarias para el
pleno desarrollo de los pueblos indígenas.

Noveno. Los asuntos pendientes de trámite del Instituto Nacional Indi-
genista seguirán a cargo de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas.

Décimo. Cualquier referencia que en otras disposiciones jurídicas y admi-
nistrativas se haga al Instituto Nacional Indigenista, se entenderá hecha a la
Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas.

Onceavo. Aquellos programas del Instituto Nacional Indigenista cuya fi-
nalidad se relacione con las atribuciones que la Ley Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal y otras leyes confieren a las distintas dependencias y
entidades, serán transferidos a las mismas, con los recursos correspondien-
tes, en el plazo que convenga la Comisión Nacional para el Desarrollo de los
Pueblos Indígenas con la instancia respectiva.

[...]

4. LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA FEDERAL (ASPECTOS SOCIALES)*

TÍTULO SEGUNDO

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRALIZADA

CAPÍTULO II
DE LA COMPETENCIA DE LAS SECRETARÍAS DE ESTADO,

DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS Y CONSEJERÍA JURÍDICA

DEL EJECUTIVO FEDERAL

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden administrativo, el Po-
der Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes dependencias:

* Diario Oficial de la Federación, 29 de diciembre de 1976 (actualizada hasta las últimas
reformas publicadas en el mismo medio el 21 de mayo de 2003).
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[...]
Secretaría de Desarrollo Social.
[...]

Artículo 32. A la Secretaría de Desarrollo Social corresponde el despacho
de los siguientes asuntos:

I. Formular, conducir y evaluar la política general de desarrollo social
para el combate efectivo a la pobreza; en particular, la de asentamien-
tos humanos, desarrollo urbano y vivienda;

II. Proyectar y coordinar, con la participación que corresponda a los
gobiernos estatales y municipales, la planeación regional;

III. Coordinar las acciones que incidan en el combate a la pobreza fo-
mentando un mejor nivel de vida, en lo que el Ejecutivo Federal con-
venga con los gobiernos estatales y municipales, buscando en todo
momento propiciar la simplificación de los procedimientos y el es-
tablecimiento de medidas de seguimiento y control;

IV. Elaborar los programas regionales y especiales que le señale el Eje-
cutivo Federal, tomando en cuenta las propuestas que para el efecto
realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública
Federal y los gobiernos estatales y municipales, así como autorizar las
acciones e inversiones convenidas en el marco de lo dispuesto en la
fracción II que antecede, en coordinación con la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público;

V. Evaluar la aplicación de las transferencias de fondos en favor de
estados y municipios, y de los sectores social y privado que se deri-
ven de las acciones e inversiones convenidas, en los términos de las
fracciones anteriores;

VI. Coordinar, concretar y ejecutar programas especiales para la aten-
ción de los sectores sociales más desprotegidos, en especial de los
pobladores de las zonas áridas de las áreas rurales, así como de los colo-
nos de las áreas urbanas, para elevar el nivel de vida de la población,
con la intervención de las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal correspondientes y de los gobiernos estata-
les y municipales y, con la participación de los sectores social y
privado;

VII. Se deroga.
[...]
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XV. Promover la construcción de obras de infraestructura y equipamiento
para el desarrollo regional y urbano, y el bienestar social, en coordi-
nación con los gobiernos estatales y municipales y con la participa-
ción de los sectores social y privado;

XVI. Asegurar la adecuada distribución, comercialización y abastecimiento
de los productos de consumo básico de la población de escasos re-
cursos, con la intervención que corresponde a la Secretaría de Eco-
nomía así como a la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarro-
llo Rural, Pesca y Alimentación; bajo principios que eviten el uso o
aprovechamiento indebido y ajenos a los objetivos institucionales; y

XVII.Los demás que le fijen expresamente las leyes y reglamentos.

5. LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES
PARAESTATALES*

CAPÍTULO I
DE LAS DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 5o. El Instituto Mexicano del Seguro Social, el Instituto de Seguri-
dad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, el Instituto del Fon-
do Nacional de Vivienda para los Trabajadores, el Instituto de Seguridad
Social de las Fuerzas Armadas, el Instituto Nacional de las Mujeres, la Comi-
sión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas y los demás orga-
nismos de estructura análoga que hubiere, se regirán por sus leyes específi-
cas en cuanto a las estructuras de sus órganos de gobierno y vigilancia, pero
en cuanto a su funcionamiento, operación, desarrollo y control, en lo que no
se oponga a aquellas leyes específicas, se sujetarán a las disposiciones de la
presente Ley.

[...]

* Diario Oficial de la Federacion, 14 de mayo de 1986 (incluye las reformas publicadas
en el mismo medio el 24 de julio de 1992, el 23 de enero de 1998 y el 21 de mayo de 2003).
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CAPÍTULO II
DE LOS ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS

Sección A
Constitución, organización y funcionamiento

Artículo 17. La administración de los organismos descentralizados estará a
cargo de un Órgano de Gobierno que podrá ser una Junta de Gobierno o su
equivalente y un Director General.

Artículo 18. El Órgano de Gobierno estará integrado por no menos de
cinco ni más de quince miembros propietarios y de sus respectivos suplentes.
Será presidido por el Titular de la Coordinadora de Sector o por la persona
que éste designe.

El cargo de miembro del Órgano de Gobierno será estrictamente personal
y no podrá desempeñarse por medio de representantes.

Artículo 19. En ningún caso podrán ser miembros del Órgano de Gobierno:

I. El Director General del Organismo de que se trate. Se exceptúan de
esta prohibición aquellos casos de los organismos a que se refiere el
artículo 5o. de esta Ley;

II. Los cónyuges y las personas que tengan parentesco por consangui-
nidad o afinidad hasta el cuarto grado o civil con cualquiera de los
miembros del Órgano de Gobierno o con el Director General;

III. Las personas que tengan litigios pendientes con el organismo de que
se trate;

IV. Las personas sentenciadas por delitos patrimoniales, las inhabilitadas
para ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, cargo o co-
misión en el servicio público; y

V. Los diputados y senadores al H. Congreso de la Unión en los térmi-
nos del artículo 62 Constitucional.

Artículo 20. El Órgano de Gobierno se reunirá con la periodicidad que se
señale en el Estatuto orgánico sin que pueda ser menor de 4 veces al año.

El propio Órgano de Gobierno sesionará válidamente con la asistencia de
por lo menos la mitad más uno de sus miembros y siempre que la mayoría de los
asistentes sean representantes de la Administración Publica Federal. Las re-
soluciones se tomaran por mayoría de los miembros presentes teniendo el Pre-
sidente voto de calidad para el caso de empate.
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Artículo 21. El Director General será designado por el Presidente de la Re-
pública, o a indicación de éste a través del Coordinador de Sector por el Ór-
gano de Gobierno, debiendo recaer tal nombramiento en persona que reúna
los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento que no adquiera otra nacio-
nalidad y estar en pleno goce y ejercicio de sus derechos civiles y po-
líticos;

II. Haber desempeñado cargos de alto nivel decisorio, cuyo ejercicio
requiera conocimientos y experiencia en materia administrativa; y

III. No encontrarse en alguno de los impedimentos que para ser miem-
bro del Órgano de Gobierno señalan las fracciones II, III, IV y V del
Artículo 19 de esta Ley.

CAPÍTULO V
DEL DESARROLLO Y OPERACIÓN

Artículo 58. Los Órganos de Gobierno de las entidades paraestatales, ten-
drán las siguientes atribuciones indelegables:

I. Establecer en congruencia con los programas sectoriales las políti-
cas generales y definir las prioridades a las que deberá sujetarse la
entidad paraestatal relativas a producción, productividad, comercia-
lización, finanzas, investigación, desarrollo tecnológico y adminis-
tración general;

II. Aprobar los programas y presupuestos de la entidad paraestatal, así
como sus modificaciones, en los términos de la legislación aplicable.
En lo tocante a los presupuestos y a los programas financieros, con
excepción de aquellos incluidos en el Presupuesto de Egresos Anual
de la Federación o del Departamento del Distrito Federal, bastará con
la aprobación del Órgano de Gobierno respectivo;

III. Fijar y ajustar los precios de bienes y servicios que produzca o pres-
te la entidad paraestatal con excepción de los de aquéllos que se
determinen por acuerdo del Ejecutivo Federal;

IV. Aprobar la concertación de los préstamos para el financiamiento de
la entidad paraestatal con créditos internos y externos, así como ob-
servar los lineamientos que dicten las autoridades competentes en
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materia de manejo de disponibilidades financieras. Respecto a los cré-
ditos externos se estará a lo que se dispone en el Artículo 54 de esta
Ley;

V. Expedir las normas o bases generales con arreglo a las cuales, cuan-
do fuere necesario, el Director General pueda disponer de los acti-
vos fijos de la entidad que no correspondan a las operaciones pro-
pias del objeto de la misma;

VI. Aprobar anualmente previo informe de los comisarios, y dictamen
de los auditores externos, los estados financieros de la entidad para-
estatal y autorizar la publicación de los mismos;

VII. Aprobar de acuerdo con las leyes aplicables y el reglamento de esta
Ley, las políticas, bases y programas generales que regulen los con-
venios, contratos, pedidos o acuerdos que deba celebrar la entidad
paraestatal con terceros en obras publicas, adquisiciones, arrenda-
mientos y prestación de servicios relacionados con bienes muebles.
El Director General de la Entidad y en su caso los servidores públi-
cos que deban intervenir de conformidad a las normas orgánicas de
la misma realizaran tales actos bajo su responsabilidad con sujeción
a las directrices fijadas por el Órgano de Gobierno;

VIII. Aprobar la estructura básica de la organización de la entidad para-
estatal, y las modificaciones que procedan a la misma. Aprobar asi-
mismo y en su caso el estatuto orgánico tratándose de organismos
descentralizados;

IX. Proponer al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaria de Ha-
cienda y Crédito Público, los convenios de fusión con otras enti-
dades;

X. Autorizar la creación de comités de apoyo;
XI. Nombrar y remover a propuesta del Director General, a los servido-

res públicos de la entidad paraestatal que ocupen cargos con las dos
jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, aprobar la fija-
ción de sus sueldos y prestaciones, y a los demás que señalen los es-
tatutos y concederles licencias;

XII. Nombrar y remover a propuesta de su Presidente, entre personas aje-
nas a la entidad, al Secretario quien podrá ser miembro o no del mis-
mo; así como designar o remover a propuesta del Director General
de la entidad al Prosecretario del citado Órgano de Gobierno, quien
podrá ser o no miembro de dicho órgano o de la entidad;

XIII. Aprobar la constitución de reservas y aplicación de las utilidades de
las empresas de participación estatal mayoritaria. En los casos de los
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excedentes económicos de los organismos descentralizados, propo-
ner la constitución de reservas y su aplicación para su determina-
ción por el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público;

XIV. Establecer, con sujeción a las disposiciones legales relativas, sin in-
tervención de cualquiera otra dependencia, las normas y bases para
la adquisición, arrendamiento y enajenación de inmuebles que la en-
tidad paraestatal requiera para la prestación de sus servicios, con
excepción de aquellos inmuebles de organismos descentralizados que
la Ley General de Bienes Nacionales considere como del dominio
público de la Federación. El Reglamento de la presente Ley estable-
cerá los procedimientos respectivos;

XV. Analizar y aprobar en su caso, los informes periódicos que rinda el Di-
rector General con la intervención que corresponda a los Comisarios;

XVI. Acordar con sujeción a las disposiciones legales relativas los dona-
tivos o pagos extraordinarios y verificar que los mismos se apliquen
precisamente a los fines señalados, en las instrucciones de la coordi-
nadora del sector correspondiente; y

XVII. Aprobar las normas y bases para cancelar adeudos a cargo de terce-
ros y a favor de la entidad paraestatal cuando fuere notoria la im-
posibilidad práctica de su cobro, informando a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, por conducto de la Coordinadora de Sector.

Artículo 59. Serán facultades y obligaciones de los directores generales de
las entidades, las siguientes:

I. Administrar y representar legalmente a la entidad paraestatal;
II. Formular los programas institucionales de corto, mediano y largo

plazo, así como los presupuestos de la entidad y presentarlos para su
aprobación al Órgano de Gobierno. Si dentro de los plazos corres-
pondientes el Director General no diere cumplimiento a esta obliga-
ción, sin perjuicio de su correspondiente responsabilidad, el Órgano
de Gobierno procederá al desarrollo e integración de tales requisitos;

III. Formular los programas de organización;
IV. Establecer los métodos que permitan el óptimo aprovechamiento de

los bienes muebles o inmuebles de la entidad Paraestatal;
V. Tomar las medidas pertinentes a fin de que las funciones de la enti-

dad se realicen de manera articulada, congruente y eficaz;
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VI. Establecer los procedimientos para controlar la calidad de los sumi-
nistros y programas de recepción que aseguren la continuidad en la
fabricación, distribución o prestación del servicio;

VII. Proponer al Órgano de Gobierno el nombramiento o la remoción de
los dos primeros niveles de servidores de la entidad, la fijación
de sueldos y demás prestaciones conforme a las asignaciones globales
del presupuesto de gasto corriente aprobado por el propio Órgano;

VIII. Recabar información y elementos estadísticos que reflejen el estado
de las funciones de la entidad paraestatal para así poder mejorar la
gestión de la misma;

IX. Establecer los sistemas de control necesarios para alcanzar las me-
tas u objetivos propuestos;

X. Presentar periódicamente al Órgano de Gobierno el informe del des-
empeño de las actividades de la entidad, incluido el ejercicio de los
presupuestos de ingresos y egresos y los estados financieros corres-
pondientes. En el informe en los documentos de apoyo se cotejarán
las metas propuestas y en los compromisos asumidos por la direc-
ción con las realizaciones alcanzadas;

XI. Establecer los mecanismos de evaluación que destaquen la eficien-
cia y la eficacia con que se desempeñe la entidad y presentar al Ór-
gano de Gobierno por lo menos dos veces al año la evaluación de
gestión con el detalle que previamente se acuerde con el Órgano y
escuchando al Comisario Público;

XII. Ejecutar los acuerdos que dicte el Órgano de Gobierno;
XIII. Suscribir, en su caso, los contratos colectivos e individuales que re-

gulen las relaciones laborales de la entidad con sus trabajadores; y
XIV. Las que señalen las otras Leyes, Reglamentos, Decretos, Acuerdos

y demás disposiciones administrativas aplicables con las únicas sal-
vedades a que se contrae este ordenamiento.

[...]
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6. LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE NIÑAS,
NIÑOS Y ADOLESCENTES*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. La presente Ley se fundamenta en el párrafo sexto del artículo 4o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sus disposicio-
nes son de orden público, interés social y de observancia general en toda la
República Mexicana y tiene por objeto garantizar a niñas, niños y adolescen-
tes la tutela y el respeto de los derechos fundamentales reconocidos en la Cons-
titución.

La Federación, el Distrito Federal, los estados y los municipios en el ám-
bito de su competencia, podrán expedir las normas legales y tomarán las
medidas administrativas necesarias a efecto de dar cumplimiento a esta ley.

Artículo 2. Para los efectos de esta ley, son niñas y niños las personas de
hasta 12 años incompletos, y adolescentes los que tienen entre 12 años cum-
plidos y 18 años incumplidos.

Artículo 3. La protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes,
tiene como objetivo asegurarles un desarrollo pleno e integral, lo que implica
la oportunidad de formarse física, mental, emocional, social y moralmente en
condiciones de igualdad.

Son principios rectores de la protección de los derechos de niñas, niños y
adolescentes:

A. El del interés superior de la infancia.
B. El de la no discriminación por ninguna razón, ni circunstancia.
C. El de igualdad sin distinción de raza, edad, sexo, religión, idioma o len-

gua, opinión política o de cualquier otra índole, origen étnico, nacional
o social, posición económica, discapacidad, circunstancias de nacimien-
to o cualquiera otra condición suya o de sus ascendientes, tutores o re-
presentantes legales.

D. El de vivir en familia, como espacio primordial de desarrollo.
E. El de tener una vida libre de violencia.
F. El de corresponsabilidad de los miembros de la familia, Estado y so-

ciedad.

* Diario Oficial de la Federación, 29 de mayo del 2000.
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G. El de la tutela plena e igualitaria de los derechos humanos y de las ga-
rantías constitucionales.

Artículo 4. De conformidad con el principio del interés superior de la in-
fancia, las normas aplicables a niñas, niños y adolescentes, se entenderán diri-
gidas a procurarles, primordialmente, los cuidados y la asistencia que requie-
ren para lograr un crecimiento y un desarrollo plenos dentro de un ambiente
de bienestar familiar y social.

Atendiendo a este principio, el ejercicio de los derechos de los adultos no
podrá, en ningún momento, ni en ninguna circunstancia, condicionar el ejer-
cicio de los derechos de niñas, niños y adolescentes.

La aplicación de esta ley atenderá al respeto de este principio, así como al
de las garantías y los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 5. La Federación, el Distrito Federal, los estados y los munici-
pios, procurarán implementar los mecanismos necesarios para impulsar una
cultura de protección de los derechos de la infancia, basada en el contenido
de la Convención Sobre los Derechos del Niño y tratados que sobre el tema
apruebe el Senado de la República.

Artículo 6. A falta de disposición expresa en la Constitución, en esta ley o
en los tratados internacionales en los términos del artículo 133 de la Consti-
tución, se estará a los principios generales que deriven de dichos ordena-
mientos y a falta de éstos, a los principios generales del derecho.

Artículo 7. Corresponde a las autoridades o instancias federales, del Dis-
trito Federal, estatales y municipales en el ámbito de sus atribuciones, la de
asegurar a niñas, niños y adolescentes la protección y el ejercicio de sus dere-
chos y la toma de medidas necesarias para su bienestar tomando en cuenta
los derechos y deberes de sus madres, padres, y demás ascendientes, tutores
y custodios, u otras personas que sean responsables de los mismos. De igual
manera y sin prejuicio de lo anterior, es deber y obligación de la comunidad
a la que pertenecen y, en general de todos los integrantes de la sociedad, el
respeto y el auxilio en el ejercicio de sus derechos.

El Gobierno Federal promoverá la adopción de un Programa Nacional para
la Atención de los Derechos de la Infancia y Adolescencia, en el que se in-
volucre la participación de las entidades federativas y municipios, en el ámbito
de sus respectivas competencias, así como del sector privado y social, para la
instrumentación de políticas y estrategias que contribuyan al cumplimiento
de la presente ley y garantice el mejoramiento de la condición social de ni-
ñas, niños y adolescentes.
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TÍTULO SEGUNDO

DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

CAPÍTULO TERCERO

DEL DERECHO A LA NO DISCRIMINACIÓN

Artículo 16. Niñas, niños y adolescentes tienen reconocidos sus derechos y
no deberá hacerse ningún tipo de discriminación en razón de raza, color, sexo,
idioma o lengua, religión; opinión política; origen étnico, nacional o social; po-
sición económica; discapacidad física, circunstancias de nacimiento o cual-
quier otra condición no prevista en este artículo.

Es deber de las autoridades adoptar las medidas apropiadas para garanti-
zar el goce de su derecho a la igualdad en todas sus formas.

Artículo 17. Las medidas que se tomen y las normas que se dicten para pro-
teger a niñas, niños y adolescentes, que se encuentren en circunstancias espe-
cialmente difíciles por estar carentes o privados de sus derechos y para pro-
curarles el ejercicio igualitario de éstos, no deberán implicar discriminación
para los demás infantes y adolescentes, ni restringirles dicho goce igualita-
rio. Las medidas especiales tomadas en favor de aquéllos pero en respeto de
éstos, no deberán entenderse como discriminatorias.

Artículo 18. Es deber de las autoridades, ascendientes, tutores y de miem-
bros de la sociedad, promover e impulsar un desarrollo igualitario entre ni-
ñas, niños y adolescentes, debiendo combatir o erradicar desde la más tierna
edad las costumbres y prejuicios alentadores de una pretendida superioridad
de un sexo sobre otro.

CAPÍTULO QUINTO

DEL DERECHO A SER PROTEGIDO EN SU INTEGRIDAD, EN SU LIBERTAD,
Y CONTRA EL MALTRATO Y EL ABUSO SEXUAL

Artículo 21. Niñas, niños y adolescentes tienen el derecho a ser protegidos
contra actos u omisiones que puedan afectar su salud física o mental, su nor-
mal desarrollo o su derecho a la educación en los términos establecidos en el
artículo 3o. constitucional. Las normas establecerán las formas de prever y
evitar estas conductas. Enunciativamente, se les protegerá cuando se vean
afectados por:
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A. El descuido, la negligencia, el abandono, el abuso emocional, físico y
sexual.

B. La explotación, el uso de drogas y enervantes, el secuestro y la trata.
C. Conflictos armados, desastres naturales, situaciones de refugio o des-

plazamiento, y acciones de reclutamiento para que participen en con-
flictos armados.

CAPÍTULO SEXTO

DEL DERECHO A LA IDENTIDAD

Artículo 22. El derecho a la identidad está compuesto por:

A. Tener un nombre y los apellidos de los padres desde que nazca y a ser
inscrito en el Registro Civil.

B. Tener una nacionalidad, de acuerdo con lo establecido en la Consti-
tución.

C. Conocer su filiación y su origen, salvo en los casos que las leyes lo
prohíban.

D. Pertenecer a un grupo cultural y compartir con sus integrantes costum-
bres, religión, idioma o lengua, sin que esto pueda ser entendido como
razón para contrariar ninguno de sus derechos.

A fin de que niñas, niños y adolescentes puedan ejercer plenamente el
derecho a su identidad, las normas de cada Entidad Federativa podrán dispo-
ner lo necesario para que la madre y el padre los registren, sin distinción en
virtud de las circunstancias de su nacimiento.

CAPÍTULO DÉCIMO

DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN

Artículo 32. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a una educación que
respete su dignidad y les prepare para la vida en un espíritu de comprensión,
paz y tolerancia en los términos del artículo 3o. de la Constitución. Las leyes
promoverán las medidas necesarias para que:

A. Se les proporcione la atención educativa que por su edad, madurez y cir-
cunstancias especiales requirieran para su pleno desarrollo.
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B. Se evite la discriminación de las niñas y las adolescentes en materia de
oportunidades educativas. Se establecerán los mecanismos que se re-
quieran para contrarrestar las razones culturales, económicas o de cual-
quier otra índole, que propicien dicha discriminación.

C. Las niñas, niños y adolescentes que posean cualidades intelectuales por
encima de la media, tengan derecho a una educación acorde a sus capa-
cidades, así como a contar con las condiciones adecuadas que les per-
mita integrarse a la sociedad.

D. Se impulse la enseñanza y respeto de los derechos humanos. En espe-
cial la no discriminación y de la convivencia sin violencia.

E. Se prevean mecanismos de participación democrática en todas las acti-
vidades escolares, como medio de formación ciudadana.

F. Se impida en las instituciones educativas la imposición de medidas de
disciplina que no estén previamente establecidas, sean contrarias a su
dignidad, atenten contra su vida, o su integridad física o mental.

G. Se favorezcan en las instituciones educativas, mecanismos para la so-
lución de conflictos, que contengan claramente las conductas que im-
pliquen faltas a la disciplina y los procedimientos para su aplicación.

CAPÍTULO DÉCIMO PRIMERO

DE LOS DERECHOS AL DESCANSO Y AL JUEGO

Artículo 33. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho al descanso y al jue-
go, los cuales serán respetados como factores primordiales de su desarrollo y
crecimiento; así como a disfrutar de las manifestaciones y actividades cultu-
rales y artísticas de su comunidad.

Artículo 34. Por ninguna razón ni circunstancia, se les podrá imponer regí-
menes de vida, estudio, trabajo o reglas de disciplina que impliquen la renun-
cia o el menoscabo de estos derechos.

CAPÍTULO DUODÉCIMO

DE LA LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y DEL DERECHO

A UNA CULTURA PROPIA

Artículo 36. Niñas, niños y adolescentes gozarán de libertad de pensamiento
y conciencia.



102 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

Artículo 37. Niñas, niños y adolescentes que pertenezcan a un grupo indí-
gena tienen derecho a disfrutar libremente de su lengua, cultura, usos, cos-
tumbres, religión, recursos y formas especificas de organización social.

Lo dispuesto en el párrafo anterior no debe entenderse como limitativo del
ejercicio del derecho a la educación, según lo dispuesto en el artículo 3o. de
la Constitución ni de ningún otro protegido por esta Ley. De igual manera,
las autoridades educativas dispondrán lo necesario para que la enseñanza, al
atender a lo establecido en el mismo precepto, no contraríe lo dispuesto en
el párrafo primero del artículo 4o. de esta Ley.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Las autoridades competentes podrán emitir las leyes, reglamen-
tos y otras disposiciones para instrumentar en todo el país lo establecido en
esta Ley, en un plazo que no exceda de un año, a partir de la publicación a que
se refiere el artículo anterior.

Tercero. Se derogan todas las disposiciones que contravengan lo previsto
en esta Ley.

7. LEY GENERAL DE EDUCACIÓN*

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1o. Esta Ley regula la educación que imparten el Estado —Federa-
ción, entidades federativas y municipios—, sus organismos descentralizados
y los particulares con autorización o con reconocimiento de validez oficial
de estudios. Es de observancia general en toda la República y las disposicio-
nes que contiene son de orden público e interés social.

[...]

* Diario Oficial de la Federación, 13 de julio de 1993 (incluye las reformas publicadas en
el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de 2003).
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Artículo 2o. Todo individuo tiene derecho a recibir educación y, por lo
tanto, todos los habitantes del país tienen las mismas oportunidades de acce-
so al sistema educativo nacional, con sólo satisfacer los requisitos que esta-
blezcan las disposiciones generales aplicables.

La educación es medio fundamental para adquirir, transmitir y acrecentar
la cultura; es proceso permanente que contribuye al desarrollo del individuo
y a la transformación de la sociedad, y es factor determinante para la adquisi-
ción de conocimientos y para formar al hombre de manera que tenga sentido
de solidaridad social.

En el proceso educativo deberá asegurarse la participación activa del edu-
cando, estimulando su iniciativa y su sentido de responsabilidad social, para
alcanzar los fines a que se refiere el artículo 7o.

Artículo 4o. Todos los habitantes del país deben cursar la educación pri-
maria y la secundaria.

Es obligación de los mexicanos hacer que sus hijos o pupilos menores de
edad cursen la educación primaria y la secundaria.

Artículo 7o. La educación que impartan el Estado, sus organismos descen-
tralizados y los particulares con autorización o con reconocimiento de vali-
dez oficial de estudios tendrá, además de los fines establecidos en el segundo
párrafo del artículo 3o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, los siguientes:

I. Contribuir al desarrollo integral del individuo, para que ejerza ple-
namente sus capacidades humanas;

III. Fortalecer la conciencia de la nacionalidad y de la soberanía, el apre-
cio por la historia, los símbolos patrios y las instituciones naciona-
les, así como la valoración de las tradiciones y particularidades cul-
turales de las diversas regiones del país;

IV. Promover, mediante la enseñanza, el conocimiento de la pluralidad lin-
güística de la Nación y el respeto a los derechos lingüísticos de los
pueblos indios;

V. Infundir el conocimiento y la práctica de la democracia como la
forma de gobierno y convivencia que permita a todos participar en
la toma de decisiones y al mejoramiento de la sociedad;

VI. Promover el valor de la justicia, de la observancia de la Ley y de la
igualdad de los individuos ante ésta, así como propiciar el conoci-
miento de los Derechos Humanos y el respeto a los mismos;

VIII. Impulsar la creación artística y propiciar la adquisición, el enrique-
cimiento y la difusión de los bienes y valores de la cultura universal,



104 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

en especial de aquellos que constituyen el patrimonio cultural de la
Nación;

X. Desarrollar actitudes solidarias en los individuos, para crear con-
ciencia sobre la preservación de la salud, la planeación familiar y la
paternidad responsable, sin menoscabo de la libertad y del respeto
absoluto a la dignidad humana, así como propiciar el rechazo a los
vicios;

XI. Hacer conciencia de la necesidad de un aprovechamiento racional
de los recursos naturales y de la protección del ambiente, y

XII. Fomentar actitudes solidarias y positivas hacia el trabajo, el ahorro
y el bienestar general.

Artículo 8o. El criterio que orientara a la educación que el Estado y sus
organismos descentralizados impartan —así como toda la educación prima-
ria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maestros de educa-
ción básica que los particulares impartan—, se basará en los resultados del
progreso científico, luchará contra la ignorancia y sus efectos, las servidum-
bres, los fanatismos y los prejuicios. Además:

I. Será democrático, considerando a la democracia no solamente como
una estructura jurídica y un régimen político, sino como un sistema
de vida fundado en el constante mejoramiento económico, social y
cultural del pueblo;

II. Será nacional, en cuanto —sin hostilidades ni exclusivismos— aten-
derá a la comprensión de nuestros problemas, al aprovechamiento
de nuestros recursos, a la defensa de nuestra independencia política,
al aseguramiento de nuestra independencia económica y a la conti-
nuidad y acrecentamiento de nuestra cultura, y

III. Contribuirá a la mejor convivencia humana, tanto por los elementos
que aporte a fin de robustecer en el educando, junto con el aprecio
para la dignidad de la persona y la integridad de la familia, la con-
vicción del interés general de la sociedad, cuanto por el cuidado que
ponga en sustentar los ideales de fraternidad e igualdad de derechos
de todos los hombres, evitando los privilegios de razas, de religión, de
grupos, de sexos o de individuos.

Artículo 11. La aplicación y la vigilancia del cumplimiento de esta Ley co-
rresponden a las autoridades educativas de la Federación, de las entidades
federativas y de los municipios, en los términos que la propia Ley establece.
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Para efectos de la presente Ley, se entenderá por:

I. Autoridad educativa federal, o Secretaría, a la Secretaría de Educa-
ción Pública de la Administración Pública Federal;

II. Autoridad educativa local al ejecutivo de cada uno de los estados de
la Federación, así como a las entidades que, en su caso, establezcan
para el ejercicio de la función social educativa, y

III. Autoridad educativa municipal al ayuntamiento de cada municipio.

CAPÍTULO II
DEL FEDERALISMO EDUCATIVO

Sección 1
De la distribución de la función social educativa

Artículo 13. Corresponden de manera exclusiva a las autoridades educativas
locales, en sus respectivas competencias, las atribuciones siguientes:

I. Prestar los servicios de educación inicial, básica —incluyendo la in-
dígena—, especial, así como la normal y demás para la formación
de maestros;

II. Proponer a la Secretaría los contenidos regionales que hayan de in-
cluirse en los planes y programas de estudio para la educación pri-
maria, la secundaria, la normal y demás para la formación de maes-
tros de educación básica;

[...]

Artículo 15. El ayuntamiento de cada municipio podrá, sin perjuicio de la
concurrencia de las autoridades educativas federal y locales, promover y pres-
tar servicios educativos de cualquier tipo o modalidad. [...]

El gobierno de cada entidad federativa promoverá la participación directa
del ayuntamiento para dar mantenimiento y proveer de equipo básico a las
escuelas públicas estatales y municipales.

El gobierno de cada entidad federativa y los ayuntamientos podrán cele-
brar convenios para coordinar o unificar sus actividades educativas y cum-
plir de mejor manera las responsabilidades a su cargo.

Artículo 16. Las atribuciones relativas a la educación inicial, básica —in-
cluyendo la indígena— y especial que los artículos 11, 13, 14 y demás seña-
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lan para las autoridades educativas locales en sus respectivas competencias
corresponderán, en el Distrito Federal, al gobierno de dicho distrito y a las
entidades que, en su caso, establezca. [...]

Sección 2
De los servicios educativos

Artículo 20. Las autoridades educativas, en sus respectivos ámbitos de com-
petencia, constituirán el sistema nacional de formación, actualización, capa-
citación y superación profesional para maestros que tendrá las finalidades
siguientes:

I. La formación, con nivel de licenciatura, de maestros de educación
inicial, básica —incluyendo la de aquéllos para la atención de la edu-
cación indígena— especial y de educación física;

[...]

Las autoridades educativas locales podrán coordinarse para llevar a cabo
actividades relativas a las finalidades previstas en este artículo, cuando la
calidad de los servicios o la naturaleza de las necesidades hagan recomenda-
bles proyectos regionales.

CAPÍTULO III
DE LA EQUIDAD EN LA EDUCACIÓN

Artículo 32. Las autoridades educativas tomarán medidas tendientes a esta-
blecer condiciones que permitan el ejercicio pleno del derecho a la educa-
ción de cada individuo, una mayor equidad educativa, así como el logro de la
efectiva igualdad en oportunidades de acceso y permanencia en los servicios
educativos.

Dichas medidas estarán dirigidas, de manera preferente, a los grupos y
regiones con mayor rezago educativo o que enfrenten condiciones económi-
cas y sociales de desventaja.

Artículo 33. Para cumplir con lo dispuesto en el artículo anterior, las auto-
ridades educativas, en el ámbito de sus respectivas competencias llevarán a
cabo las actividades siguientes:
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I. Atenderán de manera especial las escuelas en que, por estar en loca-
lidades aisladas o zonas urbanas marginadas, sea considerablemen-
te mayor la posibilidad de atrasos o deserciones, mediante la asigna-
ción de elementos de mejor calidad para enfrentar los problemas
educativos de dichas localidades;

II. Desarrollarán programas de apoyo a los maestros que realicen su
servicio en localidades aisladas o zonas urbanas marginadas, a fin
de fomentar el arraigo en sus comunidades;

III. Promoverán centros de desarrollo infantil, centros de integración
social, internados, albergues escolares e infantiles y demás plante-
les que apoyen en forma continua y estable el aprendizaje y el apro-
vechamiento de los alumnos;

IV. Prestarán servicios educativos para atender a quienes abandonaron
el sistema regular, que les faciliten la terminación de la primaria y la
secundaria;

V. Otorgarán apoyos pedagógicos a grupos con requerimientos educa-
tivos específicos, tales como programas encaminados a recuperar
retrasos en el aprovechamiento escolar de los alumnos;

VI. Establecerán sistemas de educación a distancia;
VII. Realizarán campañas educativas que tiendan a elevar los niveles cul-

turales, sociales y de bienestar de la población, tales como progra-
mas de alfabetización y de educación comunitaria;

VIII. Desarrollarán programas para otorgar becas y demás apoyos econó-
micos a educandos;

[...]

El Estado también llevará a cabo programas asistenciales, ayudas alimen-
ticias, campañas de salubridad y demás medidas tendientes a contrarrestar
las condiciones sociales que inciden en la efectiva igualdad de oportunidades
de acceso y permanencia en los servicios educativos.

Artículo 34. Además de las actividades enumeradas en el artículo anterior,
el Ejecutivo Federal llevará a cabo programas compensatorios por virtud de
los cuales apoye con recursos específicos a los gobiernos de aquellas entida-
des federativas con mayores rezagos educativos, previa celebración de con-
venios en los que se concerten las proporciones de financiamiento y las ac-
ciones específicas que las autoridades educativas locales deban realizar para
reducir y superar dichos rezagos.

La Secretaría evaluará los resultados en la calidad educativa de los progra-
mas compensatorios antes mencionados.
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CAPÍTULO IV
DEL PROCESO EDUCATIVO

Sección 1
De los tipos y modalidades de educación

Artículo 38. La educación básica, en sus tres niveles, tendrá las adaptaciones
requeridas para responder a las características lingüísticas y culturales de
cada uno de los diversos grupos indígenas del país, así como de la población
rural dispersa y grupos migratorios.

Sección 2
De los planes y programas de estudio

Artículo 48. La Secretaría determinará los planes y programas de estudio,
aplicables y obligatorios en toda la República, de la educación primaria, la
secundaria, la educación normal y demás para la formación de maestros de
educación básica.

Para tales efectos la Secretaría considerará las opiniones de las autorida-
des educativas locales, y de los diversos sectores sociales involucrados en la
educación, expresadas a través del Consejo Nacional de Participación Social
en la Educación a que se refiere el artículo 72.

Las autoridades educativas locales propondrán para consideración y, en su
caso, autorización de la Secretaría, contenidos regionales que —sin mengua
del carácter nacional de los planes y programas citados— permitan que los
educandos adquieran un mejor conocimiento de la historia, la geografía, las
costumbres, las tradiciones y demás aspectos propios de la entidad y munici-
pios respectivos.

[...]

CAPÍTULO VII

DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL EN LA EDUCACIÓN

Sección 2
De los Consejos de participación social

Artículo 68. Las autoridades educativas promoverán, de conformidad con los
lineamientos que establezca la autoridad educativa federal, la participación
de la sociedad en actividades que tengan por objeto fortalecer y elevar la ca-
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lidad de la educación pública, así como ampliar la cobertura de los servicios
educativos.

Artículo 69. Será responsabilidad de la autoridad de cada escuela pública
de educación básica vincular a ésta, activa y constantemente, con la comuni-
dad. El ayuntamiento y la autoridad educativa local darán toda su colabora-
ción para tales efectos.

[...]
Artículo 70. En cada municipio operará un consejo municipal de partici-

pación social en la educación integrado por las autoridades municipales, pa-
dres de familia y representantes de sus asociaciones, maestros distinguidos y
directivos de escuelas, representantes de la organización sindical de los maes-
tros, así como representantes de organizaciones sociales y demás interesados
en el mejoramiento de la educación.

Este consejo gestionará ante el ayuntamiento y ante la autoridad edu-
cativa local el mejoramiento de los servicios educativos, la construcción y am-
pliación de escuelas públicas y demás proyectos de desarrollo educativo en
el municipio; conocerá de los resultados de las evaluaciones que realicen las
autoridades educativas; llevará a cabo labores de seguimiento de las activi-
dades de las escuelas públicas de educación básica del propio municipio;
estimulará, promoverá y apoyara actividades de intercambio, colaboración y
participación interescolar en aspectos culturales, cívicos, deportivos y socia-
les; establecerá la coordinación de escuelas con autoridades y programas de
bienestar comunitario; hará aportaciones relativas a las particularidades del
municipio que contribuyan a la formulación de contenidos locales a ser pro-
puestos para los planes y programas de estudio; podrá opinar en asuntos pe-
dagógicos; coadyuvará a nivel municipal en actividades de protección civil y
emergencia escolar; promoverá la superación educativa en el ámbito munici-
pal mediante certámenes interescolares; promoverá actividades de orienta-
ción, capacitación y difusión dirigidas a padres de familia y tutores, para que
cumplan cabalmente con sus obligaciones en materia educativa; podrá pro-
poner estímulos y reconocimientos de carácter social a alumnos, maestros,
directivos y empleados escolares; procurará la obtención de recursos com-
plementarios para el mantenimiento físico y para proveer de equipo básico a
cada escuela pública y, en general, podrá realizar actividades para apoyar y
fortalecer la educación en el municipio.

Será responsabilidad del presidente municipal que en el consejo se alcan-
ce una efectiva participación social que contribuya a elevar la calidad y la co-
bertura de la educación.

[...]
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8. REGLAMENTO DE LA SECRETARÍA
DE EDUCACIÓN PÚBLICA*

CAPÍTULO I
DE LA COMPETENCIA Y ORGANIZACIÓN DE LA SECRETARÍA

 Artículo 1o. La Secretaría de Educación Pública, como dependencia del Po-
der Ejecutivo Federal, tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones y
facultades que le encomiendan la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, la Ley General de Educación y demás leyes, así como también los
reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente de la República.

Artículo 2o. Al frente de la Secretaría de Educación Publica estará el Se-
cretario del Despacho, quien para el desahogo de los asuntos de su compe-
tencia se auxiliará de:

[...]
B. Las unidades administrativas siguientes:

IV. Coordinación General de Representaciones de la Secretaría de
Educación Pública en las entidades federativas;

V. Representaciones de la Secretaría de Educación Pública en las
Entidades Federativas;

VII. Dirección General de Planeación, Programación y Presupuesto;
XVII. Dirección General de Materiales y Métodos Educativos;

XVIII. Dirección General de Investigación Educativa;
XIX. Dirección General de Educación Indígena;

XXXI. Dirección General de Educación Normal y Actualización del
Magisterio en el Distrito Federal;

C. Órganos desconcentrados:
II. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes;

III. Instituto Nacional de Antropología e Historia;
IV. Instituto Nacional de Bellas Artes y Literatura;
V. Instituto Nacional del Derecho de Autor;

[...]

* Diario Oficial de la Federación, 23 de junio de 1999 (actualizado de acuerdo a las
reformas aparecidas en el mismo medio el 3 de marzo de 2000).
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CAPÍTULO VI

DE LAS ATRIBUCIONES ESPECÍFICAS DE LAS DIRECCIONES GENERALES

Y DEMÁS UNIDADES ADMINISTRATIVAS

Artículo 16. Corresponde a la Dirección General de Planeación, Programa-
ción y Presupuesto, el ejercicio de las siguientes atribuciones:

I. Proponer, en términos de la Ley de Planeación, de la Ley General de
Educación y del Plan Nacional de Desarrollo, los objetivos y metas
del programa del sector educativo, así como también de sus progra-
mas institucionales, regionales y especiales;

II. Proponer, en términos de la Ley de Planeación, de la Ley General de
Educación y del Plan Nacional de Desarrollo, los programas compen-
satorios por virtud de los cuales se apoye con recursos específicos a
los gobiernos de aquellas entidades federativas con mayores rezagos
educativos, previa celebración de convenios en los que se concerten
las proporciones de financiamiento y las acciones específicas que
las autoridades educativas locales deban realizar para reducir y su-
perar dichos rezagos;

III. Evaluar, en coordinación con las instancias ejecutoras, los progra-
mas compensatorios a que se refiere la fracción anterior y, en su
caso, proponer las medidas correctivas procedentes;

IV. Dirigir y desarrollar los sistemas de información relacionados con
la planeación y programación del sector educativo, así como tam-
bién elaborar y publicar las estadísticas del mismo;

[...]

Artículo 26. Corresponde a la Dirección General de Materiales y Métodos
Educativos el ejercicio de las siguientes atribuciones:

I. Proponer, en coordinación con la Dirección General de Normatividad,
innovaciones a los contenidos educativos, métodos, materiales y
auxiliares didácticos para la aplicación de los planes y programas de
estudio de la educación inicial, especial, básica y normal, con la fina-
lidad de apoyar el trabajo de los maestros y de los alumnos, tomando
en consideración las observaciones de las autoridades educativas lo-
cales y del Consejo Nacional de Participación Social en la Educación;

II. Elaborar y mantener actualizados los libros de texto gratuitos, a par-
tir de las propuestas de contenidos generadas por la Dirección Ge-
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neral de Normatividad, mediante procedimientos que permitan la
participación de los diversos sectores sociales involucrados en la edu-
cación;

IV. Analizar y proponer los contenidos educativos de carácter regional
que enriquezcan los planes y programas de estudio de la educación
básica, tomando en cuenta, en su caso, las propuestas de las autori-
dades educativas locales, así como también propiciar la utilización
de materiales y auxiliares didácticos propios de la región que facili-
ten a los educandos la comprensión de sus orígenes históricos y de
su entorno geográfico y ambiental;

V. Diseñar métodos, materiales y auxiliares didácticos para reforzar, es-
timular, diversificar y facilitar el trabajo de los profesores y alum-
nos en la enseñanza y aprendizaje de los planes y programas de estu-
dio de la educación inicial, especial, básica y normal, tomando en
cuenta los perfiles de los educandos, las características y el entorno
geográfico, ambiental y de infraestructura de la región;

VII. Asesorar a las direcciones generales de Investigación Educativa, de
Educación Indígena y demás unidades administrativas competentes
de la Secretaría, en la elaboración de los contenidos, materiales, mé-
todos y auxiliares didácticos para los proyectos experimentales de
planes y programas de estudio, normas e instrumentos de evalua-
ción del aprendizaje de la educación básica y normal;

VIII. Apoyar a la Dirección General de Educación Indígena y demás uni-
dades administrativas competentes de la Secretaría, cuando éstas lo
requieran, en la aplicación de contenidos educativos, en el uso de mé-
todos y auxiliares didácticos, y en las propuestas de cambios en los
planes y programas de estudio respectivos que se deriven de las in-
novaciones y modificaciones efectuadas en los planes y programas
de estudio de la educación básica y normal;

[...]

Artículo 27. Corresponde a la Dirección General de Investigación Educa-
tiva el ejercicio de las siguientes atribuciones:

II. Efectuar análisis de los programas de desarrollo nacional o regional
de carácter cultural, de bienestar social, de desarrollo económico
y de protección ambiental, con el fin de identificar, y seleccionar las
necesidades de la sociedad que sean susceptibles de atenderse a tra-
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vés del diseño o actualización de los planes y programas de estudio
de educación inicial, especial, básica y normal que se imparten en el
país;

III. Realizar investigaciones con el fin de proponer a las unidades admi-
nistrativas competentes de la Secretaría el establecimiento de medi-
das dirigidas a auxiliar a aquellos grupos y regiones con mayor reza-
go educativo o que enfrenten condiciones económicas y sociales en
desventaja;

[...]

Artículo 28. Corresponde a la Dirección General de Educación Indígena
el ejercicio de las siguientes atribuciones:

I. Proponer normas pedagógicas, contenidos, planes y programas de
estudio, métodos, materiales y auxiliares didácticos e instrumentos
para la evaluación del aprendizaje de la educación indígena, cuidan-
do que tengan una orientación intercultural bilingüe que asegure la
formación integral de los alumnos pertenecientes a los diferentes
grupos étnicos, así como también que protejan y promuevan el desa-
rrollo de sus lenguas, costumbres, recursos y formas específicas de
organización, y difundir los aprobados;

II. Actualizar las normas pedagógicas, contenidos, planes y programas
de estudio, métodos, materiales y auxiliares didácticos e instrumen-
tos para la evaluación del aprendizaje de la educación indígena;

III. Verificar, con la participación de las autoridades educativas locales,
y en coordinación con las unidades administrativas competentes de
la Secretaría, el cumplimiento de las normas pedagógicas, conteni-
dos, planes y programas de estudio, métodos, materiales y auxilia-
res didácticos e instrumentos para la evaluación del aprendizaje apro-
bados para la enseñanza de la educación indígena;

IV. Aplicar con carácter experimental, en coordinación con la Direc-
ción General de Investigación Educativa, normas pedagógicas, pla-
nes y programas de estudio, contenidos, métodos, materiales y auxi-
liares didácticos e instrumentos para la evaluación del aprendizaje
de la educación indígena;

V. Establecer mecanismos de coordinación con la Dirección General
de Normatividad, con objeto de que sean incorporados en los planes
y programas de estudio para la formación de docentes y en los pro-
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gramas de capacitación y actualización de los mismos, las innova-
ciones que se hayan incluido en los planes y programas de estudio
de la educación indígena;

VI. Establecer mecanismos de coordinación con las direcciones genera-
les de Normatividad y de Materiales y Métodos Educativos para adap-
tar e incorporar a la educación indígena los cambios e innovaciones
de planes y programas de estudio, contenidos, métodos, materiales
y auxiliares didácticos e instrumentos para la evaluación del apren-
dizaje que se lleven a cabo en la educación básica;

VII. Diseñar contenidos educativos, materiales y auxiliares didácticos
para la elaboración de programas de radio y televisión, acordes con
la comunidad a quienes se dirijan, en apoyo a los planes y progra-
mas de estudio de la educación indígena;

VIII. Analizar, y en su caso, considerar las opiniones de las autoridades
educativas locales y de los diversos sectores involucrados en la edu-
cación, expresadas a través del Consejo Nacional de Participación
Social en la Educación, con el fin de incorporar aquéllas que apor-
ten elementos para modernizar y elevar la calidad de la educación
indígena, y

IX. Realizar investigaciones para el desarrollo y la supervisión de las
tareas de educación indígena, coordinándose, en su caso, con la Di-
rección General de Investigación Educativa, así como también fo-
mentar las que efectúen los sectores público y privado.

Artículo 39. Corresponde a la Dirección General de Educación Normal y
Actualización del Magisterio en el Distrito Federal el ejercicio de las siguientes
atribuciones:

II. Coordinar, diseñar, organizar, operar, supervisar, evaluar y validar los
cursos de capacitación, actualización y superación permanente para
el personal directivo y docente de educación inicial, especial, bási-
ca, indígena, física y normal en el Distrito Federal, que les propor-
cione los conocimientos acerca de la reformulación de contenidos y
auxiliares didácticos;

[...]
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9. LEY DEL SEGURO SOCIAL*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1. La presente Ley es de observancia general en toda la República,
en la forma y términos que la misma establece, sus disposiciones son de or-
den público y de interés social.

Artículo 2. La seguridad social tiene por finalidad garantizar el derecho a
la salud, la asistencia medica, la protección de los medios de subsistencia y
los servicios sociales necesarios para el bienestar individual y colectivo, así
como el otorgamiento de una pensión que, en su caso y previo cumplimiento
de los requisitos legales, será garantizada por el Estado.

TÍTULO SEGUNDO

DEL RÉGIMEN OBLIGATORIO

CAPÍTULO I
GENERALIDADES

Artículo 13. Voluntariamente podrán ser sujetos de aseguramiento al régi-
men obligatorio:

III. Los ejidatarios, comuneros, colonos y pequeños propietarios;
[...]

CAPÍTULO VII

DEL SEGURO DE GUARDERÍAS Y DE LAS PRESTACIONES SOCIALES

Sección Cuarta
De las prestaciones de solidaridad social

Artículo 214. Las prestaciones o servicios de solidaridad social comprenden
acciones de salud comunitaria, asistencia médica, farmacéutica e incluso hos-

* Diario Oficial de la Federación, 21 de diciembre de 1995 (actualizada de acuerdo con la
reforma publicada en el mismo medio el 20 de diciembre de 2001).
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pitalaria, en la forma y términos establecidos en los artículos 215 al 217 de
esta Ley.

Artículo 215. El Instituto organizará, establecerá y operará unidades médi-
cas destinadas a los servicios de solidaridad social, los que serán proporcio-
nados exclusivamente en favor de los núcleos de población que por el propio
estadio de desarrollo del país, constituyan polos de profunda marginación
rural, suburbana y urbana, y que el Poder Ejecutivo Federal determine como
sujetos de solidaridad social.

Queda facultado el Instituto para dictar las bases e instructivos a que se
sujetarán estos servicios, pero, en todo caso, se coordinará con la Secretaría
de Salud y demás instituciones de salud y seguridad social.

Artículo 216. El Instituto proporcionará el apoyo necesario a los servicios
de solidaridad social que esta Ley le atribuye, sin perjuicio del eficaz otorga-
miento de las prestaciones a que tienen derecho los trabajadores y demás be-
neficiarios del régimen obligatorio.

Artículo 216 A. El Instituto deberá atender a la población no derechoha-
biente en los casos siguientes:

I. En situaciones de emergencia nacional, regional o local o, en caso
de siniestros o desastres naturales;

II. Tratándose de campañas de vacunación, atención o promoción a la
salud, y

III. En apoyo a programas de combate a la marginación y la pobreza,
cuando así lo requiera el Ejecutivo federal.

[...]

Artículo 217. Las prestaciones de solidaridad social serán financiadas por
la Federación y por los propios beneficiados. Los beneficiados por estos ser-
vicios contribuirán con aportaciones en efectivo o con la realización de traba-
jos personales de beneficio para las comunidades en que habiten y que propi-
cien que alcancen el nivel de desarrollo económico necesario para llegar a
ser sujetos de aseguramiento en los términos de esta Ley.
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CAPÍTULO IX
DE LA INCORPORACIÓN VOLUNTARIA

AL RÉGIMEN OBLIGATORIO

Artículo 230. Los sujetos a que se refiere el artículo 13 de esta Ley podrán
gestionar y obtener que un tercero, persona física o moral, se obligue ante el
Instituto a aportar la totalidad o parte de las cuotas a su cargo.

CAPÍTULO X
DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN EL CAMPO

Artículo 234. La seguridad social se extiende al campo mexicano, en los tér-
minos y formas que se establecen en la presente Ley y los reglamentos res-
pectivos.

Artículo 235. Las mujeres y los hombres del campo que tengan el carácter
de trabajadores independientes, respecto de quienes no medie ninguna rela-
ción de subordinación laboral, los ejidatarios, comuneros, colonos y peque-
ños propietarios; así como los ejidos y otras formas superiores de organiza-
ción, podrán acceder a la seguridad social en la forma y términos que señala
el artículo 13, a través de convenio de incorporación voluntaria al régimen
obligatorio, o bien mediante el seguro de salud para la familia establecido en
el artículo 240 de esta Ley.

Artículo 236. Aquellos productores del campo que estuvieran incorpora-
dos por la vía de Decreto Presidencial a la seguridad social, podrán afiliarse
al Régimen de seguridad social de los previstos en la presente Ley, que resul-
te más conveniente a sus condiciones productivas y de ingreso. En el caso de
los cañeros, tabacaleros y otras ramas de producción especializadas se incor-
porarán con las modalidades que correspondan, de acuerdo a lo establecido
en la fracción III del artículo 12 de esta Ley.

Artículo 238. Los indígenas, campesinos temporaleros de zonas de alta
marginalidad y todas aquellas familias campesinas, cuya condición económi-
ca se ubique en pobreza extrema, tendrán acceso a las prestaciones de solida-
ridad social, bajo la forma y términos que establecen los artículos 214 a 217
de esta Ley.

Artículo 239. El acceso a la seguridad social de los sujetos a que se refiere
el presente capítulo, podrá ser apoyado por el tercer aportante establecido
en el artículo 230 de esta Ley. En cualquier caso éstos podrán acceder al se-
guro de salud para la familia regulado por este ordenamiento.
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10. REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA
DE DESARROLLO SOCIAL*

CAPÍTULO I
DE LA COMPETENCIA Y ORGANIZACIÓN

Artículo 1. La Secretaría de Desarrollo Social, como dependencia del Poder
Ejecutivo Federal, tiene a su cargo el desempeño de las atribuciones que le
encomiendan la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y otras
leyes, así como los reglamentos, decretos, acuerdos y órdenes del Presidente
de la República.

Artículo 2. Al frente de la Secretaría estará el Secretario, quien para el des-
pacho de los asuntos de su competencia, contará con las unidades adminis-
trativas siguientes:

Subsecretarías:
Unidades:
Direcciones Generales:
[...]
De Desarrollo Social y Humano.
De Políticas Sociales.
De Eficiencia de Programas de Desarrollo Social.
[...]
De Desarrollo Urbano y Regional.
[...]
De Atención Social a la Vivienda Urbana y Rural.
[...]
Órganos desconcentrados:
[...]
Instituto Nacional de Desarrollo Social.
Delegaciones de la Secretaría en las entidades federativas, que se deno-
minarán: Delegación Sedesol, agregando el nombre de la entidad fede-
rativa correspondiente.
[...]

* Diario Oficial de la Federación, 13 de septiembre de 2001.
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CAPÍTULO VI

DE LAS DIRECCIONES GENERALES

Artículo 22. La Dirección General de Desarrollo Social y Humano tendrá las
siguientes atribuciones:

I. Hacer del conocimiento de las Delegaciones Estatales, los progra-
mas y presupuestos anuales aprobados;

III. Dar seguimiento al ejercicio del gasto público asignado a la eje-
cución de acciones e inversiones de los convenios de desarrollo so-
cial, así como a la aplicación de las transferencias de fondos que se
realicen a favor de los gobiernos de las entidades federativas y mu-
nicipios, derivadas de dichos convenios, en los términos de las re-
glas de operación relativas a los diferentes programas;

V. Promover la celebración de convenios de coordinación entre las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Federal y los
gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, en el mar-
co de los convenios de desarrollo social, para llevar a cabo acciones
e inversiones de desarrollo social y humano, relativas a los diferen-
tes programas;

VI. Proponer políticas, estrategias, acciones y mecanismos para apoyar
y fortalecer la atención a los sectores sociales en condiciones de
vulnerabilidad, por parte de los gobiernos municipales;

IX. Proporcionar, de acuerdo a las políticas de la Secretaría, la informa-
ción y, en su caso, la cooperación técnica que le sea requerida por
otras dependencias o entidades de la Administración Pública Fede-
ral, así como otras unidades administrativas de la dependencia, y

X. Proponer a la Coordinación General de Microrregiones la ejecución
de obras y acciones de desarrollo social y humano en los municipios
de alta marginalidad, en donde se apliquen recursos de los progra-
mas a su cargo.

Artículo 23. La Dirección General de Políticas Sociales tendrá las siguien-
tes atribuciones:

II. Proponer y realizar, en coordinación con las dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal y con los gobiernos es-
tatales y municipales, los programas regionales, municipales y espe-
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ciales de desarrollo, a efecto de impulsar el mejoramiento de las con-
diciones y calidad de vida de la población, el federalismo y la partici-
pación comunitaria;

III. Definir estrategias, acciones y mecanismos para promover ante los
gobiernos estatales y municipales y ante las dependencias de la Ad-
ministración Pública Federal, la conjunción de esfuerzos y recur-
sos institucionales y sociales para impulsar el desarrollo social y hu-
mano;

IV. Mantener una comunicación constante con las secretarías de desa-
rrollo social, o sus equivalentes, de los gobiernos estatales, para apo-
yar el fortalecimiento de las políticas federales de desarrollo social
y humano, así como la operación de los comités de planeación para
el desarrollo, estatales y municipales, y del secretariado técnico de
dichos órganos, en términos de la normatividad respectiva, en espe-
cial para planear y dirigir el desarrollo regional de las entidades fede-
rativas, y [...].

Artículo 24. La Dirección General de Eficiencia de Programas de Desa-
rrollo Social tendrá las siguientes atribuciones:

I. Establecer los procedimientos que garanticen que los programas para
la superación de la pobreza operen con calidad y eficiencia, guar-
dando congruencia con los objetivos institucionales y con las estra-
tegias del Plan Nacional de Desarrollo;

II. Proponer, desarrollar, mantener actualizadas y difundir las disposi-
ciones normativas internas que garanticen que los programas para la
superación de la pobreza operen con calidad y eficiencia, en coordi-
nación con la Dirección General de Asuntos Jurídicos;

III. Apoyar la operación de los programas de superación de la pobreza
en las entidades federativas y municipios que así lo requieran;

IV. Participar en las propuestas de asignación de recursos a las entida-
des federativas, hacer las sugerencias conducentes y apoyar las ne-
gociaciones correspondientes;

[...]

Artículo 27. La Dirección General de Desarrollo Urbano y Regional ten-
drá las siguientes atribuciones:
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II. Instrumentar las acciones de desarrollo urbano derivadas de los pla-
nes y programas correspondientes, formulando recomendaciones para
su cumplimiento en los convenios y acuerdos que en la materia sus-
criba la Secretaría con las dependencias y entidades de la Adminis-
tración Pública Federal, con los gobiernos estatales y municipales y
con los sectores social y privado;

[...]

Artículo 29. La Dirección General de Atención Social a la Vivienda Urba-
na y Rural tendrá las siguientes atribuciones:

I. Gestionar ante las instancias correspondientes, recursos fiscales des-
tinados a subsidios, para operar programas de vivienda y de mejora-
miento de vivienda urbana y rural;

II. Diseñar, en coordinación con la Comisión Nacional de Fomento a la
Vivienda, programas de apoyo a la vivienda para los sectores de ba-
jos ingresos, de acuerdo a la demanda existente, considerando las
condiciones específicas por entidad federativa y localidad;

III. Establecer las reglas de operación y coordinar la ejecución de los
programas de ahorro y subsidios para la vivienda progresiva;

IV. Operar los programas de vivienda urbana y rural que establezca la
Secretaría, en coordinación con otras entidades de la Administra-
ción Pública Federal, con los gobiernos estatales y municipales y
con los beneficiarios;

XII. Desarrollar proyectos y técnicas de construcción de vivienda urba-
na y rural con criterios ecotécnicos y de respeto a los usos y costum-
bres de la población, así como el uso de nuevas tecnologías que
reduzcan costos y tiempos de edificación, conforme a los trabajos
que desarrolle la Comisión Nacional de Fomento a la Vivienda;

XIII. Operar programas de autoconstrucción y mejoramiento de vivienda
urbana y rural, para los sectores sociales más desprotegidos, respe-
tando, en su caso, los usos y costumbres de la población;

XIV. Apoyar con insumos a la población de menores ingresos, para desa-
rrollar la autoconstrucción y el mejoramiento de vivienda urbana y
rural;

XV. Apoyar con capacitación y asistencia técnica a la población de me-
nores ingresos, en materia de autoconstrucción y mejoramiento de
vivienda;
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XVI. Identificar y reunir las propuestas operativas de mejora y aportacio-
nes de nuevas modalidades o variantes de subsidio para la vivienda,
que formulen las autoridades locales y organismos especializados
en la materia;

XVII. Operar, administrar y fortalecer la coordinación y colaboración con
las autoridades locales y sus organismos especializados de vivienda,
en materia de asignación de subsidios habitacionales, en todas sus
modalidades;

[...]

CAPÍTULO VII

DE LOS ÓRGANOS DESCONCENTRADOS

Artículo 39. El Instituto Nacional de Desarrollo Social, como órgano des-
concentrado de la Secretaría, tendrá las siguientes atribuciones:

I. Promover, impulsar y coordinar acciones de capacitación, formación,
asesoría, investigación e información, dirigidas al fortalecimiento de
las capacidades institucionales de los gobiernos de los estados y mu-
nicipios, así como de las organizaciones de la sociedad civil vincula-
das a tareas de desarrollo social y superación de la pobreza;

III. Colaborar con los gobiernos estatales y municipales, mediante accio-
nes de consulta, asesoría, asistencia técnica, capacitación y financia-
miento que incidan en el desarrollo institucional, en materia de polí-
tica social y bienestar común;

IV. Emitir los lineamientos para la organización y participación de los
grupos sociales en la planeación, financiamiento, ejecución, super-
visión y control de los programas de desarrollo social;

VII. Fomentar la participación de las organizaciones sociales vinculadas
por la naturaleza de su objeto social a los programas y tareas de de-
sarrollo social y del bienestar común, en los programas de desarro-
llo social, y apoyar y consolidar su capacidad de gestión y respues-
ta, a través del diseño de acciones y estrategias coordinadas entre la
Administración Pública Federal y los gobiernos de los estados y muni-
cipios, especialmente en las regiones, zonas, municipios y comu-
nidades del país con mayores rezagos y menor crecimiento, que re-
quieran atención inmediata o prioritaria;
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VIII. Promover acciones de vinculación entre las dependencias y entida-
des federales, con los gobiernos estatales y municipales, institucio-
nes educativas, públicas y privadas, así como con las organizacio-
nes sociales y las comunidades, en materia de desarrollo social y
bienestar común;

IX. Proporcionar asesoría, capacitación y orientación en materia de or-
ganización y participación social a los gobiernos de las entidades
federativas y municipios, así como a los sectores social y privado;

X. Apoyar la intervención de las organizaciones de la sociedad civil en
las tareas de desarrollo social y bienestar común, mediante la aplica-
ción de fondos institucionales y la promoción y realización de ac-
ciones de gestión, capacitación y asesoría para el desarrollo de sus
proyectos; su participación en el diseño, ejecución y evaluación de
la política social, y su fortalecimiento organizativo e institucional;

XII. Promover e incentivar la participación social, en coordinación con las
unidades administrativas de la Secretaría correspondientes y con otras
dependencias y entidades de los gobiernos Federal, estatales y mu-
nicipales, en la atención y apoyo a la población afectada en casos de
emergencia por fenómenos y desastres naturales;

XIV. Atender, informar y orientar a las organizaciones sociales sobre los
programas de desarrollo social e integrar y operar un sistema de infor-
mación y seguimiento de las organizaciones sociales que participan
en los programas de desarrollo social;

CAPÍTULO VIII

DE LAS DELEGACIONES DE LA SECRETARÍA

EN LAS ENTIDADES FEDERATIVAS

Artículo 43. Las Delegaciones de la Secretaría en las entidades federativas
tendrán las atribuciones siguientes:

IX. Apoyar los programas especiales para la atención de los sectores
sociales más desprotegidos, en especial de los grupos indígenas y de
los pobladores de las zonas áridas de las áreas rurales, así como
de los colonos de las áreas urbanas, para elevar el nivel de vida de la
población, con la intervención de las dependencias y entidades de
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la Administración Pública Federal y de los gobiernos estatales y mu-
nicipales y con la participación de los sectores social y privado;

XI. Asesorar a los grupos sociales en su organización y a las organiza-
ciones constituidas, a efecto de promover su participación en los
programas del Sector;

[...]

11. LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR*

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1o. La presente Ley, reglamentaria del artículo 28 constitucional,
tiene por objeto la salvaguarda y promoción del acervo cultural de la Nación;
protección de los derechos de los autores, de los artistas intérpretes o ejecu-
tantes, así como de los editores, de los productores y de los organismos de
radiodifusión, en relación con sus obras literarias o artísticas en todas sus ma-
nifestaciones, sus interpretaciones o ejecuciones, sus ediciones, sus fonogra-
mas o videogramas, sus emisiones, así como de los otros derechos de propie-
dad intelectual.

Artículo 2o. Las disposiciones de esta Ley son de orden público, de inte-
rés social y de observancia general en todo el territorio nacional. Su aplica-
ción administrativa corresponde al Ejecutivo Federal por conducto del Insti-
tuto Nacional del Derecho de Autor y, en los casos previstos por esta Ley, del
Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial.

Para los efectos de esta Ley se entenderá por Instituto, al Instituto Nacio-
nal del Derecho de Autor.

* Diario Oficial de la Federación, 24 de diciembre de 1996 (actualizado hasta la reforma
publicada en el mismo medio el 19 de mayo de 1997).
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TÍTULO VII
DE LOS DERECHOS DE AUTOR SOBRE LOS SÍMBOLOS PATRIOS

Y DE LAS EXPRESIONES DE LAS CULTURAS POPULARES

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 154. Las obras a que se refiere este Título están protegidas indepen-
dientemente de que no se pueda determinar la autoría individual de ellas o
que el plazo de protección otorgado a sus autores se haya agotado.

CAPÍTULO III
DE LAS CULTURAS POPULARES

Artículo 157. La presente Ley protege las obras literarias, artísticas, de arte
popular o artesanal, así como todas las manifestaciones primigenias en sus
propias lenguas, y los usos, costumbres y tradiciones de la composición plu-
ricultural que conforman al Estado Mexicano, que no cuenten con autor iden-
tificable.

Artículo 158. Las obras literarias, artística, de arte popular o artesanal; desa-
rrolladas y perpetuadas en una comunidad o etnia originaria o arraigada en la
República Mexicana, estarán protegidas por la presente Ley contra su defor-
mación, hecha con objeto de causar demérito a la misma o perjuicio a la repu-
tación o imagen de la comunidad o etnia a la cual pertenecen.

Artículo 159. Es libre la utilización de las obras literarias, artísticas, de
arte popular o artesanal; protegidas por el presente capítulo, siempre que no
se contravengan las disposiciones del mismo.

Artículo 160. En toda fijación, representación, publicación, comunicación
o utilización en cualquier forma, de una obra literaria, artística, de arte popu-
lar o artesanal; protegida conforme al presente capítulo, deberá mencionarse
la comunidad o etnia, o en su caso la región de la República mexicana de la
que es propia.

Artículo 161. Corresponde al Instituto vigilar el cumplimiento de las dis-
posiciones del presente capítulo y coadyuvar en la protección de las obras
amparadas por el mismo.
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TÍTULO XII
DE LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS

CAPÍTULO I
DE LAS INFRACCIONES EN MATERIA DE DERECHOS

DE AUTOR

Artículo 229. Son infracciones en materia de derecho de autor:

[...]
XIII. Fijar, representar, publicar, efectuar alguna comunicación o utilizar

en cualquier forma una obra literaria y artística, protegida conforme
al Capítulo III, del Título VII, de la presente Ley, sin mencionar la
comunidad o etnia, o en su caso la región de la República mexicana
de la que es propia, y [...].

12. LEY GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS*

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 3o. El ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y el
desarrollo urbano de los centros de población, tendera a mejorar el nivel y
calidad de vida de la población urbana y rural, mediante:

I. La vinculación del desarrollo regional y urbano con el bienestar
social de la población;

II. El desarrollo socioeconómico sustentable del país, armonizando
la interrelación de las ciudades y el campo y distribuyendo equi-
tativamente los beneficios y cargas del proceso de urbanización;

III. La distribución equilibrada y sustentable de los centros de po-
blación y las actividades económicas en el territorio nacional;

IV. La adecuada interrelación socioeconómica de los centros de po-
blación;

V. El desarrollo sustentable de las regiones del país;

* Diario Oficial de la Federación, 21 de julio de 1993 (incluye la reforma publicada en el
mismo medio el 5 de agosto de 1994).
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VIII. La protección del patrón de asentamiento humano rural y de las
comunidades indígenas;

XIII. La conservación y mejoramiento del ambiente en los asenta-
mientos humanos;

XIV. La preservación del patrimonio cultural de los centros de po-
blación;

XVI. La regulación del mercado de los terrenos y el de la vivienda de
interés social y popular;

XVII. La coordinación y concertación de la inversión pública y privada
con la planeación del desarrollo regional y urbano, y

XVIII. La participación social en la solución de los problemas que ge-
nera la convivencia en los asentamientos humanos.

CAPÍTULO TERCERO

DE LA PLANEACIÓN DEL ORDENAMIENTO TERRITORIAL

DE LOS ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DEL DESARROLLO URBANO

DE LOS CENTROS DE POBLACIÓN

Artículo 13. El programa nacional de desarrollo urbano, en su carácter sec-
torial, se sujetara a las previsiones del Plan Nacional de Desarrollo, y con-
tendrá:

III. La estructura de sistemas urbanos y rurales en el país;
V. Las orientaciones para el desarrollo sustentable de las regiones del

país, en función de sus recursos naturales, de sus actividades pro-
ductivas y del equilibrio entre los asentamientos humanos y sus con-
diciones ambientales;

X. Las metas generales en cuanto a la calidad de vida en los centros de
población urbanos y rurales del país, así como en las comunidades
indígenas;

CAPÍTULO QUINTO

DE LAS REGULACIONES A LA PROPIEDAD

EN LOS CENTROS DE POBLACIÓN

Artículo 30. La fundación de centros de población deberá realizarse en tie-
rras susceptibles para el aprovechamiento urbano, evaluando su impacto am-
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biental y respetando primordialmente las áreas naturales protegidas, el pa-
trón de asentamiento humano rural y las comunidades indígenas.

Artículo 38. El aprovechamiento de áreas y predios ejidales o comunales
comprendidos dentro de los límites de los centros de población o que formen
parte de las zonas de urbanización ejidal y de las tierras del asentamiento
humano en ejidos y comunidades, se sujetara a lo dispuesto en esta Ley, en la
Ley Agraria, en la legislación estatal de desarrollo urbano, en los planes o
programas de desarrollo urbano aplicables así como en las reservas, usos y
destinos de áreas y predios.

Artículo 39. Para constituir, ampliar y delimitar la zona de urbanización
ejidal y su reserva de crecimiento; así como para regularizar la tenencia de
predios en los que se hayan constituido asentamientos humanos irregulares,
la asamblea ejidal o de comuneros respectiva deberá ajustarse a las dispo-
siciones jurídicas locales de desarrollo urbano y a la zonificación contenida
en los planes o programas aplicables en la materia. En estos casos, se requie-
re la autorización del municipio en que se encuentra indicado el ejido o co-
munidad.

CAPÍTULO SEXTO

DE LAS RESERVAS TERRITORIALES

Artículo 41. Para los efectos del artículo anterior, la Federación, por con-
ducto de la Secretaría, suscribirá acuerdos de coordinación con las entidades
de la Administración Pública Federal, las entidades federativas y los munici-
pios y, en su caso, convenios de concertación con los sectores social y privado
[...].

Artículo 42. Con base en los convenios o acuerdos que señala el artículo
anterior, la Secretaría promoverá:

II. La asociación o cualquier otra forma de participación que determi-
nen los núcleos agrarios, a efecto de aprovechar terrenos ejidales y
comunales para el desarrollo urbano y la vivienda y evitar su ocupa-
ción irregular, sujetándose a lo dispuesto en los artículos 38 y 39 de
esta Ley, y

III. La adquisición o expropiación de terrenos ejidales o comunales, en
coordinación con las autoridades agrarias que correspondan, de acuer-
do a lo previsto en la Ley Agraria y en esta Ley, a favor de la Fede-
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ración, de las entidades de la Administración Pública Federal, de los
estados y de los municipios.

Artículo 43. La incorporación de terrenos ejidales, comunales y de pro-
piedad federal al desarrollo urbano y la vivienda, deberá cumplir con los si-
guientes requisitos:

I. Ser necesaria para la ejecución de un plan o programa de desarrollo
urbano;

II. Las áreas o predios que se incorporen comprenderán preferentemente
terrenos que no estén dedicados a actividades productivas;

III. El planteamiento de esquemas financieros para su aprovechamiento
y para la dotación de infraestructura, equipamiento y servicios urba-
nos, así como para la construcción de vivienda, y

IV. Los demás que determine la Secretaría conforme a las disposiciones
jurídicas aplicables y que se deriven de los convenios o acuerdos a
que se refiere el artículo 41 de esta Ley.

Artículo 46. la Federación, los estados y los municipios instrumentaran
coordinadamente programas de desarrollo social, para que los titulares de
derechos ejidales o comunales cuyas tierras sean incorporadas al desarrollo
urbano y la vivienda, se integren a las actividades económicas y sociales ur-
banas, promoviendo su capacitación para la producción y comercialización de
bienes y servicios y apoyando la constitución y operación de empresas en las
que participen los ejidatarios y comuneros.

CAPÍTULO SÉPTIMO

DE LA PARTICIPACIÓN SOCIAL

Artículo 48. La Federación, las entidades federativas y los municipios pro-
moverán acciones concertadas entre los sectores público, social y privado,
que propicien la participación social en la fundación, conservación, mejora-
miento y crecimiento de los centros de población.

Artículo 49. la participación social en materia de asentamientos humanos
comprenderá:

III. La construcción y mejoramiento de vivienda de interés social y po-
pular;
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VI. La ejecución de acciones y obras urbanas para el mejoramiento y
conservación de zonas populares de los centros de población y de
las comunidades rurales e indígenas;

VII. La protección del patrimonio cultural de los centros de población;
[...]
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IV
DISPOSICIONES DE PROCURACIÓN
Y ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

1. NOTA INTRODUCTORIA

Este apartado inicia con la reproducción de la Ley de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos y una selección de artículos de su Reglamento Inter-
no, relativos a las disposiciones generales, a la integración, a las facultades y
el procedimiento a seguir en las quejas. Aunque la mayoría de los artículos no
van dirigidos específicamente a personas o comunidades indígenas, su marco
responde a ellos en lo fundamental y por eso los recogemos aquí.

A raíz de los acontecimientos de Chiapas, la CNDH, aprovechando la fa-
cultad que le da su ley de disponer de hasta cinco Visitadurías, creó una cuar-
ta, dedicada específicamente a atender las quejas, la difusión, la capacita-
ción, la investigación y la defensoría jurídica asociadas a los derechos de los
pueblos y las personas indígenas.

El desconocimiento de los alcances completos de los organismos de defen-
sa de los derechos humanos en el país ocasiona a veces desesperación y des-
contento. Conocerlos permite saber hasta dónde se puede ir con ellos y cuáles
otras instancias existen para avanzar en varios campos de reivindicación. Por
eso, es necesario remarcar cada vez estas facultades y atribuciones, hasta que
sean parte del conocimiento cotidiano de la gente.

También se reproducen íntegras la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la
Discriminación y la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura, porque
además de no ser muy conocidas, el acceso a ellas por parte de las comunida-
des y personas indígenas, al igual que otros grupos vulnerables de nuestra
sociedad, les proporcionará elementos importantes para defenderse de quie-
nes muchas veces son sus principales enemigos: los cuerpos de seguridad.
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Enseguida se incluye una selección de disposiciones del Código Penal Fe-
deral, del Código Federal de Procedimientos Penales y del Código Federal
de Procedimientos Civiles, incluyendo las adecuaciones realizadas en diciem-
bre de 2002 a los tres ordenamientos. Asimismo, contiene partes de la Ley
Federal de Defensoría Pública que tienen que ver con personas de origen in-
dígena.

Igual motivo lleva a incluir varios artículos del Reglamento de los Centros
Federales de Readaptación Social, que sólo comprende una disposición rela-
tiva al derecho de traductor para conocer dicho reglamento. El conocimiento
de otras disposiciones del mismo permitirá a los presos indígenas, población
muy importante en los penales mexicanos, disponer de elementos de apoyo
en su reclusión.

2. LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL
DE LOS DERECHOS HUMANOS*

TÍTULO I

CAPÍTULO ÚNICO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1o. Esta ley es de orden público y de aplicación en todo el territorio
nacional en materia de Derechos Humanos, respecto de los mexicanos y ex-
tranjeros que se encuentren en el país, en los términos establecidos por el
apartado B del artículo 102 constitucional.

Artículo 2o. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos es un orga-
nismo que cuenta con autonomía de gestión y presupuestaria, personalidad
jurídica y patrimonio propios, y tiene por objeto esencial la protección, ob-
servancia, promoción, estudio y divulgación de los Derechos Humanos que
ampara el orden jurídico mexicano.

Artículo 3o. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá com-
petencia en todo el territorio nacional, para conocer de quejas relacionadas
con presuntas violaciones a los Derechos Humanos cuando éstas fueren im-

* Diario Oficial de la Federación, 29 de junio de 1992 (incluye las reformas publicadas en
el mismo medio el 26 de noviembre de 2001). La versión aquí transcrita la tomamos de Decre-
to constitucional, Ley y Reglamento Interno de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos. 4a. ed., pp. 17-43.
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putadas a autoridades y servidores públicos de carácter federal, con excep-
ción de los del Poder Judicial de la Federación.

Cuando en un mismo hecho estuvieren involucrados tanto autoridades
o servidores públicos de la Federación, como de las Entidades Federativas o
Municipios, la competencia se surtirá en favor de la Comisión Nacional.

Tratándose de presuntas violaciones a los Derechos Humanos en que los he-
chos se imputen exclusivamente a autoridades o servidores públicos de las En-
tidades Federativas o Municipios, en principio conocerán los organismos de
protección de los Derechos Humanos de la entidad de que se trate, salvo lo
dispuesto por el artículo 60 de esta ley.

Asimismo, corresponderá conocer a la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos de las inconformidades que se presenten en relación con las
recomendaciones, acuerdos u omisiones de los organismos equivalentes en
las Entidades Federativas, a que se refiere el artículo 102, Apartado B, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como por la no
aceptación de sus recomendaciones por parte de las autoridades, o por el de-
ficiente cumplimiento de las mismas.

Artículo 4o. Los procedimientos que se sigan ante la Comisión deberán
ser breves y sencillos, y estarán sujetos sólo a las formalidades esenciales que
requiera la documentación de los expedientes respectivos. Se seguirán ade-
más, de acuerdo con los principios de inmediatez, concentración y rapidez, y
se procurará, en la medida de lo posible, el contacto directo con quejosos,
denunciantes y autoridades, para evitar la dilación de las comunicaciones
escritas.

El personal de la Comisión Nacional deberá manejar de manera confiden-
cial la información o documentación relativa a los asuntos de su competencia.

TÍTULO II
INTEGRACIÓN DE LA COMISIÓN NACIONAL

DE DERECHOS HUMANOS

CAPÍTULO I
DE LA INTEGRACIÓN Y FACULTADES DE LA COMISIÓN NACIONAL

Artículo 5o. La Comisión Nacional se integrará con un Presidente, una Se-
cretaría Ejecutiva, hasta cinco Visitadores Generales, así como el número de
visitadores adjuntos y personal profesional, técnico y administrativo necesa-
rio para la realización de sus funciones.
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La Comisión Nacional, para el mejor desempeño de sus responsabilida-
des, contará con un Consejo Consultivo.

Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones:

I. Recibir quejas de presuntas violaciones a Derechos Humanos;
II. Conocer e investigar, a petición de parte o de oficio, presuntas vio-

laciones de Derechos Humanos en los siguientes casos:
a) Por actos u omisiones de autoridades administrativas de ca-

rácter federal;
b) Cuando los particulares o algún otro agente social cometan ilí-

citos con la tolerancia o anuencia de algún servidor público o
autoridad, o bien cuando estos últimos se nieguen infunda-
damente a ejercer las atribuciones que legalmente les corres-
pondan en relación con dichos ilícitos, particularmente tra-
tándose de conductas que afecten la integridad física de las
personas;

III. Formular recomendaciones públicas no vinculatorias y denun-
cias y quejas ante las autoridades respectivas, en los términos
establecidos por el artículo 102, Apartado B, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

IV. Conocer y decidir en última instancia las inconformidades que
se presenten respecto de las recomendaciones y acuerdos de los
organismos de Derechos Humanos de las Entidades Federativas
a que se refiere el citado artículo 102, apartado B, de la Constitu-
ción Política;

V. Conocer y decidir en última instancia las inconformidades por
omisiones en que incurran los organismos de derechos humanos
a que se refiere la fracción anterior, y por insuficiencia en el
cumplimiento de las recomendaciones de éstos por parte de las
autoridades locales, en los términos señalados por esta ley;

VI. Procurar la conciliación entre los quejosos y las autoridades
señaladas como responsables, así como la inmediata solución
de un conflicto planteado, cuando la naturaleza del caso lo per-
mita;

VII. Impulsar la observancia de los Derechos Humanos en el país;
VIII. Proponer a las diversas autoridades del país, que en el exclusivo

ámbito de su competencia, promuevan los cambios y modifica-
ciones de disposiciones legislativas y reglamentarias, así como de
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prácticas administrativas, que, a juicio de la Comisión Nacional,
redunden en una mejor protección de los Derechos Humanos;

IX. Promover el estudio, la enseñanza y divulgación de los Derechos
Humanos en el ámbito nacional e internacional;

X. Expedir su Reglamento Interno;
XI. Elaborar y ejecutar programas preventivos en materia de Dere-

chos Humanos;
XII. Supervisar el respeto a los Derechos Humanos en el sistema pe-

nitenciario y de readaptación social del país;
XIII. Formular programas y proponer acciones en coordinación con

las dependencias competentes que impulsen el cumplimiento den-
tro del territorio nacional de los tratados, convenciones y acuer-
dos internacionales signados y ratificados por México en mate-
ria de Derechos Humanos;

XIV. Proponer al Ejecutivo Federal, en los términos de la legislación
aplicable, la suscripción de convenios o acuerdos internaciona-
les en materia de Derechos Humanos;

XV. Las demás que le otorguen la presente ley y otros ordenamientos
legales.

Artículo 7o. La Comisión Nacional no podrá conocer de los asuntos rela-
tivos a:

I. Actos y resoluciones de organismos y autoridades electorales;
II. Resoluciones de carácter jurisdiccional;

III. Conflictos de carácter laboral; y
IV. Consultas formuladas por autoridades, particulares u otras entida-

des, sobre la interpretación de las disposiciones constitucionales y
legales.

Artículo 8o. En los términos de esta ley, sólo podrán admitirse o conocerse
quejas o inconformidades contra actos u omisiones de autoridades judiciales,
salvo las de carácter federal, cuando dichos actos u omisiones tengan carác-
ter administrativo. La Comisión Nacional por ningún motivo podrá examinar
cuestiones jurisdiccionales de fondo.
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CAPÍTULO II
DE LA ELECCIÓN, FACULTADES Y OBLIGACIONES

DEL PRESIDENTE DE LA COMISIÓN

Artículo 9o. El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos deberá reunir para su elección los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento y estar en pleno goce y ejer-
cicio de sus derechos civiles y políticos;

II. Tener cumplidos treinta y cinco años de edad, el día de su elección;
III. Contar con experiencia en materia de derechos humanos, o activida-

des afines reconocidas por las leyes mexicanas y los instrumentos
jurídicos internacionales;

IV. No desempeñar, ni haber desempeñado cargo de dirección nacio-
nal o estatal, en algún partido político en el año anterior a su desig-
nación;

V. No desempeñar ni haber desempeñado cargo de Secretario o Sub-
secretario de Estado, Procurador General de la República, Gober-
nador o procurador general de justicia de alguna entidad federati-
va o jefe de gobierno del Distrito Federal, en el año anterior a su
elección;

VI. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito in-
tencional que amerite pena corporal de más de un año de prisión; pero
si se tratare de robo, fraude, falsificación, abuso de confianza u otro
que lastime seriamente la buena fama en el concepto público, lo inha-
bilitará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena, y

VII. Tener preferentemente título de licenciado en derecho.

Artículo 10. El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos, será elegido por el voto de las dos terceras partes de los miembros pre-
sentes de la Cámara de Senadores o, en sus recesos, por la Comisión Perma-
nente del Congreso de la Unión, con la misma votación calificada. Para tales
efectos, la comisión correspondiente de la Cámara de Senadores procederá a
realizar una amplia auscultación entre las organizaciones sociales represen-
tativas de los distintos sectores de la sociedad, así como entre los organismos
públicos y privados promotores o defensores de los derechos humanos.

Con base en dicha auscultación, la comisión correspondiente de la Cá-
mara de Senadores propondrá al pleno de la misma, una terna de candidatos
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de la cual se elegirá a quien ocupe el cargo o, en su caso, la ratificación del
titular.

Artículo 11. El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos durará en su encargo cinco años, y podrá ser reelecto por una sola vez.

Artículo 12. Las funciones del Presidente de la Comisión Nacional, de los
Visitadores Generales y de la Secretaría Ejecutiva, son incompatibles con el
desempeño de cualquier otro cargo, empleo o comisión de la Federación, los
Estados, Municipios o en organismos privados, o con el desempeño de su pro-
fesión, exceptuando las actividades académicas.

Artículo 13. El Presidente de la Comisión Nacional y los Visitadores Ge-
nerales no podrán ser detenidos ni sujetos a responsabilidad civil, penal o
administrativa, por las opiniones y Recomendaciones que formulen, o por
los actos que realicen, en ejercicio de las funciones propias de sus cargos
que les asigna esta ley.

Artículo 14. El Presidente de la Comisión Nacional podrá ser removido de
sus funciones y, en su caso, sujeto a responsabilidad, sólo por las causas y
mediante los procedimientos establecidos por el Título Cuarto de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En ese supuesto, el Presidente será sustituido interinamente por el primer
Visitador General, en tanto no se designe nuevo Presidente de la Comisión
Nacional.

Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes
facultades y obligaciones:

I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional;
II. Formular los lineamientos generales a los que se sujetarán las acti-

vidades administrativas de la Comisión, así como nombrar, dirigir y
coordinar a los funcionarios y al personal bajo su autoridad;

III. Dictar las medidas específicas que juzgue convenientes para el me-
jor desempeño de las funciones de la Comisión;

IV. Distribuir y delegar funciones en los términos del Reglamento In-
terno;

V. Presentar anualmente, en el mes de febrero a los Poderes de la Unión,
un informe de actividades, en los términos del artículo 52 de esta
Ley;

VI. Celebrar, en los términos de la legislación aplicable, acuerdos, ba-
ses de coordinación y convenios de colaboración con autoridades y
organismos de defensa de los Derechos Humanos, así como con ins-
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tituciones académicas y asociaciones culturales, para el mejor cum-
plimiento de sus fines;

VII. Aprobar y emitir las recomendaciones públicas y acuerdos que re-
sulten de las investigaciones realizadas por los visitadores;

VIII. Formular las propuestas generales conducentes a una mejor protec-
ción de los Derechos Humanos en el país;

IX. Elaborar el anteproyecto de presupuesto de egresos de la Comisión
y el respectivo informe sobre su ejercicio para presentarse al Conse-
jo Consultivo de la misma; y

X. Las demás que le señalen la presente ley y otros ordenamientos.

Artículo 16. Tanto el Presidente de la Comisión, como los Visitadores Ge-
nerales y los visitadores adjuntos, en sus actuaciones tendrán fe pública para
certificar la veracidad de los hechos en relación con las quejas o incon-
formidades presentadas ante la Comisión Nacional.

CAPÍTULO III
DE LA INTEGRACIÓN Y FACULTADES

DEL CONSEJO CONSULTIVO

Artículo 17. El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 5o. de esta ley,
estará integrado por diez personas que gocen de reconocido prestigio en la
sociedad, mexicanos en pleno ejercicio de sus derechos ciudadanos, y cuan-
do menos siete de entre ellos no deben desempeñar ningún cargo o comisión
como servidor público.

El Presidente de la Comisión Nacional lo será también del Consejo Con-
sultivo. Los cargos de los demás miembros del Consejo serán honorarios. A
excepción de su Presidente, anualmente, durante el mes de octubre, serán sus-
tituidos los dos consejeros de mayor antigüedad en el cargo, salvo que fuesen
propuestos y ratificados para un segundo periodo. Para el caso de que existan
más de dos consejeros con la misma antigüedad, será el propio Consejo quien
proponga el orden cronológico que deba seguirse.

Artículo 18. Los miembros del Consejo Consultivo serán elegidos por el
voto de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de
Senadores o, en sus recesos, por la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión con la misma votación calificada.
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La comisión correspondiente de la Cámara de Senadores, previa ausculta-
ción a los sectores sociales, propondrá a los candidatos para ocupar el cargo
o, en su caso, la ratificación de los consejeros.

Artículo 19. El Consejo Consultivo de la Comisión Nacional tendrá las si-
guientes facultades:

I. Establecer los lineamientos generales de actuación de la Comisión
Nacional;

II. Aprobar el Reglamento Interno de la Comisión Nacional;
III. Aprobar las normas de carácter interno relacionadas con la Comi-

sión Nacional;
IV. Opinar sobre el proyecto de informe anual que el Presidente de la

Comisión Nacional presente a los Poderes de la Unión;
V. Solicitar al Presidente de la Comisión Nacional información adicio-

nal sobre los asuntos que se encuentren en trámite o haya resuelto la
Comisión Nacional; y

VI. Conocer el informe del Presidente de la Comisión Nacional respec-
to al ejercicio presupuestal.

Artículo 20. El Consejo Consultivo funcionará en sesiones, ordinarias y
extraordinarias, y tomará sus decisiones por mayoría de votos de sus miem-
bros presentes. Las sesiones ordinarias se verificarán cuando menos una vez
al mes.

Las sesiones extraordinarias podrán convocarse por el Presidente de la
Comisión Nacional o mediante solicitud que a éste formulen por lo menos
tres miembros del Consejo Consultivo, cuando se estime que hay razones de
importancia para ello.

CAPÍTULO IV
DEL NOMBRAMIENTO Y FACULTADES

DE LA SECRETARÍA EJECUTIVA

Artículo 21. El Titular de la Secretaría Ejecutiva deberá reunir, para su desig-
nación, los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos;
II. Gozar de buena reputación; y

III. Ser mayor de treinta años de edad, el día de su nombramiento.
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Artículo 22. La Secretaría Ejecutiva tendrá las siguientes facultades y obli-
gaciones:

I. Proponer al Consejo Consultivo y al Presidente de la Comisión Na-
cional, las políticas generales que en materia de Derechos Humanos
habrá de seguir la Comisión Nacional ante los organismos guberna-
mentales y no gubernamentales, nacionales e internacionales.

II. Promover y fortalecer las relaciones de la Comisión Nacional, con
organismos públicos, sociales o privados, nacionales e internaciona-
les, en materia de Derechos Humanos;

III. Realizar estudios sobre los tratados y convenciones internacionales
en materia de Derechos Humanos;

IV. Derogado.
V. Derogado.

VI. Enriquecer, mantener y custodiar el acervo documental de la Comi-
sión Nacional; y

VII. Las demás que le sean conferidas en otras disposiciones legales y
reglamentarias.

CAPÍTULO V
DEL NOMBRAMIENTO Y FACULTADES DE LOS VISITADORES

Artículo 23. Los Visitadores Generales de la Comisión Nacional deberán reu-
nir, para su designación, los siguientes requisitos:

I. Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos;
II. Ser mayor de treinta años de edad, el día de su nombramiento;

III. Tener título de licenciado en Derecho expedido legalmente, y tener
tres años de ejercicio profesional cuando menos; y

IV. Ser de reconocida buena fama.

Artículo 24. Los Visitadores Generales tendrán las siguientes facultades y
obligaciones:

I. Recibir, admitir o rechazar las quejas e inconformidades presenta-
das por los afectados, sus representantes o los denunciantes ante la
Comisión Nacional;
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II. Iniciar, a petición de parte, la investigación de las quejas e inconfor-
midades que le sean presentadas, o de oficio, discrecionalmente aqué-
llas sobre denuncias de violación a los Derechos Humanos que apa-
rezcan en los medios de comunicación;

III. Realizar las actividades necesarias para lograr, por medio de la con-
ciliación, la solución inmediata de las violaciones de Derechos Hu-
manos que por su propia naturaleza así lo permita;

IV. Realizar las investigaciones y estudios necesarios para formular los
proyectos de recomendación o acuerdo, que se someterán al Presi-
dente de la Comisión Nacional para su consideración; y

V. Las demás que le señale la presente ley y el presidente de la Comisión
Nacional, necesarias para el mejor cumplimiento de sus funciones.

Los visitadores adjuntos auxiliarán en sus funciones a los Visitadores Ge-
nerales en los términos que fije el Reglamento y para tal efecto deberán re-
unir los requisitos que establezca el mismo para su designación.

TÍTULO III
DEL PROCEDIMIENTO ANTE LA COMISIÓN NACIONAL

DE DERECHOS HUMANOS

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 25. Cualquier persona podrá denunciar presuntas violaciones a los
Derechos Humanos y acudir ante las oficinas de la Comisión Nacional para
presentar, ya sea directamente o por medio de representante, quejas contra
dichas violaciones.

Cuando los interesados estén privados de su libertad o se desconozca su
paradero, los hechos se podrán denunciar por los parientes o vecinos de los
afectados, inclusive, por menores de edad.

Las organizaciones no gubernamentales legalmente constituidas podrán
acudir ante la Comisión Nacional de Derechos Humanos para denunciar las
violaciones de Derechos Humanos respecto de personas que, por sus condicio-
nes físicas, mentales, económicas y culturales, no tengan la capacidad efecti-
va de presentar quejas de manera directa.

Artículo 26. La queja sólo podrá presentarse dentro del plazo de un año, a
partir de que se hubiera iniciado la ejecución de los hechos que se estimen
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violatorios, o de que el quejoso hubiese tenido conocimiento de los mismos.
En casos excepcionales, y tratándose de infracciones graves a los Derechos
Humanos, la Comisión Nacional podrá ampliar dicho plazo mediante una
resolución razonada. No contará plazo alguno cuando se trate de hechos que
por su gravedad puedan ser considerados violaciones de lesa humanidad.

Artículo 27. La instancia respectiva deberá presentarse por escrito; en ca-
sos urgentes podrá formularse por cualquier medio de comunicación electró-
nica. No se admitirán comunicaciones anónimas, por lo que toda queja o
reclamación deberá ratificarse dentro de los tres días siguientes a su presen-
tación, si el quejoso no se identifica y la suscribe en un primer momento.

Cuando los quejosos o denunciantes se encuentren recluidos en un centro
de detención o reclusorio, sus escritos deberán ser transmitidos a la Comi-
sión Nacional sin demora alguna por los encargados de dicho centro de de-
tención o reclusorio, sus escritos deberán ser transmitidos a Visitadores Ge-
nerales o adjuntos.

Artículo 28. La Comisión Nacional designará personal de guardia para re-
cibir y atender las reclamaciones o quejas urgentes a cualquier hora del día y
de la noche.

Artículo 29. La Comisión Nacional deberá poner a disposición de los re-
clamantes formularios que faciliten el trámite, y en todo caso orientará a los
comparecientes sobre el contenido de su queja o reclamación. Las quejas
también podrán presentarse oralmente, cuando los comparecientes no pue-
dan escribir o sean menores de edad. Tratándose de personas que no hablen o
entiendan correctamente el idioma español, se les proporcionará gratuita-
mente un traductor.

Artículo 30. En todos los casos que se requiera, la Comisión Nacional
levantará acta circunstanciada de sus actuaciones.

Artículo 3l. En el supuesto de que los quejosos o denunciantes no puedan
identificar a las autoridades o servidores públicos, cuyos actos u omisiones
consideren haber afectado sus derechos fundamentales, la instancia será ad-
mitida, si procede, bajo la condición de que se logre dicha identificación en
la investigación posterior de los hechos.

Artículo 32. La formulación de quejas y denuncias, así como las resolu-
ciones y Recomendaciones que emita la Comisión Nacional, no afectarán el
ejercicio de otros derechos y medios de defensa que puedan corresponder a
los afectados conforme a las leyes, no suspenderán ni interrumpirán sus pla-
zos preclusivos, de prescripción o caducidad. Esta circunstancia deberá se-
ñalarse a los interesados en el acuerdo de admisión de la instancia.
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Artículo 33. Cuando la instancia sea inadmisible por ser manifiestamente
improcedente o infundada, será rechazada de inmediato. Cuando no corres-
ponda de manera ostensible a la competencia de la Comisión Nacional, se
deberá proporcionar orientación al reclamante, a fin de que acuda a la autori-
dad o servidor público a quien corresponda conocer o resolver el asunto.

Artículo 34. Una vez admitida la instancia, deberá ponerse en conocimiento
de las autoridades señaladas como responsables, utilizando en casos de ur-
gencia cualquier medio de comunicación electrónica. En la misma comuni-
cación se solicitará a dichas autoridades o servidores públicos que rindan un
informe sobre los actos, omisiones o resoluciones que se les atribuyan en la
queja, el cual deberán presentar dentro de un plazo máximo de quince días
naturales y por los medios que sean convenientes, de acuerdo con el caso. En
las situaciones que a juicio de la Comisión Nacional se consideren urgentes,
dicho plazo podrá ser reducido.

Artículo 35. La Comisión Nacional, por conducto de su Presidente y pre-
via consulta con el Consejo Consultivo, puede declinar su competencia en un
caso determinado, cuando así lo considere conveniente para preservar la au-
tonomía y autoridad moral de la institución.

Artículo 36. Desde el momento en que se admita la queja, el Presidente o
los Visitadores Generales o adjuntos y, en su caso, el personal técnico y pro-
fesional, se pondrán en contacto inmediato con la autoridad señalada como
responsable de la presunta violación de Derechos Humanos para intentar lo-
grar una conciliación entre los intereses de las partes involucradas, siempre
dentro del respeto de los Derechos Humanos que se consideren afectados, a
fin de lograr una solución inmediata del conflicto.

De lograrse una solución satisfactoria o el allanamiento del o de los res-
ponsables, la Comisión Nacional lo hará constatar así y ordenará el archivo
del expediente, el cual podrá reabrirse cuando los quejosos o denunciantes
expresen a la Comisión Nacional que no se ha cumplido con el compromiso
en un plazo de 90 días. Para estos efectos, la Comisión Nacional en el térmi-
no de setenta y dos horas dictará el acuerdo correspondiente y, en su caso,
proveerá las acciones y determinaciones conducentes.

Artículo 37. Si de la presentación de la queja no se deducen los elementos
que permitan la intervención de la Comisión Nacional, ésta requerirá por
escrito al quejoso para que la aclare. Si después de dos requerimientos el
quejoso no contesta, se enviará la queja al archivo por falta de interés del pro-
pio quejoso.

Artículo 38. En el informe que deberán rendir las autoridades señaladas
como responsables contra las cuales se interponga queja o reclamación, se
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deberá hacer constar los antecedentes del asunto, los fundamentos y motiva-
ciones de los actos u omisiones impugnados, si efectivamente éstos existie-
ron, así como los elementos de información que consideren necesarios para
la documentación del asunto.

La falta de rendición del informe o de la documentación que lo apoye, así
como el retraso injustificado en su presentación, además de la responsabili-
dad respectiva, tendrá el efecto de que en relación con el trámite de la queja se
tengan por ciertos los hechos materia de la misma, salvo prueba en contrario.

Artículo 39. Cuando para la resolución de un asunto se requiera una inves-
tigación, el Visitador General tendrá las siguientes facultades:

I. Pedir a las autoridades o servidores públicos, a los que se imputen
violaciones de Derechos Humanos, la presentación de informes o
documentación adicionales;

II. Solicitar de otras autoridades, servidores públicos o particulares todo
género de documentos e informes;

III. Practicar visitas e inspecciones, ya sea personalmente o por medio del
personal técnico o profesional bajo su dirección en términos de ley;

IV. Citar a las personas que deban comparecer como peritos o testigos; y
V. Efectuar todas las demás acciones que conforme a derecho juzgue

convenientes para el mejor conocimiento del asunto.

Artículo 40. El Visitador General tendrá la facultad de solicitar en cual-
quier momento, a las autoridades competentes, que se tomen todas las medi-
das precautorias o cautelares necesarias para evitar la consumación irrepara-
ble de las violaciones denunciadas o reclamadas, o la producción de daños de
difícil reparación a los afectados, así como solicitar su modificación cuando
cambien las situaciones que las justificaron.

Dichas medidas pueden ser de conservación o restitutorias, según lo re-
quiera la naturaleza del asunto.

Artículo 41. Las pruebas que se presenten, tanto por los interesados, como
por las autoridades o servidores públicos a los que se imputen las violacio-
nes, o bien que la Comisión Nacional requiera y recabe de oficio, serán valo-
radas en su conjunto por el Visitador General, de acuerdo con los principios
de la lógica y de la experiencia, y en su caso de la legalidad, a fin de que
puedan producir convicción sobre los hechos materia de la queja.

Artículo 42. Las conclusiones del expediente, que serán la base de las
recomendaciones, estarán fundamentadas exclusivamente en la documenta-
ción y pruebas que obren en el propio expediente.
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CAPÍTULO II
DE LOS ACUERDOS Y RECOMENDACIONES AUTÓNOMOS

Artículo 43. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá dictar
acuerdos de trámite, que serán obligatorios para las autoridades y servidores
públicos para que comparezcan o aporten información o documentación. Su
incumplimiento acarreará las sanciones y responsabilidades señaladas en el
Título IV, Capítulo II de la presente ley.

Artículo 44. Concluida la investigación, el Visitador General formulará, en
su caso, un proyecto de Recomendación, o acuerdo de no responsabilidad
en los cuales se analizarán los hechos, los argumentos y pruebas, así como
los elementos de convicción y las diligencias practicadas, a fin de determinar
si las autoridades o servidores han violado o no los Derechos Humanos de los
afectados, al haber incurrido en actos y omisiones ilegales, irrazonables, in-
justas, inadecuadas o erróneas, o hubiesen dejado sin respuesta las solicitu-
des presentadas por los interesados durante un periodo que exceda notoria-
mente los plazos fijados por las leyes.

En el proyecto de Recomendación, se señalarán las medidas que procedan
para la efectiva restitución de los afectados en sus derechos fundamentales, y
si procede en su caso, para la reparación de los daños y perjuicios que se
hubiesen ocasionado.

Los proyectos antes referidos serán sometidos al Presidente de la Comi-
sión Nacional para su consideración final.

Artículo 45. En caso de que no se comprueben las violaciones de Dere-
chos Humanos imputadas, la Comisión Nacional dictará acuerdo de no res-
ponsabilidad.

Artículo 46. La recomendación será pública y no tendrá carácter imperati-
vo para la autoridad o servidor público a los cuales se dirigirá y, en conse-
cuencia, no podrá por sí misma anular, modificar o dejar sin efecto las resolu-
ciones o actos contra los cuales se hubiese presentado la queja o denuncia.

En todo caso, una vez recibida, la autoridad o servidor público de que se
trate informará, dentro de los quince días hábiles siguientes a su notificación,
si acepta dicha Recomendación. Entregará, en su caso, en otros quince días
adicionales, las pruebas correspondientes de que ha cumplido con la Reco-
mendación. Dicho plazo podrá ser ampliado cuando la naturaleza de la Re-
comendación así lo amerite.

Artículo 47. En contra de las Recomendaciones, acuerdos o resoluciones
definitivas de la Comisión Nacional, no procederá ningún recurso.
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Artículo 48. La Comisión Nacional no estará obligada a entregar ninguna
de sus pruebas a la autoridad a la cual dirigió una Recomendación o algún
particular. Si dichas pruebas le son solicitadas, discrecionalmente determina-
rá si son de entregarse o no.

Artículo 49. Las Recomendaciones y los acuerdos de no responsabilidad
se referirán a casos concretos: las autoridades no podrán aplicarlos a otros
casos por analogía o mayoría de razón.

CAPÍTULO III
DE LAS NOTIFICACIONES Y LOS INFORMES

Artículo 50. La Comisión Nacional notificará inmediatamente a los quejosos
los resultados de la investigación, la Recomendación que haya dirigido a las
autoridades o servidores públicos responsables de las violaciones respecti-
vas, la aceptación y la ejecución que se haya dado a la misma, así como, en su
caso, el acuerdo de no responsabilidad.

Artículo 51. El Presidente de la Comisión Nacional deberá publicar, en su
totalidad o en forma resumida, las Recomendaciones y los acuerdos de no
responsabilidad de la Comisión Nacional. En casos excepcionales podrá de-
terminar si los mismos sólo deban comunicarse a los interesados de acuerdo
con las circunstancias del propio caso.

Artículo 52. El Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos presentará anualmente en el mes de febrero, a los Poderes de la Unión
un informe sobre las actividades que haya realizado en el periodo compren-
dido entre el 1o. de enero y el 31 de diciembre del año inmediato anterior. Al
efecto comparecerá primero ante el Pleno de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión; posteriormente ante el Presidente de los Estados Uni-
dos Mexicanos y ante el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
Dicho informe será difundido en la forma más amplia posible para conoci-
miento de la sociedad

Artículo 53. Los informes anuales del Presidente de la Comisión Nacional
deberán comprender una descripción del número y características de las que-
jas y denuncias que se hayan presentado, los efectos de la labor de concilia-
ción; las investigaciones realizadas, las Recomendaciones y los acuerdos de
no responsabilidad que se hubiesen formulado; los resultados obtenidos, así
como las estadísticas, los programas desarrollados y demás datos que se con-
sideren convenientes. Asimismo, el informe podrá contener proposiciones
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dirigidas a las autoridades y servidores públicos competentes, tanto federa-
les, como locales y municipales, para promover la expedición o modificación
de disposiciones legislativas y reglamentarias, así como para perfeccionar las
prácticas administrativas correspondientes, con el objeto de tutelar de mane-
ra más efectiva los Derechos Humanos de los gobernados y lograr una mayor
eficiencia en la prestación de los servidores públicos.

Artículo 54. Ninguna autoridad o servidor público dará instrucciones a la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con motivo de los informes a
que se refiere el artículo 52 de esta ley.

CAPÍTULO IV
DE LAS INCONFORMIDADES

Artículo 55. Las inconformidades se sustanciarán mediante los recursos de queja
e impugnación, con base en lo dispuesto por el artículo 102, apartado B, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de acuerdo con las
disposiciones de esta ley. Se aplicarán supletoriamente y en lo que resulte
procedente, los preceptos del Título III, Capítulo I, de esta ley. Las resolucio-
nes de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos sobre estas incon-
formidades no admitirán recurso alguno.

Artículo 56. El recurso de queja sólo podrá ser promovido por los quejo-
sos, o denunciantes que sufran un perjuicio grave, por las omisiones o por la
inacción de los Organismos locales, con motivo de los procedimientos que
hubiesen sustanciado ante los mismos, y siempre que no exista Recomenda-
ción alguna sobre el asunto de que se trate; y hayan transcurrido seis meses
desde que se presentó la queja o denuncia ante el propio Organismo local.

En caso de que el Organismo local acredite estar dando seguimiento ade-
cuado a la queja o denuncia, el recurso de queja deberá ser desestimado.

Artículo 57. El recurso de queja deberá ser presentado directamente ante
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, por escrito, o en casos de
urgencia, oralmente o por cualquier medio de comunicación: en este supues-
to, la instancia deberá ser ratificada dentro de los tres días siguientes por el
interesado. En dicho escrito o comunicación deberán precisarse las omisio-
nes o la inactividad del Organismo Estatal respectivo; acompañado de las
pruebas documentales que lo sustenten. La Comisión Nacional, antes de pro-
nunciarse sobre la admisión del recurso, podrá solicitar a los interesados las
informaciones o aclaraciones que considere necesarias, y podrá desecharlo
de plano cuando lo considere notoriamente infundado o improcedente.
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Artículo 58. La tramitación será breve y sencilla. Una vez admitido el re-
curso, la Comisión Nacional correrá traslado del mismo, al Organismo Esta-
tal contra el cual se presente, para que rinda un informe en un plazo no mayor
de diez días hábiles, el cual deberá acompañar con las constancias y funda-
mentos que justifiquen su conducta. Si dicho informe no se presenta dentro
de dicho plazo, se presumirán ciertos los hechos señalados, salvo prueba en
contrario.

Artículo 59. La Comisión Nacional deberá pronunciarse sobre la queja en
un término que no exceda de sesenta días, a partir de la aceptación del recur-
so, formulando una Recomendación al Organismo local, para que subsane,
de acuerdo con su propia legislación, las omisiones o inactividad en las que
hubiese incurrido: o bien declarará infundada la inconformidad cuando con-
sidere suficiente la justificación que presenta ese Organismo Estatal. Éste de-
berá informar en su caso, en un plazo no mayor de quince días hábiles, sobre la
aceptación y cumplimiento que hubiese dado a dicha Recomendación.

Artículo 60. La Comisión Nacional ante un recurso de queja por omisión o
inactividad, si considera que el asunto es importante y el Organismo Estatal
puede tardar mucho en expedir su Recomendación, podrá atraer esa queja y
continuar tramitándola con el objeto de que sea este Organismo el que emita,
en su caso, la Recomendación correspondiente.

Artículo 61. El recurso de impugnación procederá exclusivamente ante la
Comisión Nacional y contra las resoluciones definitivas de los Organismos
Estatales de Derechos Humanos o respecto de las informaciones también
definitivas de las autoridades locales sobre el cumplimiento de las Recomen-
daciones emitidas por los citados Organismos. Excepcionalmente podrán im-
pugnarse los acuerdos de los propios Organismos Estatales cuando, a juicio
de la Comisión Nacional, se violen ostensiblemente los derechos de los que-
josos o denunciantes en los procedimientos seguidos ante los citados Orga-
nismos, y los derechos deban protegerse de inmediato.

Artículo 62. El recurso de impugnación deberá contener una descripción
concreta de los hechos y razonamientos en que se apoya, así como las prue-
bas documentales que se consideren necesarias. A su vez, el Organismo Esta-
tal de Derechos Humanos deberá enviar, con la instancia del recurrente, un
informe sobre la Recomendación que se impugna con los documentos justifi-
cativos que considere necesarios.

Artículo 63. El recurso de impugnación interpuesto contra una Recomen-
dación de carácter local, o contra la insuficiencia en el cumplimiento de la
misma por la autoridad local, deberá presentarse por escrito ante el Organis-
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mo Estatal de protección de Derechos Humanos que la hubiere formulado,
dentro de un plazo de treinta días naturales, contados a partir de que el recu-
rrente tuvo conocimiento de la propia Recomendación. El citado Organismo
local deberá enviar el recurso ante la Comisión Nacional dentro de los quince
días siguientes.

Artículo 64. Sólo quienes hayan sido quejosos en un expediente integrado
por un Organismo Estatal de Derechos Humanos, estarán legitimados para
interponer los recursos de impugnación, tanto contra las Recomendaciones
de dichos Organismos como contra la insuficiencia de las autoridades locales
en el cumplimiento de ellas.

Artículo 65. Una vez que la Comisión Nacional hubiese recibido el recur-
so de impugnación, de inmediato examinará su procedencia y, en caso necesa-
rio, requerirá las informaciones que considere necesarias del Organismo Es-
tatal respectivo, o de la autoridad correspondiente. Podrá desechar de plano
aquellos recursos que considere notoriamente infundados o improcedentes.

Una vez admitido el recurso, se correrá traslado del mismo a la autoridad
u Organismo Estatal contra el cual se hubiese interpuesto, según sea el caso,
a fin de que en un plazo máximo de diez días naturales remita un informe con
las constancias y fundamentos que justifiquen su conducta. Si dicho informe
no se presenta oportunamente, en relación con el trámite del recurso, se pre-
sumirán ciertos los hechos señalados en el recurso de impugnación, salvo
prueba en contrario.

De acuerdo con la documentación respectiva, la Comisión Nacional exa-
minará la legalidad de la Recomendación del Organismo local, o de la con-
ducta de la autoridad sobre el cumplimiento de la que se le hubiese formula-
do. Excepcionalmente y sólo cuando se considere que es preciso un periodo
probatorio, se recibirán las pruebas ofrecidas por los interesados o por los
representantes oficiales de dichos Organismos.

Artículo 66. Una vez agotada la tramitación, la Comisión Nacional deberá
resolver el recurso de impugnación en un plazo no mayor de sesenta días
hábiles, en el cual deberá pronunciarse por:

a) La confirmación de la resolución definitiva del Organismo local de De-
rechos Humanos;

b) La modificación de la propia Recomendación, caso en el cual formula-
rá, a su vez, una Recomendación al Organismo local;

c) La declaración de suficiencia en el cumplimiento de la Recomendación
formulada por el Organismo Estatal respectivo;
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d) La declaración de insuficiencia en el cumplimiento de la Recomenda-
ción del Organismo Estatal por parte de la autoridad local a la cual se
dirigió, supuesto en el que la Comisión Nacional formulará una Reco-
mendación dirigida a dicha autoridad, la que deberá informar sobre su
aceptación y cumplimiento.

TÍTULO IV
DE LAS AUTORIDADES Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS

CAPÍTULO I
OBLIGACIONES Y COLABORACIÓN

Artículo 67. De conformidad con lo establecido en la presente ley, las autori-
dades y servidores públicos de carácter federal, involucrados en asuntos de la
competencia de la Comisión, o que por razón de sus funciones o actividades
puedan proporcionar información pertinente, deberán cumplir en sus térmi-
nos con las peticiones de la Comisión en tal sentido.

En los casos a que se refiere el segundo párrafo del artículo 3o. de la ley
tratándose de las inconformidades previstas en el último párrafo del artículo
102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autori-
dades locales y municipales correspondientes deberán proporcionar a la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos la información y datos que ésta
les solicite, en los términos de la presente ley.

Artículo 68. Las autoridades o servidores públicos a los que se les solicite
información o documentación que se estime con carácter reservado, lo co-
municarán a la Comisión Nacional y expresarán las razones para considerar-
la así. En ese supuesto, los Visitadores Generales de la Comisión Nacional
tendrán la facultad de hacer la calificación definitiva sobre la reserva, y soli-
citar que se les proporcione la información o documentación, que se maneja-
rá en la más estricta confidencialidad.

Artículo 69. En los términos previstos en la presente ley, las autoridades y
servidores públicos, federales, locales y municipales, colaborarán dentro del
ámbito de su competencia, con la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos. Sin perjuicio de las atribuciones legales que correspondan a los Organis-
mos Estatales de protección de los Derechos Humanos, la Comisión podrá
celebrar convenios o acuerdos con dichas autoridades y servidores públicos
para que puedan actuar como receptores de quejas y denuncias de compe-
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tencia federal, las que remitirán a la Comisión Nacional por los medios más
expeditos.

CAPÍTULO II
DE LAS RESPONSABILIDADES DE LAS AUTORIDADES

Y SERVIDORES PÚBLICOS

Artículo 70. Las autoridades y los servidores públicos serán responsables
penal y administrativamente por los actos u omisiones en que incurran du-
rante y con motivo de la tramitación de quejas e inconformidades ante la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, de acuerdo con las disposi-
ciones constitucionales y legales aplicables.

Artículo 71. La Comisión Nacional podrá rendir un informe especial cuando
persistan actitudes u omisiones que impliquen conductas evasivas o de entor-
pecimiento por parte de las autoridades y servidores públicos que deban in-
tervenir o colaborar en sus investigaciones, no obstante los requerimientos
que ésta les hubiere formulado.

La Comisión Nacional denunciará ante los órganos competentes los deli-
tos o faltas que, independientemente de dichas conductas y actitudes, hubie-
sen cometido las autoridades o servidores públicos de que se trate.

Respecto a los particulares que durante los procedimientos de la Comisión
Nacional incurran en faltas o en delitos, la misma lo hará del conocimiento
de las autoridades competentes para que sean sancionados de acuerdo con las
leyes de la materia.

Artículo 72. La Comisión Nacional deberá poner en conocimiento de las
autoridades superiores competentes, los actos u omisiones en que incurran
autoridades y servidores públicos durante y con motivo de las investigacio-
nes que realiza dicha Comisión, para efectos de la aplicación de las sancio-
nes administrativas que deban imponerse. La autoridad superior deberá in-
formar a la Comisión Nacional sobre las medidas o sanciones disciplinarias
impuestas.

Artículo 73. Además de las denuncias sobre los delitos y faltas administra-
tivas en que puedan incurrir las autoridades y servidores públicos en el curso
de las investigaciones seguidas por la Comisión Nacional, podrá solicitar la
amonestación pública o privada, según el caso, al titular de la dependencia de
que se trate.
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TÍTULO V
DEL RÉGIMEN LABORAL

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 74. El personal que preste sus servicios a la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos se regirá por las disposiciones del apartado B del
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado. Dicho personal
quedará incorporado al Régimen del Instituto de Seguridad y Servicios So-
ciales de los Trabajadores del Estado.

Todos los servidores públicos que integran la planta de la Comisión Na-
cional son trabajadores de confianza, debido a la naturaleza de las funciones
que ésta desempeña.

TÍTULO VI
DEL PATRIMONIO Y DEL PRESUPUESTO

DE LA COMISIÓN NACIONAL

Artículo 75. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos contará con
patrimonio propio. El Gobierno Federal deberá proporcionarle los recursos
materiales y financieros para su debido funcionamiento.

Artículo 76. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos tendrá la
facultad de elaborar su anteproyecto de presupuesto anual de egresos, el cual
remitirá directamente al Secretario de Estado competente, para el trámite
correspondiente.

TRANSITORIOS

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que
se opongan al presente ordenamiento.

Tercero. En tanto el Congreso de la Unión para el Distrito Federal y las
Legislaturas de los estados establezcan los Organismos de Protección de los
Derechos Humanos a que se refiere el primer párrafo del apartado B del
artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos podrá seguir conociendo de
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las quejas que deban ser de competencia local, de conformidad con lo esta-
blecido por dicha Constitución Política.

La Comisión Nacional conocerá también de las quejas e inconformidades
que se presenten en relación con las Recomendaciones o acuerdos del Orga-
nismo de Derechos Humanos del Distrito Federal, así como de la insuficien-
cia en el cumplimiento de las mismas por parte de las autoridades a las que
sean emitidas.

Cuarto. Los recursos humanos, materiales y presupuestales con que ac-
tualmente cuenta la Comisión Nacional de Derechos Humanos como órgano
desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, pasarán a formar parte de la
Comisión Nacional de Derechos Humanos como Organismo descentralizado
que se crea en esta ley, preservándose los derechos adquiridos de los trabaja-
dores de la Comisión.

Quinto. Los actuales funcionarios de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos permanecerán en sus cargos hasta que se haga la designación co-
rrespondiente, conforme a lo dispuesto por esta ley.

Sexto. Los actuales miembros del Consejo de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos permanecerán en el desempeño de sus encargos en dicho
Consejo, el que realizará una insaculación para conocer el orden en que serán
sustituidos de conformidad con el artículo 17 de esta ley.

Séptimo. El Reglamento Interior de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos será expedido por su Consejo dentro de los seis meses siguientes a
la entrada en vigor de esta ley, y deberá ser publicado en el Diario Oficial
de la Federación.

Octavo. El Presidente de la República enviará a la Cámara de Senadores
o a la Comisión Permanente del Congreso de la Unión, en su caso, para su
aprobación, el nombramiento del Presidente de la Comisión Nacional de De-
rechos Humanos, dentro de los noventa días siguientes a aquél en que esta
ley entre en vigor.

[...]

ARTÍCULOS TRANSITORIOS DEL DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA

Y DEROGA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY

DE LA COMISIÓN NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS,
PUBLICADO EL 26 DE NOVIEMBRE DE 2001

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.
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Segundo. En el informe correspondiente al año 2001, se abarcará desde el
día 16 de noviembre de 2000 hasta el 31 de diciembre de 2001.

Tercero. Quedan sin efecto todas las disposiciones legales y reglamentos
que se opongan al presente decreto.

Cuarto. Toda referencia que se haga en ésta y en otras disposiciones lega-
les a la Comisión Nacional de Derechos Humanos y al Consejo de la Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos, deberán entenderse a la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos y al Consejo Consultivo respectivamente.

[...]

3. REGLAMENTO INTERNO DE LA COMISIÓN NACIONAL
DE DERECHOS HUMANOS*

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1o. El presente ordenamiento reglamenta la Ley de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos y regula su estructura, facultades y funcio-
namiento como Organismo descentralizado, con personalidad jurídica y pa-
trimonio propios, cuyo objeto esencial es la protección, la observancia, la
promoción, el estudio y la divulgación de los derechos humanos previstos por
el orden jurídico mexicano y en los instrumentos jurídicos internacionales
que México ha ratificado.

La Comisión Nacional es también un órgano de la sociedad y defensor de
ésta.

Artículo 5o. En el desempeño de sus funciones y en el ejercicio de su auto-
nomía, la Comisión Nacional no recibirá instrucciones o indicaciones de au-
toridad o servidor público alguno. Sus Recomendaciones y documentos de
no responsabilidad sólo estarán basados en las evidencias que de manera feha-
ciente consten en los respectivos expedientes.

* Publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de noviembre de 1992 (actualiza-
do conforme a las reformas publicadas en el mismo medio el 17 de noviembre de 2000). La
versión aquí transcrita es de Decreto Constitucional, Ley y Reglamento Interno de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos, 4a. ed., pp. 44 y ss.
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Artículo 6o. Para los efectos del desarrollo de las funciones de la Comi-
sión Nacional, se entiende que los Derechos Humanos son los inherentes a la
naturaleza humana, sin los cuales no se puede vivir como ser humano. En su
aspecto positivo, son los que reconoce la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos y los que se recogen en los pactos, los convenios y los
tratados internacionales suscritos y ratificados por México.

Artículo 8o. Los Organismos Estatales o locales de protección de los De-
rechos Humanos a que se refiere el artículo 102, apartado B, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley de la Comisión Na-
cional de Derechos Humanos, se enuncian en el presente Reglamento como
Comisiones Estatales de Derechos Humanos, independientemente de la de-
nominación específica que cada legislatura local, y el Congreso de la Unión
para el caso de la correspondiente al Distrito Federal, dé a cada una de ellas.

Artículo 9o. Los procedimientos que se sigan ante la Comisión Nacional
deberán ser breves y sencillos. Para ello se evitarán los formalismos, excepto
los ordenados en la Ley y en el presente Reglamento; se procurará, en lo po-
sible, la comunicación inmediata con los quejosos y con las autoridades, sea
ésta personal, telefónica o por cualquier otro medio, a efecto de allegarse los
elementos suficientes para determinar su competencia y proceder en conse-
cuencia. Asimismo, durante la tramitación de los expedientes de queja, se
buscará que a la brevedad posible se realice la investigación a que haya lugar,
evitando actuaciones no indispensables.

Artículo 10. Todas las actuaciones de la Comisión Nacional serán gratui-
tas. Esta disposición deberá ser informada explícitamente a quienes recurran
a ella. Cuando para el trámite de las quejas los interesados decidan contar con
la asistencia de un abogado o representante profesional, se les deberá hacer
la indicación de que ello no es indispensable y se les recordará la gratuidad
de los servicios que la Comisión Nacional tiene la obligación de proporcionar.

Artículo 11. Las investigaciones que realice el personal de la Comisión Na-
cional, los trámites de procedimiento que se lleven a cabo en cada expediente
de queja, así como la documentación recibida por la autoridad y los quejosos,
se verificarán dentro de la más absoluta reserva, en los términos del segundo
párrafo del artículo 4o. de la Ley.

Lo anterior, sin perjuicio de las consideraciones que en casos concretos se
puedan formular a través de las Recomendaciones, las declaraciones y los
informes anuales o especiales.

Artículo 12. Los servidores públicos que laboren en la Comisión Nacional
de Derechos Humanos no estarán obligados a rendir testimonio cuando dicha
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prueba haya sido ofrecida en procesos civiles, penales o administrativos y el
testimonio se encuentre relacionado con su intervención en el tratamiento de
las quejas radicadas en la Comisión Nacional.

Artículo 13. El personal de la Comisión Nacional prestará sus servicios
inspirado, primordialmente, en los altos principios que conforman la existen-
cia y los propósitos de dicho Organismo. En consecuencia, deberá procurar
en toda circunstancia la protección de los Derechos Humanos de los quejo-
sos; participar en las acciones de promoción de los Derechos Humanos, y
elevar al conocimiento y resolución de los superiores jerárquicos toda inicia-
tiva que contribuya a la mejor realización de las finalidades de la institución.

TÍTULO II
FUNCIONES DE LA COMISIÓN NACIONAL

CAPÍTULO I
ATRIBUCIONES GENERALES

Artículo 15. Las funciones y atribuciones de la Comisión Nacional son las
que establece el artículo 6o. de su Ley.

CAPÍTULO II
COMPETENCIA EN MATERIA DE PRESUNTAS VIOLACIONES

A DERECHOS HUMANOS

Artículo 16. Para los efectos de lo dispuesto por los artículos 3o. y 6o. de su
ley, la Comisión Nacional tendrá competencia en todo el territorio nacional,
para conocer de quejas relacionadas con presuntas violaciones a los Derechos
Humanos cuando éstas fueren imputadas a autoridades y servidores públicos
de carácter federal, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación.

Artículo 17. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 6o., fracción II,
inciso a), de la Ley, se entiende por actos u omisiones de autoridades admi-
nistrativas de carácter federal, los que provengan de instituciones, dependen-
cias u Organismos tanto de la administración pública federal centralizada
como paraestatal y, en el caso de estos últimos, cuando aparezcan en el Re-
gistro Público respectivo que lleva al efecto la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público, en tanto que tales actos u omisiones puedan considerarse como
de autoridad.
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Las quejas por presuntas violaciones a los Derechos Humanos por parte
de la Procuraduría Agraria, la Procuraduría Federal del Consumidor y la Pro-
curaduría Federal de Protección al Ambiente quedarán dentro de la compe-
tencia de la Comisión Nacional, cuando sus actos u omisiones puedan ser
reputados como de autoridad.

Artículo 18. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 6o., fracción II,
inciso b), de la Ley, se entiende por “ilícitos” las conductas que puedan ti-
pificarse como delitos y las faltas o las infracciones administrativas.

Artículo 19. Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 7o., fracción II,
de la Ley, se entiende por resoluciones de carácter jurisdiccional:

I. Las sentencias o los laudos definitivos que concluyan la instancia;
II. Las sentencias interlocutorias que se emitan durante el proceso;

III. Los autos y acuerdos dictados por el Juez o por el personal del juz-
gado o tribunal para cuya expedición se haya realizado una valora-
ción y determinación jurídica o legal;

IV. En materia administrativa, los análogos a los señalados en las frac-
ciones anteriores.

Todos los demás actos u omisiones procedimentales de los poderes judi-
ciales serán considerados con el carácter de administrativos, de acuerdo al
artículo 8o. de la Ley y, en consecuencia, susceptibles de ser reclamados ante
las Comisiones Estatales de Derechos Humanos vía queja o ante la Comisión
Nacional cuando medie el recurso correspondiente.

Artículo 20. Para efecto de lo dispuesto por el artículo 7o., fracción III, de
la Ley, se entiende por conflictos laborales los suscitados entre un patrón o
varios y uno o más trabajadores, incluso cuando el patrón sea una autoridad
o dependencia federal, estatal o municipal.

Artículo 21. Cuando la Comisión Nacional reciba una queja por presuntas
violaciones a Derechos Humanos, cometidas por una autoridad o servidor
público del Poder Judicial de la Federación, acusará recibo de la misma al
quejoso, pero no admitirá la instancia, debiendo enviar de inmediato el escri-
to de queja a la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

La Comisión Nacional notificará al quejoso acerca de la remisión de su
queja, a efecto de que éste pueda darle el seguimiento que corresponda.

Si en una queja estuvieren involucrados tanto servidores públicos o auto-
ridades federales, como miembros del Poder Judicial Federal, la Comisión
Nacional hará el desglose correspondiente y turnará lo relativo a la Suprema
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Corte de Justicia de la Nación en los términos del párrafo anterior. A la vez,
radicará el expediente y admitirá la instancia por lo que se refiere a la autori-
dad o servidor público federal de carácter administrativo.

Artículo 22. Cuando la Comisión Nacional reciba una queja por presuntas
violaciones a los Derechos Humanos en materia agraria, que sea de la com-
petencia de la Procuraduría Agraria, la turnará de inmediato a dicha Procu-
raduría notificando de esta remisión al quejoso. En este caso se acusará reci-
bo al quejoso, pero no se admitirá la instancia y se actuará en los mismos
términos señalados en el segundo párrafo del artículo anterior.

Artículo 23. La Comisión Nacional, respecto de los actos u omisiones de
los tribunales agrarios, tanto del colegiado como de los unitarios, tendrá com-
petencia para intervenir sólo respecto de asuntos administrativos y, por nin-
gún motivo, en los de carácter jurisdiccional, en los términos señalados en el
artículo 19 de este Reglamento.

Artículo 24. Cuando la Comisión Nacional reciba una queja en materia
ecológica, la remitirá sin demora a la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, para que se le otorgue el tratamiento que corresponda. En este ca-
so, el quejoso recibirá el respectivo acuse de recibo de su escrito de queja,
pero la instancia no será admitida, debiéndose informar al propio quejoso de
la remisión de su documento a la Procuraduría aludida.

Artículo 25. La Comisión Nacional tendrá competencia para conocer en
segunda instancia de quejas en materia ecológica en los casos siguientes:

I. Cuando se trate de quejas por deficiencias, errores u omisiones en
los que hubiera podido incurrir la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente en el tratamiento de un problema o por el conteni-
do de su Recomendación;

II. Que el quejoso haya planteado originalmente el problema ante la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente y ésta haya pronun-
ciado una Recomendación que no haya sido cumplida debidamente
por la autoridad a la que fue dirigida;

III. Que la queja no implique que la Comisión Nacional se pronuncie
sobre aspectos técnicos o científicos;

IV. Que la queja se refiera a hechos concretos en los que se haya visto
afectada una comunidad y no una persona en particular.

Artículo 26. En los casos a que se refieren las fracciones I y II del artículo
anterior, solamente el quejoso ante la Procuraduría Federal de Protección al
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Ambiente estará legitimado para acudir en segunda instancia ante la Comi-
sión Nacional. La resolución que en segunda instancia tome la Comisión Na-
cional se basará exclusivamente en la revisión de los agravios que el quejoso
haga valer contra la determinación que en primera instancia haya tomado la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente. Dicha resolución de segun-
da instancia tendrá la misma naturaleza y obligatoriedad de las que se envíen
a las Comisiones Estatales de Derechos Humanos, en los términos de los ar-
tículos 169 y 170 del presente Reglamento.

Cuando en casos extraordinarios la Comisión Nacional determine como in-
dispensable la práctica de una investigación que no sea de carácter exclusiva-
mente jurídico, solicitará el auxilio de organismos técnicos especializados.

Artículo 27. Cuando la Comisión Nacional reciba un escrito de queja que
resulte de la competencia de una Comisión Estatal de Derechos Humanos,
enviará al quejoso el correspondiente acuse de recibo y, sin admitir la instan-
cia, la turnará a la Comisión Estatal respectiva, notificando de ello al quejoso
a fin de que éste dé a su queja el seguimiento que corresponda.

Artículo 28. Cuando en un mismo hecho o circunstancia estuvieren invo-
lucrados tanto autoridades o servidores públicos de la Federación como de
las Entidades Federativas o Municipios, la competencia se surtirá en favor
de la Comisión Nacional.

En el supuesto del párrafo que antecede, la Comisión Nacional enviará a
la respectiva Comisión Estatal una notificación sobre la admisión de la ins-
tancia de la queja de mérito, con el fin de que esta última no radique la misma
queja en su aspecto local o municipal.

Artículo 29. Cuando se presenten ante la Comisión Nacional quejas por
violaciones a los Derechos Humanos de comunidades indígenas que eviden-
cien patrones sistemáticos de trasgresión de tales Derechos, la Comisión
Nacional conocerá de dichas quejas. En estos casos, la Comisión Nacional,
con independencia de la forma de solución de cada expediente, podrá expe-
dir un pronunciamiento general sobre el problema planteado.

[...]
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4. LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR
LA DISCRIMINACIÓN*

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público y de interés
social. El objeto de la misma es prevenir y eliminar todas las formas de dis-
criminación que se ejerzan contra cualquier persona en los términos del ar-
tículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como promover la igualdad de oportunidades y de trato.

Artículo 2. Corresponde al Estado promover las condiciones para que la
libertad y la igualdad de las personas sean reales y efectivas. Los poderes
públicos federales deberán eliminar aquellos obstáculos que limiten en los
hechos su ejercicio e impidan el pleno desarrollo de las personas así como
su efectiva participación en la vida política, económica, cultural y social del
país y promoverán la participación de las autoridades de los demás órdenes
de Gobierno y de los particulares en la eliminación de dichos obstáculos.

Artículo 3. Cada una de las autoridades y de los órganos públicos fede-
rales adoptará las medidas que estén a su alcance, tanto por separado como
coordinadamente, de conformidad con la disponibilidad de recursos que se
haya determinado para tal fin en el Presupuesto de Egresos de la Federación
del ejercicio correspondiente, para que toda persona goce, sin discriminación
alguna, de todos los derechos y libertades consagrados en la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos en las leyes y en los Tratados Interna-
cionales de los que México sea parte.

En el Presupuesto de Egresos de la Federación para cada ejercicio fiscal,
se incluirán, las asignaciones correspondientes para promover las medidas
positivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades a que se
refiere el Capítulo III de esta Ley.

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley se entenderá por discriminación
toda distinción, exclusión o restricción que, basada en el origen étnico o nacio-
nal, sexo, edad, discapacidad, condición social o económica, condiciones de
salud, embarazo, lengua, religión, opiniones, preferencias sexuales, estado ci-
vil o cualquier otra, tenga por efecto impedir o anular el reconocimiento o el
ejercicio de los derechos y la igualdad real de oportunidades de las personas.

* Publicada en el Diario Oficial de la Federación el miércoles 11 de junio de 2003.
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También se entenderá como discriminación la xenofobia y el antisemitis-
mo en cualquiera de sus manifestaciones.

Artículo 5. No se considerarán conductas discriminatorias las siguientes:

I. Las acciones legislativas, educativas o de políticas públicas positi-
vas o compensatorias que sin afectar derechos de terceros establez-
can tratos diferenciados con el objeto de promover la igualdad real
de oportunidades;

II. Las distinciones basadas en capacidades o conocimientos especiali-
zados para desempeñar una actividad determinada;

III. La distinción establecida por las instituciones públicas de seguridad
social entre sus asegurados y la población en general;

IV. En el ámbito educativo, los requisitos académicos, de evaluación y
los límites por razón de edad;

V. Las que se establezcan como requisitos de ingreso o permanencia
para el desempeño del servicio público y cualquier otro señalado en
los ordenamientos legales;

VI. El trato diferenciado que en su beneficio reciba una persona que
padezca alguna enfermedad mental;

VII. Las distinciones, exclusiones, restricciones o preferencias que se
hagan entre ciudadanos y no ciudadanos, y

VIII. En general, todas las que no tengan el propósito de anular o menos-
cabar los derechos, y libertades o la igualdad de oportunidades de
las personas ni de atentar contra la dignidad humana.

Artículo 6. La interpretación del contenido de esta Ley, así como la actua-
ción de las autoridades federales será congruente con los instrumentos inter-
nacionales aplicables en materia de discriminación de los que México sea
parte, así como con las recomendaciones y resoluciones adoptadas por los
organismos multilaterales y regionales y demás legislación aplicable.

Artículo 7. Para los efectos del artículo anterior, cuando se presenten di-
ferentes interpretaciones, se deberá preferir aquella que proteja con mayor
eficacia a las personas o a los grupos que sean afectados por conductas dis-
criminatorias.

Artículo 8. En la aplicación de la presente Ley intervendrán las autorida-
des y los órganos públicos federales, así como el Consejo Nacional para Pre-
venir la Discriminación.
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CAPÍTULO II
MEDIDAS PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 9. Queda prohibida toda práctica discriminatoria que tenga por ob-
jeto impedir o anular el reconocimiento o ejercicio de los derechos y la igual-
dad real de oportunidades.

A efecto de lo anterior, se consideran como conductas discriminatorias:

I. Impedir el acceso a la educación pública o privada, así como a
becas e incentivos para la permanencia en los centros educati-
vos, en los términos de las disposiciones aplicables;

II. Establecer contenidos, métodos o instrumentos pedagógicos en
que se asignen papeles contrarios a la igualdad o que difundan
una condición de subordinación;

III. Prohibir la libre elección de empleo, o restringir las oportunida-
des de acceso, permanencia y ascenso en el mismo;

IV. Establecer diferencias en la remuneración, las prestaciones y las
condiciones laborales para trabajos iguales;

V. Limitar el acceso a los programas de capacitación y de forma-
ción profesional;

VI. Negar o limitar información sobre derechos reproductivos o im-
pedir el libre ejercicio de la determinación del número y
espaciamiento de los hijos e hijas;

VII. Negar o condicionar los servicios de atención médica, o impedir
la participación en las decisiones sobre su tratamiento médico o
terapéutico dentro de sus posibilidades y medios;

VIII. Impedir la participación en condiciones equitativas en asocia-
ciones civiles, políticas o de cualquier otra índole;

IX. Negar o condicionar el derecho de participación política y, espe-
cíficamente, el derecho al sufragio activo o pasivo, la elegibili-
dad y el acceso a todos los cargos públicos, así como la partici-
pación en el desarrollo y ejecución de políticas y programas de
gobierno, en los casos y bajo los términos que establezcan las
disposiciones aplicables;

X. Impedir el ejercicio de los derechos de propiedad, administra-
ción y disposición de bienes de cualquier otro tipo;

XI. Impedir el acceso a la procuración e impartición de justicia;
XII. Impedir que se les escuche en todo procedimiento judicial o admi-
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nistrativo en que se vean involucrados, incluyendo a las niñas y
los niños en los casos que la ley así lo disponga, así como negar
la asistencia de intérpretes en procedimientos administrativos o
judiciales, de conformidad con las normas aplicables;

XIII. Aplicar cualquier tipo de uso o costumbre que atente contra la
dignidad e integridad humana;

XIV. Impedir la libre elección de cónyuge o pareja;
XV. Ofender, ridiculizar o promover la violencia en los supuestos a

que se refiere el artículo 4 de esta Ley a través de mensajes e
imágenes en los medios de comunicación;

XVI. Limitar la libre expresión de las ideas, impedir la libertad de pen-
samiento, conciencia o religión, o de prácticas o costumbres reli-
giosas, siempre que éstas no atenten contra el orden público;

XVII. Negar asistencia religiosa a personas privadas de la libertad, que
presten servicio en las fuerzas armadas o que estén internadas en
instituciones de salud o asistencia;

XVIII. Restringir el acceso a la información, salvo en aquellos supues-
tos que sean establecidos por las leyes nacionales e instrumentos
jurídicos internacionales aplicables;

XIX. Obstaculizar las condiciones mínimas necesarias para el creci-
miento y desarrollo saludable, especialmente de las niñas y los
niños;

XX. Impedir el acceso a la seguridad social y a sus beneficios o esta-
blecer limitaciones para la contratación de seguros médicos, sal-
vo en los casos que la ley así lo disponga;

XXI. Limitar el derecho a la alimentación, la vivienda, el recreo y los
servicios de atención médica adecuados, en los casos que la ley
así lo prevea;

XXII. Impedir el acceso a cualquier servicio público o institución pri-
vada que preste servicios al público, así como limitar el acceso y
libre desplazamiento en los espacios públicos;

XXIII. Explotar o dar un trato abusivo o degradante;
XXIV. Restringir la participación en actividades deportivas, recreativas

o culturales;
XXV. Restringir o limitar el uso de su lengua, usos, costumbres y cul-

tura, en actividades públicas o privadas, en términos de las dis-
posiciones aplicables;

XXVI. Limitar o negar el otorgamiento de concesiones, permisos o au-
torizaciones para el aprovechamiento, administración o usufruc-
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to de recursos naturales, una vez satisfechos los requisitos esta-
blecidos en la legislación aplicable;

XXVII. Incitar al odio, violencia, rechazo, burla, difamación, injuria, per-
secución o la exclusión;

XXVIII. Realizar o promover el maltrato físico o psicológico por la apa-
riencia física, forma de vestir, hablar, gesticular o por asumir
públicamente su preferencia sexual, y

XXIX. En general cualquier otra conducta discriminatoria en términos
del artículo 4 de esta Ley.

CAPÍTULO III
MEDIDAS POSITIVAS Y COMPENSATORIAS

A FAVOR DE LA IGUALDAD  DE OPORTUNIDADES

Artículo 10. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito de
su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas positivas
y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las mujeres:

I. Incentivar la educación mixta, fomentando la permanencia en el sis-
tema educativo de las niñas y las mujeres en todos los niveles esco-
lares;

II. Ofrecer información completa y actualizada, así como asesoramien-
to personalizado sobre salud reproductiva y métodos anticonceptivos;

III. Garantizar el derecho a decidir sobre el número y espaciamiento de
sus hijas e hijos, estableciendo en las instituciones de salud y segu-
ridad social las condiciones para la atención obligatoria de las muje-
res que lo soliciten, y

IV. Procurar la creación de centros de desarrollo infantil y guarderías
asegurando el acceso a los mismos para sus hijas e hijos cuando
ellas lo soliciten.

Artículo 11. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbito
de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas posi-
tivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades de las niñas y
los niños:

I. Instrumentar programas de atención médica y sanitaria para comba-
tir la mortalidad y la desnutrición infantiles;
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II. Impartir educación para la preservación de la salud, el conocimiento
integral de la sexualidad, la planificación familiar, la paternidad res-
ponsable y el respeto a los derechos humanos;

III. Promover el acceso a centros de desarrollo infantil, incluyendo a
menores con discapacidad;

IV. Promover las condiciones necesarias para que los menores puedan
convivir con sus padres o tutores, incluyendo políticas públicas de
reunificación familiar para migrantes y personas privadas de la li-
bertad;

V. Preferir, en igualdad de circunstancias, a las personas que tengan a
su cargo menores de edad en el otorgamiento de becas, créditos u
otros beneficios;

VI. Alentar la producción y difusión de libros para niños y niñas;
VII. Promover la creación de instituciones que tutelen a los menores pri-

vados de su medio familiar, incluyendo hogares de guarda y alber-
gues para estancias temporales;

VIII. Promover la recuperación física, psicológica y la integración social
de todo menor víctima de abandono, explotación, malos tratos o
conflictos armados, y

IX. Proporcionar, en los términos de la legislación en la materia, asis-
tencia legal y psicológica gratuita e intérprete en los procedimientos
judiciales o administrativos, en que sea procedente.

Artículo 12. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbi-
to de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas po-
sitivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las per-
sonas mayores de 60 años:

I. Garantizar el acceso a los servicios de atención médica y seguridad
social, según lo dispuesto en la normatividad en la materia;

II. Procurar un nivel mínimo y decoroso de ingresos a través de progra-
mas, conforme a las reglas de operación que al efecto se establezcan:
a) De apoyo financiero directo y ayudas en especie y
b) De capacitación para el trabajo y de fomento a la creación de

empleos, y
III. Garantizar, conforme a la legislación aplicable, asesoría jurídica gra-

tuita así como la asistencia de un representante legal cuando el afec-
tado lo requiera.
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Artículo 13. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbi-
to de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas
positivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para las
personas con discapacidad:

I. Promover un entorno que permita el libre acceso y desplazamiento;
II. Procurar su incorporación, permanencia y participación en las acti-

vidades educativas regulares en todos los niveles;
III. Promover el otorgamiento, en los niveles de educación obligatoria,

de las ayudas técnicas necesarias para cada discapacidad;
IV. Crear programas permanentes de capacitación para el empleo y fo-

mento a la integración laboral;
V. Crear espacios de recreación adecuados;

VI. Procurar la accesibilidad en los medios de transporte público de uso
general;

VII. Promover que todos los espacios e inmuebles públicos o que presten
servicios al público, tengan las adecuaciones físicas y de señaliza-
ción para su acceso, libre desplazamiento y uso;

VIII. Procurar que las vías generales de comunicación cuenten con
señalamientos adecuados para permitirles el libre tránsito;

IX. Informar y asesorar a los profesionales de la construcción acerca de
los requisitos para facilitar el acceso y uso de inmuebles, y

X. Promover que en las unidades del sistema nacional de salud y de
seguridad social reciban regularmente el tratamiento y medicamen-
tos necesarios para mantener y aumentar su capacidad funcional y
su calidad de vida.

Artículo 14. Los órganos públicos y las autoridades federales, en el ámbi-
to de su competencia, llevarán a cabo, entre otras, las siguientes medidas
positivas y compensatorias a favor de la igualdad de oportunidades para la
población indígena:

I. Establecer programas educativos bilingües y que promuevan el in-
tercambio cultural;

II. Crear un sistema de becas que fomente la alfabetización, la conclu-
sión de la educación en todos los niveles y la capacitación para el
empleo;

III. Crear programas permanentes de capacitación y actualización para
los funcionarios públicos sobre la diversidad cultural;
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IV. Emprender campañas permanentes de información en los medios de
comunicación que promuevan el respeto a las culturas indígenas en
el marco de los derechos humanos y las garantías individuales;

V. En el marco de las leyes aplicables, cuando se fijen sanciones pena-
les a indígenas, procurar que tratándose de penas alternativas, se
imponga aquella distinta a la privativa de la libertad, así como pro-
mover la aplicación de sustitutivos penales y beneficios de prelibe-
ración, de conformidad con las normas aplicables;

VI. Garantizar que en todos los juicios y procedimientos en que sean
parte, individual o colectivamente, se tomen en cuenta sus costum-
bres y especificidades culturales, respetando los preceptos de la Cons-
titución, y

VII. Garantizar, a lo largo de cualquier proceso legal, el derecho a ser
asistidos, si así lo solicitan, por intérpretes y defensores que tengan
conocimiento de su lengua.

Artículo 15. Los órganos públicos y las autoridades federales adoptarán
las medidas que tiendan a favorecer la igualdad real de oportunidades y a pre-
venir y eliminar las formas de discriminación de las personas a que se refiere
el artículo 4 de esta Ley.

CAPÍTULO IV
DEL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN

Sección Primera
Denominación, objeto, domicilio y patrimonio

Artículo 16. El Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación, en ade-
lante el Consejo, es un organismo descentralizado sectorizado a la Secretaría
de Gobernación, con personalidad jurídica y patrimonio propios. Para el de-
sarrollo de sus atribuciones, el Consejo gozará de autonomía técnica y de ges-
tión; de igual manera, para dictar las resoluciones que en términos de la presen-
te Ley se formulen en los procedimientos de reclamación o queja, el Consejo
no estará subordinado a autoridad alguna y adoptará sus decisiones con plena
independencia.

Artículo 17. El Consejo tiene como objeto:

I. Contribuir al desarrollo cultural, social y democrático del país;
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II. Llevar a cabo, las acciones conducentes para prevenir y eliminar la
discriminación;

III. Formular y promover políticas públicas para la igualdad de oportu-
nidades y de trato a favor de las personas que se encuentren en el
territorio nacional, y

IV. Coordinar las acciones de las dependencias y entidades del Poder
Ejecutivo Federal, en materia de prevención y eliminación de la dis-
criminación.

Artículo 18. El domicilio del Consejo es la Ciudad de México, Distrito
Federal, pero podrá establecer delegaciones y oficinas en otros lugares de la
República Mexicana.

Artículo 19. El patrimonio del Consejo se integrará con:

I. Los recursos presupuestales que le asigne la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión a través del Presupuesto de Egresos de la
Federación correspondiente;

II. Los bienes muebles e inmuebles que le sean asignados;
III. Los bienes que adquiera por cualquier otro título lícito;
IV. Los fondos que obtenga por el financiamiento de programas especí-

ficos, y
V. Las aportaciones, donaciones, legados y demás liberalidades que

reciba de personas físicas y morales.

Sección Segunda
De las atribuciones

Artículo 20. Para el cumplimiento de su objeto, el Consejo tendrá las atribu-
ciones siguientes:

I. Diseñar estrategias e instrumentos, así como promover programas,
proyectos y acciones para prevenir y eliminar la discriminación;

II. Proponer y evaluar la ejecución del Programa Nacional para Pre-
venir y Eliminar la Discriminación conforme a la legislación apli-
cable;

III. Verificar la adopción de medidas y programas para prevenir y elimi-
nar la discriminación en las instituciones y organizaciones públicas
y privadas, así como expedir los reconocimientos respectivos;
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IV. Desarrollar, fomentar y difundir estudios sobre las prácticas discri-
minatorias en los ámbitos político, económico, social y cultural;

V. Realizar estudios sobre los ordenamientos jurídicos y administrati-
vos vigentes en la materia, y proponer, en su caso, de conformidad
con las disposiciones aplicables, las modificaciones que corres-
pondan;

VI. Emitir opinión en relación con los proyectos de reformas en la mate-
ria que envíe el Ejecutivo Federal al Congreso de la Unión, así como
los proyectos de reglamentos que elaboren las instituciones públicas;

VII. Divulgar los compromisos asumidos por el Estado mexicano en los
instrumentos internacionales que establecen disposiciones en la ma-
teria; así como promover su cumplimiento en los diferentes ámbitos
de Gobierno;

VIII. Difundir y promover contenidos para prevenir y eliminar las prácti-
cas discriminatorias en los medios de comunicación;

IX. Investigar presuntos actos y prácticas discriminatorias, en el ámbito
de su competencia;

X. Tutelar los derechos de los individuos o grupos objeto de discrimi-
nación mediante asesoría y orientación, en los términos de este or-
denamiento;

XI. Promover la presentación de denuncias por actos que puedan dar
lugar a responsabilidades previstas en ésta u otras disposiciones le-
gales;

XII. Conocer y resolver los procedimientos de queja y reclamación seña-
lados en esta Ley;

XIII. Establecer relaciones de coordinación con instituciones públicas fe-
derales, locales y municipales, así como con personas y organizacio-
nes sociales y privadas. Asimismo, podrá coordinarse con las de-
pendencias y entidades de la Administración Pública Federal y demás
órganos públicos, con el propósito de que en los programas de go-
bierno, se prevean medidas positivas y compensatorias para cual-
quier persona o grupo;

XIV. Solicitar a las instituciones públicas o a particulares, la información
para verificar el cumplimiento de este ordenamiento, en el ámbito
de su competencia, con las excepciones previstas por la legislación;

XV. Aplicar las medidas administrativas establecidas en esta Ley;
XVI. Asistir a las reuniones internacionales en materia de prevención y

eliminación de discriminación;
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XVII. Elaborar y suscribir convenios, acuerdos, bases de coordinación
y demás instrumentos jurídicos con órganos públicos o privados,
nacionales o internacionales en el ámbito de su competencia;

XVIII. Diseñar y aplicar el servicio de carrera como un sistema de admi-
nistración de personal basado en el mérito y la igualdad de oportu-
nidades que comprende los procesos de Reclutamiento, Selección,
Ingreso, Sistema de Compensación, Capacitación, Evaluación del
Desempeño, Promoción y Separación de los Servidores Públicos, y

XIX. Las demás establecidas en esta Ley, en el Estatuto Orgánico y de-
más disposiciones aplicables.

Artículo 21. El Consejo difundirá periódicamente los avances, resultados
e impactos de las políticas, programas y acciones en materia de prevención y
eliminación de la discriminación, a fin de mantener informada a la sociedad.

Sección Tercera
De los órganos de administración

Artículo 22. La Administración del Consejo corresponde a:

I. La Junta de Gobierno, y
II. La Presidencia del Consejo.

Artículo 23. La Junta de Gobierno estará integrada por cinco representan-
tes del Poder Ejecutivo Federal, y cinco integrantes designados por la Asam-
blea Consultiva.

Los representantes del Poder Ejecutivo Federal son los siguientes:

I. Uno de la Secretaría de Gobernación;
II. Uno de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

III. Uno de la Secretaría de Salud;
IV. Uno de la Secretaría de Educación Pública, y
V. Uno de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social.

Los representantes del Ejecutivo Federal deberán tener nivel de Subsecre-
tario y sus respectivos suplentes el nivel inferior jerárquico inmediato.

Los integrantes designados por la Asamblea Consultiva durarán en su en-
cargo tres años, pudiendo ser ratificados por otro periodo igual. Este cargo
tendrá el carácter de honorífico.
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Asimismo, serán invitados permanentes a la Junta de Gobierno con dere-
cho a voz, pero no a voto, un representante de cada uno de los siguientes
órganos públicos: Instituto Nacional de las Mujeres, Instituto Mexicano de la
Juventud, Instituto Nacional Indigenista, Instituto Nacional de las Personas
Adultas Mayores, Consejo Nacional para la Prevención y Control del VIH/
Sida y Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia.

Artículo 24. La Junta de Gobierno tendrá, además de aquellas que estable-
ce el artículo 58 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, las siguien-
tes atribuciones:

I. Aprobar su reglamento de sesiones y el Estatuto Orgánico del Con-
sejo, con base en la propuesta que presente la Presidencia;

II. Establecer las políticas generales para la conducción del Consejo en
apego a este ordenamiento, al Estatuto Orgánico, al Programa Na-
cional para Prevenir y Eliminar la Discriminación y a los demás
instrumentos administrativos que regulen su funcionamiento;

III. Aprobar el proyecto de presupuesto que someta a su consideración
la Presidencia del Consejo y conocer los informes sobre el ejercicio
del mismo;

IV. Aprobar el informe anual de actividades que remitirá la Presidencia
del Consejo a los Poderes de la Unión;

V. Nombrar y remover, a propuesta de la Presidencia del Consejo, a los
servidores públicos de éste que ocupen cargos en las dos jerarquías
administrativas inferiores a la de aquél, y

VI. Acordar con base en los lineamientos y prioridades que establezca
el Ejecutivo Federal, la realización de todas las operaciones inhe-
rentes al objeto del organismo con sujeción a las disposiciones apli-
cables y delegar discrecionalmente en el Presidente del Consejo sus
facultades, salvo las que sean indelegables de acuerdo con la legis-
lación aplicable, conforme a lo establecido en este artículo;

VII. Aprobar el tabulador de salarios del Consejo;
VIII. Expedir y publicar un informe anual de la Junta, y

IX. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos.

Artículo 25. La Junta de Gobierno sesionará válidamente cuando en la
sesión se encuentren presentes más de la mitad de los miembros, siempre que
entre ellos esté el Presidente de la Junta.

Las resoluciones se tomarán por mayoría de los miembros presentes y en
caso de empate, el Presidente tendrá voto de calidad.
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Las sesiones que celebre la Junta de Gobierno serán ordinarias y extraordi-
narias; las ordinarias se llevarán a cabo por lo menos cada tres meses, y las
extraordinarias se celebrarán cuando lo convoque el Presidente.

Artículo 26. El Presidente del Consejo, quien presidirá la Junta de Gobier-
no, será designado por el Titular del Poder Ejecutivo Federal.

Artículo 27. Durante su encargo el Presidente del Consejo no podrá desem-
peñar algún otro empleo, cargo o comisión distinto, que sea remunerado, con
excepción de los de carácter docente o científico.

Artículo 28. El Presidente del Consejo durará en su cargo tres años, y po-
drá ser ratificado hasta por un periodo igual.

Artículo 29. El Presidente del Consejo podrá ser removido de sus funcio-
nes y, en su caso, sujeto a responsabilidad, sólo por las causas y mediante los
procedimientos establecidos por el Título Cuarto de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 30. El Presidente del Consejo tendrá, además de aquellas que
establece el artículo 59 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales, las
siguientes atribuciones:

I. Planear, organizar, coordinar, dirigir, controlar y evaluar el funciona-
miento del Consejo, con sujeción a las disposiciones aplicables;

II. Presentar a la consideración de la Junta de Gobierno el proyecto del
Programa Nacional para Prevenir y Eliminar la Discriminación;

III. Someter a la consideración de la Junta de Gobierno el informe anual
de actividades y el informe sobre el ejercicio presupuestal;

IV. Ejecutar los acuerdos y demás disposiciones de la Junta de Gobier-
no, así como supervisar su cumplimiento por parte de las unidades
administrativas competentes del Consejo;

V. Enviar a los Poderes de la Unión el informe anual de actividades; así
como el ejercicio presupuestal, este último previa opinión de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público;

VI. Someter a la aprobación de la Junta de Gobierno el proyecto del Es-
tatuto Orgánico;

VII. Nombrar a los servidores públicos del Consejo, a excepción de aque-
llos que ocupen los dos niveles jerárquicos inferiores inmediatos al
Presidente;

VIII. Ejercer la representación legal del Consejo, así como delegarla cuan-
do no exista prohibición expresa para ello;



DERECHOS HUMANOS Y DERECHOS INDÍGENAS 173

IX. Celebrar acuerdos de colaboración con organismos nacionales e in-
ternacionales para el desarrollo de las atribuciones del Consejo, de
conformidad con las normas aplicables;

X. Proponer a la Junta de Gobierno el tabulador salarial del Consejo, y
XI. Las demás que le confieran éste u otros ordenamientos.

Sección Cuarta
De la Asamblea Consultiva

Artículo 31. La Asamblea Consultiva es un órgano de opinión y asesoría de
las acciones, políticas públicas, programas y proyectos que desarrolle el Con-
sejo en Materia de Prevención y Eliminación de la Discriminación.

Artículo 32. La Asamblea Consultiva estará integrada por un número no
menor de diez ni mayor de veinte ciudadanos, representantes de los sectores
privado, social y de la comunidad académica que por su experiencia en mate-
ria de prevención y eliminación de la discriminación puedan contribuir al
logro de los objetivos del Consejo.

Los miembros de esta Asamblea Consultiva serán propuestos por los sec-
tores y comunidad señalados y nombrados por la Junta de Gobierno en térmi-
nos de lo dispuesto por el Estatuto Orgánico.

Artículo 33. Los integrantes de la Asamblea Consultiva, no recibirán retri-
bución, emolumento, o compensación alguna por su participación, ya que su
carácter es honorífico.

Artículo 34. Son facultades de la Asamblea Consultiva:

I. Presentar opiniones ante la Junta de Gobierno, sobre el desarrollo
de los programas y actividades que realice el Consejo;

II. Asesorar a la Junta de Gobierno y al Presidente del Consejo, en cues-
tiones relacionadas con la prevención y eliminación de todos los ac-
tos discriminatorios;

III. Atender las consultas y formular las opiniones que le sean solicita-
das por la Junta de Gobierno o por el Presidente del Consejo;

IV. Contribuir en el impulso de las acciones, políticas públicas, progra-
mas y proyectos en materia de prevención y eliminación de la dis-
criminación;

V. Nombrar cinco personas que formarán parte de la Junta de Gobierno;
VI. Participar en las reuniones y eventos que convoque el Consejo, para

realizar el intercambio de experiencias e información tanto de ca-
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rácter nacional como internacional sobre temas relacionados con la
materia de prevención y eliminación de la discriminación;

VII. Presentar ante la Junta de Gobierno un informe anual de la actividad
de su encargo, y

VIII. Las demás que señalen las disposiciones aplicables.

Artículo 35. Los integrantes de la Asamblea Consultiva durarán en su car-
go tres años, y podrán ser ratificados por un periodo igual, en términos de lo
dispuesto en el Estatuto Orgánico.

Artículo 36. Las reglas de funcionamiento y organización de la Asamblea
Consultiva se establecerán en el Estatuto Orgánico.

Artículo 37. El Consejo proveerá a la Asamblea Consultiva de los recur-
sos necesarios para el desempeño de sus actividades.

Sección Quinta
De los órganos de vigilancia

Artículo 38. El Consejo contará con una contraloría, órgano de control inter-
no, al frente de la cual estará la persona designada en los términos de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal.

Corresponderá a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo
por sí o a través del órgano interno de control del Consejo, el ejercicio de las
atribuciones que en materia de control, inspección, vigilancia y evaluación le
confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, sin perjui-
cio de las facultades que corresponden a la Auditoría Superior de la Fede-
ración.

El órgano de vigilancia del Consejo estará integrado por un Comisario
Público propietario y un suplente, designados por la Secretaría de Contraloría
y Desarrollo Administrativo, quienes ejercerán sus funciones de acuerdo con
las disposiciones legales aplicables.

El Comisario acudirá con voz pero sin voto, a las sesiones de la Junta de
Gobierno.

Artículo 39. El Comisario Público, tendrá las siguientes facultades:

I. Vigilar el cumplimiento de las disposiciones legales, así como de las
reglamentarias, administrativas y de política general que se emitan;

II. Promover y vigilar que el Consejo establezca indicadores básicos
de gestión en materia de operación, productividad, de finanzas y de
impacto social, que permitan medir y evaluar su desempeño;
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III. V igilar que el Consejo proporcione con la oportunidad y periodici-
dad que se señale, la información que requiera en cuanto a los ingre-
sos y gastos públicos realizados;

IV. Solicitar a la Junta de Gobierno o al Presidente del Consejo, la in-
formación que requiera para el desarrollo de sus funciones, y

V. Las demás inherentes a su función y las que le señale expresamente
la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, en el ám-
bito de su competencia.

Sección Sexta
Prevenciones generales

Artículo 40. El Consejo se regirá por lo dispuesto en esta Ley y su Estatuto
Orgánico en lo relativo a su estructura, funcionamiento, operación, desarro-
llo y control. Para tal efecto contará con las disposiciones generales a la natu-
raleza y características del organismo, a sus órganos de administración, a las
unidades que integran estos últimos, a la vigilancia, y demás que se requieran
para su regulación interna, conforme a lo establecido en la legislación de la
materia y por esta Ley.

Artículo 41. Queda reservado a los Tribunales Federales el conocimiento
y resolución de todas las controversias en que sea parte el Consejo.

Sección Séptima
Régimen de trabajo

Artículo 42. Las relaciones de trabajo del organismo y su personal se regirán
por la Ley Federal del Trabajo, reglamentaria del apartado “A” del artículo
123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

CAPÍTULO V
DE LOS PROCEDIMIENTOS

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 43. Toda persona podrá denunciar presuntas conductas discri-
minatorias y presentar ante el Consejo reclamaciones o quejas respecto a
dichas conductas, ya sea directamente o por medio de su representante.
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Las organizaciones de la sociedad civil podrán presentar reclamaciones o
quejas en los términos de esta Ley, designando un representante.

Artículo 44. Las reclamaciones y quejas que se presenten ante el Consejo
por presuntas conductas discriminatorias, sólo podrán admitirse dentro del
plazo de un año, contado a partir de que el reclamante o quejoso tengan cono-
cimiento de dichas conductas, o en dos años fuera de esta circunstancia.

Artículo 45. El Consejo proporcionará a las personas que presuntamente
hayan sido discriminadas, asesoría respecto a los derechos que les asisten y
los medios para hacerlos valer y, en su caso, orientará en la defensa de los
citados derechos ante las instancias correspondientes, en los términos esta-
blecidos en el Estatuto Orgánico.

Artículo 46. El Consejo, dentro del ámbito de su competencia, iniciará sus
actuaciones a petición de parte; también podrá actuar de oficio en aquellos
casos en que la Presidencia así lo determine.

Artículo 47. En todo lo no previsto en esta Ley respecto a los procedi-
mientos que la misma establece, se estará a lo dispuesto en el Código Federal
de Procedimientos Civiles.

Artículo 48. Los servidores públicos y las autoridades federales a que se
refiere el artículo 3 de esta Ley están obligados a auxiliar al personal del Con-
sejo en el desempeño de sus funciones y rendir los informes que se les solici-
ten en el término establecido por la misma.

Artículo 49. Las reclamaciones y quejas, a que se refiere esta Ley, no re-
querirán más formalidad que presentarse por escrito con firma o huella digital
y datos de identificación del interesado.

Las reclamaciones y quejas también podrán ser verbales, por vía telefóni-
ca o por cualquier otro medio electrónico, sin más señalamiento que el asun-
to que las motivó y los datos generales de quien las presente, debiendo ratifi-
carse con las formalidades establecidas en el párrafo anterior dentro de los
cinco días hábiles siguientes, de lo contrario se tendrán por no presentadas.

Artículo 50. Cuando el Consejo considere que la reclamación o queja no
reúne los requisitos señalados para su admisión o sea evidentemente impro-
cedente o infundada, se rechazará mediante acuerdo motivado y fundado que
emitirá en un plazo máximo de cinco días hábiles. El Consejo deberá notifi-
carle al interesado dentro de los cinco días siguientes a la resolución. No se
admitirán quejas o reclamaciones anónimas.

Artículo 51. Cuando la reclamación o queja no sea competencia del Con-
sejo, se proporcionará al interesado la orientación para que acuda a la autori-
dad o servidor público que deba conocer del asunto.
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Artículo 52. Cuando el contenido de la reclamación o queja sea poco cla-
ro, no pudiendo deducirse los elementos que permitan la intervención del
Consejo, se notificará por escrito al interesado para que la aclare en un térmi-
no de cinco días hábiles posteriores a la notificación; en caso de no hacerlo,
después del segundo requerimiento, se archivará el expediente por falta de
interés.

Artículo 53. En ningún momento la presentación de una queja o reclama-
ción ante el Consejo interrumpirá la prescripción de las acciones judiciales o
recursos administrativos previstos por la legislación correspondiente.

Artículo 54. El Consejo, por conducto de su Presidente, de manera excep-
cional y previa consulta con la Junta de Gobierno, podrá excusarse de cono-
cer de un determinado caso si éste puede afectar su autoridad moral o auto-
nomía.

Artículo 55. En el supuesto de que se presenten dos o más reclamaciones o
quejas que se refieran al mismo acto u omisión presuntamente discriminatorio,
el Consejo podrá acumular los asuntos para su trámite en un solo expediente.
En este caso el último expediente se acumulará al primero.

Artículo 56. En caso de que la reclamación o queja presentada ante el Con-
sejo involucre tanto a los servidores públicos o autoridades como a particula-
res, se procederá a efectuar la separación correspondiente, de manera que las
conductas presuntamente discriminatorias cometidas por los primeros, se si-
gan, a través del procedimiento de reclamación. Las cometidas por los par-
ticulares serán atendidas conforme a lo dispuesto por la Sección Sexta del Ca-
pítulo V de este ordenamiento.

Artículo 57. Contra las resoluciones y actos del Consejo los interesados
podrán interponer el recurso de revisión, de conformidad con la Ley Federal
del Procedimiento Administrativo.

Sección Segunda
De la reclamación

Artículo 58. La reclamación es el procedimiento que se sigue ante el Consejo
por conductas presuntamente discriminatorias cometidas por los servidores
públicos federales en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas.

Artículo 59. Una vez presentada la reclamación, el Consejo deberá, dentro
de los cinco días siguientes, resolver si se admite la reclamación.

Una vez admitida y registrada la reclamación, dentro de los siguientes cin-
co días hábiles el Consejo deberá notificar a las autoridades o servidores pú-
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blicos señalados como presuntos responsables, así como al titular del órgano
del que dependan; asimismo, se solicitará un informe por escrito sobre los
actos u omisiones de carácter discriminatorio que les atribuyan en la recla-
mación.

Artículo 60. El informe solicitado a los servidores públicos presuntamente
responsables, deberá rendirse en un plazo no mayor a 10 días hábiles, conta-
dos a partir de la fecha en que surta efectos la notificación.

Artículo 61. En el informe mencionado en el artículo anterior, la autoridad
o servidor público señalado como presunto responsable, debe hacer constar
los antecedentes del asunto, los fundamentos y motivaciones de los actos u
omisiones que se le imputan, la existencia de los mismos, en su caso, así como
los elementos de información que considere necesarios.

Artículo 62. En caso de no haber respuesta por parte de las autoridades o
servidores públicos requeridos, dentro del plazo señalado para tal efecto, se
tendrán por ciertos los hechos mencionados en la reclamación, salvo prueba
en contrario. El Consejo podrá, si lo estima necesario, realizar las investiga-
ciones procedentes en el ámbito de su competencia, ejerciendo las acciones
pertinentes.

Artículo 63. Los particulares que consideren haber sido discriminados por
actos de autoridades o de servidores públicos en el ejercicio de sus funciones
o con motivo de ellas que acudan en queja ante la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos y si ésta fuera admitida, el Consejo estará impedido para
conocer de los mismos hechos que dieron fundamento a la queja.

Sección Tercera
De la conciliación

Artículo 64. La conciliación es la etapa del procedimiento de reclamación por
medio de la cual el Consejo buscará avenir a las partes involucradas a resol-
verla, a través de alguna de las soluciones que les presente el conciliador.

Artículo 65. Una vez admitida la reclamación, lo cual se hará del conoci-
miento del presunto agraviado por conductas discriminatorias, se le citará
para que se presente en la fecha y hora señalada a la audiencia de concilia-
ción, la cual deberá llevarse a cabo en los quince días hábiles siguientes a
aquel en que se notificó a las partes dicha celebración. Esta audiencia tendrá
verificativo en las instalaciones del Consejo.

Por lo que se refiere al o a los presuntos responsables de conductas dis-
criminatorias, se les citará a la audiencia de conciliación a que se refiere el
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párrafo anterior, bajo apercibimiento que de no hacerlo se tendrán por cier-
tos los hechos discriminatorios imputados en su contra, salvo prueba en con-
trario.

Artículo 66. Al preparar la audiencia, el conciliador designado solicitará a
las partes los elementos de juicio que considere convenientes para ejercer ade-
cuadamente sus atribuciones, pudiendo aquéllas ofrecer los medios de prue-
ba que estimen necesarios.

Artículo 67. En caso de que el reclamante no comparezca a la audiencia de
conciliación y justifique la causa de su inasistencia dentro del plazo de tres
días hábiles posteriores a la fecha de la misma, se señalará por única ocasión
nueva fecha para su celebración. En el supuesto de no justificar su inasistencia,
se le tendrá por desistido de su reclamación, archivándose el expediente como
asunto concluido.

Artículo 68. El conciliador, en la audiencia de conciliación, expondrá a
las partes un resumen de la reclamación y de los elementos de juicio que se
hayan integrado y los exhortará a resolver sus diferencias, para cuyo efecto
propondrá opciones de solución.

Artículo 69. La audiencia de conciliación podrá ser suspendida por el con-
ciliador o por ambas partes de común acuerdo hasta en una ocasión, debién-
dose reanudar, en su caso, dentro de los cinco días hábiles siguientes.

Artículo 70. Cuando las partes lleguen a un acuerdo, se celebrará el conve-
nio respectivo, que será revisado por el área competente del Consejo; si está
apegado a derecho, lo aprobará y dictará el acuerdo correspondiente sin que
sea admisible recurso alguno.

Artículo 71. El convenio suscrito por las partes y aprobado por el Consejo
tiene fuerza de cosa juzgada y trae aparejada ejecución, lo que podrá
promoverse ante los tribunales competentes en la vía de apremio o en juicio
ejecutivo, a elección del interesado o por la persona que designe el Consejo,
a petición de aquél.

Artículo 72. En caso de que el servidor público no acepte la conciliación,
o de que las partes no lleguen a acuerdo alguno, el Consejo hará de su conoci-
miento que investigará los hechos motivo de la reclamación, en los términos
de esta Ley e impondrá, en su caso, las medidas administrativas para prevenir
y eliminar la discriminación previstas en la misma; asimismo, el Consejo
promoverá el fincamiento de las responsabilidades que resulten de la aplica-
ción de otros ordenamientos.
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Sección Cuarta
De la investigación

Artículo 73. Cuando la reclamación no se resuelva en la etapa de concilia-
ción, el Consejo iniciará las investigaciones del caso, para lo cual tendrá las
siguientes facultades:

I. Solicitar a las autoridades o servidores públicos a los que se impu-
ten conductas discriminatorias, la presentación de informes o docu-
mentos complementarios;

II. Solicitar de otros particulares, autoridades o servidores públicos do-
cumentos e informes relacionados con el asunto materia de la inves-
tigación;

III. Practicar inspecciones a las autoridades a las que se imputen con-
ductas discriminatorias, mediante personal técnico o profesional;

IV. Citar a las personas que deben comparecer como testigos o peritos, y
V. Efectuar todas las demás acciones que juzgue convenientes para el

mejor conocimiento del asunto.

Artículo 74. Para documentar debidamente las evidencias, el Consejo po-
drá solicitar la rendición y desahogo de todas aquellas pruebas que estime
necesarias, con la única condición de que éstas se encuentren previstas como
tales por el orden jurídico mexicano.

Artículo 75. Las pruebas que se presenten, por los interesados, así como las
que de oficio se allegue el Consejo, serán valoradas en su conjunto, de acuer-
do con los principios de la lógica, la experiencia y la legalidad, a fin de que
puedan producir convicción sobre los hechos denunciados.

Artículo 76. Las resoluciones estarán basadas en la documentación y prue-
bas que consten en el expediente de reclamación.

Artículo 77. El Consejo puede dictar acuerdos de trámite en el curso de las
investigaciones que realice, los cuales serán obligatorios para los servidores
públicos federales que deban comparecer o aportar información o documen-
tos; su incumplimiento traerá aparejadas las medidas administrativas y res-
ponsabilidades señaladas en este ordenamiento.

Sección Quinta
De la resolución

Artículo 78. Si al concluir la investigación, no se comprobó que las autorida-
des federales o servidores públicos hayan cometido las conductas discri-
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minatorias imputadas, el Consejo dictará la resolución por acuerdo de no
discriminación, atendiendo a los requisitos a que se refiere el Estatuto Orgá-
nico del Consejo.

Artículo 79. Si al finalizar la investigación, el Consejo comprueba que los
servidores públicos o autoridades federales denunciadas cometieron alguna
conducta discriminatoria, formulará la correspondiente resolución por dis-
posición, en la cual se señalarán las medidas administrativas a que se refiere
el Capítulo VI de esta Ley, así como los demás requisitos que prevé el Esta-
tuto Orgánico del Consejo.

Sección Sexta
Del procedimiento conciliatorio entre particulares

Artículo 80. Cuando se presente una queja por presuntas conductas discrimi-
natorias de particulares, el Consejo iniciará el procedimiento conciliatorio.

Artículo 81. El Consejo notificará al particular que presuntamente haya
cometido conductas discriminatorias, el contenido de la queja, haciéndole
saber que, si así lo desea, podrá someter la misma al procedimiento concilia-
torio. En caso de que las partes lo acepten, deberá celebrarse la audiencia
principal de conciliación dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fe-
cha de la notificación al particular.

Si cualquiera de las partes o ambas no aceptan el procedimiento concilia-
torio del Consejo, éste atenderá la queja correspondiente y brindará orienta-
ción al quejoso para que acuda ante las instancias judiciales o administrati-
vas correspondientes.

Artículo 82. En este procedimiento se estará a lo dispuesto por los artícu-
los 66, 67, 68, 69 y 70 de este ordenamiento.

CAPÍTULO VI

DE LAS MEDIDAS ADMINISTRATIVAS

PARA PREVENIR Y ELIMINAR  LA DISCRIMINACIÓN

Artículo 83. El Consejo dispondrá la adopción de las siguientes medidas ad-
ministrativas para prevenir y eliminar la discriminación:

I. La impartición, a las personas o a las instituciones que sean objeto de
una resolución por disposición dictada por el Consejo, de cursos o
seminarios que promuevan la igualdad de oportunidades;
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II. La fijación de carteles en cualquier establecimiento de quienes in-
cumplan alguna disposición de esta Ley, en los que se promueva la
modificación de conductas discriminatorias;

III. La presencia del personal del Consejo para promover y verificar la
adopción de medidas a favor de la igualdad de oportunidades y la eli-
minación de toda forma de discriminación en cualquier estableci-
miento de quienes sean objeto de una resolución por disposición,
por el tiempo que disponga el organismo;

IV. La publicación íntegra de la Resolución por Disposición emitida en
el órgano de difusión del Consejo, y

V. La publicación o difusión de una síntesis de la Resolución por Dis-
posición en los medios impresos o electrónicos de comunicación.

La imposición de estas medidas administrativas a los particulares, se suje-
tará a que éstos se hayan sometido al convenio de conciliación correspon-
diente.

Artículo 84. Para determinar el alcance y la forma de adopción de las me-
didas administrativas dispuestas por el Consejo se tendrán en consideración:

I. El carácter intencional de la conducta discriminatoria;
II. La gravedad del hecho, el acto o la práctica discriminatoria, y

III. La reincidencia.

Se entiende que existe reincidencia cuando la misma persona incurra en
nueva violación a la prohibición de discriminar.

Artículo 85. El Consejo podrá otorgar un reconocimiento a las institucio-
nes públicas o privadas, así como a los particulares que se distingan por lle-
var a cabo programas y medidas para prevenir la discriminación en sus prác-
ticas, instrumentos organizativos y presupuestos.

El reconocimiento será otorgado previa solicitud de parte interesada.
La Junta de Gobierno, a propuesta de la Presidencia del Consejo, ordenará

verificar el cumplimiento de los requisitos señalados.
El reconocimiento será de carácter honorífico, tendrá una vigencia de un

año y podrá servir de base para la obtención de beneficios que, en su caso,
establezca el Estado, en los términos de la legislación aplicable.
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TRANSITORIOS

Artículo Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publi-
cación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. La designación del Presidente del Consejo deberá reali-
zarse dentro de los 30 días siguientes a la entrada en vigor del presente decreto.

La primera designación del Presidente del Consejo durará hasta el treinta de
diciembre del año 2006 pudiendo ser ratificado sólo por un periodo de tres años.

Artículo Tercero. La designación de la Junta de Gobierno deberá realizar-
se dentro de los 90 días siguientes a la publicación de la Ley. En tanto se
instala la Asamblea Consultiva, la Junta de Gobierno dará inicio a sus fun-
ciones con la presencia de los representantes del Poder Ejecutivo Federal y
de cinco integrantes designados por única vez por el Presidente del Consejo,
quienes durarán en dicho cargo seis meses, pudiendo ser ratificados por la
Asamblea Consultiva, una vez instalada, en cuyo caso sólo ejercerán el cargo
hasta completar los tres años desde su primera designación.

Artículo Cuarto. La Presidencia del Consejo someterá a la aprobación de
la Junta de Gobierno el proyecto del Estatuto Orgánico dentro de los 120 días
siguientes a su nombramiento.

Los procedimientos a que alude el Capítulo V de este decreto, empezarán
a conocerse por parte del Consejo, después de los 150 días de haber entrado
en vigor la presente Ley.

Artículo Quinto. Una vez designada la persona titular de la Presidencia del
Consejo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público proveerá, con sujeción
a las previsiones que para tal efecto estén contenidas en el Presupuesto de
Egresos de la Federación, los recursos necesarios para dar inicio a las activi-
dades de la institución y la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Adminis-
trativo llevará a cabo las acciones necesarias en su ámbito de competencia.

[...]

5. LEY FEDERAL PARA PREVENIR
Y SANCIONAR LA TORTURA*

Artículo 1o. La presente ley tiene por objeto la prevención y sanción de la
tortura y se aplicara en todo el territorio nacional en Materia de Fuero Fede-
ral y en el Distrito Federal en Materia de Fuero Común.

* Diario Oficial de la Federación, 27 de diciembre de 1991 (actualizada con reformas
publicadas en el mismo medio los días 2 de julio de 1992 y 10 de enero de 1994).
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Artículo 2o. Los órganos dependientes del Ejecutivo Federal relacionados
con la procuración de justicia llevarán a cabo programas permanentes y esta-
blecerán procedimientos para:

I. La orientación y asistencia de la población con la finalidad de vigi-
lar la exacta observancia de las garantías individuales de aquellas
personas involucradas, en la comisión de algún ilícito penal.

II. La organización de cursos de capacitación de su personal para fo-
mentar el respeto de los derechos humanos.

III. La profesionalización de sus cuerpos policiales.
IV. La profesionalización de los servidores públicos que participan en

la custodia y tratamiento de toda persona sometida a arresto, deten-
ción o prisión.

Artículo 3o. Comete el delito de tortura el servidor público que, con moti-
vo de sus atribuciones, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves,
sean físicos o psíquicos con el fin de obtener, del torturado o de un tercero,
información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se
sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una
conducta determinada.

No se consideraran como tortura las molestias o penalidades que sean con-
secuencia únicamente de sanciones legales, que sean inherentes o incidenta-
les a éstas, o derivadas de un acto legítimo de autoridad.

Artículo 4o. A quien cometa el delito de tortura se aplicará prisión de tres
a doce años, de doscientos a quinientos días multa e inhabilitación para el
desempeño de cualquier cargo, empleo o comisión públicos hasta por dos tan-
tos del lapso de privación de libertad impuesta. Para los efectos de la deter-
minación de los días multas se estará a lo dispuesto en el artículo 29 del Có-
digo Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común, y para toda
la República en Materia de Fuero Federal.

Artículo 5o. Las penas previstas en el artículo anterior se aplicaran al ser-
vidor público que, con motivo del ejercicio de su cargo, con cualesquiera de
las finalidades señaladas en el artículo 3o., instigue, compela, o autorice a un
tercero o se sirva de él para infligir a una persona dolores o sufrimientos gra-
ves, sean físicos o psíquicos; o no evite que se inflijan dichos dolores o sufri-
mientos a una persona que esté bajo su custodia.

Se aplicarán las mismas penas al tercero que, con cualquier finalidad, ins-
tigado o autorizado, explícita o implícitamente, por un servidor público, in-
flija dolores o sufrimientos graves sean físicos o psíquicos a un detenido.
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Artículo 6o. No se considerarán como causas excluyentes de responsabili-
dad del delito de tortura el que se invoquen o existan situaciones excepciona-
les como inestabilidad política interna, urgencia en las investigaciones o cual-
quier otra circunstancia. Tampoco podrá invocarse como justificación la orden
de un superior jerárquico o de cualquier otra autoridad.

Artículo 7o. En el momento en que lo solicite cualquier detenido o reo de-
berá ser reconocido por perito médico legista; y en caso de falta de éste, o si
lo requiere además, por un facultativo de su elección. El que haga el recono-
cimiento queda obligado a expedir de inmediato el certificado correspon-
diente y en caso de apreciar que se han infligido dolores o sufrimientos, de los
comprendidos en el primer párrafo del artículo 3o. , deberá comunicarlo a la
autoridad competente.

La solicitud de reconocimiento médico puede formularla el defensor del
detenido o reo, o un tercero.

Artículo 8o. Ninguna confesión o información que haya sido obtenida me-
diante tortura podrá invocarse como prueba.

Artículo 9o. No tendrá valor probatorio alguno la confesión rendida ante
una autoridad policíaca; ni la rendida ante el Ministerio Público o autoridad
judicial, sin la presencia del defensor o persona de confianza del inculpado y,
en su caso, del traductor.

Artículo 10o. El responsable de alguno de los delitos previstos en la pre-
sente ley estará obligado a cubrir los gastos de asesoría legal, médicos, fune-
rarios, de rehabilitación o de cualquier otra índole, en que hayan incurrido la
víctima o sus familiares, como consecuencia del delito. Asimismo, estará obli-
gado a reparar el daño y a indemnizar por los perjuicios causados a la víctima
o a sus dependientes económicos, en los siguientes casos:

I. Pérdida de la vida;
II. Alteración de la salud;

III. Pérdida de la libertad;
IV. Pérdida de ingresos económicos;
V. Incapacidad laboral;

VI. Pérdida o el daño a la propiedad;
VII. Menoscabo de la reputación.

Para fijar los montos correspondientes, el juez tomará en cuenta la magni-
tud del daño causado.

El estado estará obligado a la reparación de los daños y perjuicios, en los
términos de los artículos 1927 y 1928 del Código Civil.
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Artículo 11o. El servidor público que en el ejercicio de sus funciones co-
nozca de un hecho de tortura, está obligado a denunciarlo de inmediato, si no
lo hiciere, se le impondrán de tres meses a tres años de prisión, y de quince a
sesenta días de multa, sin perjuicio de lo que establezcan otras leyes. Para la
determinación de los días multa se estará a la remisión que se hace en la parte
final del artículo 4o. de este ordenamiento.

Artículo 12o. En todo lo no previsto por esta ley, serán aplicables las dis-
posiciones del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero
Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal; el Código
Federal de Procedimientos Penales; el Código de Procedimientos Penales
para el Distrito Federal y la Ley Reglamentaria del artículo 119 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se abroga la Ley Federal para Prevenir y Sancionar la Tortura,
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 1986; pero
deberá continuar aplicándose por los delitos cometidos durante su vigencia,
a menos que el acusado manifieste su voluntad de acogerse a la presente ley.

[...]

6. CÓDIGO PENAL FEDERAL*

LIBRO PRIMERO

TÍTULO TERCERO

APLICACIÓN DE LAS SANCIONES

CAPÍTULO I
REGLAS GENERALES

Artículo 51. Dentro de los límites fijados por la ley, los jueces y tribunales
aplicarán las sanciones establecidas para cada delito, teniendo en cuenta las

* Diario Oficial de la Federación, 14 de agosto de 1931 (actualizado hasta las reformas
publicadas en el mismo medio el 18 de diciembre de 2002). También se consultó Prontuario
Jurídico de la Procuraduría General de la República, t. I, pp. 161-318.



DERECHOS HUMANOS Y DERECHOS INDÍGENAS 187

circunstancias exteriores de ejecución y las peculiares del delincuente; particu-
larmente cuando se trate de indígenas se considerarán los usos y costumbres
de los pueblos y comunidades a los que pertenezcan.

[...]
Artículo 52. El juez fijará las penas y medidas de seguridad que estime jus-

tas y procedentes dentro de los límites señalados para cada delito, con base
en la gravedad del ilícito y el grado de culpabilidad del agente, teniendo en
cuenta:

[...]
V. La edad, la educación, la ilustración, las costumbres, las condicio-

nes sociales y económicas del sujeto, así como los motivos que lo
impulsaron o determinaron a delinquir. Cuando el procesado perte-
neciere a algún pueblo o comunidad indígena, se tomarán en cuenta,
además, sus usos y costumbres;

[...]

LIBRO SEGUNDO

TÍTULO TERCERO*
DELITOS CONTRA LA HUMANIDAD

CAPÍTULO I
VIOLACIÓN DE LOS DEBERES DE HUMANIDAD

Artículo 149. Al que violare los deberes de humanidad en los prisioneros y
rehenes de guerra, en los heridos, o en los hospitales de sangre, se le aplicará
por ese sólo hecho: prisión de tres a seis años, salvo lo dispuesto, para los
casos especiales, en las leyes militares.

CAPÍTULO II
GENOCIDIO

Artículo 149 bis. Comete el delito de genocidio el que con el propósito de des-
truir, total o parcialmente a uno o más grupos nacionales o de carácter étnico,

* Adicionado y reubicado mediante las reformas publicadas en el Diario Oficial de la
Federación el 20 de enero de 1967 y el 29 de julio de 1970.
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racial o religioso, perpetrase por cualquier medio, delitos contra la vida de
miembros de aquellos, o impusiese la esterilización masiva con el fin de im-
pedir la reproducción del grupo.

Por tal delito se impondrán de veinte a cuarenta años de prisión y multa de
quince mil a veinte mil pesos.

Si con idéntico propósito se llevaren a cabo ataques a la integridad corpo-
ral o a la salud de los miembros de dichas comunidades o se trasladaren de
ellas a otros grupos menores de diez y seis años, empleando para ello la vio-
lencia física o moral, la sanción será de cinco a veinte años de prisión y multa
de dos mil a siete mil pesos.

Se aplicarán las mismas sanciones señaladas en el párrafo anterior, a quien
con igual propósito someta intencionalmente al grupo a condiciones de exis-
tencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial.

En caso de que los responsables de dichos delitos fueran gobernantes,
funcionarios o empleados públicos y las cometieren en ejercicio de sus fun-
ciones o con motivo de ellas, además de las sanciones establecidas en este
artículo se les aplicarán las penas señaladas en el artículo 15 de la Ley de Res-
ponsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federación.

7. CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES*

TÍTULO PRIMERO

REGLAS GENERALES PARA EL PROCEDIMIENTO PENAL

CAPÍTULO I
COMPETENCIA

Artículo 6o. Es tribunal competente para conocer de un delito, el del lugar
en que se comete, salvo lo previsto en los párrafos segundo y tercero del ar-
tículo 10.

Si el delito produce efectos en dos o más entidades federativas, será com-
petente el juez de cualquiera de éstas o el que hubiera prevenido; pero cuan-
do el conflicto involucre como partes a indígenas y no indígenas, será tribu-
nal competente el que ejerza jurisdicción en el domicilio donde radique la
parte indígena.

* Diario Oficial de la Federación, 30 de agosto de 1934 (actualizado hasta las reformas
publicadas en el mismo medio el 18 de diciembre de 2002). También se consultó Legislación
Federal Mexicana, t. I (hojas sustituibles), pp. 227-342.
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CAPÍTULO II
FORMALIDADES

Artículo 15. Las actuaciones se podrán practicar a toda hora y aun en los días
inhábiles, sin necesidad de previa habilitación y en cada una de ellas se ex-
presarán el lugar, la hora, el día, el mes y el año en que se practiquen; en ellas se
usará el idioma castellano, salvo las excepciones en que la ley permita el uso
de otro, en cuyo caso se recabará la traducción correspondiente; y en el acta que
se levante se asentará únicamente lo que sea necesario para constancia del
desarrollo que haya tenido la diligencia.

Cuando intervengan en las actuaciones personas pertenecientes a los pue-
blos o comunidades indígenas, deberán ser asistidos por intérpretes y defen-
sores que tengan conocimiento de su lengua y su cultura, debiendo asentarse
tal circunstancia en el acta respectiva.

Artículo 18. Inmediatamente después de que se hayan asentado las actua-
ciones del día o agregado los documentos recibidos, el secretario foliará y
rubricará las hojas respectivas y pondrá el sello del tribunal en el fondo del
cuaderno, de manera que abrace las dos caras.

El secretario guardará con la seguridad debida, bajo su responsabilidad
hasta en tanto dé cuenta al juez, los documentos originales u objetos que se
presenten al proceso.

Cuando se trate de personas integrantes de pueblos o comunidades indíge-
nas, el intérprete, además de tener conocimiento de su lengua, deberá cono-
cer sus usos y costumbres.

CAPÍTULO III
INTÉRPRETES

Artículo 28. Cuando el inculpado, el ofendido o el denunciante, los testigos o
los peritos no hablen o no entiendan suficientemente el idioma castellano, se
les nombrará a petición de parte o de oficio, uno o más traductores, quienes
deberán traducir fielmente las preguntas y contestaciones que hayan de trans-
mitir. Cuando lo solicite cualquiera de las partes, podrá escribirse la declara-
ción en el idioma del declarante, sin que esto obste para que el traductor haga
la traducción.

Cuando no pudiere ser habido un traductor mayor de edad, podrá nom-
brarse a un menor que haya cumplido quince años.
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Artículo 29. Las partes podrán recusar al intérprete motivando la recusa-
ción; y el funcionario que practique las diligencias resolverá de plano y sin
recurso.

Artículo 30. Los testigos no podrán ser intérpretes.
Artículo 31. Si el inculpado, el ofendido o algún testigo fuere sordo-mudo,

se le nombrará como intérprete a una persona que pueda comprenderlo, siem-
pre que sea mayor de catorce años; y en este caso se observará lo dispuesto
en los artículos anteriores.

Artículo 32. A los sordos y a los mudos que sepan leer y escribir, se les
interrogará por escrito o por medio de intérprete.

CAPÍTULO XI

RESOLUCIONES JUDICIALES

Artículo 95. Las sentencias contendrán:

I. El lugar en que se pronuncien;
II. La designación del tribunal que las dicte;

III. Los nombres y apellidos del acusado, su sobrenombre si lo tuviere,
el lugar de su nacimiento, nacionalidad, edad, estado civil, en su
caso el grupo étnico indígena al que pertenece, idioma, residencia o
domicilio, y ocupación, oficio o profesión.

[...]

CAPÍTULO XII

NOTIFICACIONES

Artículo 103. Las notificaciones se harán a más tardar el día siguiente al en
que se dicten las resoluciones que las motiven.

Cuando la resolución entrañe una citación o un término para la práctica de
una diligencia, se notificará personalmente con cuarenta y ocho horas de anti-
cipación, cuando menos, al día y hora en que se haya de celebrar la actuación
o audiencia a que se refiera, debiéndose tomar en cuenta lo dispuesto en el
segundo párrafo del artículo 72 de este Código, y asistiéndose de traductor si
la persona por notificarse no habla o no entiende suficientemente el idioma
castellano.
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TÍTULO SEGUNDO

AVERIGUACIÓN PREVIA

CAPÍTULO II
REGLAS ESPECIALES PARA LA PRÁCTICA DE DILIGENCIAS

Y LEVANTAMIENTO DE ACTAS DE AVERIGUACIÓN PREVIA

Artículo 123. Inmediatamente que el Ministerio Público Federal o los funcio-
narios encargados de practicar en su auxilio diligencias de averiguación previa
tengan conocimiento de la probable existencia de un delito que deba perse-
guirse de oficio, dictarán todas las medidas y providencias necesarias para:
proporcionar seguridad y auxilio a las víctimas; impedir que se pierdan, des-
truyan o alteren las huellas o vestigios del hecho delictuoso, los instrumentos
o cosas objeto o efectos del mismo; saber qué personas fueron testigos; evitar
que el delito se siga cometiendo y, en general impedir que se dificulte la ave-
riguación, procediendo a la detención de los que intervinieron en su comi-
sión en los casos de delito flagrante.

Lo mismo se hará tratándose de delitos que solamente puedan perseguirse
por querella, si ésta ha sido formulada.

El Ministerio Público sólo podrá ordenar la detención de una persona,
cuando se trate de delito flagrante o de caso urgente, conforme a lo dispuesto
por el artículo 16 de la Constitución y en los términos de los artículos 193 y
194 respectivamente.

Artículo 124. En el caso del artículo anterior, se procederá a levantar el acta
correspondiente, que contendrá: la hora, fecha y modo en que se tenga cono-
cimiento de los hechos; el nombre y carácter de la persona que dio noticia de
ellos, y su declaración, así como la de los testigos cuyos dichos sean más
importantes y la del inculpado, si se encontrase presente, incluyendo el gru-
po étnico indígena al que pertenece, en su caso; la descripción de lo que haya
sido objeto de inspección ocular; los nombres y domicilios de los testigos
que no se hayan podido examinar; el resultado de la observación de las parti-
cularidades que se hayan notado a raíz de ocurridos los hechos, en las perso-
nas que en ellas intervengan; las medidas y providencias que se hayan tomado
para la investigación de los hechos, así como los demás datos y circunstan-
cias que se estime necesario hacer constar.

Artículo 124 bis. En la averiguación previa en contra de personas que no
hablen o no entiendan suficientemente el castellano, se les nombrará un tra-
ductor desde el primer día de su detención, quien deberá asistirlas en todos
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los actos procedimentales sucesivos y en la correcta comunicación que haya
de tener con su defensor.

El juez, en su caso, de oficio, o a petición de parte, verificará que perdure
ese canal de comunicación; y si lo estimare prudente, podrá nombrar el de-
fensor o el traductor que mejoren dicha comunicación.

Tratándose de personas pertenecientes a los pueblos o comunidades indí-
genas, tanto el defensor como el intérprete correspondiente deberán tener
pleno conocimiento de su lengua y su cultura.

Artículo 128. Cuando el inculpado fuese detenido o se presentare volunta-
riamente ante el Ministerio Público Federal, se procederá de inmediato en la
siguiente forma:

I. Se hará constar por quien haya realizado la detención o ante quien
aquél haya comparecido, el día, hora y lugar de la detención o de
la comparecencia, así como, en su caso, el nombre y cargo de quien la
haya ordenado. Cuando la detención se hubiese practicado por una
autoridad no dependiente del Ministerio Público, se asentará o se agre-
gará, en su caso, la información circunstanciada suscrita por quien
la haya realizado o haya recibido al detenido;

II. Se le hará saber la imputación que existe en su contra y el nombre
del denunciante o querellante;

III. Se le harán saber los derechos que le otorga la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y, particularmente en la averigua-
ción previa, de los siguientes:
a) No declarar si así lo desea, o en caso contrario, a declarar asistido

por su defensor;
b) Tener una defensa adecuada por sí, por abogado o por persona de

su confianza, o si no quisiere o no pudiere designar defensor, se
le designara desde luego un defensor de oficio;

c) Que su defensor comparezca en todos los actos de desahogo de
pruebas dentro de la averiguación;

d) Que se le faciliten todos los datos que solicite para su defensa y
que consten en la averiguación, para lo cual se permitirá a él y su
defensor consultar en la oficina del Ministerio Público y en pre-
sencia del personal, el expediente de la averiguación previa;

e) Que se le reciban los testigos y demás pruebas que ofrezca y que
se tomarán en cuenta para dictar la resolución que corresponda,
concediéndosele el tiempo necesario para ello, siempre que no se
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traduzca en entorpecimiento de la averiguación y las personas
cuyos testimonios ofrezca se encuentren en el lugar donde aqué-
lla se lleva a cabo. Cuando no sea posible el desahogo de prue-
bas, ofrecidas por el inculpado o su defensor, el juzgador resolve-
rá sobre la admisión y práctica de las mismas; y

f) Que se le conceda, inmediatamente que lo solicite, su libertad
provisional bajo caución, conforme a lo dispuesto por la fracción
I del artículo 20 de la Constitución y en los términos del párrafo
segundo del artículo 135 de este Código.
Para efectos de los incisos b) y c) se le permitirá al indiciado comu-

nicarse con las personas que él solicite, utilizando el teléfono o cual-
quier otro medio de comunicación del que se pueda disponer, o per-
sonalmente, si ellas se hallaren presentes.

De la información al inculpado sobre los derechos antes mencio-
nados, se dejará constancia en las actuaciones.

IV. Cuando el detenido perteneciera a un pueblo o comunidad indígena
o fuere extranjero, que no hable o no entienda suficientemente el es-
pañol, se le designará un traductor que le hará saber los derechos a
que se refiere la fracción anterior. Tratándose de indígenas, el tra-
ductor y el defensor que deberán asistirle, deberán tener además co-
nocimiento de su lengua y cultura. Si se tratara de un extranjero, la
detención se comunicará de inmediato a la representación diplomá-
tica o consular que corresponda, y

V. En todo caso se mantendrán separados a los hombres y a las mujeres
en los lugares de detención o reclusión.

TÍTULO CUARTO

INSTRUCCIÓN

CAPÍTULO I
REGLAS GENERALES DE LA INSTRUCCIÓN

Artículo 146. Durante la instrucción, el tribunal que conozca del proceso
deberá tomar en cuenta las circunstancias peculiares del inculpado, allegán-
dose datos para conocer su edad, educación e ilustración; sus costumbres y
conductas anteriores; los motivos que lo impulsaron a delinquir; sus condi-
ciones económicas y las especiales en que se encontraba en el momento de la
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comisión del delito; la pertenencia del inculpado, en su caso, a un grupo ét-
nico indígena y las practicas y características que como miembro de dicho
grupo pueda tener; los demás antecedentes personales que puedan compro-
barse; así como sus vínculos de parentesco, amistad o nacidos de otras rela-
ciones sociales, la calidad de las personas ofendidas y las circunstancias de
tiempo, lugar, modo y ocasión, que en su conjunto demuestren la gravedad
del ilícito y el grado de culpabilidad del agente.

El tribunal deberá tomar conocimiento directo del sujeto, de la víctima y
de las circunstancias del hecho en la medida requerida para cada caso, te-
niendo amplias facultades para allegarse los datos a que se refiere este artícu-
lo, pudiendo obrar para ese objeto.

La misma obligación señala en los párrafos precedentes tiene el Ministe-
rio Público durante la averiguación previa y en el curso de la instrucción, para
el efecto de hacer, fundadamente, los señalamientos y peticiones que corres-
pondan al ejercitar la acción penal o al formular conclusiones.

CAPÍTULO II
DECLARACIÓN PREPARATORIA DEL INCULPADO

Y NOMBRAMIENTO DE DEFENSOR

Artículo 154. La declaración preparatoria comenzará por las generales del
inculpado, en las que se incluirán también los apodos que tuviere, el grupo
étnico indígena al que pertenezca, en su caso, y si habla y entiende suficien-
temente el idioma castellano y sus demás circunstancias personales. Acto
seguido se le hará saber el derecho que tiene para defenderse por sí o por
persona de su confianza, advirtiéndole que si no lo hiciere, el juez le nombra-
rá un defensor de oficio.

Si el inculpado pertenece a un pueblo o comunidad indígenas, se le hará
saber el derecho que tiene de ser asistido por un intérprete y por un defensor
que tengan conocimiento de su lengua y cultura, en términos del artículo 2o.
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Si el inculpado no hubiere solicitado su libertad provisional bajo caución,
se le hará nuevamente conocedor de ese derecho en los términos del artículo
20 fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
del artículo 399 de este Código.

A continuación se le hará saber en que consiste la denuncia o querella así
como los nombres de sus acusadores y de los testigos que declaren en su con-
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tra, se le preguntará si es su voluntad declarar y en caso de que así lo desee se
le examinará sobre los hechos consignados. Si el inculpado decidiere no de-
clarar, el juez respetará su voluntad dejando constancia de ello en el expe-
diente.

Igualmente se le harán saber todas las siguientes garantías que le otorga el
artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; que
se le recibirán todos los testigos y las pruebas que ofrezca, en los términos
legales, ayudándole para obtener la comparecencia de las personas que soli-
cite, siempre y cuando estén domiciliadas en el lugar del juicio; así como que
será sentenciado antes de cuatro meses, si se tratare de delitos cuya pena
máxima no exceda de dos años de prisión, o antes de un año si la pena máxi-
ma excediere de ese tiempo; y que le serán facilitados todos los datos que
solicite para su defensa y que consten en el proceso.

Acto seguido el juez le interrogará sobre su participación en los hechos
imputados, y practicará careos entre el inculpado y los testigos que hayan
declarado en su contra y estuvieren en el lugar del juicio, para que aquél y su
defensor puedan hacerles todas las preguntas conducentes a su defensa, mis-
mo derecho que también corresponde al Ministerio Público.

Artículo 159. La designación de defensor de oficio en los lugares donde
no resida el tribunal federal y en que, por tanto, los jueces locales tengan que
auxiliar a éste, se hará entre los defensores de oficio del orden común.

Lo mismo se hará cuando no hubiere defensor de oficio federal en el lugar
en que resida el tribunal federal que conozca del asunto.

Cuando el inculpado pertenezca a un pueblo o comunidad indígena, la de-
signación del defensor de oficio recaerá sobre aquel que tenga conocimiento
de su lengua y su cultura.

TÍTULO SEXTO

PRUEBA

CAPÍTULO IV
PERITOS

Artículo 220 bis. Cuando el inculpado pertenezca a un grupo étnico indígena,
se procurará allegarse dictámenes periciales, a fin de que el juzgador ahonde
en el conocimiento de su personalidad y capte su diferencia cultural respecto
a la cultura media nacional.
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En los procedimientos en los que intervengan personas que aleguen te-
ner calidad de indígenas, la misma se acreditará con la sola manifestación
de quien la haga.

Cuando el juez tenga duda de ella o fuere cuestionada en juicio, se solici-
tará a las autoridades comunitarias la expedición de la constancia que acre-
dite la pertenencia del individuo a un determinado pueblo o comunidad.

Artículo 221. Los peritos que dictaminen serán dos o más, pero bastará
uno cuando solamente éste pueda ser habido, o cuando el caso sea urgente.

Artículo 222. Con independencia de las diligencias de pericia desahoga-
das en la averiguación previa, la defensa y el Ministerio Público tendrán dere-
cho a nombrar hasta dos peritos en el proceso, para dictaminar sobre cada
punto que amerite intervención pericial. El tribunal hará saber a los peritos
su nombramiento y les ministrará todos los datos que fueren necesarios para
que emitan su opinión.

Artículo 223. Los peritos deberán tener título oficial en la ciencia o arte a
que se refiere el punto sobre el cual deba dictaminarse, si la profesión o arte
están legalmente reglamentadas; en caso contrario, se nombrará peritos prác-
ticos. Cuando el inculpado pertenezca a un grupo étnico indígena, podrán ser
peritos prácticos, personas que pertenezcan a dicho grupo étnico indígena.

Artículo 224. También podrán ser nombrados peritos prácticos cuando no
hubiere titulados en el lugar en que se siga la instrucción; pero en este caso se
librará exhorto o requisitoria al tribunal del lugar en que los haya, para que
en vista del dictamen de los prácticos emitan su opinión.

Artículo 225. La designación de peritos hecha por el tribunal o por el Mi-
nisterio Público deberá recaer en las personas que desempeñen ese empleo por
nombramiento oficial y a sueldo fijo, o bien en personas que presten sus ser-
vicios en dependencias del Gobierno Federal, en Universidades del país, o que
pertenezcan a Asociaciones de Profesionistas reconocidas en la República.

Si no hubiere peritos oficiales titulares se nombraran de entre las personas
que desempeñen el profesorado del ramo correspondiente en las escuelas
nacionales, o bien de entre los funcionarios o empleados de carácter técnico
en establecimientos o corporaciones dependientes del Gobierno.

CAPÍTULO V
TESTIGOS

Artículo 246. Los testigos deben ser examinados separadamente y sólo las
partes podrán asistir a la diligencia, salvo en los casos siguientes:
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I. Cuando el testigo sea ciego.
II. Cuando sea sordo o mudo.

III. Cuando ignore el idioma castellano.

En el caso de la fracción I el funcionario que practique las diligencias de-
signará a otra persona para que acompañe al testigo, la que firmará la decla-
ración después de que éste la haya ratificado; en los casos de las fracciones II
y III se procederá conforme lo dispone el Capítulo III del Título Primero de
este Código.

TÍTULO DÉCIMO

RECURSOS

CAPÍTULO II
APELACIÓN

Artículo 388. Habrá lugar a la reposición del proceso por alguna de las cau-
sas siguientes:

I. Por no haberse hecho saber al procesado durante la instrucción
ni al celebrarse el juicio, el motivo del procedimiento, o el nom-
bre de las personas que le imputen la comisión del delito;

II. Por no habérsele permitido nombrar defensor o no nombrársele
el de oficio en los términos que señala la ley; por no habérsele fa-
cilitado la manera de hacer saber al defensor su nombramiento, y
por habérsele impedido comunicarse con él o que dicho defensor
lo asistiere en alguna de las diligencias del proceso;

II bis. Por haberse omitido la designación del traductor al inculpado
que no hable o entienda suficientemente el idioma castellano, en
los términos que señale la ley.

[...]
VII bis. Por no existir omisiones graves de la defensa en perjuicio del sen-

tenciado; se reputan como omisiones graves de la defensa:
a) No haber asesorado al inculpado sobre la naturaleza y las con-

secuencias jurídicas de los hechos imputados en el proceso;
b) No haber asistido a las diligencias que se practicaren con in-

tervención del inculpado durante la averiguación previa y du-
rante el proceso;
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c) No haber ofrecido y aportado las pruebas necesarias para la
defensa del inculpado;

[...]

8. CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES*

LIBRO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

TÍTULO SEGUNDO

AUTORIDAD JUDICIAL

CAPÍTULO I
COMPETENCIA

Sección Segunda
Competencia territorial

Artículo 24. Por razón de territorio es tribunal competente:

I. El del lugar que el demandado haya señalado para ser requerido
judicialmente sobre el cumplimiento de su obligación;

II. El del lugar convenido para el cumplimiento de la obligación;
III. El de la ubicación de la cosa, tratándose de acciones reales sobre

inmuebles o de controversias derivadas del contrato de arrendamien-
to. Si las cosas estuvieren situadas en, o abarcaren dos o más cir-
cunscripciones territoriales, será competente el que prevenga en el
conocimiento del negocio;

IV. El del domicilio del demandado, tratándose de acciones reales sobre
muebles o de acciones personales o del estado civil;

V. El del lugar del domicilio del deudor, en caso de concurso.
Es también competente el tribunal de que trata esta fracción para

conocer de los juicios seguidos contra el concursado, en que no se
pronuncie aún sentencia al radicarse el juicio de concurso, y de los

* Diario Oficial de la Federación, 24 de febrero de 1943 (actualizado hasta las reformas
publicadas en el mismo medio el 18 de diciembre de 2002). También se consultó Nuevo
Código Federal de Procedimientos Civiles.
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que, para esa ocasión, estén ya sentenciados ejecutoriadamente, siem-
pre que, en este último caso, la sentencia no ordene que se haga tran-
ce y remate de bienes embargados, ni esté en vías de ejecución con
embargo ya ejecutado. El juicio sentenciado que se acumule, sólo lo
será para los efectos de la graduación del crédito vuelto indiscutible
por la sentencia;

VI. El del lugar en que haya tenido su domicilio el autor de la sucesión,
en la época de su muerte, tratándose de juicios hereditarios; a falta
de ese domicilio, será competente el de la ubicación de los bienes
raíces sucesorios, observándose, en lo aplicable, lo dispuesto en la
fracción III. A falta de domicilio y bienes raíces, es competente el
del lugar del fallecimiento del autor de la herencia.

Es también competente el tribunal de que trata esta fracción, para
conocer:
a) De las acciones de petición de herencia;
b) De las acciones contra la sucesión, antes de la partición y adjudi-

cación de los bienes, y
c) De las acciones de nulidad, rescisión y evicción de la partición

hereditaria;
VII. El del lugar en que se hizo una inscripción en el Registro Público de

la Propiedad, cuando la acción que se entable no tenga más objeto
que el de decretar su cancelación;

VIII. En los actos de jurisdicción voluntaria, salvo disposición contraria de
la ley, es juez competente el del domicilio del que promueve; pero,
si se trata de bienes raíces, lo es el del lugar en que estén ubicados,
observándose, en lo aplicable, lo dispuesto en la fracción III.

Cuando haya varios tribunales competentes, conforme a las dis-
posiciones anteriores, en caso de conflicto de competencias, se de-
cidirá en favor del que haya prevenido en el conocimiento, y

IX. Tratándose de juicios en los que el demandado sea indígena, será juez
competente el del lugar en el que aquél tenga su domicilio; si ambas
partes son indígenas, lo será el juez que ejerza jurisdicción en el do-
micilio del demandante.
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TÍTULO CUARTO

PRUEBA

CAPÍTULO II
CONFESIÓN

Artículo 107. En ningún caso se permitirá que la parte que ha de absolver un
interrogatorio de posiciones esté asistida por su abogado, procurador, ni otra
persona; ni se le dará traslado ni copia de las posiciones, ni término para que
se aconseje; pero, si el absolvente no hablare el español, podrá ser asistido
por un interprete, si fuere necesario, y, en este caso, el tribunal lo nombrará.
Si la parte lo pide, se asentará también su declaración en su propio idioma,
con intervención del interprete.

Cuando el que haya de absolver posiciones fuere indígena y no hable es-
pañol, o hablándolo no lo sepa leer, deberá asistirle un intérprete con conoci-
miento de su lengua y cultura, asentándose su declaración en español y en su
propio idioma.

CAPÍTULO VI

PRUEBA TESTIMONIAL

Artículo 180. Si el testigo no habla el castellano, rendirá su declaración por
medio de intérprete, que será nombrado por el tribunal. Cuando el testigo lo
pidiere, además de asentarse su declaración en español, podrá escribirse en
su propio idioma, por él o por el intérprete. Este último deberá, antes de
desempeñar su encargo, protestar hacerlo lealmente, haciéndose constar esta
circunstancia.

Si el testigo fuere indígena y no hable el español, o hablándolo no lo su-
piera leer, deberá asistirle un intérprete con conocimiento de su lengua y
su cultura, a fin de que rinda su testimonio, sea en su propia lengua o en es-
pañol; pero en cualquier caso, el mismo deberá asentarse en ambos idiomas.
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TÍTULO QUINTO

CAPÍTULO ÚNICO

RESOLUCIONES JUDICIALES

Artículo 222 bis. A fin de garantizarle a los indígenas, el acceso pleno a la
jurisdicción del Estado en los procedimientos en que sean parte, el juez debe-
rá considerar, al momento de dictar la resolución, sus usos, costumbres y es-
pecificidades culturales.

TÍTULO SÉPTIMO

ACTOS PROCESALES EN GENERAL

CAPÍTULO I
FORMALIDADES JUDICIALES

Artículo 271. Las actuaciones judiciales y promociones deben escribirse en
lengua española. Lo que se presente escrito en idioma extranjero se acompa-
ñará de la correspondiente traducción al castellano.

Las actuaciones dictadas en los que una o ambas partes sean indígenas,
que no supieran leer el español, el tribunal deberá traducirlas a su lengua,
dialecto o idioma con cargo a su presupuesto, por conducto de la persona
autorizada para ello.

Las promociones que los pueblos o comunidades indígenas o los indíge-
nas en lo individual, asentados en el territorio nacional, hicieren en su len-
gua, dialecto o idioma, no necesitarán acompañarse de la traducción al espa-
ñol. El tribunal la hará de oficio con cargo a su presupuesto, por conducto de
la persona autorizada para ello.

Las fechas y cantidades se escribirán con letra.
Artículo 274 bis. En los procedimientos en los que intervengan personas

que aleguen tener la calidad de indígenas, la misma se acreditará con la sola
manifestación de quien la haga. Cuando el juez tenga duda de ella o fuere
cuestionada en juicio, se solicitará a las autoridades comunitarias la expedi-
ción de la constancia que acredite la pertinencia del individuo a un determi-
nado pueblo o comunidad.

[...]
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9. LEY FEDERAL DE DEFENSORÍA PÚBLICA*

TÍTULO PRIMERO

DE LA DEFENSORÍA PÚBLICA

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. La presente Ley tiene por objeto regular la prestación del servicio
de defensoría pública en asuntos del fuero federal, a fin de garantizar el dere-
cho a la defensa en materia penal y el acceso a la justicia mediante la orienta-
ción, asesoría y representación jurídica en los términos que la misma establece.

Sus disposiciones son de orden público y de aplicación en todo el territo-
rio nacional.

Artículo 2. El servicio de defensoría pública será gratuito. Se prestara bajo
los principios de probidad, honradez y profesionalismo y de manera obliga-
toria, en los términos de esta Ley.

Artículo 3. Para la prestación de los servicios de defensoría pública, se
crea el Instituto Federal de Defensoría Pública, como órgano del Poder Judi-
cial de la Federación. En el desempeño de sus funciones gozará de indepen-
dencia técnica y operativa

Artículo 4. Los servicios de defensoría pública se prestaran a través de:

I. Defensores públicos, en los asuntos del orden penal federal, desde
la averiguación previa hasta la ejecución de las penas, y

II. Asesores jurídicos, en asuntos de orden no penal, salvo los expresa-
mente otorgados por la Ley a otras instituciones.

CAPÍTULO III
DE LOS ASESORES JURÍDICOS

Artículo 14. Para gozar de los beneficios de la asesoría jurídica, se llenará
solicitud en los formatos que para tal efecto elabore el Instituto Federal de
Defensoría Pública, y se deberán cumplir con los requisitos previstos en las
bases generales de organización y funcionamiento.

* Diario Oficial de la Federación, 28 de mayo de 1998.
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En la asignación de un asesor jurídico se dará preferencia a la elección del
usuario, a fin de lograr mayor confianza en la prestación del servicio.

En caso de que el servicio de asesoría sea solicitado por partes contrarias
o con intereses opuestos, se prestará a quien lo haya solicitado primero.

Artículo 15. Los servicios de asesoría jurídica se prestarán, preferente-
mente, a:

I. Las personas que estén desempleadas y no perciban ingresos;
II. Los trabajadores jubilados o pensionados, así como sus cónyuges;

III. Los trabajadores eventuales o subempleados;
IV. Los que reciban, bajo cualquier concepto, ingresos mensuales infe-

riores a los previstos en las bases generales de organización y fun-
cionamiento;

V. Los indígenas, y
VI. Las personas que por cualquier razón social o económica tengan la

necesidad de estos servicios.
[...]

10. REGLAMENTO DE LOS CENTROS FEDERALES
DE READAPTACIÓN SOCIAL*

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1o. Las disposiciones contenidas en este Reglamento tienen por objeto
regular la organización, administración y funcionamiento del sistema inte-
grado por los Centros Federales de Readaptación Social, dependientes de la
Federación y su aplicación corresponde a la Secretaría de Gobernación, a
través de la Dirección General de Prevención y Readaptación Social.

Artículo 2o. La Dirección General de Prevención y Readaptación Social,
tendrá a su cargo la atribución de organizar y administrar el sistema integra-
do por los establecimientos para la ejecución de sentencias y prisión preven-
tiva, así como para la aplicación de tratamientos de readaptación social que
respondan a las condiciones socioeconómicas del país, a la seguridad de la
colectividad y a las características de los internos.

* Diario Oficial de la Federación, 30 de agosto de 1991 (actualizado con las reformas pu-
blicadas en el mismo medio el 31 de agosto de 1992).
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Artículo 3o. El presente ordenamiento se aplicará en los Centros Federa-
les de Readaptación Social, dependientes de la Federación destinados al in-
ternamiento de reos que se encuentren privados de su libertad por resolución
judicial ejecutoriada, de autoridad federal competente y, en materia de fuero
común, previo Convenio de la Federación, con los Gobiernos de los Estados
y con el Departamento del Distrito Federal.

La reclusión de personas sujetas a prisión preventiva procederá en los tér-
minos del último párrafo del artículo 12 del presente Reglamento.

Este Reglamento no es aplicable para la Colonia Penal Federal Islas Marías,
que se rige por sus propias disposiciones reglamentarias.

Artículo 4o. El tratamiento en los Centros Federales de Readaptación So-
cial, se establecerá sobre la base del trabajo, la capacitación para el mismo y
la educación como medios de readaptación social del reo, procurando siem-
pre su reingreso a la comunidad como un miembro más socialmente produc-
tivo, acorde con el marco jurídico regulado por el artículo 18 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley que Establece las
Normas Mínimas sobre Readaptación Social de Sentenciados.

Artículo 6o. Para efectos del presente Reglamento, los Centros Federales
de Readaptación Social, son las instituciones públicas de máxima seguridad
destinadas por el Gobierno Federal al internamiento de los reos que se men-
cionan en el artículo tercero.

Artículo 8o. Las bases contempladas por el presente ordenamiento para la
organización y funcionamiento de los Centros Federales de Readaptación
Social, garantizarán el respeto absoluto a los derechos humanos y a la digni-
dad personal de los internos, procurando integrar su personalidad y facilitar
su reincorporación a la vida socialmente productiva.

Artículo 9o. Se prohíbe toda conducta que implique el uso de la violencia
física o moral, o procedimientos que provoquen cualquier tipo de lesión o
menoscaben la dignidad de los internos, en consecuencia la autoridad se abs-
tendrá de realizar actos que se traduzcan en tratos denigrantes o crueles.

Artículo 13. Se prohíbe el establecimiento de áreas o estancias de distin-
ción y privilegio en los Centros Federales de Readaptación Social.

No quedan comprendidas en la regulación anterior, las instalaciones para
el tratamiento individual de conductas especiales, así como para la aplica-
ción de correcciones disciplinarias, en cuyo caso los internos gozarán del
derecho a la comunicación que requieran con sus defensores, atención médi-
ca, psiquiátrica y psicológica que determine el Consejo Técnico Interdisci-
plinario del Centro.
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Tampoco queda comprendido en dicha prohibición, el establecimiento de
áreas completamente separadas para la reclusión de los procesados, en los
casos a que se refiere el último párrafo del artículo anterior.

Artículo 15. El internamiento en los Centros Federales de Readaptación So-
cial, no podrá prolongarse por más tiempo del señalado en la sentencia eje-
cutoriada, salvo que el interno deba quedarse a disposición de una autoridad
judicial que así lo disponga, por un proceso posterior a la fecha de interna-
miento. En este último caso, tendrá que permanecer en algún lugar distinto al
de los demás reos.

CAPÍTULO II
DEL INGRESO Y EGRESO DE INTERNOS

Artículo 18. Los objetos de valor, ropa y otros bienes que el interno posea a
su ingreso o traslado, y que de acuerdo a las disposiciones de este Reglamen-
to y su instructivo correspondiente no pueda retener consigo, serán entrega-
dos a la persona que designe o en su defecto, mantenidas en el depósito de
objetos de el control de registro de personas, previo inventario que firmará a
satisfacción el recluso. Dichos objetos le serán devueltos al interno en el
momento de su liberación, quien otorgará el recibo respectivo.

De igual forma, se le entregará de inmediato el saldo de la cuenta de aho-
rro a que se refiere el artículo 124 de este ordenamiento.

Artículo 19. A su ingreso, a los Centros Federales de Readaptación Social,
deberá entregarse a cada interno un ejemplar de este Reglamento así como de
los manuales e instructivos en que consten detalladamente sus derechos y
obligaciones y el régimen interior del Centro.

En caso de internos incapacitados para leer, analfabetos, o que desconoz-
can el idioma español se les hará saber el contenido de los documentos a que
se refiere el párrafo anterior, a través de un traductor o intérprete.

Artículo 20. El Consejo Técnico Interdisciplinario del Centro asignará el
dormitorio, módulo, nivel, sección y estancia de cada interno, de conformi-
dad con el estudio de personalidad que haya realizado la Dirección General
de Prevención y Readaptación Social, y deberá circunscribirse a los linea-
mientos que establece el instructivo correspondiente.

Artículo 22. Todo interno a su ingreso durante su estancia, recibirá la do-
tación de vestuario reglamentario del Centro y ropa de cama, de acuerdo al
instructivo correspondiente. Tendrá asimismo derecho a alimentación y al ser-
vicio médico.

[...]





[207]

V
DISPOSICIONES DE JUSTICIA

Y DESARROLLO EN EL CAMPO

1. NOTA INTRODUCTORIA

La problemática de la justicia en el campo, sobre todo la relacionada con el ac-
ceso al medio de producción de la tierra, fue uno de los pivotes que impulsa-
ron la Revolución mexicana. Así aconteció también con el movimiento social
zapatista de la última década del siglo XX en el sureste de nuestro país.

Con contradicciones, lagunas, olvidos, omisiones y muchos otros proble-
mas, la legislación agraria mexicana, aunque cercenada por las reformas de
1992, todavía presenta elementos de protección para la reproducción de los
pueblos y comunidades indígenas y campesinas. Aquí está uno de los logros
más destacables de la revolución del siglo pasado, aunque no se hayan alcan-
zado muchos de los proyectos que los dirigentes políticos emitían en sus dis-
cursos.

Frente a los esfuerzos privatizadores que se realizaron en 1992, se apre-
cian reformas atenuantes que se tuvieron que hacer a varias disposiciones a
los pocos años. Y a 10 años de esos tiempos, la privatización no se ha ense-
ñoreado completamente en el campo; los campesinos siguen reclamando más
tierra por repartir, la solución de sus eternos conflictos por límites entre pue-
blos y ejidos y el acceso al crédito y a una mejor vida. Incluso, parte del movi-
miento de 1994 encuentra su respuesta en ese intento de destrozar lo avanza-
do en materia agraria.

Por eso, en los Acuerdos de San Andrés y en la propuesta de reformas consti-
tucionales de la Cocopa, se hizo énfasis en que al ser el campesinado mexicano,
el indígena principalmente, el depositario del territorio rural mexicano, era
la mejor garantía para resguardar la soberanía nacional con una legislación
más clara al respecto. Sin duda, sin ese control de los territorios rurales, del
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hábitat, no hablaríamos de la diversidad de flora y fauna que la sabiduría de
la vida y la organización social y política indígenas y su identificación con la
tierra y su entorno le han dado históricamente para coexistir.

En esta sección se reproducen partes de las Leyes Orgánica de la Adminis-
tración Pública Federal, Agraria, Orgánica de los Tribunales Agrarios, de Am-
paro, de Aguas Nacionales, Forestal y General de Equilibrio Ecológico, así
como de los reglamentos interiores de la Procuraduría Agraria y de los Tribu-
nales Agrarios y el Reglamento de la Ley de Aguas Nacionales.

Aunque en la selección existen muchos textos que no se refieren exclusi-
vamente a las comunidades indígenas, al habitar la mayor parte de ellas en el
medio rural y dedicarse a las actividades primarias, y al ser sus posesiones eji-
dales y comunales, estas disposiciones impactan la vida de los pueblos in-
dios, que son pueblos campesinos. El conocimiento de estos desfases, desa-
justes, pero también de los resquicios legales que establecen, nos muestran el
papel que siguen teniendo en la vida rural, a pesar de que no se les hayan re-
conocido plenamente sus derechos. El caso de la ley dedicada al equilibrio
ecológico, promulgada en el tiempo del conflicto, muestra, sin lugar a dudas,
el interés de parte de instancias del gobierno federal por hacer participar, aun-
que limitadamente, a quienes han permitido que parte de nuestros recursos
todavía estén ahí en la posibilidad para heredarlos a las generaciones futuras.

2. LEY ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN
PÚBLICA FEDERAL (ASUNTOS AGRARIOS)*

TÍTULO SEGUNDO

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA CENTRALIZADA

CAPÍTULO II
DE LA COMPETENCIA DE LAS SECRETARÍAS DE ESTADO,

DEPARTAMENTOS ADMINISTRATIVOS Y CONSEJERÍA JURÍDICA

DEL EJECUTIVO FEDERAL

Artículo 26. Para el despacho de los asuntos del orden administrativo, el Po-
der Ejecutivo de la Unión contará con las siguientes dependencias:

* Diario Oficial de la Federación, 29 de diciembre de 1976 (actualizada hasta las últimas
reformas publicadas en el mismo medio el 13 de marzo de 2002).
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[...]
Secretaría de la Reforma Agraria.
[...]

Artículo 41. A la Secretaría de la Reforma Agraria corresponde el despa-
cho de los siguientes asuntos:

I. Aplicar los preceptos agrarios del artículo 27 Constitucional, así como
las leyes agrarias y sus reglamentos;

II. Conceder o ampliar en términos de ley, las dotaciones o restitucio-
nes de tierra y aguas a los núcleos de población rural;

III. Crear nuevos centros de población agrícola y dotarlos de tierras y
aguas y de la zona urbana ejidal;

IV. Intervenir en la titulación y el parcelamiento ejidal;
V. Hacer y tener al corriente el Registro Agrario Nacional, así como el

catastro de las propiedades ejidales, comunales e inafectables;
VI. Conocer de las cuestiones relativas a límites y deslinde de tierras

ejidales y comunales;
VII. Hacer el reconocimiento y titulación de las tierras y aguas comuna-

les de los pueblos;
VIII. Resolver conforme a la ley las cuestiones relacionadas con los pro-

blemas de los núcleos de población ejidal y de bienes comunales, en
lo que no corresponda a otras dependencias o entidades, con la par-
ticipación de las autoridades estatales y municipales;

IX. Cooperar con las autoridades competentes a la eficaz realización de
los programas de conservación de tierras y aguas en los ejidos y
comunidades;

X. Proyectar los programas generales y concretos de colonización ejidal,
para realizarlos, promoviendo el mejoramiento de la población rural
y, en especial, de la población ejidal excedente, escuchando la opi-
nión de la Secretaría de Desarrollo Social;

[...]
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3. LEY AGRARIA*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del artículo 27 Constitucional
en materia agraria y de observancia general en toda la República.

Artículo 2o. En lo no previsto en esta ley, se aplicará supletoriamente la
legislación civil federal y, en su caso, mercantil, según la materia de que se
trate.

El ejercicio de los derechos de propiedad a que se refiere esta ley en lo re-
lacionado con el aprovechamiento urbano y el equilibrio ecológico, se ajus-
tará a lo dispuesto en la Ley General de Asentamientos Humanos, la Ley del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente y demás leyes aplicables.

Artículo 3o. El Ejecutivo Federal promoverá la coordinación de acciones con
los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, en el ámbito
de sus correspondientes atribuciones, para la debida aplicación de esta ley.

TÍTULO SEGUNDO

DEL DESARROLLO Y FOMENTO AGROPECUARIOS

Artículo 6o. Las dependencias y entidades competentes de la Administración
Pública Federal buscarán establecer las condiciones para canalizar recursos
de inversión y crediticios que permitan la capitalización del campo; fomentar
la conjunción de predios y parcelas en unidades productivas; propiciar todo
tipo de asociaciones con fines productivos entre ejidatarios, comuneros y
pequeños propietarios y cualquiera de éstos entre sí; promover la investiga-
ción científica y técnica y la transferencia de sus resultados entre todos los
productores rurales; apoyar la capacitación, organización y asociación de
los productores para incrementar la productividad y mejorar la producción,
la transformación y la comercialización; asesorar a los trabajadores rurales;
y llevar a cabo las acciones que propicien el desarrollo social y regionalmente
equilibrado del sector rural.

* Reglamentaria del artículo 27 constitucional, publicada el 26 de febrero de 1992 en el
Diario Oficial de la Federación (actualizada de acuerdo con la reforma publicada en el mis-
mo medio el 9 de julio de 1993).
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TÍTULO TERCERO

DE LOS EJIDOS Y COMUNIDADES

CAPÍTULO I
DE LOS EJIDOS

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 9o. Los núcleos de población ejidales o ejidos tienen personalidad
jurídica y patrimonio propio y son propietarios de las tierras que les han sido
dotadas o de las que hubieren adquirido por cualquier otro título.

Artículo 10. Los ejidos operan de acuerdo con su reglamento interno, sin
más limitaciones en sus actividades que las que dispone la ley. Su reglamento
se inscribirá en el Registro Agrario Nacional, y deberá contener las bases
generales para la organización económica y social del ejido que se adopten li-
bremente, los requisitos para admitir nuevos ejidatarios, las reglas para el
aprovechamiento de las tierras de uso común, así como las demás disposicio-
nes que conforme a esta ley deban ser incluídas en el reglamento y las demás
que cada ejido considere pertinentes.

Artículo 11. La explotación colectiva de las tierras ejidales puede ser adop-
tada por un ejido cuando su asamblea así lo resuelva, en cuyo caso deberán
establecerse previamente las disposiciones relativas a la forma de organizar
el trabajo y la explotación de los recursos del ejido, así como los mecanismos
para el reparto equitativo de los beneficios, la constitución de reservas de capi-
tal, de previsión social o de servicios y las que integren los fondos comunes.

Los ejidos colectivos ya constituidos como tales o que adopten la explota-
ción colectiva podrán modificar o concluir el régimen colectivo mediante
resolución de la asamblea, en los términos del artículo 23 de esta ley.

Sección Tercera
De los órganos del ejido

Artículo 21. Son órganos de los ejidos:

I. La asamblea;
II. El comisariado ejidal; y

III. El consejo de vigilancia.
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Artículo 22. El órgano supremo del ejido es la asamblea, en la que partici-
pan todos los ejidatarios.

El comisariado ejidal llevará un libro de registro en el que asentará los
nombres y datos básicos de identificación de los ejidatarios que integran el
núcleo de población ejidal correspondiente. La asamblea revisará los asien-
tos que el comisariado realice conforme a lo que dispone este párrafo.

Artículo 23. La asamblea se reunirá por lo menos una vez cada seis meses
o con mayor frecuencia cuando así lo determine su reglamento o su costum-
bre. Serán de la competencia exclusiva de la asamblea los siguientes asuntos:

I. Formulación y modificación del reglamento interno del ejido;
II. Aceptación y separación de ejidatarios, así como sus aportaciones;

III. Informes del comisariado ejidal y del consejo de vigilancia, así como
la elección y remoción de sus miembros;

IV. Cuentas o balances, aplicación de los recursos económicos del ejidos
y otorgamiento de poderes y mandatos;

V. Aprobación de los contratos y convenios que tengan por objeto el
uso o disfrute por terceros de las tierras de uso común;

VI. Distribución de ganancias que arrojen las actividades del ejido;
VII. Señalamiento y delimitación de las áreas necesarias para el asenta-

miento humano, fundo legal y parcelas con destino específico, así
como la localización y relocalización del área de urbanización;

VIII. Reconocimiento del parcelamiento económico o de hecho y regula-
rización de tenencia de posesionarios;

IX. Autorización a los ejidatarios para que adopten el dominio pleno
sobre sus parcelas y la aportación de las tierras de uso común a una
sociedad, en los términos del artículo 75 de esta ley;

X. Delimitación, asignación y destino de las tierras de uso común así
como su régimen de explotación;

XI. División del ejido o su fusión con otros ejidos;
XII. Terminación del régimen ejidal cuando, previo dictamen de la

Procuraduría Agraria solicitado por el núcleo de población, se de-
termine que ya no existen las condiciones para su permanencia;

XIII. Conversión del régimen ejidal al régimen comunal;
XIV. Instauración, modificación y cancelación del régimen de explota-

ción colectiva; y
XV. Los demás que establezca la ley y el reglamento interno del ejido.
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CAPÍTULO II
DE LAS TIERRAS EJIDALES

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 43. Son tierras ejidales y por tanto están sujetas a las disposiciones
relativas de esta ley las que han sido dotadas al núcleo de población ejidal o
incorporadas al régimen ejidal.

Artículo 47. Dentro de un mismo ejido, ningún ejidatario podrá ser titular
de derechos parcelarios sobre una extensión mayor que la equivalente al cin-
co por ciento de las tierras ejidales, ni de mas superficie que la equivalente a
la pequeña propiedad. Para efectos de computo, las tierras ejidales y las de
dominio pleno serán acumulables.

La Secretaría de la Reforma Agraria, previa audiencia, ordenará al ejidatario
de que se trate, la enajenación de los excedentes dentro de un plazo de un año
contado a partir de la notificación correspondiente. Si el ejidatario no hubiere
enajenado en el plazo indicado, la Secretaría fraccionará, en su caso, los ex-
cedentes y enajenará los derechos correspondientes al mejor postor entre los
miembros del núcleo de población, respetando en todo caso los derechos de
preferencia señalados en el artículo 80 de esta ley.

Artículo 48.Quien hubiere poseído tierras ejidales, en concepto de titular
de derechos de ejidatario, que no sean las destinadas al asentamiento humano
ni se trate de bosques o selvas, de manera pacífica, continua y pública duran-
te un periodo de cinco años si la posesión es de buena fe o de diez si fuera de
mala fe, adquirirá sobre dichas tierras los mismos derechos que cualquier
ejidatario sobre su parcela.

El poseedor podrá acudir ante el tribunal agrario para que, previa audien-
cia de los interesados, del comisariado ejidal y de los colindantes, en la vía de
jurisdicción voluntaria o mediante el desahogo del juicio correspondiente,
emita resolución sobre la adquisición de los derechos sobre la parcela o tie-
rras de que se trate, lo que se comunicará al Registro Agrario Nacional, para
que éste expida de inmediato el certificado correspondiente.

La demanda presentada por cualquier interesado ante el tribunal agrario o
la denuncia ante el Ministerio Público por despojo, interrumpirá el plazo a
que se refiere el primer párrafo de este artículo hasta que se dicte resolución
definitiva.

Artículo 49. Los núcleos de población ejidales o comunales que hayan
sido o sean privados ilegalmente de sus tierras o aguas, podrán acudir, direc-



214 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

tamente o a través de la Procuraduría Agraria, ante el tribunal agrario para
solicitar la restitución de sus bienes.

Artículo 50. Los ejidatarios y los ejidos podrán formar uniones de ejidos,
asociaciones rurales de interés colectivo y cualquier tipo de sociedades mer-
cantiles o civiles o de cualquier otra naturaleza que no estén prohibidas por la
ley, para el mejor aprovechamiento de las tierras ejidales, así como para la co-
mercialización y transformación de productos, la prestación de servicios y
cualesquiera otros objetos que permitan a los ejidatarios el mejor desarrollo de
sus actividades.

CAPÍTULO IV
DE LA EXPROPIACIÓN DE BIENES EJIDALES Y COMUNALES

Artículo 93. Los bienes ejidales y comunales podrán ser expropiados por algu-
na o algunas de las siguientes causas de utilidad pública:

I. El establecimiento, explotación o conservación de un servicio o fun-
ción públicos;

II. La realización de acciones para el ordenamiento urbano y ecológico,
así como la creación y ampliación de reservas territoriales y áreas
para el desarrollo urbano, la vivienda, la industria y el turismo;

III. La realización de acciones para promover y ordenar el desarrollo y
la conservación de los recursos agropecuarios, forestales y pesqueros;

IV. Explotación del petróleo, su procesamiento y conducción, la explota-
ción de otros elementos naturales pertenecientes a la Nación y la ins-
talación de plantas de beneficio asociadas a dichas explotaciones;

V. Regularización de la tenencia de la tierra urbana y rural;
VI. Creación, fomento y conservación de unidades de producción de bie-

nes o servicios de indudable beneficio para la comunidad;
VII. La construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles, campos de ate-

rrizaje y demás obras que faciliten el transporte, así como aquellas
sujetas a la Ley de Vías Generales de Comunicación y líneas de con-
ducción de energía, obras hidráulicas, sus pasos de acceso y demás
obras relacionadas; y

VIII. Las demás previstas en la Ley de Expropiación y otras leyes.
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CAPÍTULO V
DE LAS COMUNIDADES

Artículo 98. El reconocimiento como comunidad a los núcleos agrarios deri-
va de los siguientes procedimientos:

I. Una acción agraria de restitución para las comunidades despojadas
de su propiedad;

II. Un acto de jurisdicción voluntaria promovido por quienes guardan
el estado comunal cuando no exista litigio en materia de posesión y
propiedad comunal;

III. La resolución de un juicio promovido por quienes conserven el esta-
do comunal cuando exista litigio u oposición de parte interesada
respecto a la solicitud del núcleo; o

IV. El procedimiento de conversión de ejido a comunidad.

De estos procedimientos se derivará el registro correspondiente en los re-
gistros Públicos de la Propiedad y Agrario Nacional.

Artículo 99. Los efectos jurídicos del reconocimiento de la comunidad son:

I. La personalidad jurídica del núcleo de población y su propiedad so-
bre la tierra;

II. La existencia del Comisariado de Bienes Comunales como órgano
de representación y gestión administrativa de la asamblea de comu-
neros en los términos que establezca el estatuto comunal y la cos-
tumbre;

III. La protección especial a las tierras comunales que las hace inalie-
nables, imprescriptibles e inembargables, salvo que se aporten a una
sociedad en los términos del artículo 100 de esta ley; y

IV. Los derechos y las obligaciones de los comuneros conforme a la ley
y el estatuto comunal.

Artículo 100. La comunidad determinará el uso de sus tierras, su división
en distintas porciones según distintas finalidades y la organización para el
aprovechamiento de sus bienes. Podrá constituir sociedades civiles o mercan-
tiles, asociarse con terceros, encargar la administración o ceder temporalmen-
te el uso y disfrute de sus bienes para su mejor aprovechamiento. La asam-
blea, con los requisitos de asistencia y votación previstos para la fracción IX
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del artículo 23 podrá decidir transmitir el dominio de áreas de uso común a
estas sociedades en los casos de manifiesta utilidad para el núcleo y en los
términos previstos por el artículo 75.

Artículo 101. La comunidad implica el estado individual de comunero y,
en su caso, le permite a su titular el uso y disfrute de su parcela y la cesión de
sus derechos sobre la misma en favor de sus familiares y avecindados, así
como el aprovechamiento y beneficio de los bienes de uso común en los tér-
minos que establezca el estatuto comunal. El beneficiado por la cesión de
derecho de un comunero adquirirá la calidad de comunero.

Cuando no exista litigio, se presume como legítima la asignación de par-
celas existentes de hecho en la comunidad.

Artículo 102. En los casos en que no exista asignación de parcelas indivi-
duales se presumirán iguales, mientras no se pruebe lo contrario, los dere-
chos correspondientes a los comuneros.

Artículo 103. Los ejidos que decidan adoptar el régimen de comunidad
podrán hacerlo con los requisitos de asistencia y votación previstos para la
fracción XIII del artículo 23 de esta ley. La asignación parcelaria de los ejidos
que opten por la calidad comunal será reconocida como legítima.

A partir de la inscripción de la resolución respectiva en el Registro Agra-
rio Nacional, el ejido se tendrá por legalmente transformado en comunidad.

Cuando los inconformes con la conversión al régimen comunal formen un
número mínimo de veinte ejidatarios, estos podrán mantenerse como ejido
con las tierras que les correspondan.

Artículo 104. Las comunidades que quieran adoptar el régimen ejidal po-
drán hacerlo a través de su asamblea, con los requisitos previstos en los artí-
culos 24 a 28 y 31 de esta Ley.

A partir de la inscripción de la resolución respectiva en el Registro Agra-
rio Nacional, la comunidad se tendrá por legalmente transformada en ejido.

Cuando los inconformes con la conversión al régimen ejidal formen un
número mínimo de veinte comuneros, éstos podrán mantenerse como comu-
nidad con las tierras que les correspondan.

Artículo 105. Para su administración, las comunidades podrán establecer
grupos o subcomunidades con órganos de representación y gestión adminis-
trativa, así como adoptar diversas formas organizativas sin perjuicio de las
facultades de los órganos generales de la asamblea. Esta podrá establecer el
régimen de organización interna de los grupos comunales o subcomunidades.

Artículo 106. Las tierras que corresponden a los grupos indígenas deberán
ser protegidas por las autoridades, en los términos de la ley que reglamente el
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artículo 4o. y el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 27 constitu-
cional.

Artículo 107. Son aplicables a las comunidades todas las disposiciones
que para los ejidos prevé esta ley, en lo que no contravengan lo dispuesto en
este Capítulo.

TÍTULO CUARTO

DE LAS SOCIEDADES RURALES

Artículo 108. Los ejidos podrán constituir uniones, cuyo objeto comprenderá
la coordinación de actividades productivas, asistencia mutua, comercialización
u otras no prohibidas por la ley.

Un mismo ejido, si así lo desea, podrá formar, al mismo tiempo, parte de
dos o más uniones de ejidos.

Para constituir una unión de ejidos se requerirá la resolución de la asam-
blea de cada uno de los núcleos participantes, la elección de sus delegados y
la determinación de las facultades de éstos.

El acta constitutiva que contenga los estatutos de la unión, deberá otorgar-
se ante fedatario público e inscribirse en el Registro Agrario Nacional, a par-
tir de lo cual la unión tendrá personalidad jurídica.

Las uniones de ejidos podrán establecer empresas especializadas que apo-
yen el cumplimiento de su objeto y les permita acceder de manera óptima a la
integración de su cadena productiva.

Los ejidos y comunidades, de igual forma podrán establecer empresas para
el aprovechamiento de sus recursos naturales o de cualquier índole, así como
la prestación de servicios. En ellas podrán participar ejidatarios, grupos de
mujeres campesinas organizadas, hijos de ejidatarios, comuneros, avecindados
y pequeños productores.

Las empresas a que se refieren los dos párrafos anteriores podrán adoptar
cualquiera de las formas asociativas previstas por la ley.

Artículo 109. Los estatutos de la unión deberán contener lo siguiente: de-
nominación, domicilio y duración; objetivos, capital y régimen de responsa-
bilidad; lista de los miembros y normas para su admisión, separación, exclu-
sión, derechos y obligaciones; órganos de autoridad y vigilancia; normas de
funcionamiento; ejercicio y balances; fondos, reservas y reparto de utilida-
des, así como las normas para su disolución y liquidación.

El órgano supremo será la asamblea general que se integrará con dos re-
presentantes de cada una de las asambleas de los ejidos o de las comunidades
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miembros de la unión y dos representantes designados de entre los miembros
del comisariado y el consejo de vigilancia de los mismos.

La dirección de la unión estará a cargo de un Consejo de Administración
nombrado por la asamblea general; estará formado por un Presidente, un Se-
cretario, un Tesorero y los vocales, previstos en los estatutos, propietarios y
sus respectivos suplentes, y tendrán la representación de la unión ante terce-
ros. Para este efecto se requerirá la firma mancomunada de por lo menos dos
de los miembros de dicho consejo.

La vigilancia de la unión estará a cargo de un Consejo de Vigilancia nom-
brado por la asamblea general e integrado por un Presidente, un Secretario y
un Vocal, propietarios con sus respectivos suplentes.

Los miembros de la unión que integren los Consejos de Administración y
de Vigilancia durarán en sus funciones tres años y sus facultades y responsa-
bilidades se deberán consignar en los estatutos de la unión.

Artículo 110. Las Asociaciones Rurales de Interés Colectivo podrán cons-
tituirse por dos o más de las siguientes personas: ejidos, comunidades, unio-
nes de ejidos o comunidades, sociedades de producción rural, o uniones de so-
ciedades de producción rural.

Su objeto será la integración de los recursos humanos, naturales, técnicos
y financieros para el establecimiento de industrias, aprovechamientos, siste-
mas de comercialización y cualesquiera otras actividades económicas; ten-
drán personalidad jurídica propia a partir de su inscripción en el Registro
Agrario Nacional, y cuando se integren con sociedades de producción rural o
con uniones de éstas, se inscribirán además en los registros Públicos de Cré-
dito Rural o de Comercio.

Son aplicables a las Asociaciones Rurales de Interés Colectivo, en lo con-
ducente, lo previsto en los artículos 108 y 109 de esta ley.

TÍTULO SÉPTIMO

DE LA PROCURADURÍA AGRARIA

Artículo 134. La Procuraduría Agraria es un organismo descentralizado de la
Administración Pública Federal, con personalidad jurídica y patrimonio pro-
pios, sectorizado en la Secretaría de la Reforma Agraria.

Artículo 135. la Procuraduría tiene funciones de servicio social y está encar-
gada de la defensa de los derechos de los ejidatarios, comuneros, sucesores
de ejidatarios o comuneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios,
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avecindados y jornaleros agrícolas, mediante la aplicación de las atribucio-
nes que le confiere la presente ley y su reglamento correspondiente, cuando
así se lo soliciten, o de oficio en los términos de esta ley.

Artículo 136. Son atribuciones de la Procuraduría Agraria las siguientes:

I. Coadyuvar y en su caso representar a las personas a que se refiere el
artículo anterior, en asuntos y ante autoridades agrarias;

II. Asesorar sobre las consultas jurídicas planteadas por las personas a
que se refiere el artículo anterior en sus relaciones con terceros que
tengan que ver con la aplicación de esta ley;

III. Promover y procurar la conciliación de intereses entre las personas
a que se refiere el artículo anterior, en casos controvertidos que se
relacionen con la normatividad agraria;

IV. Prevenir y denunciar ante la autoridad competente, la violación de
las leyes agrarias, para hacer respetar el derecho de sus asistidos e
instar a las autoridades agrarias a la realización de funciones a su
cargo y emitir las recomendaciones que considere pertinentes;

V. Estudiar y proponer medidas encaminadas a fortalecer la seguridad
jurídica en el campo;

VI. Denunciar el incumplimiento de las obligaciones o responsabilida-
des de los funcionarios agrarios o de los empleados de la adminis-
tración de justicia agraria;

VII. Ejercer, con el auxilio y participación de las autoridades locales, las
funciones de inspección y vigilancia encaminadas a defender los
derechos de sus asistidos;

VIII. Investigar y denunciar los casos en los que se presuma la existencia
de practicas de acaparamiento o concentración de tierras, en exten-
siones mayores a las permitidas legalmente;

IX. Asesorar y representar, en su caso, a las personas a que se refiere el
artículo anterior en sus trámites y gestiones para obtener la regulari-
zación y titulación de sus derechos agrarios, ante las autoridades
administrativas o judiciales que corresponda;

X. Denunciar ante el Ministerio Público o ante las autoridades corres-
pondientes, los hechos que lleguen a su conocimiento y que puedan
ser constitutivos de delito o que puedan constituir infracciones o
faltas administrativas en la materia, así como atender las denuncias
sobre las irregularidades en que, en su caso, incurra el comisariado
ejidal y que le deberá presentar el comité de vigilancia; y

XI. Las demás que esta ley, sus reglamentos y otras leyes le señalen.
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Artículo 146. A los subprocuradores corresponderá dirigir las funciones
de sus respectivas áreas de responsabilidad, de conformidad con el Reglamen-
to Interior de la Procuraduría, atendiendo las tareas relativas a la asistencia y
defensa de los derechos e intereses de ejidos, comunidades, ejidatarios, comu-
neros, sucesores de ejidatarios y comuneros, pequeños propietarios, avecin-
dados y jornaleros, la asistencia en la regularización de la tenencia de la tie-
rra de los mismos y la inspección y vigilancia en el cumplimiento de las leyes
agrarias.

TÍTULO OCTAVO

DEL REGISTRO AGRARIO NACIONAL

Artículo 148. Para el control de la tenencia de la tierra y la seguridad docu-
mental derivados de la aplicación de esta ley funcionara el Registro Agrario
Nacional, como órgano desconcentrado de la Secretaría de la Reforma Agra-
ria, en el que se inscribirán los documentos en que consten las operaciones
originales y las modificaciones que sufra la propiedad de las tierras y los
derechos legalmente constituidos sobre la propiedad ejidal y comunal. El re-
gistro tendrá además una sección especial para las inscripciones correspon-
dientes a la propiedad de sociedades.

Artículo 152. Deberán inscribirse en el Registro Agrario Nacional:

I. Todas las resoluciones judiciales o administrativas que reconozcan,
creen, modifiquen o extingan derechos ejidales o comunales;

II. Los certificados o títulos que amparen derechos sobre solares, tie-
rras de uso común y parcelas de ejidatarios o comuneros;

III. Los títulos primordiales de las comunidades, y en su caso, los títulos
que las reconozcan como comunidades tradicionales;

IV. Los planos y delimitación de las tierras a que se refiere el artículo 56
de esta ley;

V. Los planos y documentos relativos al catastro y censos rurales;
VI. Los documentos relativos a las sociedades mercantiles, en los térmi-

nos del Título Sexto de esta ley;
VII. Los decretos de expropiación de bienes ejidales o comunales; y

VIII. Los demás actos y documentos que dispongan esta ley, sus regla-
mentos u otras leyes.

Artículo 155. El Registro Agrario Nacional deberá:
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I. Llevar clasificaciones alfabéticas de nombres de individuos tenedo-
res de acciones de serie T y denominaciones de sociedades propieta-
rias de tierras agrícolas, ganaderas o forestales;

II. Llevar clasificaciones geográficas de la ubicación de predios de so-
ciedades, con indicaciones sobre su extensión, clase y uso;

III. Registrar las operaciones que impliquen la cesión de derechos sobre
tierras ejidales y la garantía a que se refiere el artículo 46, así como
las de los censos ejidales;

IV. Disponer el procesamiento y optima disponibilidad de la informa-
ción bajo su resguardo; y

V. Participar en la regularización de la tenencia de la tierra ejidal y co-
munal en los términos que señala el artículo 56 de esta ley.

TÍTULO DÉCIMO

DE LA JUSTICIA AGRARIA

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES PRELIMINARES

Artículo 164. En la resolución de las controversias que sean puestas bajo su
conocimiento, los tribunales se sujetaran siempre al procedimiento previsto
por esta ley y quedará constancia de ella por escrito.

En los juicios en que se involucren tierras de los grupos indígenas, los
tribunales deberán de considerar las costumbres y usos de cada grupo mien-
tras no contravengan lo dispuesto por esta ley ni se afecten derechos de terce-
ro. Asimismo, cuando se haga necesario, el tribunal se asegurará de que los
indígenas cuenten con traductores.

Los tribunales suplirán la deficiencia de las partes en sus planteamientos
de derecho cuando se trate de núcleos de población ejidales o comunales, así
como ejidatarios y comuneros.

CAPÍTULO VI

DEL RECURSO DE REVISIÓN

Artículo 198. El recurso de revisión en materia agraria procede contra la sen-
tencia de los tribunales agrarios que resuelvan en primera instancia sobre:
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I. Cuestiones relacionadas con los límites de tierras suscitadas entre
dos o más núcleos de población ejidales o comunales, o concernien-
tes a límites de las tierras de uno o varios núcleos de población con
uno o varios pequeños propietarios, sociedades o asociaciones;

II. La tramitación de un juicio agrario que reclame la restitución de
tierras ejidales; o

III. La nulidad de resoluciones emitidas por las autoridades en materia
agraria.

TRANSITORIOS

Artículo Primero. La presente ley entrara en vigor al día siguiente de su pu-
blicación en el Diario Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan la Ley Federal de Reforma Agraria, la Ley
General de Crédito Rural, la Ley de Terrenos Baldíos, Nacionales y Demasías
y la Ley del Seguro Agropecuario y de Vida Campesino, así como todas las
disposiciones que se opongan a las previstas en la presente ley.

En tanto no se expidan las disposiciones correspondientes, continuarán apli-
cándose, en lo que no se opongan a esta ley, las disposiciones reglamentarias
y administrativas vigentes a la fecha de entrada en vigor de la presente ley.

Artículo Tercero. La Ley Federal de Reforma Agraria que se deroga se se-
guirá aplicando respecto de los asuntos que actualmente se encuentran en
trámite en materia de ampliación o dotación de tierras, bosques y aguas, crea-
ción de nuevos centros de población y restitución, reconocimiento y titulación
de bienes comunales.

Por lo que hace a los asuntos relativos a las materias mencionadas en el
párrafo anterior, cuyo trámite haya terminado por haberse dictado acuerdo de
archivo del expediente como asunto concluido o dictamen negativo, así como
los asuntos relativos a dichas materias en los que en lo futuro se dicten, se
estará a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio del Decreto que refor-
mó el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1992.

Los demás asuntos que corresponda conocer a los tribunales agrarios, se
turnarán a éstos por la Comisión Agraria Mixta o el Cuerpo Consultivo Agra-
rio, según corresponda, en el estado en que se encuentren, una vez que aqué-
llos entren en funciones.

La autoridad agraria deberá prestar a los tribunales la colaboración que le
soliciten para la adecuada substanciación de los expedientes, a fin de que se
encuentren en aptitud de dictar la resolución que corresponda.
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Artículo Cuarto. Se reconoce plena validez a los documentos legalmente
expedidos con base en la legislación que se deroga. Los títulos y certificados
que amparen derechos de ejidatarios y comuneros servirán como base, en su
caso, para la expedición de los certificados previstos en esta ley.

Los certificados de inafectabilidad expedidos en los términos de la ley que
se deroga, podrán ofrecerse como prueba en los procedimientos previstos por
esta ley y tendrán validez para efectos de determinar la calidad de las tierras,
al igual que las constancias de coeficientes de agostadero que hayan expedi-
do la Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos.

Artículo Quinto. Las formas existentes con base en los ordenamientos que
se derogan podrán continuar funcionando, en lo que no se oponga a la pre-
sente ley, de acuerdo con lo dispuesto en los ordenamientos respectivos.

Artículo Sexto. Se deroga la Ley de Fomento Agropecuario, salvo en lo re-
lativo a las disposiciones que rigen el Fideicomiso de Riesgo Compartido.

Artículo Séptimo. Las operaciones crediticias que se hubieren efectuado
con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley, seguirán rigiéndose por la
Ley General de Crédito Rural y las disposiciones relativas que se derogan.
Subsisten las operaciones celebradas por los comisariados ejidales, de bienes
comunales, así como las resoluciones de las asambleas ejidales y comunales
que se hubieren realizado con anterioridad a la entrada en vigor de esta ley.

El Registro de Crédito Agrícola, constituido en los términos de la Ley de
Crédito Agrícola de 30 de diciembre de 1955, continuará funcionando hasta
en tanto se expida el Reglamento del Registro Público de Crédito Rural, a
que se refiere el artículo 114 de esta ley.

Artículo Octavo. Las colonias agrícolas y ganaderas podrán optar por con-
tinuar sujetas al régimen establecido en el Reglamento de Colonias Agrícolas
y Ganaderas o por adquirir el dominio pleno de sus tierras, en cuyo caso se
regirán por la legislación civil de la entidad en que se encuentren ubicadas.

En un plazo de seis meses contado a partir de la entrada en vigor de esta
ley, la Secretaría de la Reforma Agraria notificará a las colonias agrícolas y
ganaderas que podrán ejercer la opción a que se refiere el párrafo anterior.

De manifestarse las colonias en favor de la adquisición del dominio pleno
de sus tierras, el Registro Agrario Nacional expedirá los títulos de propiedad
correspondientes, los que serán inscritos en el Registro Público de la Propie-
dad de la localidad de que se trate.

[...]
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4. TRANSITORIOS DE LA REFORMA
A LA LEY AGRARIA DE 1993*

Primero. El presente decreto entrara en vigor al día siguiente de su publica-
ción en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Para la resolución de asuntos relativos a ampliación o dotación
de tierras bosques y aguas, y creación de nuevos centros de población a que
se refiere el artículo tercero transitorio del Decreto por el que se reforma el
Artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1992, el Tribu-
nal Superior Agrario podrá contar con una Sala Auxiliar, integrada por el
mismo número de Magistrados y procedimiento para su nombramiento que
los que actualmente constituyen el referido Tribunal. El funcionamiento de
la Sala Auxiliar se regulará por lo previsto en el Reglamento Interior de los
Tribunales Agrarios y su vigencia no podrá exceder del tiempo necesario para
la resolución de los asuntos que le sean turnados por el Presidente del Tribu-
nal Superior.

[...]

5. REGLAMENTO INTERIOR
DE LA PROCURADURÍA AGRARIA**

CAPÍTULO I
DE LA COMPETENCIA, ORGANIZACIÓN Y DEL PATRIMONIO

DE LA PROCURADURÍA

Artículo 1o. Este Reglamento tiene por objeto determinar la estructura y esta-
blecer las bases de organización y funcionamiento de la Procuraduría Agraria.

Para los efectos de este ordenamiento, se entenderá por:

Ley: la Ley Agraria.
Procuraduría: la Procuraduría Agraria.
Núcleo de población agrario: los ejidos y comunidades agrarias.
Sujetos agrarios: los ejidos y comunidades; ejidatarios, comuneros y pose-
sionarios y sus sucesores; pequeños propietarios; avecindados; jornale-

** Diario Oficial de la Federación, 9 de julio de 1993.
** Diario Oficial de la Federación, 28 de diciembre de 1996.
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ros agrícolas; colonos; poseedores de terrenos baldíos o nacionales y
campesinos en general.

Artículo 2o. La Procuraduría tiene a su cargo funciones de servicio social,
mediante la defensa de los derechos de los sujetos agrarios y de su asesora-
miento, derivado de la aplicación de la Ley.

Para el logro de su objeto, la Procuraduría ejercerá sus facultades a peti-
ción de parte o de oficio, de conformidad con lo establecido por la Ley y este
Reglamento.

Artículo 4o. La Procuraduría promoverá la pronta, expedita y eficaz admi-
nistración de la justicia agraria, tendente a garantizar la seguridad jurídica en
la tenencia de la tierra ejidal y comunal, en los terrenos nacionales, las colo-
nias agrícolas y ganaderas y en la propiedad privada rural.

Asimismo, llevará a cabo acciones orientadas a elevar socialmente el ni-
vel de vida en el campo, a consolidar los núcleos de población agrarios y pro-
teger los derechos que la Ley otorga a los sujetos agrarios, asegurando su pleno
ejercicio. Para tal efecto, proporcionará servicios de representación y gestoría
administrativa y judicial, así como de información, orientación y asistencia
que requieran.

Artículo 5o. Para el logro de sus objetivos la Procuraduría tendrá las si-
guientes facultades:

I. Proponer la política nacional para garantizar y defender los dere-
chos agrarios, así como la relativa a los derechos humanos que pu-
dieran incidir en materia agraria;

II. Asesorar a los sujetos agrarios en la realización de los contratos,
convenios o cualquier otro acto jurídico que celebren entre sí o con
terceros en materia agraria;

III. Coadyuvar y, en su caso, representar a los sujetos agrarios en asun-
tos y ante autoridades agrarias;

IV. Promover y procurar la conciliación de intereses de los sujetos agra-
rios, en las materias reguladas por la Ley, como vía preferente para
la solución de los conflictos;

V. Actuar como árbitro en los casos en que las partes no lleguen a un
avenimiento y designen a la Institución con ese carácter;

Vl. Orientar a los sujetos agrarios y, en su caso, gestionar a su nombre
ante las instituciones públicas competentes, la obtención de permi-
sos, concesiones, licencias o autorizaciones administrativas necesa-
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rias para la explotación o aprovechamiento de las tierras, bosques,
aguas o cualquier otro recurso;

VII. Asesorar y representar a los sujetos agrarios ante las autoridades
administrativas o jurisdiccionales, a fin de obtener la regularización
de la tenencia de la tierra y la certificación y titulación de sus de-
rechos;

VIII. Promover la defensa de los derechos y salvaguardar la integridad de
las tierras de los pueblos indígenas;

IX. Hacer del conocimiento de la autoridad competente:
a) La violación de las leyes agrarias que, en ejercicio de sus activi-

dades, cometan las autoridades;
b) El incumplimiento de las obligaciones o responsabilidades de los

Servidores Públicos del Sector Agrario, así como de los encarga-
dos de la impartición de justicia agraria;

c) Los casos en los que se presuma la existencia de prácticas de
acaparamiento o concentración de tierras, conforme a las dispo-
siciones reglamentarias correspondientes, y

d) Los hechos que puedan constituir infracciones o faltas adminis-
trativas en materia agraria.

X. Formular las denuncias correspondientes ante el Ministerio Públi-
co, respecto de hechos que pudieren ser constitutivos de delitos, re-
lacionados con la materia agraria, especialmente aquellos que se
refieran a irregularidades cometidas por los órganos de representa-
ción y vigilancia de los núcleos de población agrarios;

XI. Ejercer, con el auxilio y la participación de las autoridades locales,
las funciones de inspección y vigilancia, con el objeto de defender
los derechos de los sujetos agrarios;

XII. Instaurar el procedimiento correspondiente, cuando las autoridades
o servidores públicos incurran en violación de la legislación agraria
en perjuicio de los sujetos agrarios y, en su caso, emitir los acuerdos
y las recomendaciones, en la forma y términos que prevé el Capítulo
IX de este Reglamento;

XIII. Realizar servicios periciales de auditoría, en materia de administra-
ción de fondos comunes de los núcleos de población agrarios, a pe-
tición de las asambleas o consejos de vigilancia;

XIV. Convocar a asambleas de los núcleos de población agrarios y de las
formas asociativas, conforme a lo previsto en las leyes aplicables y
sus reglamentos;
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XV. Ser garante de la legalidad en las asambleas de los núcleos de
población agrarios e impugnar de oficio la nulidad de éstas en
los casos en que así lo establezca la Ley y sus reglamentos;

XVI. Emitir opinión en los términos de los artículos 75, fracción II y
100 de la ley, sobre los proyectos de desarrollo y de escritura so-
cial para la constitución de sociedades con aportación de tierras
ejidales o comunales, así como designar a los comisarios en el
caso a que se refiere la fracción V del citado artículo 75;

XVII. Vigilar, en los casos de liquidación de sociedades a que se refie-
ren los artículos 75 y 100 de la Ley, que se respete el derecho de
preferencia del núcleo de población ejidal o comunal y de los eji-
datarios o comuneros, para recibir tierra en pago de lo que les co-
rresponda en el haber social, y

XVIII. Las demás que la Ley y otros ordenamientos le confieran.

Artículo 6o. La Procuraduría establecerá la coordinación necesaria con las
autoridades federales, estatales y municipales, asimismo, promoverá la parti-
cipación de los sectores social y privado a través de la concertación. Las
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal proporcio-
narán a la Procuraduría la documentación e informes que le solicite para el
desempeño de sus funciones.

CAPÍTULO V
DE LAS COORDINACIONES GENERALES, DIRECCIONES GENERALES

Y CONTRALORÍA INTERNA

Artículo 17. La Coordinación General de Programas Interinstitucionales, ten-
drá las siguientes facultades:

I. Supervisar que los procedimientos y lineamientos aplicables en la
regularización, certificación y titulación de la tenencia de la tierra
ejidal y comunal, de colonias agrícolas y ganaderas, se realicen de
conformidad con lo establecido en las disposiciones legales y regla-
mentarias aplicables;

II. Proponer las bases de coordinación a las autoridades federales, esta-
tales y municipales, para realizar acciones que beneficien a los cam-
pesinos, mediante la pronta y eficaz resolución de los asuntos rela-
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cionados con los programas de regularización, certificación y titula-
ción de derechos;

III. Promover la participación de los sectores social y privado para el me-
jor desarrollo de las acciones de regularización de la tenencia de la
tierra, ejidal y comunal, de terrenos nacionales y de colonias agríco-
las y ganaderas;

IV. Participar en los programas gubernamentales destinados a:
a) Brindar atención a grupos y comunidades indígenas, jóvenes y mu-

jeres campesinas, jornaleros agrícolas y avecindados, así como con-
certar el apoyo de los sectores social y privado en su beneficio.

b) Asesorar a los núcleos de población agrarios en la organización ju-
rídica de las unidades de producción de las parcelas escolares, de
las destinadas a granjas agropecuarias o de industrias rurales de la
mujer campesina, y de las reservadas al desarrollo integral de la ju-
ventud.

V. Proponer, realizar y difundir estudios sobre la problemática agraria
y del sector campesino del país;

VI. Planear, conducir y supervisar, en coordinación con otras institucio-
nes del sector, las acciones relacionadas con la organización interna
de los núcleos de población agrarios, así como asesorarlos en la in-
corporación de tierras ejidales y comunales a proyectos inmobilia-
rios y productivos, cuando éstos así lo soliciten, y

VII. Planear, conducir y supervisar, en coordinación con otras institucio-
nes del sector, las acciones de asesoramiento a los sujetos agrarios
en la constitución y consolidación de figuras asociativas y unidades
productivas.

Artículo 21. La Dirección General de Conciliación, Arbitraje y Servicios
Periciales tendrá las siguientes facultades:

I. Recabar y evaluar la información de los hechos que susciten contro-
versias entre sujetos agrarios, o entre ellos y terceros, para promover
y procurar el avenimiento entre las partes, como medio preferente
para su solución;

II. Actuar en la vía conciliatoria y poner a consideración de las partes
los convenios respectivos, para solucionar los conflictos entre los
sujetos agrarios conforme al procedimiento establecido en este Re-
glamento;
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III. Promover ante los Tribunales Unitarios Agrarios la ratificación de
los convenios, así como, en su caso, su inscripción en el Registro
Agrario Nacional;

IV. Promover la capacitación de los servidores públicos agrarios en ma-
teria de conciliación, a fin de lograr que los convenios conciliato-
rios cumplan con los requisitos de forma y fondo exigidos por la
normatividad aplicable;

V. Designar al servidor público que se desempeñará como árbitro, y
supervisar el procedimiento respectivo en los términos de este Re-
glamento, hasta la ejecución del laudo;

VI. Mantener actualizada la información de todos aquellos elementos
que se empleen en las ciencias, artes y técnicas para que, en su caso,
se incorporen a los procedimientos periciales de la Institución;

VII. Elaborar estudios con el propósito de aportar elementos técnicos,
los procedimientos y documentos que sirvan como prueba en los
conflictos agrarios;

VIII. Proporcionar servicios periciales a los núcleos de población agra-
rios y a las autoridades que lo requieran, en las diversas materias
relacionadas con la aplicación de la Ley y con la operación de los
propios núcleos, y

IX. Proporcionar el servicio de auditorías relativas a la captación, admi-
nistración y aplicación de los fondos comunes ejidales y comunales,
así como evaluar los sistemas y procedimientos de control interno
referente a esas actividades, a petición expresa de cualquiera de sus
órganos.

Artículo 22. La Dirección General de Organización Agraria tendrá las si-
guientes facultades:

II. Diseñar e implantar, en coordinación con otras instituciones, pro-
gramas destinados a fortalecer la organización interna de los grupos
y comunidades indígenas, buscando con ello salvaguardar su identi-
dad, preservar sus costumbres y promover el mejor aprovechamien-
to de sus recursos;

III. Apoyar a los núcleos de población agrarios en sus procesos organi-
zativos, a través de programas de asesoría que les permitan elaborar sus
reglamentos internos y estatutos comunales, así como renovar opor-
tunamente o remover, sus órganos de representación y vigilancia;



230 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

IV. Promover, en coordinación con otras instituciones del sector, la rea-
lización y actualización de libros de registro de los ejidos y comuni-
dades, así como la elaboración de listas de sucesión de ejidatarios,
comuneros y posesionarios y su depósito en el Registro Agrario
Nacional;

V. Asesorar a los ejidos y comunidades a fin de que la incorporación de
sus tierras al desarrollo urbano, así como a otros proyectos produc-
tivos, se haga con apego a la Ley y cuidando los intereses de dichos
núcleos de población agrarios;

VI. Formular la propuesta de opinión sobre los proyectos de aportación
de tierras de uso común de ejidos y comunidades, a sociedades civi-
les o mercantiles, en términos de lo dispuesto por los artículos 75,
fracción II y 100 de la Ley, así como respecto a la designación del
comisario de las sociedades que se constituyan conforme a lo orde-
nado en el artículo 75, fracción V de la Ley;

VII. Intervenir en los casos de liquidación de sociedades a que se refie-
ren los artículos 75 y 100 de la Ley, así como vigilar que se respete
el derecho de preferencia de los sujetos agrarios para recibir, en su
caso, tierra en pago de lo que corresponda;

VIII. Elaborar el anteproyecto de dictamen de terminación del régimen
ejidal, a solicitud del núcleo de población agrario correspondiente,
para someterlo a la consideración del Subprocurador General;

IX. Emitir opinión respecto a la legalidad de los actos constitutivos de
las diversas formas asociativas que deban ser inscritas en el Regis-
tro Agrario Nacional, así como respecto a las cuestiones que sobre
su organización y funcionamiento sometan a su consideración;

X. Emitir los lineamientos para convocar a asamblea de socios de las
formas asociativas a que se refiere la fracción anterior, por requeri-
miento judicial o cuando así lo soliciten sus integrantes en los casos
previstos por las leyes aplicables y sus reglamentos, y

XI. Participar en programas institucionales que fortalezcan el desarro-
llo integral de los núcleos y los sujetos agrarios.

CAPÍTULO VI

DE LAS DELEGACIONES

Artículo 30. Las delegaciones tendrán las siguientes facultades:
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II. Llevar a cabo la representación de los sujetos agrarios a que se re-
fiere el artículo 135 de la Ley, así como proporcionar asesoría en las
consultas jurídicas que les planteen aquéllos;

III. Promover, como vía de acción preferente, la conciliación de intere-
ses entre los sujetos en las controversias en materia agraria, y, en su
caso, llevar a cabo el procedimiento arbitral;

IV. Hacer del conocimiento del Procurador o de la autoridad competen-
te, la violación de los derechos agrarios por parte de cualquier auto-
ridad;

V. Prever lo conducente para que, con el auxilio y la participación de
las autoridades locales, se ejerzan las funciones de inspección y vi-
gilancia contempladas en la Ley;

VI. Orientar y asesorar a los sujetos agrarios en sus trámites y gestiones
ante las autoridades administrativas o judiciales, para el reconoci-
miento y el ejercicio de sus derechos agrarios;

VII. Asesorar y representar, en su caso, a los sujetos agrarios, en los pro-
cedimientos y gestiones para obtener la regularización y titulación
de la tenencia de su tierra ejidal o comunal;

VIII. Convocar a asamblea de ejidos y comunidades en los términos de
los artículos 24 y 40 de la Ley, cuando se nieguen a hacerlo el
comisariado o el consejo de vigilancia;

X. Orientar y asesorar a los núcleos de población agrarios en su organi-
zación interna, así como en los procesos de asociación con otros nú-
cleos o con particulares;

[...]

CAPÍTULO IX
DE LOS PROCEDIMIENTOS

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 36. Los servicios que presta la Procuraduría son gratuitos.
En los trámites de los procedimientos se estará a los principios de oralidad,

economía procesal, inmediatez, suplencia en la deficiencia de la queja e igual-
dad formal de las partes.

Artículo 37. Las solicitudes relativas a la prestación de los servicios que
proporciona la Procuraduría, no requieren forma determinada; podrán hacer-
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se por los interesados o sus representantes ante cualquier oficina de la Insti-
tución. Cuando las solicitudes provengan de personas que pertenezcan a una
comunidad indígena y no hablaren español, se les proporcionará un intérpre-
te para la realización de sus gestiones.

Sección Cuarta
De las quejas

Artículo 55. Las inconformidades que se presenten en contra de cualquier au-
toridad o servidor público, con motivo de la violación de la legislación agra-
ria, así como contra los miembros del Comisariado ejidal o de bienes comu-
nales por las irregularidades en que hubieren incurrido y que causen perjuicio
al quejoso, se tramitarán a través del procedimiento de queja.

Artículo 62. Cuando la queja se interponga en contra de los miembros del
Comisariado ejidal o de bienes comunales, la Procuraduría solicitará su com-
parecencia para que, dentro de un plazo de quince días siguientes a su notifi-
cación, manifiesten lo que a su derecho convenga y, en su caso, aporten los
elementos de prueba que consideren necesarios para fundamentar su dicho.

De resultar procedente la queja, la Dirección General de Quejas y Denun-
cias turnará los resultados de la investigación a la Dirección General Jurídica
y de Representación Agraria para formular las denuncias que, en su caso,
procedan. En caso contrario, se emitirá resolución de improcedencia, la que
deberá notificarse al quejoso de manera inmediata.

[...]

6. LEY ORGÁNICA DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS*

CAPÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1o. Los tribunales agrarios son los órganos federales dotados de ple-
na jurisdicción y autonomía para dictar sus fallos, a los que corresponde, en
los términos de la fracción XIX del artículo 27 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, la administración de justicia agraria en
todo el territorio nacional.

* Diario Oficial de la Federación, 26 de febrero de 1992 (actualizada de acuerdo con las
reformas publicadas en el mismo medio el 9 de julio de 1993).
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CAPÍTULO SEGUNDO

DEL TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO

Artículo 9o. El Tribunal Superior Agrario será competente para conocer:

I. Del recurso de revisión en contra de sentencias dictadas por los tri-
bunales unitarios, en juicios que se refieran a conflictos de límites
de tierras suscitados entre dos o más núcleos de población ejidales o
comunales, o concernientes a límites de las tierras de uno o varios nú-
cleos de población con uno o varios pequeños propietarios, socieda-
des o asociaciones;

II. Del recurso de revisión de sentencias de los tribunales unitarios re-
lativas a restitución de tierras de núcleos de población ejidal o co-
munal;

III. Del recurso de revisión de sentencias dictadas en juicios de nulidad
contra resoluciones emitidas por autoridades agrarias;

IV. De conflictos de competencia entre los tribunales unitarios;
V. Del establecimiento de jurisprudencia, para lo cual se requerirá de

cinco sentencias en un mismo sentido no interrumpidas por otra en
contrario, aprobadas por lo menos por cuatro magistrados.

Para interrumpir la jurisprudencia se requerirá el voto favorable de cuatro
magistrados y expresar las razones en que se apoye la interrupción.

Asimismo, el Tribunal Superior resolverá qué tesis debe observarse, cuan-
do diversos tribunales unitarios sustenten tesis contradictorias en sus sen-
tencias, la que también constituirá jurisprudencia, sin que la resolución que
se dicte afecte las situaciones jurídicas concretas derivadas de las sentencias
dictadas en los juicios en que hubiese ocurrido la contradicción.

La jurisprudencia que establezca el Tribunal Superior Agrario será obliga-
toria para los tribunales unitarios a partir de su publicación en el Boletín
Judicial Agrario;

CAPÍTULO QUINTO

DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS

Artículo 18. Los tribunales unitarios conocerán, por razón del territorio, de
las controversias que se les planteen con relación a tierras ubicadas dentro
de su jurisdicción, conforme a la competencia que les confiere este artículo.
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Los tribunales unitarios serán competentes para conocer:

I. De las controversias por límites de terrenos entre dos o más núcleos
de población ejidal o comunal, y de éstos con pequeños propieta-
rios, sociedades o asociaciones;

II. De la restitución de tierras, bosques y aguas a los núcleos de pobla-
ción o a sus integrantes, contra actos de autoridades administrativas
o jurisdiccionales, fuera de juicio, o contra actos de particulares;

III. Del reconocimiento del régimen comunal;
IV. De juicios de nulidad contra resoluciones dictadas por las autorida-

des agrarias que alteren, modifiquen o extingan un derecho o deter-
minen la existencia de una obligación;

V. De los conflictos relacionados con la tenencia de las tierras ejidales
y comunales;

VI. De controversias en materia agraria entre ejidatarios, comuneros,
posesionarios o avecindados entre sí; así como las que se susciten
entre éstos y los órganos del núcleo de población;

VII. De controversias relativas a la sucesión de derechos ejidales y co-
munales;

VIII. De las nulidades previstas en las fracciones VIII y IX del artículo 27
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en mate-
ria agraria, así como las resultantes de actos o contratos que contra-
vengan las leyes agrarias;

IX. De las omisiones en que incurra la Procuraduría Agraria y que depa-
ren perjuicio a ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o
comuneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios, avecindados
o jornaleros agrícolas, a fin de proveer lo necesario para que sean
eficaz e inmediatamente subsanadas;

X. De los negocios de jurisdicción voluntaria en materia agraria;
[...]

XIII. De la ejecución de los convenios a que se refiere la fracción VI del
artículo 185 de la Ley Agraria, así como de la ejecución de laudos
arbitrales en materia agraria, previa determinación de que se en-
cuentran apegados a las disposiciones legales aplicables; y

XIV. De los demás asuntos que determinen las leyes.
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TRANSITORIOS

Primero. La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. El Tribunal Superior Agrario deberá quedar constituido dentro
de los treinta días hábiles siguientes a la fecha de entrada en vigor de la pre-
sente Ley.

Tercero. Dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que se constituya
el Tribunal Superior, se deberá expedir el Reglamento Interior de los tribuna-
les agrarios y determinar el número y competencia territorial de los distritos
en que se divida el territorio de la Republica para los efectos de esta Ley, a fin
de que el Ejecutivo Federal proponga a la Cámara de Senadores, o a la Comi-
sión Permanente, según corresponda, una lista de candidatos para magistra-
dos de los tribunales.

Cuarto. En relación con los asuntos a que se refiere el primer párrafo del
artículo tercero transitorio del Decreto por el que se reformó el artículo 27 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1992, que se encuentren ac-
tualmente en trámite, pendientes de resolución definitiva, se podrán en estado
de resolución y se turnarán los expedientes debidamente integrados al Tribunal
Superior Agrario una vez que éste entre en funciones, para que, a su vez:

I. Turne a los tribunales unitarios para su resolución, según su compe-
tencia territorial, los asuntos relativos a restitución, reconocimiento
y titulación de bienes comunales; o

II. Resuelva los asuntos relativos a ampliación o dotación de tierras,
bosques y aguas, así como creación de nuevos centros de población.

Si a juicio del Tribunal Superior o de los tribunales unitarios, en los expe-
dientes que reciban no se ha observado la garantía de audiencia, se subsanará
esta deficiencia ante el propio Tribunal.

Quinto. Los expedientes de los procedimientos de suspensión, privación
de derechos agrarios o de controversias parcelarias u otras acciones agrarias
instauradas que se encuentren actualmente en trámite, se remitirán debida-
mente integrados al Tribunal Superior Agrario una vez que éste entre en fun-
ciones, para que en su oportunidad se turnen para su resolución a los tribuna-
les unitarios, de acuerdo con su competencia territorial.

[...]
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7. REGLAMENTO INTERIOR
DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS*

CAPÍTULO IX
DE LA INSPECCIÓN DE LOS TRIBUNALES UNITARIOS

Artículo 38. Los magistrados del Tribunal Superior realizarán inspecciones
de los tribunales unitarios, para verificar que las labores de éstos se realicen
conforme a la ley. Para tal efecto, los tribunales unitarios quedarán agrupa-
dos en cinco regiones, cada una de las cuales estará a cargo de un magistrado
del Tribunal Superior.

Los magistrados supernumerarios realizarán las visitas a los tribunales
unitarios que ordene el Presidente, en coordinación con los magistrados nu-
merarios del Tribunal Superior. Estas visitas tendrán como finalidad la pre-
paración de las inspecciones o la atención de asuntos especiales.

Artículo 41. Las inspecciones se sujetarán a las siguientes reglas:

III. Se podrá inspeccionar cualquiera de los expedientes o alguno en es-
pecial, para verificar que se encuentren debidamente integrados,
foliados, sellados y rubricados; que los miembros de las comunida-
des indígenas, los ejidatarios, comuneros o avecindados, hayan sido
debidamente representados; que la audiencia haya sido sustanciada
conforme a la ley y que las pruebas hayan sido correctamente des-
ahogadas; que las notificaciones hayan sido legalmente hechas en
tiempo y forma; que el procedimiento haya sido realizado conforme
a derecho y que la resolución haya sido dictada oportunamente, ob-
servando que en la misma se hayan respetado la jurisprudencia del
Tribunal Superior y la del Poder Judicial de la Federación;

IV. Se inspeccionará con especial cuidado que los miembros de las co-
munidades indígenas tengan un efectivo acceso a la jurisdicción del
Estado y que en los juicios y procedimientos agrarios en que sean
parte, se tomen en cuenta sus prácticas y costumbres jurídicas y cuen-
ten siempre con un intérprete;

V. Se revisará que las resoluciones y ejecutorias derivadas de juicios
de amparo se hayan cumplido, y en caso contrario, exhortará al ma-

* Diario Oficial de la Federación, 20 de julio de 1993 (actualizado de acuerdo a la fe de
erratas publicadas en el mismo medio el 12 de agosto de 1993).
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gistrado a su acatamiento, tomando las medidas que sean necesarias
para su inmediata observancia;

XI. Las personas que presenten quejas o denuncias, podrán pedir al ma-
gistrado inspector que se les expida constancia de su comparecencia
y recibo de las pruebas aportadas.

CAPÍTULO XVIII

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS

DE LOS TRIBUNALES AGRARIOS

Artículo 77. La queja administrativa deberá presentarse en la Oficialía de
Partes del Tribunal Superior o del tribunal unitario al que corresponda el
servidor público contra quien se haga valer.

Artículo 79. La queja administrativa podrá presentarse de manera verbal
cuando se trate de miembros de comunidades indígenas, ejidatarios, comu-
neros o avecindados. En todo caso, deberá levantarse un acta de la diligencia,
dándose al quejoso copia debidamente certificada.

[...]

8. LEY DE AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS
103 Y 107 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS*

LIBRO PRIMERO
DEL AMPARO EN GENERAL

TÍTULO PRIMERO

REGLAS GENERALES

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES FUNDAMENTALES

Artículo 1o. El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia
que se suscite:

* Diario Oficial de la Federación, 10 de enero de 1936 (actualizada hasta las reformas pu-
blicadas en el mismo medio el 17 de mayo de 2001). También se consultó Legislación cons-
titucional, con reformas y adiciones al día, pp. 315-360.
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I. Por leyes o actos de la autoridad que violen las garantías individuales;
II. Por leyes o actos de la autoridad federal, que vulneren o restrinjan la

soberanía de los Estados;
III. Por leyes o actos de las autoridades de éstos, que invadan la esfera

de la autoridad federal.

Artículo 2o. El juicio de amparo se substanciará y decidirá con arreglo a
las formas y procedimientos que se determinan en el presente libro, ajustándo-
se, en materia agraria, a las prevenciones específicas a que se refiere el libro
segundo de esta ley.

A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Fe-
deral de Procedimientos Civiles.

LIBRO SEGUNDO*
DEL AMPARO EN MATERIA AGRARIA

TÍTULO ÚNICO

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 212. Con la finalidad de tutelar a los núcleos de población ejidal o
comunal y a los ejidatarios y comuneros en sus derechos agrarios, así como,
en su pretensión de derechos, a quienes pertenezcan a la clase campesina, se
observarán las disposiciones del presente Libro Segundo en los siguientes
juicios de amparo:

I. Aquéllos en que se reclamen actos que tengan o puedan tener co-
mo consecuencia privar de la propiedad o de la posesión y disfrute
de sus tierras, aguas, pastos y montes a los ejidos, o a los núcleos de
población que de hecho y por derecho guarden el estado comunal,
o a los ejidatarios o comuneros, lo mismo si las entidades o indivi-
duos mencionados figuran como quejosos que como terceros perju-
dicados.

II. Cuando los actos reclamados afecten o puedan afectar otros dere-
chos agrarios de las entidades o individuos a que se refiere la frac-

* Adicionado con el título, el capítulo y los artículos que la integran, según reformas pu-
blicadas en el Diario Oficial de la Federación del 29 de junio de 1976.
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ción anterior, sea que figuren como quejosos o como terceros perju-
dicados.

III. Aquéllos en que la consecuencia sea no reconocerles o afectarles en
cualquier forma derechos que hayan demandado ante las autorida-
des, quienes los hayan hecho valer como aspirantes a ejidatarios o
comuneros.

Artículo 213. Tiene representación legal para interponer el juicio de am-
paro en nombre de un núcleo de población:

I. Los comisariados ejidales o de bienes comunales;
II. Los miembros del comisariado o del Consejo de Vigilancia o cual-

quier ejidatario o comunero perteneciente al núcleo de población
perjudicado, si después de transcurridos quince días de la notifica-
ción del acto reclamado, el comisariado no ha interpuesto la deman-
da de amparo.

III. Quienes la tengan, en los términos de la Ley Federal de Reforma
Agraria, en los casos de restitución, dotación y de ampliación de
ejidos, de creación de nuevos centros de población y en los de reco-
nocimiento y titulación de bienes comunales.

Artículo 214. Quienes interpongan amparo en nombre y representación de
un núcleo de población, acreditaran su personalidad en la siguiente forma:

I. Los miembros de los Comisariados, de los Consejos de Vigilancia,
de los Comités Particulares Ejecutivos y los representantes de Bie-
nes Comunales, con las credenciales que les haya expedido la au-
toridad competente y en su defecto, con simple oficio de la propia
autoridad competente para expedir la credencial, o con copia del
acta de la Asamblea General en que hayan sido electos. No podrá
desconocerse su personalidad, aun cuando haya vencido el término
para el que fueron electos, si no se ha hecho nueva elección y se
acredita ésta en la forma antes indicada.

II. Los ejidatarios o comuneros pertenecientes al núcleo de población
perjudicado, con cualquier constancia fehaciente.

Artículo 215. Si se omitiere la justificación de la personalidad en los tér-
minos del artículo anterior, el juez mandará prevenir a los interesados para
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que la acrediten, sin perjuicio de que por separado solicite de las autoridades
respectivas las constancias necesarias. En tanto se da cumplimiento a lo dis-
puesto en el presente Artículo, el juez podrá conceder la suspensión provisio-
nal de los actos reclamados.

Artículo 216. En caso de fallecimiento de ejidatario o comunero que sea
parte en un juicio de amparo, tendrá derecho a continuar su trámite el campe-
sino que tenga derecho a heredarlo conforme a las leyes agrarias.

Artículo 217. La demanda de amparo podrá interponerse en cualquier tiem-
po, cuando el amparo se promueva contra actos que tengan o puedan tener
por efecto, privar total o parcialmente, en forma temporal o definitiva, de la
propiedad, posesión o disfrute de sus derechos agrarios a un núcleo de pobla-
ción sujeto al régimen ejidal o comunal.

Artículo 218. Cuando el juicio de amparo se promueva contra actos que
causen perjuicio a los derechos individuales de ejidatarios o comuneros, sin
afectar los derechos y el régimen jurídico del núcleo de población a que per-
tenezcan, el término para interponerlo será de treinta días.

Artículo 219. Se notificará personalmente a las entidades o individuos que
cita el artículo 212:

I. El auto que deseche la demanda;
II. El auto que decida sobre la suspensión;

III. La resolución que se dicte en la audiencia constitucional;
IV. Las resoluciones que recaigan a los recursos;
V. Cuando el Tribunal estime que se trata de un caso urgente o que, por

alguna circunstancia se puedan afectar los intereses de los núcleos
de población o de ejidatarios o comuneros en lo particular, y

VI. Cuando la Ley así lo disponga expresamente.

Artículo 220. Cuando se señalen como reclamados actos que tengan o pue-
dan tener por efecto privar de sus derechos agrarios a un núcleo de población
quejoso, o de sus derechos individuales a ejidatarios o comuneros, podrá
acudirse, en los términos del artículo 38 de esta Ley, a la competencia auxi-
liar que estará facultada para suspender provisionalmente el acto reclamado.

Artículo 221. Con la demanda de amparo, el promovente acompañará co-
pias para las partes que intervengan en el juicio. No será obstáculo para la
admisión de la demanda la falta de cumplimiento de este requisito, en cuyo
caso el juez oficiosamente mandará sacarlas.

Artículo 222. En los amparos interpuestos en materia agraria, las autorida-
des responsables deberán rendir sus informes justificados dentro del termino
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de diez días, que el Juez de Distrito podrá ampliar por otro tanto, si estimare
que la importancia del caso lo amerita.

Artículo 223. En los amparos en materia agraria, los informes justificados
deberán expresar:

I. El nombre y domicilio del tercero perjudicado, si lo hay;
II. La declaración precisa respecto a si son o no ciertos los actos recla-

mados en la demanda o si han realizado otros similares o distintos
de aquellos, que tengan o puedan tener por consecuencia negar o
menoscabar los derechos agrarios del quejoso;

III. Los preceptos legales que justifiquen los actos que en realidad ha-
yan ejecutado o que pretenden ejecutar;

IV. Si las responsables son autoridades agrarias, expresarán, además, la
fecha en que se hayan dictado las resoluciones agrarias que amparen
los derechos del quejoso y del tercero, en su caso, y la forma y tér-
minos en que las mismas hayan sido ejecutadas; así como los actos
por virtud de los cuales hayan adquirido sus derechos los quejosos y
los terceros.

Artículo 224. Las autoridades responsables deberán acompañar a sus in-
formes copias certificadas de las resoluciones agrarias a que se refiera el
juicio, de las actas de posesión y de los planos de ejecución de esas diligen-
cias, de los censos agrarios, de los certificados de derechos agrarios, de los
títulos de parcela y de las demás constancias necesarias para determinar con
precisión los derechos agrarios del quejoso y del tercero perjudicado, en su
caso, así como los actos reclamados.

La autoridad que no remita las copias certificadas a que se refiere este
artículo, será sancionada con multa de veinte a ciento veinte días de salario.
En caso de que subsista la omisión no obstante el requerimiento del juez, la
multa se ira duplicando en cada nuevo requerimiento, hasta obtener el cum-
plimiento de esta obligación.

Artículo 225. En los amparos en materia agraria, además de tomarse en
cuenta las pruebas que se aporten, la autoridad judicial deberá recabar de
oficio todas aquellas que puedan beneficiar a las entidades o individuos que
menciona el artículo 212. La autoridad que conozca del amparo resolverá
sobre la inconstitucionalidad de los actos reclamados, tal y como se hayan
probado, aun cuando sean distintos de los invocados en la demanda, si en
este último caso es en beneficio de los núcleos de población o de los ejidatarios
o comuneros en lo individual.
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Artículo 226. Los jueces de Distrito acordarán las diligencias que esti-
men necesarias para precisar los derechos agrarios de los núcleos de pobla-
ción o de los ejidatarios o comuneros en lo particular, así como la naturaleza
y efectos de los actos reclamados. Deberán solicitar, de las autoridades res-
ponsables y de las agrarias, copias de las resoluciones, planos, censos, certi-
ficados, títulos y en general, todas las pruebas necesarias para tal objeto; asi-
mismo, cuidaran de que aquéllos tengan la intervención que legalmente les
corresponde en la preparación, ofrecimiento y desahogo de las pruebas, cer-
ciorándose de que las notificaciones se les hagan oportunamente, entregán-
doles las copias de los cuestionarios, interrogatorios o escritos que deban ser
de su conocimiento.

Artículo 227. Deberá suplirse la deficiencia de la queja y la de exposicio-
nes, comparecencias y alegatos, en los juicios de amparo en que sean parte
como quejosos o como terceros, las entidades o individuos que menciona el
artículo 212; así como en los recursos que los mismos interpongan con moti-
vo de dichos juicios.

Artículo 228. El término para interponer el recurso de revisión en materia
agraria será de diez días comunes a las partes, contados desde el siguiente al
en que surta sus efectos la notificación de la resolución recurrida.

Artículo 229. La falta de las copias a que se refiere el artículo 88 de esta
Ley, no será causa para que se tenga por no interpuesto el recurso de revisión
que hagan valer los núcleos de población, o los ejidatarios o comuneros en lo
particular, sino que la autoridad judicial mandara expedir dichas copias.

Artículo 230. Cuando el quejoso sea un núcleo de población ejidal o co-
munal, la queja podrá interponerse en cualquier tiempo, mientras no se haya
cumplido debidamente la sentencia que concedió el amparo.

Artículo 231. En los juicios de amparo promovidos por las entidades o
individuos que especifica el artículo 212, o en que los mismos sean terceros
perjudicados, se observarán las siguientes reglas:

I. No procederá el desistimiento de dichas entidades o individuos sal-
vo que sea acordado expresamente por la Asamblea General;

II. No se sobreseerá por inactividad procesal de los mismos;
III. No se decretará en su perjuicio la caducidad de la instancia; pero si

podrá decretarse en su beneficio, y;
IV. No será causa de improcedencia del juicio contra actos que afecten

los derechos colectivos del núcleo, el consentimiento expreso de los
propios actos, salvo que emane de la Asamblea General.
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Artículo 232. El Ministerio Público cuidará que las sentencias dictadas en
favor de los núcleos de población ejidal o comunal sean debidamente cum-
plidas por parte de las autoridades encargadas de tal cumplimiento.

Artículo 233. Procede la suspensión de oficio y se decretará de plano en el
mismo auto en el que el juez admita la demanda, comunicándose sin demora
a la autoridad responsable, para su inmediato cumplimiento, haciendo uso de
la vía telegráfica, en los términos del párrafo tercero del artículo 23 de esta
Ley, cuando los actos reclamados tengan o puedan tener por consecuencia la
privación total o parcial, temporal o definitiva de los bienes agrarios del nú-
cleo de población quejoso o su substracción del régimen jurídico ejidal.

Artículo 234. La suspensión concedida a los núcleos de población, no re-
querirá de garantía para que surta sus efectos.

[...]

9. LEY DE AGUAS NACIONALES*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES PRELIMINARES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de aguas naciona-
les; es de observancia general en todo el territorio nacional, sus disposicio-
nes son de orden público e interés social y tiene por objeto regular la
explotación, uso o aprovechamiento de dichas aguas, su distribución y con-
trol, así como la preservación de su cantidad y calidad para lograr su desarro-
llo integral sustentable.

Artículo 2o. Las disposiciones de esta ley son aplicables a todas las aguas
nacionales, sean superficiales o del subsuelo. Estas disposiciones también
son aplicables a los bienes nacionales que la presente ley señala.

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I. “Aguas nacionales”: las aguas propiedad de la Nación, en los térmi-
nos del párrafo quinto del artículo 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos;

* Ley publicada en el Diario Oficial de la Federación el 1 de diciembre de 1992.
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III. “Cauce de una corriente”: el canal natural o artificial que tiene la
capacidad necesaria para que las aguas de la creciente máxima ordi-
naria escurran sin derramarse. Cuando las corrientes estén sujetas a
desbordamiento, se considera como cauce el canal natural, mientras
no se construyan obras de encauzamiento;

V. “La Comisión”: la Comisión Nacional del Agua, órgano administra-
tivo desconcentrado de la Secretaría de Agricultura y Recursos Hi-
dráulicos;

VII. “Persona física o moral”: los individuos, los ejidos, las comunida-
des, las asociaciones, las sociedades y las demás instituciones a las
que la ley reconozca personalidad jurídica, con las modalidades y
limitaciones que establezca la misma;

XII. “Vaso de lago, laguna o estero”: el depósito natural de aguas nacio-
nales delimitado por la cota de la creciente máxima ordinaria;

[...]

TÍTULO SEXTO

USOS DEL AGUA

CAPÍTULO II
USO AGRÍCOLA

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 48. Los ejidatarios, comuneros y pequeños propietarios, así como
los ejidos, comunidades, sociedades y demás personas que sean titulares o
poseedores de tierras agrícolas, ganaderas o forestales dispondrán del dere-
cho de explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nacionales que se les
hubieren concesionado en los términos de la presente ley.

Cuando se trate de concesiones de agua para riego, “la Comisión” podrá
autorizar su aprovechamiento total o parcial en terrenos distintos de los seña-
lados en la concesión, cuando el nuevo adquirente de los derechos sea su pro-
pietario o poseedor, siempre y cuando no se causen perjuicios a terceros.

Artículo 49. Los derechos de explotación, uso o aprovechamiento de agua
para uso agrícola, ganadero o forestal se podrán transmitir en los términos y
condiciones establecidas en esta ley y su reglamento.
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Cuando se trate de unidades, distritos o sistemas de riego, la transmisión
de los derechos de explotación, uso o aprovechamiento de agua se hará cum-
pliendo con los términos de los reglamentos respectivos que expidan.

Artículo 50. Se podrá otorgar concesión a:

I. Personas físicas o morales para la explotación, uso o aprovecha-
miento individual de aguas nacionales para fines agrícolas; y

II. Personas morales para administrar u operar un sistema de riego o
para la explotación, uso o aprovechamiento común de aguas nacio-
nales para fines agrícolas.

Artículo 51. Para la administración y operación de los sistemas o para el
aprovechamiento común de las aguas a que se refiere la fracción II del artícu-
lo anterior, las personas morales deberán contar con un reglamento que in-
cluya:

I. La distribución y administración de las aguas concesionadas, así
como la forma en que se tomarán decisiones por el conjunto de
usuarios;

II. La forma de garantizar y proteger los derechos individuales de sus
miembros o de los usuarios del servicio de riego y su participación
en la administración y vigilancia del sistema;

III. La forma de operación, conservación y mantenimiento, así como
para efectuar inversiones para el mejoramiento de la infraestructura
o sistema común, y la forma en que se recuperaran los costos incu-
rridos. Será obligatorio para los miembros o usuarios el pago de las
cuotas fijadas para seguir recibiendo el servicio o efectuar el aprove-
chamiento;

IV. Los derechos y obligaciones de los miembros o usuarios, así como
las sanciones por incumplimiento;

V. La forma y condiciones a las que se sujetara la transmisión de los
derechos individuales de explotación, uso o aprovechamiento de
aguas entre los miembros o usuarios del sistema común;

VI. Los términos y condiciones en los que se podrán transmitir total o
parcialmente a terceras personas el título de concesión, o los exce-
dentes de agua que se obtengan;

VII. La forma en que se substanciarán las inconformidades de los miem-
bros o usuarios;
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VIII. La forma y términos en que se procederá a la fusión, escisión, extin-
ción y liquidación; y

IX. Los demás que se desprendan de la presente ley y su reglamento o
acuerden los miembros o usuarios.

El reglamento y sus modificaciones, requerirán el acuerdo favorable de
las dos terceras partes de los votos de la asamblea general que se hubiera con-
vocado expresamente para tal efecto.

Artículo 52. El derecho de explotación, uso o aprovechamiento de aguas
por los miembros o usuarios de las personas morales a que se refiere la frac-
ción II del artículo 50, deberá precisarse en el padrón que al efecto el conce-
sionario deberá llevar, en los términos del reglamento a que se refiere el ar-
tículo anterior.

El padrón será público, se constituirá en un medio de prueba de la existen-
cia y situación de los derechos y estará a disposición para consulta de los
interesados.

Los derechos inscritos en el padrón no se podrán afectar, sin previa au-
diencia del posible afectado.

Los miembros o usuarios registrados en el padrón tendrán la obligación de
proporcionar periódicamente la información y documentación que permita
su actualización.

Artículo 53. Lo dispuesto en los artículos 50 a 52 se aplicará a unidades y
distritos de riego.

Cuando los ejidos o comunidades formen parte de las unidades o distritos
a que se refiere el párrafo anterior, se sujetarán a lo dispuesto para éstos en el
presente ordenamiento.

Los ejidos o comunidades que no estén incluidos en las unidades o distri-
tos de riego, se considerarán concesionarios para efectos de la presente ley y,
en caso de tener sistemas comunes de riego o de hacer aprovechamientos
comunes de agua, se aplicará respecto de estos sistemas o aprovechamien-
tos lo dispuesto en los artículos 51 y 52; en este caso serán los ejidatarios o
comuneros que usen o aprovechen dichos sistemas o aprovechamientos los
que expidan el reglamento respectivo.

Artículo 54. Las personas físicas o morales que constituyen una unidad o
distrito de riego podrán variar parcial o totalmente el uso del agua, conforme
a lo que dispongan sus respectivos reglamentos.
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Sección Segunda
Ejidos y comunidades

Artículo 55. La explotación, uso o aprovechamiento de aguas en ejidos y
comunidades para el asentamiento humano o para tierras de uso común se
efectuarán conforme lo disponga el reglamento que al efecto formule el ejido
o comunidad, tomando en cuenta lo dispuesto en el artículo 51.

Cuando se hubiere parcelado un ejido o comunidad, corresponde a ejida-
tarios o comuneros la explotación, uso o aprovechamiento del agua necesaria
para el riego de la parcela respectiva.

En ningún caso la asamblea o el comisariado ejidal podrán usar, disponer
o determinar la explotación, uso o aprovechamiento de agua destinadas a las
parcelas sin el previo y expreso consentimiento de los ejidatarios titulares de
dichas parcelas, excepto cuando se trate de aguas indispensables para las
necesidades domesticas del asentamiento humano.

Artículo 56. Cuando la asamblea general del ejido resuelva que los ejida-
tarios pueden adoptar el dominio pleno de la parcela, se tendrán por transmi-
tidos los derechos de explotación, uso o aprovechamiento de las aguas nece-
sarias para el riego de la tierra parcelada, y precisará las fuentes o volúmenes
respectivos, tomando en cuenta los derechos de agua que hayan venido dis-
frutando. En su caso, establecerá las modalidades o servidumbres requeridas.

La adopción del dominio pleno sobre las parcelas ejidales implica que el
ejidatario o comunero explotará, usará o aprovechará las aguas como conce-
sionario, en los términos de la presente ley.

Los ejidatarios que conforme a la Ley Agraria, asuman el dominio pleno
sobre sus parcelas conservarán los derechos a explotar, usar o aprovechar las
aguas que venían utilizando. “La Comisión” otorgará la concesión correspon-
diente a solicitud del interesado, sin más requisito que contar con la constan-
cia oficial de la cancelación de la inscripción de la parcela de que se trate.

Artículo 57. Cuando se transmita el dominio de tierras ejidales de uso co-
mún o se aporte el usufructo de parcelas, a sociedades civiles o mercantiles o
a cualquier otra persona moral, en los términos de la Ley Agraria, dichas per-
sonas o sociedades adquirentes conservarán los derechos sobre explotación,
uso o aprovechamiento de las aguas correspondientes. “La Comisión”, a so-
licitud del interesado, otorgará la concesión correspondiente en los términos
de la presente ley y su reglamento.
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TÍTULO NOVENO

BIENES NACIONALES A CARGO DE “LA COMISIÓN”

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 113. La administración de los siguientes bienes nacionales queda a
cargo de “la Comisión”:

VI. Las islas que existen o que se formen en los vasos de lagos, lagunas,
esteros, presas y depósitos o en los cauces de corrientes de propie-
dad nacional, excepto las que se formen cuando una corriente segre-
gue terrenos de propiedad particular, ejidal o comunal; y

[...]

10. REGLAMENTO DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES PRELIMINARES

CAPÍTULO ÚNICO

Artículo 1o. El presente ordenamiento tiene por objeto reglamentar la Ley de
Aguas Nacionales. Cuando en el mismo se expresen los vocablos “Ley”,
“Reglamento”, “la Comisión” y “Registro”, se entenderá que se refiere a la
Ley de Aguas Nacionales, al presente Reglamento, a la Comisión Nacional
del Agua y al Registro Público de Derechos de Agua, respectivamente.

TÍTULO SEGUNDO

ADMINISTRACIÓN DEL AGUA

CAPÍTULO I
EJECUTIVO FEDERAL

Artículo 6o. Además de lo previsto en los artículos 5o., y 6o., de la “Ley”,
corresponde al Ejecutivo Federal decretar, por las causas de utilidad pública

* Diario Oficial de la Federación, 12 de enero de 1994.
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a que se refiere el artículo 7o., de la “Ley”, la expropiación, la ocupación
temporal, total o parcial de los bienes de propiedad privada o la limitación del
dominio en los términos de la “Ley”, de la Ley de Expropiación y de las de-
más disposiciones aplicables.

Cuando se trate de bienes ejidales o comunales, se procederá en los térmi-
nos de la Ley Agraria.

TÍTULO SEXTO

USOS DEL AGUA

CAPÍTULO I
USO PÚBLICO URBANO

Artículo 81. La explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales,
superficiales o del subsuelo para centros de población o asentamientos hu-
manos, se efectuará mediante asignación para uso público urbano que otor-
gue “la Comisión”, en los términos del artículo 44 de la “Ley”.

“La Comisión” otorgará la asignación a los respectivos municipios o en su
caso al Gobierno del Distrito Federal.

Artículo 82. “La Comisión” podrá otorgar:

I. La asignación de agua a organismos o entidades paraestatales o
paramunicipales que administren los sistemas de agua potable y al-
cantarillado de los municipios, así como de las zonas conurbadas o
intermunicipales;

II. La concesión de agua para servicio público urbano a ejidos, comu-
nidades, organizaciones de colonos o usuarios que administren sis-
temas de agua potable y alcantarillado, y

[...]

El otorgamiento de las concesiones o asignaciones a que se refiere el pre-
sente artículo, se efectuará en caso de que el municipio no pueda prestar
directamente el servicio o cuando medie acuerdo favorable del mismo.

En caso de que conforme a la ley se concesionen por el municipio, total o
parcialmente, los servicios públicos de agua potable y alcantarillado, las asig-
naciones de agua que expida “La Comisión” se harán en todo caso a los mu-
nicipios que tienen a su cargo la prestación de dicho servicio público.

[...]
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CAPÍTULO II
USO AGRÍCOLA

Sección Primera
Disposiciones generales

Artículo 87. Para efectos del artículo 48 de “La Ley”, en las solicitudes de
concesión de agua para riego, el solicitante expresará el área de los terrenos
por regar, sus colindancias, su situación aproximada con relación a la extrac-
ción y la información necesaria para la estimación del volumen de agua que
se aprovechará.

Los ejidos o comunidades, serán titulares de la respectiva concesión para
la explotación, uso o aprovechamiento del agua, en los términos de la “Ley”
y de lo dispuesto en la Sección Segunda de este Capítulo. Los ejidos y comu-
nidades en las unidades y distritos de riego, serán considerados usuarios de
los mismos y, por tanto, se regirán por lo dispuesto en la “Ley” y el presente
“Reglamento” para los mismos.

Sección Segunda
Ejidos y comunidades

Artículo 94. Para efectos del artículo 56 de la “Ley”, cuando los ejidatarios y
comuneros conforme a la Ley Agraria y previo acuerdo de la asamblea gene-
ral, asuman el dominio individual pleno sobre sus parcelas, se tendrán por
transmitidos los derechos de las aguas que venían aprovechando de la dota-
ción ejidal, aplicándose lo dispuesto en el tercer párrafo, del artículo 53 de la
“Ley”.

Al presentar a “La Comisión” la solicitud de concesión respectiva, los eji-
datarios y comuneros adjuntarán la constancia oficial de cancelación de la
inscripción de las parcelas. Al otorgar la concesión, “La Comisión” dismi-
nuirá del volumen de la dotación, restitución o accesión ejidales o de la con-
cesión original, el volumen concesionado y se inscribirá en el “Registro”.

Las personas que adquieran el dominio sobre tierras ejidales en los térmi-
nos de la Ley Agraria, conservarán los derechos a explotar, usar o aprovechar
las aguas correspondientes y en caso de solicitar la concesión, estarán obliga-
das a cumplir con los requisitos necesarios para obtener el título respectivo y
su registro. Al otorgar la concesión, “La Comisión” procederá a realizar la
disminución e inscripción respectivas a que se refiere el párrafo anterior.
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En los casos en que los ejidatarios o comuneros transmitan la titularidad
de la tierra conforme a la ley, podrán también transmitir sus derechos de
agua, siendo aplicable lo dispuesto en el segundo párrafo, del artículo 48 de la
“Ley” y, en su caso, el artículo 72 del “Reglamento”.

11. LEY FORESTAL*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
DEL OBJETO DE LA LEY

Artículo 1o. La presente ley es reglamentaria del artículo 27 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, es de observancia general en
todo el territorio nacional, sus disposiciones son de orden público e interés
social y tiene por objeto regular y fomentar la conservación, protección, res-
tauración, aprovechamiento, manejo, cultivo y producción de los recursos
forestales del país, a fin de propiciar el desarrollo sustentable.

La política forestal y las normas y medidas que se observarán en la regula-
ción y fomento de las actividades forestales deberán sujetarse a los princi-
pios, criterios y disposiciones previstas en la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente, en lo que resulten aplicables y tendrán
como propósitos:

III. Lograr un manejo sustentable de los recursos forestales, que contri-
buya al desarrollo socioeconómico de los ejidatarios, comuneros, pe-
queños propietarios, comunidades indígenas y demás propietarios o
poseedores de dichos recursos, con pleno respeto a la integridad fun-
cional y a las capacidades de carga de los ecosistemas de que forman
parte los recursos forestales;

IV. Crear las condiciones para la capitalización y modernización de la
actividad forestal y la generación de empleos en el sector, en benefi-
cio de los ejidos, las comunidades, los pequeños propietarios, co-
munidades indígenas y demás personas físicas y morales que sean
propietarios o legítimos poseedores de recursos forestales;

* Diario Oficial de la Federación, 22 de diciembre de 1992 (actualizada con las reformas
publicadas en el mismo medio el 20 de mayo de 1997 y el 31 de diciembre de 2001).
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VII. Promover la cultura forestal, a través de programas educativos, de
capacitación, desarrollo tecnológico e investigación en materia fo-
restal.

VIII. Promover la participación de las comunidades y de los pueblos indí-
genas en el uso, protección, conservación y aprovechamiento sus-
tentable de los recursos forestales existentes en los territorios que
les pertenezcan, considerando su conocimiento tradicional en di-
chas actividades;

IX. Incrementar la participación corresponsable de la sociedad en la pro-
tección, conservación, restauración y aprovechamiento sustentable
de los recursos forestales;

XIII. Fomentar la cultura forestal mediante programas educativos y de
divulgación que permitan a la población valorar la importancia de la
conservación, protección y aprovechamiento sustentable de los re-
cursos forestales; y

XIV. Promover la coordinación entre los distintos niveles de gobierno y
la concertación de éstos con los diversos sectores de la sociedad
para el logro de los fines de la presente ley.

Artículo 2o. Se declara de utilidad pública la conservación, protección y
restauración de los ecosistemas forestales.

Artículo 3o. La propiedad de los recursos forestales comprendidos dentro
del territorio nacional corresponde a los ejidos, las comunidades o a las per-
sonas físicas o morales que sean propietarios de los terrenos donde aquéllos
se ubiquen. Los procedimientos establecidos por esta ley no alterarán el régi-
men de propiedad de dichos terrenos.

Artículo 5o. Son atribuciones de la Secretaría en materia forestal:

XI. Formular y organizar, en coordinación con las dependencias compe-
tentes de la Administración Pública Federal, con los gobiernos de
los estados y del Distrito Federal y con las organizaciones de los sec-
tores social y privado, programas de forestación y reforestación para
el rescate de zonas degradadas;

XII. Promover, en coordinación con las dependencias competentes, la
creación de empresas forestales, la organización y capacitación so-
cial para la producción y propiciar la asociación equitativa entre eji-
datarios, comuneros, pequeños propietarios y otros productores fo-
restales, así como entre éstos y los inversionistas;
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XIII. Impulsar la participación directa de los propietarios y poseedores de
los recursos forestales en la protección, vigilancia, ordenamiento,
aprovechamiento, cultivo, transformación y comercialización de los
mismos;

XIV. Celebrar, conforme a lo previsto en la presente ley, acuerdos y con-
venios en materia forestal, con los gobiernos de los estados y del
Distrito Federal, así como con otras instituciones públicas y perso-
nas físicas, o morales de los sectores social y privado;

[...]

Artículo 6o. La Secretaría constituirá un Consejo Técnico Consultivo Na-
cional Forestal, que en lo sucesivo se denominara el Consejo y que estará in-
tegrado por representantes de la Secretaría y de otras dependencias y enti-
dades de la Administración Pública Federal, así como por representantes de
instituciones académicas y centros de investigación, agrupaciones de produc-
tores y empresarios, organizaciones no gubernamentales y organizaciones de
carácter social y privado, relacionadas con la materia forestal.

Además, la Secretaría constituirá Consejos Regionales, en los que podrán
participar representantes de los gobiernos de los estados y municipios, de eji-
dos, comunidades y pequeños propietarios y demás personas físicas y mora-
les interesadas.

En la constitución del Consejo y de sus correlativos regionales, la Secreta-
ría propiciara la representación equilibrada de sus integrantes.

El Consejo fungirá como órgano de consulta de la Secretaría en las mate-
rias que le señale esta ley y en las que la Secretaría solicite su opinión.

TÍTULO SEGUNDO

DE LA ADMINISTRACIÓN Y MANEJO DE LOS RECURSOS FORESTALES

CAPÍTULO II
DEL APROVECHAMIENTO DE RECURSOS FORESTALES

Y LA FORESTACIÓN Y REFORESTACIÓN

Sección I
Del aprovechamiento de recursos forestales

Artículo 13. El aprovechamiento con fines comerciales de los recursos no ma-
derables que señalen las normas oficiales mexicanas, requerirá de un aviso
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que el interesado presente por escrito a la Secretaría, en los términos del re-
glamento de esta ley.

El aprovechamiento de recursos y materias primas forestales para uso do-
méstico, así como las actividades silvopastoriles en terrenos forestales, se
sujetarán a las normas oficiales mexicanas que expida la Secretaría.

Se considerarán de uso doméstico aquellos recursos y materias primas fo-
restales que utilicen las comunidades indígenas en sus rituales.

Sección III
De las disposiciones comunes a este capítulo

Artículo 19 bis 4. Las autorizaciones en materia forestal sólo se otorgarán a
los propietarios de los terrenos y a las personas legalmente facultadas por
aquéllos, o por resolución de autoridad competente.

El ejercicio de los derechos de propiedad y posesión de los terrenos en los
que se localicen los recursos forestales a que se refiere esta ley, se sujetará a
lo establecido en la Ley Agraria y demás disposiciones aplicables.

Cuando la solicitud de una autorización en materia forestal sobre terrenos
propiedad de un ejido, comunidad o comunidad indígena sea presentada por
un tercero, éste deberá acreditar el consentimiento del núcleo agrario me-
diante el acuerdo de asamblea que lo autorice, de conformidad con la Ley
Agraria. En el mismo caso y cuando la superficie corresponda a lo estipulado
en el artículo 19, la Secretaría deberá solicitar la opinión del Consejo Regio-
nal o Nacional en los términos de esta ley.

La Secretaría, en coordinación con las demás dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal competentes, procurará que los aprovechamientos
de recursos forestales se realicen, garantizando los derechos que la ley reco-
nozca a las comunidades indígenas.

CAPÍTULO VI

DE LOS SERVICIOS TÉCNICOS FORESTALES

Artículo 24. Los ejidatarios, comuneros y demás propietarios o poseedores
de terrenos forestales o de aptitud preferentemente forestal, que por la caren-
cia de recursos económicos o por el reducido tamaño de sus terrenos no estén
en posibilidades de contratar los servicios técnicos privados, podrán recurrir
a la Secretaría, en los términos del reglamento de esta ley, para que les pro-
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porcione asesoría técnica en la elaboración de sus programas de manejo. La
ejecución de dichos programas de manejo será responsabilidad directa de los
ejidatarios, comuneros o demás propietarios o poseedores de los terrenos de
que se trate.

CAPÍTULO VIII

DE LA SANIDAD FORESTAL

Artículo 31. Los ejidatarios, comuneros y demás propietarios o poseedores
de terrenos forestales o de aptitud preferentemente forestal, así como los titu-
lares de autorizaciones de aprovechamiento de recursos forestales, quienes
realicen actividades de forestación y de reforestación y los responsables de la
administración de las áreas naturales protegidas, a partir del momento en que
sean notificados por la Secretaría estarán obligados a ejecutar los trabajos de
sanidad forestal, conforme a los lineamientos que se les den a conocer, en los
términos de las disposiciones aplicables.

Cuando los trabajos de sanidad forestal no se ejecuten y siempre que exis-
ta riesgo grave de alteración o daños al ecosistema forestal, la Secretaría rea-
lizará los trabajos correspondientes con cargo a los obligados, quienes debe-
rán pagar la contraprestación respectiva en los términos de las disposiciones
fiscales aplicables.

Quedarán exceptuados de las disposiciones previstas en el párrafo ante-
rior los trabajos de sanidad forestal que la Secretaría ejecute, en apoyo de los
propietarios o poseedores de terrenos forestales o de aptitud preferentemente
forestal, a través de las medidas, programas e instrumentos económicos pre-
vistos por esta ley.

CAPÍTULO IX
DE LOS PROGRAMAS DE RESTAURACIÓN Y VEDAS FORESTALES

Artículo 32 bis. El Ejecutivo Federal, con base en los estudios técnicos que
elabore la Secretaría para justificar la medida, previa opinión del Consejo y
respetando la garantía de audiencia de ejidatarios, comuneros y demás pro-
pietarios o poseedores de los terrenos afectados, así como de los titulares de
autorizaciones de aprovechamiento de recursos forestales maderables y fores-
tación sobre dichos terrenos, podrá decretar vedas forestales cuando estas:
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I. Constituyan modalidades para el aprovechamiento de los recursos
forestales comprendidos en las declaratorias de áreas naturales pro-
tegidas;

II. Formen parte de las acciones o condiciones establecidas para las
áreas que se declaren como zonas de restauración ecológica, o

III. Tengan como finalidad la conservación, repoblación, propagación,
diseminación, aclimatación o refugio de especies endémicas, ame-
nazadas, en peligro de extinción o sujetas a protección especial.

Se exceptuarán de las vedas los terrenos en los que se realice el aprove-
chamiento forestal o la forestación de conformidad con los instrumentos de
manejo establecidos en la presente ley, en tanto no se ponga en riesgo grave
e inminente la biodiversidad.

Los decretos que establezcan vedas forestales, precisarán las caracterís-
ticas, temporalidad, excepciones y límites de las superficies y recursos fores-
tales vedados, así como, en su caso, las medidas que adoptará el Ejecutivo
Federal para apoyar a las comunidades afectadas. Dichos decretos se publi-
carán en dos ocasiones en el Diario Oficial de la Federación y, por una sola
vez, en los diarios de mayor circulación de la entidad federativa donde se
ubiquen los terrenos y recursos forestales vedados.

Las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal y, en
su caso, las de los gobiernos de los estados, del Distrito Federal y de los muni-
cipios, en los términos de los acuerdos y convenios que se celebren, prestarán
su colaboración para que se cumpla con lo que señalen las vedas forestales.

TÍTULO TERCERO

DEL FOMENTO A LA ACTIVIDAD  FORESTAL

CAPÍTULO I
DEL FOMENTO AL APROVECHAMIENTO SUSTENTABLE,

CONSERVACIÓN, PROTECCIÓN Y RESTAURACIÓN FORESTALES

Artículo 33. La Secretaría y las demás dependencias de la Administración Pú-
blica Federal competentes, tomando en consideración el valor, potencialidades
y costos de los recursos y actividades forestales establecerán medidas, progra-
mas e instrumentos económicos para fomentar, inducir e impulsar la inver-
sión y participación de los sectores social y privado en la conservación, pro-
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tección, restauración, aprovechamiento sustentable y uso múltiple de dichos
recursos, así como para la promoción y desarrollo de forestaciones, de con-
formidad con los siguientes objetivos prioritarios:

I. Incorporar a los ejidos, comunidades indígenas y demás propieta-
rios y poseedores legítimos de recursos forestales a la silvicultura y
a los procesos de producción, transformación y comercialización
forestal, promoviendo su fortalecimiento organizativo y mejoramien-
to social y económicos;

V. Los demás que se determinen, por acuerdo de la Secretaría con las
dependencias de la Administración Pública Federal, con los gobier-
nos de los estados y del Distrito Federal, a propuesta del Consejo o
de las organizaciones de productores forestales.

La Secretaría deberá promover y difundir a nivel nacional, regional o lo-
cal, según sea el caso, las medidas, programas e instrumentos económicos a
que se refiere este artículo, con el propósito de que lleguen de manera opor-
tuna a sus beneficiarios. De igual manera, deberá establecer los mecanismos
de asesoría necesarios para facilitar el acceso de los interesados a los instru-
mentos respectivos.

Artículo 33 bis 1. Los ejidos, comunidades, pequeños propietarios, las or-
ganizaciones de productores y demás personas interesadas, podrán elaborar
propuestas de políticas de desarrollo, financiamiento y fomento en materia
forestal, las cuales serán concertadas con la Secretaría y con las dependen-
cias competentes de la Administración Pública Federal, para su aplicación.

TÍTULO CUARTO

CAPÍTULO IV
DETERMINACIÓN DE INFRACCIONES E IMPOSICIÓN DE SANCIONES

Artículo 50. Las infracciones a esta ley serán sancionadas por la Secretaría,
tomando en consideración la gravedad de la infracción cometida y:

I. Los daños que se hubieren producido o puedan producirse así como
el tipo, localización y cantidad del recurso dañado;

II. El beneficio directamente obtenido;
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III. El carácter intencional o no de la acción u omisión;
IV. El grado de participación e intervención en la preparación y realiza-

ción de la infracción;
V. Las condiciones económicas, sociales y culturales del infractor, y

VI. La reincidencia.
[...]

12. LEY GENERAL DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO
Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE*

TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES

CAPÍTULO I
NORMAS PRELIMINARES

Artículo 1o. La presente Ley es reglamentaria de las disposiciones de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos que se refieren a la preser-
vación y restauración del equilibrio ecológico, así como a la protección al
ambiente, en el territorio nacional y las zonas sobre las que la nación ejerce
su soberanía y jurisdicción. Sus disposiciones son de orden público e interés
social y tienen por objeto propiciar el desarrollo sustentable y establecer las
bases para:

I. Garantizar el derecho de toda persona a vivir en un medio ambiente
adecuado para su desarrollo, salud y bienestar;

II. Definir los principios de la política ambiental y los instrumentos
para su aplicación;

III. La preservación, la restauración y el mejoramiento del ambiente;
IV. La preservación y protección de la biodiversidad, así como el esta-

blecimiento y administración de las áreas naturales protegidas;
V. El aprovechamiento sustentable, la preservación y, en su caso, la res-

tauración del suelo, el agua y los demás recursos naturales, de ma-
nera que sean compatibles la obtención de beneficios económicos y
las actividades de la sociedad con la preservación de los ecosistemas;

* Diario Oficial de la Federación, 28 de enero de 1988 (actualizada según reformas publi-
cadas en el mismo medio el 13 de diciembre de 1996 y el 31 de diciembre de 2001).
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VI. La prevención y el control de la contaminación del aire, agua y suelo;
VII. Garantizar la participación corresponsable de las personas, en for-

ma individual o colectiva, en la preservación y restauración del equi-
librio ecológico y la protección al ambiente;

VIII. El ejercicio de las atribuciones que en materia ambiental correspon-
de a la Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Municipios,
bajo el principio de concurrencia previsto en el artículo 73 fracción
XXIX-G de la Constitución;

IX. El establecimiento de los mecanismos de coordinación, inducción
y concertación entre autoridades, entre éstas y los sectores social y
privado, así como con personas y grupos sociales, en materia am-
biental, y

X. El establecimiento de medidas de control y de seguridad para garan-
tizar el cumplimiento y la aplicación de esta Ley y de las disposicio-
nes que de ella se deriven, así como para la imposición de las san-
ciones administrativas y penales que correspondan.

En todo lo no previsto en la presente Ley, se aplicarán las disposiciones
contenidas en otras leyes relacionadas con las materias que regula este orde-
namiento.

Artículo 2o. Se consideran de utilidad publica:

I. El ordenamiento ecológico del territorio nacional en los casos pre-
vistos por ésta y las demás leyes aplicables;

II. El establecimiento, protección y preservación de las áreas naturales
protegidas y de las zonas de restauración ecológica;

III. La formulación y ejecución de acciones de protección y preserva-
ción de la biodiversidad del territorio nacional y las zonas sobre las
que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción, así como el aprove-
chamiento de material genético; y

IV. El establecimiento de zonas intermedias de salvaguardia, con moti-
vo de la presencia de actividades consideradas como riesgosas.

Artículo 3o. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

I. Ambiente: El conjunto de elementos naturales y artificiales o indu-
cidos por el hombre que hacen posible la existencia y desarrollo de
los seres humanos y demás organismos vivos que interactúan en un
espacio y tiempo determinados;
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II. Áreas naturales protegidas: Las zonas del territorio nacional y aqué-
llas sobre las que la nación ejerce su soberanía y jurisdicción, en
donde los ambientes originales no han sido significativamente
alterados por la actividad del ser humano o que requieren ser pre-
servadas y restauradas y están sujetas al régimen previsto en la
presente Ley;

III. Aprovechamiento sustentable: La utilización de los recursos na-
turales en forma que se respete la integridad funcional y las ca-
pacidades de carga de los ecosistemas de los que forman parte
dichos recursos, por periodos indefinidos;

XI. Desarrollo sustentable: El proceso evaluable mediante criterios
e indicadores del carácter ambiental, económico y social que tien-
de a mejorar la calidad de vida y la productividad de las perso-
nas, que se funda en medidas apropiadas de preservación del equi-
librio ecológico, protección del ambiente y aprovechamiento de
recursos naturales, de manera que no se comprometa la satisfac-
ción de las necesidades de las generaciones futuras;

XIV. Equilibrio ecológico: La relación de interdependencia entre los
elementos que conforman el ambiente que hace posible la exis-
tencia, transformación y desarrollo del hombre y demás seres
vivos;

XVII. Fauna silvestre: Las especies animales que subsisten sujetas a los
procesos de selección natural y que se desarrollan libremente,
incluyendo sus poblaciones menores que se encuentran bajo con-
trol del hombre, así como los animales domésticos que por aban-
dono se tornen salvajes y por ello sean susceptibles de captura y
apropiación;

XVIII. Flora silvestre: Las especies vegetales así como los hongos, que
subsisten sujetas a los procesos de selección natural y que se desa-
rrollan libremente, incluyendo las poblaciones o especímenes de
estas especies que se encuentran bajo control del hombre;

XIX. Impacto ambiental: Modificación del ambiente ocasionada por
la acción del hombre o de la naturaleza;

XXXIV. Secretaría: La Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Natura-
les y Pesca, y

[...]
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TÍTULO SEGUNDO

BIODIVERSIDAD

CAPÍTULO I
ÁREAS NATURALES PROTEGIDAS

Sección I
Disposiciones generales

Artículo 44. Las zonas del territorio nacional y aquéllas sobre las que la Na-
ción ejerce soberanía y jurisdicción, en las que los ambientes originales no
han sido significativamente alterados por la actividad del ser humano, o que
requieren ser preservadas y restauradas, quedarán sujetas al régimen previsto
en esta Ley y los demás ordenamientos aplicables.

Los propietarios, poseedores o titulares de otros derechos sobre tierras,
aguas y bosques comprendidos dentro de áreas naturales protegidas debe-
rán sujetarse a las modalidades que de conformidad con la presente Ley, es-
tablezcan los decretos por los que se constituyan dichas áreas, así como a las
demás previsiones contenidas en el programa de manejo y en los programas
de ordenamiento ecológico que correspondan.

Artículo 45. El establecimiento de áreas naturales protegidas, tiene por
objeto:

I. Preservar los ambientes naturales representativos de las diferentes
regiones biogeográficas y ecológicas y de los ecosistemas más frá-
giles, para asegurar el equilibrio y la continuidad de los procesos
evolutivos y ecológicos;

II. Salvaguardar la diversidad genética de las especies silvestres de las
que depende la continuidad evolutiva; así como asegurar la preser-
vación y el aprovechamiento sustentable de la biodiversidad del te-
rritorio nacional, en particular preservar las especies que están en
peligro de extinción, las amenazadas, las endémicas, las raras y las
que se encuentran sujetas a protección especial;

III. Asegurar el aprovechamiento sustentable de los ecosistemas y sus
elementos;

IV. Proporcionar un campo propicio para la investigación científica y el
estudio de los ecosistemas y su equilibrio;

V. Generar, rescatar y divulgar conocimientos, prácticas y tecnologías,
tradicionales o nuevas que permitan la preservación y el aprovecha-
miento sustentable de la biodiversidad del territorio nacional;
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VI. Proteger poblados, vías de comunicación, instalaciones industriales
y aprovechamientos agrícolas, mediante zonas forestales en monta-
ñas donde se originen torrentes; el ciclo hidrológico en cuencas, así
como las demás que tiendan a la protección de elementos circun-
dantes con los que se relacione ecológicamente el área; y

VII. Proteger los entornos naturales de zonas, monumentos y vestigios ar-
queológicos, históricos y artísticos, así como zonas turísticas, y otras
áreas de importancia para la recreación, la cultura e identidad nacio-
nales y de los pueblos indígenas.

Artículo 45 bis. Las autoridades competentes garantizarán el otorgamien-
to de estímulos fiscales y retribuciones económicas, con la aplicación de los
instrumentos económicos referidos en el presente ordenamiento, a los pro-
pietarios, poseedores o titulares de otros derechos sobre tierras, aguas y bos-
ques comprendidos dentro de áreas naturales protegidas.

Sección II
Tipos y características de las áreas naturales protegidas

Artículo 46. Se consideran áreas naturales protegidas:

I. Reservas de la biosfera;
III. Parques nacionales;
IV. Monumentos naturales;
VI. Áreas de protección de recursos naturales;

VII. Áreas de protección de flora y fauna;
VIII. Santuarios;

IX. Parques y reservas estatales, y
X. Zonas de preservación ecológica de los centros de población.

Para efectos de lo establecido en el presente Capítulo, son de competencia
de la Federación las áreas naturales protegidas comprendidas en las fraccio-
nes I a VIII anteriormente señaladas.

Los gobiernos de los Estados y del Distrito Federal, en los términos que es-
tablezca la legislación local en la materia, podrán establecer parques y reser-
vas estatales en áreas relevantes a nivel de las entidades federativas, que
reúnan las características señaladas en los artículos 48 y 50 respectivamente
de esta Ley. Dichos parques y reservas no podrán establecerse en zonas pre-
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viamente declaradas como áreas naturales protegidas de competencia de la Fe-
deración, salvo que se trate de las señaladas en la fracción VI de este artículo.

Asimismo, corresponde a los municipios establecer las zonas de preserva-
ción ecológicas de los centros de población, conforme a lo previsto en la le-
gislación local.

En las áreas naturales protegidas no podrá autorizarse la fundación de nue-
vos centros de población.

Artículo 47. En el establecimiento, administración y manejo de las áreas
naturales protegidas a que se refiere el artículo anterior, la Secretaría promo-
verá la participación de sus habitantes, propietarios o poseedores, gobiernos
locales, pueblos indígenas, y demás organizaciones sociales, públicas y pri-
vadas, con objeto de propiciar el desarrollo integral de la comunidad y asegu-
rar la protección y preservación de los ecosistemas y su biodiversidad.

Para tal efecto, la Secretaría podrá suscribir con los interesados los conve-
nios de concertación o acuerdos de coordinación que correspondan.

Sección III
Declaratorias para el establecimiento, administración

y vigilancia de áreas naturales protegidas

Artículo 57. Las áreas naturales protegidas señaladas en las fracciones I a
VIII del artículo 46 de esta Ley, se establecerán mediante declaratoria que ex-
pida el Titular del Ejecutivo Federal conforme a ésta y las demás leyes apli-
cables.

Artículo 58. Previamente a la expedición de las declaratorias para el esta-
blecimiento de las áreas naturales protegidas a que se refiere el artículo ante-
rior, se deberán realizar los estudios que lo justifiquen, en los términos del
presente capítulo, los cuales deberán ser puestos a disposición del público.
Asimismo, la Secretaría deberá solicitar la opinión de:

I. Los gobiernos locales en cuyas circunscripciones territoriales se lo-
calice el área natural de que se trate;

II. Las dependencias de la Administración Pública Federal que deban
intervenir, de conformidad con sus atribuciones;

III. Las organizaciones sociales públicas o privadas, pueblos indígenas,
y demás personas físicas o morales interesadas, y

IV. Las universidades, centros de investigación, instituciones y organis-
mos de los sectores público, social y privado interesados en el estable-
cimiento, administración y vigilancia de áreas naturales protegidas.
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Artículo 59. Los pueblos indígenas, las organizaciones sociales, públicas
o privadas, y demás personas interesadas, podrán promover ante la Secreta-
ría el establecimiento, en terrenos de su propiedad o mediante contrato con
terceros, de áreas naturales protegidas, cuando se trate de áreas destinadas a
la preservación, protección y restauración de la biodiversidad. La Secretaría,
en su caso, promoverá ante el Ejecutivo Federal la expedición de la declara-
toria respectiva, mediante la cual se establecerá el manejo del área por parte
del promovente, con la participación de la Secretaría conforme a las atribu-
ciones que al respecto se le otorgan en esta Ley.

Asimismo, los sujetos señalados en el párrafo anterior, podrán destinar
voluntariamente los predios que les pertenezcan a acciones de preservación
de los ecosistemas y su biodiversidad. Para tal efecto, podrán solicitar a la
Secretaría el reconocimiento respectivo. El certificado que emita dicha auto-
ridad, deberá contener, por lo menos, el nombre del promovente, la denomi-
nación del área respectiva, su ubicación, superficie y colindancias, el régi-
men de manejo a que se sujetara y, en su caso, el plazo de vigencia. Dichos
predios se consideraran como áreas productivas dedicadas a una función de
interés público.

Artículo 64 Bis 1. La Federación, los Estados, el Distrito Federal y los Mu-
nicipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, podrán otorgar a los
propietarios, poseedores, organizaciones sociales, publicas o privadas, pue-
blos indígenas, y demás personas interesadas, concesiones, permisos o auto-
rizaciones para la realización de obras o actividades en las áreas naturales
protegidas; de conformidad con lo que establece esta Ley, la declaratoria y el
programa de manejo correspondientes.

Los núcleos agrarios, pueblos indígenas y demás propietarios o poseedo-
res de los predios en los que se pretendan desarrollar las obras o actividades
anteriormente señaladas, tendrán preferencia para obtener los permisos, con-
cesiones y autorizaciones respectivos.

Artículo 67. La Secretaría podrá, una vez que se cuente con el programa de
manejo respectivo, otorgar a los gobiernos de los Estados, de los Municipios
y del Distrito Federal, así como a ejidos, comunidades agrarias, pueblos indí-
genas, grupos y organizaciones sociales, y empresariales y demás personas
físicas o morales interesadas, la administración de las áreas naturales prote-
gidas a que se refieren las fracciones I a VIII del artículo 46 de esta Ley. Para
tal efecto, se deberán suscribir los acuerdos o convenios que conforme a la
legislación aplicable procedan.

Quienes en virtud de lo dispuesto en este artículo adquieran la responsabi-
lidad de administrar las áreas naturales protegidas, estarán obligados a su-
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jetarse a las previsiones contenidas en la presente Ley, los reglamentos, nor-
mas oficiales mexicanas que se expidan en la materia, así como a cumplir los
decretos por los que se establezcan dichas áreas y los programas de manejo
respectivos.

La Secretaría deberá supervisar y evaluar el cumplimiento de los acuerdos
y convenios a que se refiere este precepto. Asimismo, deberá asegurarse que
en las autorizaciones para la realización de actividades en áreas naturales
protegidas de su competencia, se observen las previsiones anteriormente se-
ñaladas

CAPÍTULO II
ZONAS DE RESTAURACIÓN

Artículo 78. En aquellas áreas que presenten procesos de degradación o deser-
tificación, o graves desequilibrios ecológicos, la Secretaría deberá formular
y ejecutar programas de restauración ecológica, con el propósito de que se
lleven a cabo las acciones necesarias para la recuperación y restablecimiento
de las condiciones que propicien la evolución y continuidad de los procesos
naturales que en ella se desarrollaban.

En la formulación, ejecución y seguimiento de dichos programas, la Secre-
taría deberá promover la participación de los propietarios, poseedores, orga-
nizaciones sociales, publicas o privadas, pueblos indígenas, gobiernos loca-
les, y demás personas interesadas.

Artículo 78 bis. En aquéllos casos en que se estén produciendo procesos
acelerados de desertificación o degradación que impliquen la perdida de re-
cursos de muy difícil regeneración, recuperación o restablecimiento, o afec-
taciones irreversibles a los ecosistemas o sus elementos, la Secretaría, pro-
moverá ante el Ejecutivo Federal la expedición de declaratorias para el
establecimiento de zonas de restauración ecológica. Para tal efecto, elabora-
ra previamente, los estudios que las justifiquen.

Las declaratorias deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación,
y serán inscritas en el Registro Público de la Propiedad correspondiente.

Las declaratorias podrán comprender, de manera parcial o total, predios
sujetos a cualquier régimen de propiedad, y expresarán:

I. La delimitación de la zona sujeta a restauración ecológica, precisan-
do superficie, ubicación y deslinde;
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II. Las acciones necesarias para regenerar, recuperar o restablecer las
condiciones naturales de la zona;

III. Las condiciones a que se sujetarán, dentro de la zona, los usos del
suelo, el aprovechamiento de los recursos naturales, la flora y la fau-
na, así como la realización de cualquier tipo de obra o actividad;

IV. Los lineamientos para la elaboración y ejecución del programa de
restauración ecológica correspondiente, así como para la participa-
ción en dichas actividades de propietarios, poseedores, organizacio-
nes sociales, publicas o privadas, pueblos indígenas, gobiernos lo-
cales y demás personas interesadas, y

V. Los plazos para la ejecución del programa de restauración ecológica
respectivo.

CAPÍTULO III
FLORA Y FAUNA SILVESTRE

Artículo 79. Para la preservación y aprovechamiento sustentable de la flora y
fauna silvestre, se consideraran los siguientes criterios:

I. La preservación de la biodiversidad y del hábitat natural de las espe-
cies de flora y fauna que se encuentran en el territorio nacional y en
las zonas donde la nación ejerce su soberanía y jurisdicción;

II. La continuidad de los procesos evolutivos de las especies de flora y
fauna y demás recursos biológicos, destinando áreas representativas
de los sistemas ecológicos del país a acciones de preservación e
investigación;

III. La preservación de las especies endémicas, amenazadas, en peligro
de extinción o sujetas a protección especial;

IV. El combate al tráfico o apropiación ilegal de especies;
V. El fomento y creación de las estaciones biológicas de rehabilitación

y repoblamiento de especies de fauna silvestre;
VI. La participación de las organizaciones sociales, publicas o privadas,

y los demás interesados en la preservación de la biodiversidad;
VIII. El fomento y desarrollo de la investigación de la fauna y flora silves-

tre, y de los materiales genéticos, con el objeto de conocer su valor
científico, ambiental, económico y estratégico para la Nación;

VIII. El fomento del trato digno y respetuoso a las especies animales, con
el propósito de evitar la crueldad en contra de estas;
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IX. El desarrollo de actividades productivas alternativas para las comu-
nidades rurales, y

X. El conocimiento biológico tradicional y la participación de las co-
munidades, así como los pueblos indígenas en la elaboración de pro-
gramas de biodiversidad de las áreas en que habiten.

TÍTULO QUINTO

PARTICIPACIÓN SOCIAL E INFORMACIÓN AMBIENTAL

CAPÍTULO I
PARTICIPACIÓN SOCIAL

Artículo 157. El Gobierno Federal deberá promover la participación corres-
ponsable de la sociedad en la planeación, ejecución, evaluación y vigilancia
de la política ambiental y de recursos naturales.

Artículo 158. para los efectos del artículo anterior, la Secretaría:

I. Convocará, en el ámbito del Sistema Nacional de Planeación Demo-
crática, a las organizaciones obreras, empresariales, de campesinos
y productores agropecuarios, pesqueros y forestales, comunidades
agrarias, pueblos indígenas, instituciones educativas, organizacio-
nes sociales y privadas no lucrativas y demás personas interesadas
para que manifiesten su opinión y propuestas;

II. Celebrará convenios de concertación con organizaciones obreras y
grupos sociales para la protección del ambiente en los lugares de
trabajo y unidades habitacionales; con pueblos indígenas, comuni-
dades agrarias y demás organizaciones campesinas para el estable-
cimiento, administración y manejo de áreas naturales protegidas, y
para brindarles asesoría ecológica en las actividades relacionadas con
el aprovechamiento sustentable de los recursos naturales; con orga-
nizaciones empresariales, en los casos previstos en esta Ley para la
protección del ambiente; con instituciones educativas y académicas,
para la realización de estudios e investigaciones en la materia; con
organizaciones civiles e instituciones privadas no lucrativas, para em-
prender acciones ecológicas conjuntas; así como con representacio-
nes sociales y con particulares interesados en la preservación y res-
tauración del equilibrio ecológico para la protección al ambiente;
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III. Celebrará convenios con los medios de comunicación masiva para
la difusión, información y promoción de acciones de preservación
del equilibrio ecológico y la protección al ambiente;

IV. Promoverá el establecimiento de reconocimientos a los esfuerzos más
destacados de la sociedad para preservar y restaurar el equilibrio eco-
lógico y proteger el ambiente;

V. Impulsará el fortalecimiento de la conciencia ecológica, a través de
la realización de acciones conjuntas con la comunidad para la pre-
servación y mejoramiento del ambiente, el aprovechamiento racio-
nal de los recursos naturales y el correcto manejo de desechos. Para
ello, la Secretaría podrá, en forma coordinada con los Estados y Mu-
nicipios correspondientes, celebrar convenios de concertación con
comunidades urbanas y rurales, así como con diversas organizaciones
sociales, y

VI. Concertará acciones e inversiones con los sectores social y privado
y con instituciones académicas, grupos y organizaciones sociales,
pueblos indígenas y demás personas físicas y morales interesadas,
para la preservación y restauración del equilibrio ecológico y la pro-
tección al ambiente.
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VI
DISPOSICIONES EN EL CONGRESO

1. NOTA INTRODUCTORIA

El ciudadano común y corriente, y sobre todo el que proviene de los grupos
más vulnerables de la sociedad, como los indígenas, poco conoce del papel e
importancia que reviste el Congreso en una sociedad cada vez más democrá-
tica como la mexicana. Si anteriormente la estructura de un sistema político
con partido dominante impedía que en este órgano de representación de la
sociedad se expresaran las diversas fuerzas y corrientes, los tiempos han cam-
biado. Lo han hecho tanto que ninguna fuerza de las representadas ahí puede
modificar por sí sola la Constitución, por lo que se tiene que recurrir a alian-
zas y acuerdos. Esto contribuye a la normalidad democrática a la que aspira-
mos, pero a veces también a entorpecer avances que empuja desde abajo la
sociedad.

Lo probó el hecho de que a la iniciativa presidencial de enviar íntegra la
propuesta de la Cocopa para reformar la Constitución y destrabar una de las
condiciones fundamentales que puso el EZLN para reiniciar el diálogo, no le
correspondió la respuesta inmediata y unánime del Congreso. La Cámara de Se-
nadores, todavía con mayoría priísta, acordó, mediante una alianza del PAN
y el PRI, en la que el PRD no estuvo ausente de ninguna manera, una reforma
que, aunque recuperó la mayoría de las propuestas de la iniciativa presiden-
cial, acotó temas centrales como los de la autonomía, el territorio y el acceso
a los medios de comunicación por parte de los pueblos indígenas, y los remi-
tió a la consideración de las legislaturas locales. A esta situación se sumó, sin
duda alguna, como mencionamos antes, la falta de oficio por parte de algu-
nos operadores políticos del Poder Ejecutivo.
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Todavía hay muchas luchas por delante, y el Congreso, tanto la Cámara de
Diputados como la de Senadores, son cajas de resonancia de la sociedad mexi-
cana. Conocer las Comisiones en que se organiza parte del proceso legislati-
vo es, sin duda alguna, de interés para la ciudadanía que busca caminar en el
rumbo de la justicia social y el reconocimiento y respeto a sus derechos. Por
eso, en esta selección incluimos los artículos de la Ley Orgánica del Congre-
so de la Unión que contemplan tales Comisiones. Es de resaltar en el listado
las Comisiones de interés por los nuevos escenarios y temas nacionales como
lo son, además del de derechos humanos y asuntos indígenas, el de equidad
y género, todos ellos resultado de los nuevos movimientos sociales y sus re-
clamos.

2. LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS*

TÍTULO PRIMERO

DEL CONGRESO GENERAL

Artículo 1o.

1. El Poder Legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se deposita en un
Congreso General, que se divide en dos Cámaras, una de Diputados y otra de
Senadores.

TÍTULO SEGUNDO

DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

DE LA CÁMARA  DE DIPUTADOS

CAPÍTULO SEXTO

DE LAS COMISIONES Y LOS COMITÉS

Sección Primera
De las Comisiones

Artículo 39

1. Las Comisiones son órganos constituidos por el Pleno, que a través de la
elaboración de dictámenes, informes, opiniones o resoluciones, contribu-
yen a que la Cámara cumpla sus atribuciones constitucionales y legales.

* Diario Oficial de la Federación, 3 de septiembre de 1999.
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2. La Cámara de Diputados cuenta con Comisiones Ordinarias que se man-
tienen de Legislatura a Legislatura y son las siguientes:

I. Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural;
II. Asuntos Indígenas;

III. Atención a Grupos Vulnerables;
IV. Comercio y Fomento Industrial;
V. Comunicaciones y Transportes;

VI. Defensa Nacional;
VII. Desarrollo Social y Vivienda;

VIII. Educación Pública, Cultura y Ciencia y Tecnología;
IX. Energía;
X. Equidad y Género;

XI. Fomento Cooperativo y Economía Social;
XII. Gobernación, Población y Seguridad Pública;

XIII. Hacienda y Crédito Público;
XIV. Justicia y Derechos Humanos;
XV. Marina;

XVI. Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca;
XVII. Presupuesto y Cuenta Pública;

XVIII. Puntos Constitucionales y Sistema Federal;
XIX. Reforma Agraria;
XX. Relaciones Exteriores;

XXI. Salud y Seguridad Social;
XXII. Trabajo y Previsión Social; y

XXIII. Turismo.

3. Las Comisiones Ordinarias establecidas en el párrafo anterior, tienen a
su cargo tareas de dictamen legislativo, de información y de control evaluatorio
conforme a lo dispuesto por el párrafo primero del artículo 93 constitucional,
y su competencia se corresponde en lo general con las otorgadas a las depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Federal.

Artículo 40

1. Las comisiones ordinarias que se establecen en este artículo desarrollan
las tareas específicas que en cada caso se señalan.
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Artículo 42

1. El Pleno podrá acordar la constitución de comisiones especiales cuando se
estimen necesarias para hacerse cargo de un asunto específico. El acuerdo
que las establezca señalará su objeto, el número de los integrantes que las
conformarán y el plazo para efectuar las tareas que se les hayan encomenda-
do. Cumplido su objeto se extinguirán. Cuando se haya agotado el objeto de
una comisión especial o al final de la Legislatura, el Secretario General de la
Cámara informará lo conducente a la Conferencia para la Dirección y Pro-
gramación de los Trabajos Legislativos, la cual hará la declaración de su ex-
tinción.

Sección Tercera
Disposiciones complementarias

Artículo 45

1. Los presidentes de las comisiones ordinarias, con el acuerdo de éstas, po-
drán solicitar información o documentación a las dependencias y entidades
del Ejecutivo Federal cuando se trate de un asunto sobre su ramo o se discuta
una iniciativa relativa a las materias que les corresponda atender de acuerdo
con los ordenamientos aplicables.

2. No procederá la solicitud de información o documentación, cuando una
u otra tengan el carácter de reservada conforme a las disposiciones legales
aplicables.

3. El titular de la dependencia o entidad estará obligado a proporcionar la
información en un plazo razonable; si la misma no fuere remitida, la comi-
sión podrá dirigirse oficialmente en queja al titular de la dependencia o al C.
Presidente de la República.

4. Las comisiones ordinarias cuya materia se corresponde con los ramos
de la Administración Pública Federal harán el estudio del informe a que se
refiere el primer párrafo del artículo 93 constitucional, según su competen-
cia. Al efecto, formularán un documento en el que consten las conclusiones
de su análisis. En su caso, podrán requerir mayor información del ramo, o
solicitar la comparecencia de servidores públicos de la dependencia ante la
propia comisión. Si de las conclusiones se desprenden situaciones que por su
importancia o trascendencia requieran la presencia en la Cámara del titular
de la Dependencia, la comisión podrá solicitar al Presidente de la Conferen-
cia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos que el Se-
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cretario del Despacho o Jefe de Departamento Administrativo correspondien-
te comparezca ante el Pleno. Asimismo, se estará a lo dispuesto por el párrafo
segundo del artículo 93 constitucional.

5. Asimismo, las comisiones a que se refiere el párrafo anterior y de acuer-
do a su competencia, darán opinión fundada a la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública, con base en los informes que rindan el Poder Ejecutivo Fe-
deral y las demás entidades fiscalizadas, en los términos del artículo 79, frac-
ción I, de la Constitución. Dichas opiniones deberán ser enviadas a más tar-
dar sesenta días después de la recepción de los informes. La opinión fundada
tendrá por objeto hacer aportaciones a esa Comisión sobre aspectos presupues-
tales específicos, en relación al cumplimiento de los objetivos de los progra-
mas del correspondiente ramo de la Administración Pública Federal, y para
que sean consideradas en la revisión de la Cuenta Pública.

TÍTULO TERCERO

DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO

DE LA CÁMARA  DE SENADORES

CAPÍTULO QUINTO

DE LAS COMISIONES

Artículo 85

1. La Cámara de Senadores contará con el número de comisiones ordinarias
y especiales que requiera para el cumplimiento de sus funciones.

2. Las Comisiones serán:

a. Ordinarias: analizan y dictaminan las iniciativas de ley o decreto que les
sean turnadas, así como los asuntos del ramo o área de su competencia;

b. Jurisdiccional: interviene en los términos de ley, en los procedimientos
de responsabilidad de servidores públicos;

c. De investigación: las que se creen en los términos del párrafo final del
artículo 93 constitucional.

Artículo 86

1. Las comisiones ordinarias tendrán a su cargo las cuestiones relacionadas
con la materia propia de su denominación y, conjuntamente con la de Estu-



274 COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS

dios Legislativos, el análisis y dictamen de las iniciativas de leyes y decretos
de su competencia.

Artículo 87

1. Cuando lo determine la Cámara, con apego a la Constitución y a las leyes,
se nombrarán comisiones con carácter transitorio para conocer exclusiva-
mente de la materia para cuyo objeto hayan sido designadas, o desempeñar
un encargo especifico.

Artículo 88

1. Se podrán crear también comisiones conjuntas con participación de las dos
Cámaras del Congreso de la Unión para atender asuntos de interés común.

Artículo 89

1. La Comisión de Estudios Legislativos conjuntamente con las otras comi-
siones ordinarias que correspondan, hará el análisis de las iniciativas de le-
yes o decretos y concurrirá a la formulación de los dictámenes respectivos.
Dicha Comisión se podrá dividir en las secciones o ramas que se estime con-
veniente.

Artículo 90

1. Las comisiones ordinarias serán las de:

I. Administración;
II. Agricultura, Ganadería y Desarrollo Rural;

III. Asuntos Indígenas;
IV. Biblioteca y Asuntos Editoriales;
V. Comercio y Fomento Industrial;

VI. Comunicaciones y Transportes;
VII. Defensa Nacional;

VIII. Derechos Humanos;
IX. Desarrollo Social;
X. Distrito Federal;

XI. Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología;
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XII. Energía;
XIII. Equidad y Genero;
XIV. Estudios Legislativos;
XV. Federalismo y Desarrollo Municipal;

XVI. Gobernación;
XVII. Hacienda y Crédito Público;

XVIII. Jurisdiccional;
XIX. Justicia;
XX. Marina;

XXI. Medalla Belisario Domínguez;
XXII. Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca;

XXIII. Puntos Constitucionales;
XXIV. Reforma Agraria;
XXV. Reglamentos y Prácticas Parlamentarias;

XXVI. Relaciones Exteriores;
XXVII. Salud y Seguridad Social;
XXVIII. Trabajo y Previsión Social; y
XXIX. Turismo.

[...]
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